PAGE  
68

REPÚBLICA DE CHILE


[image: image1.png]



DIARIO DE SESIONES DEL SENADO

PUBLICACIÓN OFICIAL

LEGISLATURA 363ª
Sesión 93ª, en martes 19 de enero de 2016
Extraordinaria

(De 12:48 a 13:54)

PRESIDENCIA DE SEÑOR PATRICIO WALKER PRIETO, PRESIDENTE,
Y SEÑORA ADRIANA MUÑOZ D’ALBORA, VICEPRESIDENTA
SECRETARIO, EL SEÑOR MARIO LABBÉ ARANEDA, TITULAR
____________________

Í N D I C E

Versión Taquigráfica


Pág.

I.
ASISTENCIA.........................................................................................................


II.
APERTURA DE LA SESIÓN...............................................................................

III.
CUENTA...............................................................................................................

IV.
ORDEN DEL DÍA:

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre fortalecimiento y transparencia de la democracia (9.790-07) (queda pendiente la discusión en particular)……………………………………………………………..............
A n e x o s

DOCUMENTOS:
1. Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que regulariza beneficios de estudiantes, sostenedores y trabajadores de la educación que indica y otras disposiciones (10.457-04)……………………………………............................
2. Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea una asignación destinada a incentivar el desempeño con dedicación exclusiva de los profesionales de los servicios de salud que indica (10.381-11)………………………………………………………………………………

3. Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que simplifica el sistema de tributación a la renta y perfecciona otras disposiciones legales tributarias (10.442-05)……………………………………………………………………...
4. Informe complementario de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre fortalecimiento y transparencia de la democracia (9.790-07)………………………………………………………………………………
5. Informe de la Comisión Especial encargada de conocer proyectos relativos a probidad y transparencia, en segundo trámite constitucional, recaído en el proyecto de ley que fortalece el carácter público y democrático de los partidos políticos y facilita su modernización (10.154-07)……………………................
VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores (as):

--Allamand Zavala, Andrés

--Allende Bussi, Isabel

--Araya Guerrero, Pedro
--Chahuán Chahuán, Francisco

--Coloma Correa, Juan Antonio
--De Urresti Longton, Alfonso
--Espina Otero, Alberto

--García Ruminot, José
--García-Huidobro Sanfuentes, Alejandro
--Girardi Lavín, Guido

--Goic Boroevic, Carolina
--Guillier Álvarez, Alejandro

--Horvath Kiss, Antonio

--Lagos Weber, Ricardo

--Larraín Fernández, Hernán

--Letelier Morel, Juan Pablo
--Matta Aragay, Manuel Antonio
--Montes Cisternas, Carlos
--Moreira Barros, Iván

--Muñoz D´Albora, Adriana
--Navarro Brain, Alejandro

--Orpis Bouchon, Jaime
--Ossandón Irarrázabal, Manuel José
--Pérez San Martín, Lily

--Pérez Varela, Víctor

--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Quintana Leal, Jaime
--Quinteros Lara, Rabindranath
--Rossi Ciocca, Fulvio

--Tuma Zedan, Eugenio
--Von Baer Jahn, Ena

--Walker Prieto, Ignacio

--Walker Prieto, Patricio

--Zaldívar Larraín, Andrés

Concurrieron, además, los Ministros del Interior y Seguridad Pública subrogante, señor Mahmud Aleuy Peña y Lillo; el Secretario General de la Presidencia, señor Nicolás Eyzaguirre Guzmán; de Justicia, señora Javiera Blanco Suárez, y del Trabajo y Previsión Social, señora Ximena Rincón González. 

Asimismo, se encontraban presentes la Subsecretaria General de la Presidencia, señora Patricia Silva Meléndez, y la Coordinadora de la División Jurídica de dicho Ministerio, señora Valeria Lübbert Álvarez.

Actuó de Secretario el señor Mario Labbé Araneda, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.
II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 12:48, en presencia de 14 señores Senadores.

La señora MUÑOZ, doña Adriana (Vicepresidenta).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

III. CUENTA

La señora MUÑOZ, doña Adriana (Vicepresidenta).-  Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensajes



Cuatro de Su Excelencia la Presidenta de la República:



Con el primero retira y hace presente la urgencia, calificándola de “discusión inmediata”, para la tramitación del proyecto que modifica el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2004, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley N° 211, de 1973, que fija normas para la defensa de la libre competencia (boletín N° 9.950-03).



Con los dos siguientes retira y hace presente la urgencia, calificándola de “suma”, para la tramitación de los siguientes proyectos de ley:



1) El que crea el plan de formación ciudadana para los establecimientos educacionales reconocidos por el Estado (boletín N° 10.043-04).



2) El que regulariza beneficios de estudiantes, sostenedores y trabajadores de la educación que indica y otras disposiciones (boletín N° 10.457-04)



Con el último retira y hace presente la urgencia, calificándola de “simple”, para la tramitación del proyecto de ley sobre tenencia responsable de mascotas y animales de compañía (boletín N° 6.499-11).



--Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios



Tres de la Honorable Cámara de Diputados:



Con el primero indica que aprobó el proyecto de ley que regulariza beneficios de estudiantes, sostenedores y trabajadores de la educación que indica y otras disposiciones (boletín N° 10.457-04) (con urgencia calificada de “suma”) (Véase en los Anexos, documento 1).


--Pasa a la Comisión de Educación y Cultura, y a la de Hacienda, en su caso.



Con el segundo comunica que ha aprobado el proyecto de ley que crea una asignación destinada a incentivar el desempeño con dedicación exclusiva de los profesionales de los servicios de salud que indica (boletín N° 10.381-11) (con urgencia calificada de “suma”) (Véase en los Anexos, documento 2).


--Pasa a la Comisión de Salud, y a la de Hacienda, en su caso.



Con el tercero señala que ha aprobado el proyecto de ley que simplifica el sistema de tributación a la renta y perfecciona otras disposiciones legales tributarias (boletín N° 10.442-05) (con urgencia calificada de “suma”) (Véase en los Anexos, documento 3).


--Pasa a la Comisión de Hacienda.

Informe



Complementario de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre fortalecimiento y transparencia de la democracia (boletín Nº 9.790-07) (con urgencia calificada de “discusión inmediata”) (Véase en los Anexos, documento 4).


--Queda para tabla.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- En este momento ha llegado a la Mesa el siguiente documento:
Informe



De la Comisión Especial encargada de conocer proyectos relativos a probidad y transparencia, recaído en el proyecto de ley que fortalece el carácter público y democrático de los partidos políticos y facilita su modernización (boletín N° 10.154-07) (con urgencia calificada de “suma”) (Véase en los Anexos, documento 5).


--Queda para tabla.

La señora MUÑOZ (Vicepresidenta).- Terminada la Cuenta.
IV. ORDEN DEL DÍA

FORTALECIMIENTO Y TRANSPARENCIA DE LA DEMOCRACIA

La señora MUÑOZ (Vicepresidenta).- Corresponde continuar la discusión particular del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre fortalecimiento y transparencia de la democracia, con informe complementario de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y urgencia calificada de “discusión inmediata”.



--Los antecedentes sobre el proyecto (9.790-07) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 36ª, en 21 de julio de 2015 (se da cuenta).


Informes de Comisión:


Especial encargada de conocer proyectos relativos a probidad y transparencia: sesión 39ª, en 4 de agosto de 2015.



Especial encargada de conocer proyectos relativos a probidad y transparencia (segundo): sesión 90ª, en 12 de enero de 2016.



Hacienda: sesión 90ª, en 12 de enero de 2016.


Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento (complementario): sesión 93ª, en 19 de enero de 2016.



Discusión:



Sesión 40ª, en 5 de agosto de 2015 (se aprueba en general); 90ª, en 12 de enero de 2016 (queda pendiente la discusión en particular); 91ª, en 12 de enero de 2016 (queda pendiente la discusión en particular); 92ª, en 13 de enero de 2016 (queda pendiente la discusión en particular).

La señora MUÑOZ (Vicepresidenta).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Esta iniciativa fue enviada a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, por acuerdo de la Sala de 13 de enero recién pasado, para que elaborara un informe complementario respecto de las normas del proyecto que establecen sanciones penales.



Ese órgano técnico deja constancia de que, al iniciar el estudio sobre la materia, estimó que estaba habilitada para considerar los números 20, 22, 23, 24 y 25 del artículo 2°, dado que son los que contienen preceptos que establecen o se relacionan con disposiciones relativas a multas o penas privativas de libertad.



La referida Comisión efectuó enmiendas a los numerales recién indicados del artículo 2°, todas las cuales fueron acordadas por unanimidad. 



Hago presente que para su aprobación se requieren 21 votos favorables, por cuanto revisten carácter orgánico constitucional.



Su Señorías tienen a la vista un boletín comparado que transcribe: el texto aprobado en general; las enmiendas realizadas por la Comisión Especial encargada de conocer proyectos relativos a probidad y transparencia; las modificaciones introducidas por la Comisión de Hacienda; las enmiendas efectuadas por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, y el texto final que resultaría de aprobarse estas últimas.

La señora MUÑOZ (Vicepresidenta).- Solicito el asentimiento de la Sala para autorizar el ingreso de las señoras Patricia Silva, Subsecretaria General de la Presidencia, y Valeria Lübbert, Asesora Jurídica de la misma repartición.



¿Habría acuerdo?



--Acordado.
)--------------(

La señora MUÑOZ (Vicepresidenta).- Tiene la palabra el Honorable señor Horvath.

El señor HORVATH.- Señora Presidenta, solicito recabar el asentimiento de los señores Senadores para que la Comisión de Medio Ambiente sesione en paralelo con la Sala durante algunos minutos a fin de resolver temas que estaba tratando.



Desde luego, sus miembros estaríamos atentos a lo que sucediera en la Sala para venir a votar.

La señora MUÑOZ (Vicepresidenta).- Muy bien, Su Señoría.



Le daremos el aviso pertinente cuando se inicie la votación.

El señor COLOMA.- ¡No, señora Presidenta!

La señora MUÑOZ (Vicepresidenta).- ¿Desea intervenir, señor Senador?

El señor COLOMA.- No doy el acuerdo, señora Presidenta.

La señora MUÑOZ (Vicepresidenta).- ¿Se opone a que la Comisión sesione en paralelo?

El señor COLOMA.- Sí, porque el proyecto cuyo contenido debemos seguir analizando requiere quórum especial de aprobación.

La señora MUÑOZ (Vicepresidenta).- No hay acuerdo, entonces.

)---------------(

La señora MUÑOZ (Vicepresidenta).- Continuando con la discusión particular de la iniciativa, le voy a dar la palabra al Senador señor Araya, quien dará a conocer el informe complementario de la Comisión de Constitución.

El señor ARAYA.- Señora Presidenta, Honorable Sala, me corresponde presentar el informe complementario de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaído en determinados preceptos del proyecto de ley sobre fortalecimiento y transparencia de la democracia que inciden en materias penales o se relacionan con ellas.



Cabe recordar que el origen de este informe se encuentra en el acuerdo que la Sala del Senado adoptó el 13 de enero del año en curso.



Al amparo de esa decisión, la Comisión consideró necesario examinar los números 20, 22, 23, 24 y 25 del artículo 2° del proyecto, pues se estimó que contienen preceptos que se vinculan con disposiciones que establecen multas o penas privativas de libertad.



Luego de un interesante debate, que contó con la presencia del Ministro Secretario General de la Presidencia y la asesoría de los abogados penalistas señores Jean Pierre Matus y Héctor Hernández, la Comisión acordó, por la unanimidad de sus miembros presentes, introducir una serie de enmiendas a algunos artículos específicos del proyecto.



En primer lugar, se acordó perfeccionar el artículo 26 de la ley N° 19.884. 



Con ese propósito se estableció que no podrán efectuar aportes para campaña electoral las personas jurídicas de derecho público o privado, con excepción de los que realicen los partidos políticos y el Fisco, en la forma que lo autoriza la ley.



En todo caso, se precisó que no se considerará aporte la facilitación gratuita de inmuebles de propiedad que hagan las personas jurídicas sin fines de lucro y que habitualmente estén destinados a encuentros de la comunidad para la realización de actividades propias de campaña. Para que esta situación no se preste a abusos, se establece que este uso deberá ser autorizado por escrito por el representante legal de la entidad respectiva, debiendo enviarse una copia de esta autorización al Servicio Electoral por el partido, candidato o sus administradores electorales.



En segundo lugar, se hizo una enmienda al inciso final del artículo 27 con el objeto de disponer que las personas jurídicas que hagan aportes prohibidos deberán pagar una multa equivalente al triple del monto ilegalmente aportado.



Con esta disposición se confirma un criterio que ya había adoptado la Sala del Senado y se hace un ajuste en la redacción, con el fin de evitar el concurso de esta disposición con la sanción que establece el inciso segundo del artículo 27 bis.



A partir de esta modificación, queda claro que las personas jurídicas que realicen aportes a campañas electorales serán sancionadas con multas, en tanto que las personas naturales que actúen en nombre de la persona jurídica serán sancionadas con las penas de presidio menor en su grado mínimo a medio.



En tercer lugar, se agrega un artículo 27 bis que sanciona al que otorgue u obtenga aportes para candidaturas o partidos políticos cuyo monto excediere en un 40 por ciento lo permitido por la legislación. Quien incurra en esta conducta será castigado con presidio menor en sus grados mínimo a medio y multa equivalente al triple de lo otorgado u obtenido.



Señora Presidenta, esta es una pena muy severa que se aplica a quienes otorguen recursos desproporcionados a los candidatos, pero que también castiga a los candidatos que obtengan recursos al margen de la ley. Cabe agregar que, si se configura esta causal, el Tribunal Calificador de Elecciones podrá cesar en su cargo al diputado o senador que haya sido condenado por este delito en sede penal.



Esta norma es importante, pues le permitirá al juez graduar la pena teniendo en cuenta el monto o la entidad de la infracción cometida.



Por otra parte, tratándose de aportes otorgados u obtenidos por o de una persona jurídica con infracción a lo dispuesto en el artículo 26, se establece que el infractor de esta disposición tendrá una pena de presidio menor en sus grados mínimo a medio.



No obstante, excepcionalmente, y siempre que se trate de aportes aislados en los que no haya habitualidad y cuyo monto global sea inferior a las 50 unidades de fomento, el Servicio Electoral podrá no presentar denuncia o querella respecto de tales hechos, sin perjuicio de aplicar la sanción administrativa que corresponda, que sería una multa.



Se establece, además, que el que utilice los aportes o fondos obtenidos por el Fisco, en virtud de lo que prescribe la ley N° 18.603, Orgánica Constitucional de Partidos Políticos, en una finalidad distinta a la cual están destinados, será castigado con presidio menor en su grado medio.



En cuarto lugar, se sanciona con la pena de presidio menor en su grado máximo (es decir, 3 años y un día a 5 años) al administrador electoral, al administrador general electoral o al administrador general de fondos de un partido político que en sus rendiciones de cuentas al Servicio Electoral proporcione antecedentes falsos o certifique hechos falsos a sabiendas.



En quinto lugar, se establece que la persecución de los delitos que consagra la ley solo podrá ser iniciada por denuncia o querella del Servicio Electoral, sin perjuicio del derecho de toda persona de denunciar dichas infracciones ante el mencionado organismo.



En sexto lugar, la Comisión acordó que se considerarán infracciones graves a las normas sobre transparencia, límite y control del gasto electoral las siguientes conductas:



a) Haber sobrepasado en un 25 por ciento el límite del gasto electoral permitido por la ley, siempre que dicho porcentaje sea superior a 100 unidades de fomento.



b) Resultar condenado por los delitos previstos en los incisos primero, segundo y cuarto del artículo 27 bis; del artículo 27 ter, y en el inciso primero del artículo 137 de la ley N° 18.700.



Ante la presencia de estos hechos, tan graves, se prescribe que el Consejo Directivo del Servicio Electoral deberá hacer la denuncia respectiva. Asimismo, corresponderá al Tribunal Calificador de Elecciones conocer de estas infracciones a través de un procedimiento racional y justo, regulado en la forma que establece la ley N° 18.460, debiendo pronunciar su sentencia previa vista de la causa y dentro del plazo de los 10 días hábiles siguientes.



Señora Presidenta, como la Sala de esta Corporación podrá comprobar, se trata de normas que surgieron de un amplio debate y en que los integrantes de la Comisión alcanzamos acuerdo unánime respecto de prácticamente todas ellas.



Por todo lo anterior, propongo a la Sala la aprobación de esta iniciativa, con las enmiendas que recomienda el informe complementario de la Comisión de Constitución.



He dicho.

La señora MUÑOZ (Vicepresidenta).- Se ofrece la palabra.

El señor ROSSI.- ¿Podría abrir la votación, señora Presidenta?

La señora MUÑOZ (Vicepresidenta).- Es que son varias las votaciones y todas requieren quórum especial.

El señor WALKER (don Ignacio).- Entonces, hay que llamar a los colegas para que vengan a votar.

La señora MUÑOZ (Vicepresidenta).- Sí. 



Vamos a tocar los timbres porque hay varias Comisiones funcionando.



Ofrezco la palabra.



La tiene el Senador señor Quinteros.

El señor QUINTEROS.- Señora Presidenta, tengo dudas sobre la nueva redacción del artículo 28 bis, que se refiere a las infracciones graves a las normas sobre transparencia, límite y control del gasto electoral, norma que tiene importancia para efectos de dar aplicación a la reforma constitucional que aprobamos hace corto tiempo y que establece la pérdida del escaño.



La pregunta que me surge es por qué se condicionó esta infracción grave a la condena por los delitos contemplados en esta misma ley.



Esto puede parecer impecable desde el punto de vista jurídico, pero no creo que sea lo mismo desde el punto de vista político. 



Digo esto porque las condenas están sujetas a múltiples condicionantes que apuntan a la situación personal del infractor, como la irreprochable conducta anterior. Es decir, una misma infracción, unos mismos hechos, cometidos por distintos candidatos electos, pueden derivar en condena, en un caso, o en suspensión condicional del procedimiento, en otros. Si el infractor resulta condenado, además perderá el cargo; pero, si se aplica la suspensión del procedimiento, no habrá condena y, por lo tanto, tampoco habrá pérdida del escaño.



Yo no creo que sea aceptable, para la opinión pública, que algunos casos de infracción grave a las normas sobre gasto electoral queden sin sanción penal y política, lo que podría ocurrir si se cumplen los requisitos de la suspensión condicional del procedimiento. 



Lo anterior resulta aún más complejo si se tiene en cuenta que la suspensión depende del fiscal a cargo y del juez de garantía y, en consecuencia, admite diferencias de criterio.



Desde mi perspectiva, la sanción política, que aplica el TRICEL, debe ser independiente de la sanción penal. Así, al ser aplicada por un mismo y único tribunal se garantiza la unidad de criterio. 



Entiendo que existiría la intención de algunos Senadores de limitar la aplicación de la suspensión en estos casos, pero ello sería materia de otra ley -por ejemplo, de alguna de la agenda corta antidelincuencia-, lo que no me parece apropiado, pues se confundiría con otras situaciones.



La reforma constitucional que aprobamos encargó a la ley que estamos despachando la regulación de la pérdida del escaño. Y no puede quedar entregada a normas procesales una cuestión que, a mi entender, es de fondo, y que consiste en determinar claramente los casos en que habrá pérdida del cargo cuando exista infracción a las normas de gasto electoral.



He dicho.

La señora MUÑOZ (Vicepresidenta).- La Mesa quiere hacer una propuesta para ordenar el debate, dado que son varios los números que discutió y modificó la Comisión de Constitución, todos referidos al artículo 2° del proyecto.



Proponemos ir número por número, de tal manera de que la Sala se refiera, por ejemplo, al número 20, abriendo la votación y permitiendo fundar el voto.



¿Habría acuerdo en tal sentido?



Acordado.

El señor LARRAÍN.- ¿Me permite, señora Presidenta?

La señora MUÑOZ (Vicepresidenta).- Sí, señor Senador.



Tiene la palabra el Senador señor Hernán Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señora Presidenta, en mi opinión, en ciertos casos debe realizarse un debate con el fin de explicar de qué se trata lo que se propone. En algunos artículos podrá no ser necesario, pero no podemos evitarlo con relación a todas las normas.

La señora MUÑOZ (Vicepresidenta).- ¿Y no es posible hacerlo en la fundamentación del voto?

El señor LARRAÍN.- Es que...

El señor NAVARRO.- Señora Presidenta, se está pidiendo la apertura de la votación.

La señora MUÑOZ (Vicepresidenta).- Una propuesta es debatir número por número...

El señor ESPINA.- ¡Eso es!

La señora MUÑOZ (Vicepresidenta).-... y la otra, abrir la votación y fundar el voto en ese momento.

El señor LARRAÍN.- No.

La señora MUÑOZ (Vicepresidenta).- Entonces, efectuaremos la discusión y después votaremos numeral por numeral.

El señor LARRAÍN.- De acuerdo.

La señora MUÑOZ (Vicepresidenta).- Muy bien.



En consecuencia, se pondrá en discusión el número 20 del artículo 2º.

El señor ESPINA.- ¿Me permite, señora Presidenta?

La señora MUÑOZ (Vicepresidenta).- ¿Sobre un asunto reglamentario, Su Señoría?
El señor ESPINA.- Así es.

La señora MUÑOZ (Vicepresidenta).- Tiene la palabra, señor Senador.

El señor ESPINA.- Señora Presidenta, quiero llamar la atención de la Sala respecto de lo siguiente.



Este es un tema superdelicado, que se encuentra vinculado con las normas que adoptamos.



He visto que algunos medios publican cosas que nosotros no acordamos. Y veo que asiente el Presidente de la Comisión.



Entonces, considero que si este debate lo hacemos todo en conjunto, sin explicar norma por norma, podremos sembrar confusión, por tratarse de asuntos muy técnicos.



Por ejemplo, se afirmó que nosotros disminuimos la pena para estos delitos, en circunstancias de que ampliamos el rango de la ley, cosa que no tiene nada que ver. Y no solo eso: rebajamos a 40 por ciento el tope para sancionar al que la infringe.



Por consiguiente, en aras del prestigio del Senado, pido que usted, señora Presidenta, ponga en discusión el proyecto artículo por artículo, limitando el tiempo del debate pero dando la posibilidad de que cada Senador fundamente la votación de las normas, que fueron despachadas en forma unánime en la  Comisión, después de una discusión exhaustiva y bien hecha, con presencia de todos quienes quisieron asistir a ella.



Formulo esa solicitud a fin de evitar que el día de mañana, por desinformación y a veces porque nosotros no realizamos las cosas de manera pedagógica, alguien haga interpretaciones distintas de la intención que tuvimos.

La señora MUÑOZ (Vicepresidenta).- Senador señor Espina, eso es lo que acabamos de proponer como Mesa con el propósito de orientar el debate: ir número por número, hacer una discusión general -partiremos por el número 20, al que dará lectura el señor Secretario-, ofrecer la palabra sobre el numeral en debate e ir avanzando en la votación.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Señores Senadores, en el número 20 del artículo 2º la Comisión de Constitución, por unanimidad, propone sustituir el texto del artículo 26 de la ley Nº 19.884 por el siguiente:



“No podrán efectuar aportes para campaña electoral las personas jurídicas de derecho público o derecho  privado, con excepción de los que realicen los partidos políticos y el Fisco, en la forma en que lo autoriza la ley.


“Se considerará aporte todo desembolso o contribución avaluable en dinero y, tratándose de contratos onerosos, las diferencias manifiestas entre el valor de la contraprestación y el precio de mercado.


“No se considerará aporte de personas jurídicas la facilitación gratuita de inmuebles de propiedad de personas jurídicas sin fines de lucro destinados habitual y gratuitamente a encuentros de la comunidad, para la realización de actividades propias de campaña. Este uso deberá ser autorizado por escrito por el representante legal de la entidad respectiva, debiendo enviarse copia de ésta al Servicio Electoral por el partido, candidato o sus administradores electorales.”.

La señora MUÑOZ (Vicepresidenta).- En discusión el número 20.



Está inscrito el Senador señor Araya.

El señor ARAYA.- Señora Presidenta, la mía es una precisión más general -puedo hacerla a propósito de esta norma-, con el objeto de contestar la inquietud del Senador Quinteros.



Como es una explicación genérica, es posible hacerla altiro, pues se va a repetir a lo largo del resto de los artículos.



La Comisión de Constitución discurrió sobre ciertos principios que aprobó la Sala del Senado.



El primer principio es que las personas jurídicas no pueden aportar a las campañas electorales; de hacerlo, se las sancionaría con multas. Y aquellas personas naturales que actúen en nombre de personas jurídicas, recibirán multas o penas de cárcel en algunas circunstancias, dependiendo de la gravedad del hecho.



Como discutiremos artículo por artículo, ahí explicaremos cuál fue la lógica que imperó al momento de fijar las penas.



El segundo principio radica en que el texto que conoció la Comisión de Constitución presenta el siguiente problema.



Si bien es cierto todos estamos de acuerdo en que las infracciones más graves que cometa un candidato sean sancionadas con la pérdida del escaño, eso necesariamente debe traer aparejado un procedimiento mediante el cual aquel se pueda defender.



El procedimiento de destitución está construido sobre la siguiente lógica: el candidato, teóricamente, infringe la ley en forma grave, pero la resolución de si él vulneró o no la normativa es dictada por un órgano administrativo, el Servicio Electoral, en circunstancias de que en la propuesta original el candidato cuya cuenta era objetada carecía de un procedimiento de reclamo.



Como consecuencia de ello, se trató de construir una propuesta en orden a que un tribunal pudiera sancionar previamente al candidato y decir: “Mire, este postulante efectivamente infringió la ley de forma grave y, por ende, se tiene que dar lugar al procedimiento que establece la ley para pedir su destitución”.



En este caso, ese órgano podrá ser el Tribunal Calificador de Elecciones.



Esa es la lógica de por qué se exige previamente una sentencia penal condenatoria.



El tercer punto -sobre el particular tiene mucha razón el Senador Quinteros y fue un tema que planteé en la Comisión de Constitución- se refiere a que la ley en comento fijó como techo máximo para cualquier delito la pena de tres años. 



Por consiguiente, el nuevo proceso penal permite que respecto de los delitos establecidos en el Código Penal, que no superen la pena de tres años, pueda llegarse a lo que se conoce como la “suspensión condicional del procedimiento”.



Es decir, el Ministerio Público inicia una investigación y, atendidas la particularidad de la persona imputada y las circunstancias en que se cometió el delito, puede solicitar ante el juez de garantía la aplicación de la suspensión condicional, esto es, que la persona no sea sancionada ni le sea asignada alguna pena de cárcel, siempre y cuando no cometa delito en el transcurso de un año y, asimismo, cumpla con las condiciones que le fije el tribunal.



Yo solicité el día de ayer en la Comisión -y esto fue un acuerdo- que incorporáramos dentro de los delitos que no puedan ser objeto de suspensión condicional del procedimiento los contenidos en el proyecto en debate.



La Comisión de Constitución acordó no hacerlo en esta oportunidad, básicamente porque en la Agenda Corta Antidelincuencia, que también está conociendo dicho órgano técnico, vienen nuevas normas con el objeto de determinar a qué delitos se les puede aplicar o no la suspensión condicional del procedimiento.



Por lo tanto, cuando discutamos dicha normativa en la Comisión, esperamos tener los votos necesarios para incluir las disposiciones que impidan la aplicación de la suspensión condicional del procedimiento en estos delitos. 



Con eso, se salvaguarda la duda del Senador Quinteros.



Por otro lado, independiente de la pena que se le aplique a un candidato al momento de infringir la ley sobre la base de estos delitos, el solo hecho de ser condenado, con independencia del monto de la pena, significa que comete una infracción grave a la ley electoral y, como consecuencia de ello, se puede dar inicio al procedimiento para su destitución.



Es decir, al candidato lo podrán sancionar, por ejemplo, con 61 o 21 días de prisión, si no tiene antecedentes y colabora con la investigación, o también con tres años. Pero el hecho que se constituye, por solo tener sentencia condenatoria, es la falta grave que da lugar a la destitución.



Entonces, hechas ambas aclaraciones y considerando que el que no haya suspensión condicional del procedimiento será tocado a propósito de la discusión de la Agenda Corta, mi impresión es que se despejan numerosas dudas de varios señores Senadores y que fueron planteadas muy acertadamente por el Senador Quinteros.

La señora MUÑOZ (Vicepresidenta).- Para referirse al número 20, pues de otra forma tendremos que empalmar esta sesión con la siguiente, tiene la palabra el Honorable señor  Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señora Presidenta, he seguido el debate de los miembros de la Comisión y creo que a veces se sobrerreacciona frente a estos hechos.



Inicialmente, en esta materia no había sanciones y resulta que ahora nos vamos al extremo. Por ello, nadie podría sostener que este es un proyecto blando, toda vez que por primera vez se establece la pérdida del escaño.



En segundo lugar, la iniciativa contempla multas y, además, penas de cárcel.



Francamente, pienso que hay que leer el proyecto y ver el trabajo que se está realizando, de manera de no hacer una crítica injusta en este asunto.



Sin embargo, debo manifestar que pese a que se avanza considerablemente en algunos temas, en otros no.



Eso es curioso, porque hay sectores del Senado que insisten en no incorporar un problema que, a mi juicio, constituye la principal distorsión de la democracia chilena en todos los Gobiernos: la intervención electoral.



Así, esta iniciativa no contiene ni una palabra sobre el uso de los gastos reservados.



Es decir, se dispone pérdida del escaño, multa y cárcel para el candidato que recibe plata de una empresa privada, pero al que recibe plata proveniente de los gastos reservados de la Presidencia de la República, ¿qué le pasa? 



Entonces, sinceramente, pienso que es necesario resguardar este tema y, sin duda alguna, incorporarlo.



¿Qué pasa con la intervención electoral que ocurre todos los días?



¡Y uno la ve!



Por ejemplo, se realiza un acto público: asiste un Ministro en un avión oficial pagado por el Estado, quien invita una hora antes de la ceremonia a los parlamentarios de Oposición, incluso a algunos de Gobierno, y arma todo un show para un candidato o un parlamentario.



¡Nada!



¿Qué pasa con el uso de la información privilegiada? Hay alguna mención a ella en la ley en proyecto.



En general, creo que en esta materia no se puede hacer todo de una vez. Pero me parece que la intervención electoral es un tema que se toca tangencialmente en este proyecto de ley, cuando, a mi juicio, se trata de una de las principales distorsiones de la democracia chilena.



¡Las empresas del Estado: CODELCO, ENAP, ENAMI y otras más realizan una intervención electoral brutal, señora Presidenta!



Ya conocemos los casos del desmalezado, de los contratistas de CODELCO, en fin. ¿Dónde está eso en la presente iniciativa?



En verdad, se toca solo por el costado, no se va al fondo. Y, si realmente queremos terminar con los defectos y los problemas de nuestro sistema democrático, nos falta mucho por ahondar en esta materia para evitar que los mismos vicios que se producen con el sector privado los tengamos con el sector público. 



No veo que en esta materia hayamos tenido una mano más firme. 



Con los parlamentarios de la UDI vamos a renovar varias indicaciones que fueron rechazadas en la Comisión. Porque creemos, sin duda, que un proyecto que salga solamente con esta visión de uno de los sectores presentará un error garrafal de fondo y no corregirá uno de los vicios más importantes de la democracia chilena.

La señora MUÑOZ (Vicepresidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Hernán Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señora Presidenta, lo primero que quiero manifestar es mi acuerdo con las expresiones vertidas por el Senador Pedro Araya en cuanto a las inquietudes del Senador Quinteros.



Aquí, efectivamente no se han hecho rebajas indebidas respecto de las penas, sino que se ha abierto el marco, pues la forma como estaba estructurada, con penas únicas y muy estrechas, hacía que ellas pudieran ser completamente desproporcionadas.



Así lo dijeron en la Comisión los profesores Héctor Hernández, de la Universidad Diego Portales, y Pierre Matus, de la Universidad de Chile: tal cual estaban redactadas podían ser penas completamente desproporcionadas.



Por la forma como lo establecimos, al abrir el abanico siguen las sanciones penales, y mantienen un grado de proporcionalidad que tiene que ver con la naturaleza. Porque no es lo mismo que una persona jurídica le dé a un candidato 50 mil pesos a que le dé 5 millones o diez.



Eso tiene que ver con la gradualidad. 



No se ha eliminado el que la persona jurídica no pueda donar. Por el contrario, creemos que, si se acredita tal conducta, puede ser objeto de sanciones penales. Lo que hicimos fue simplemente fijar una gradualidad. 



Y en cuanto al tema de la suspensión condicional, se va a corregir en otro proyecto, pues estaría fuera de las ideas matrices de esta iniciativa entrar a regular las suspensiones condicionales del procedimiento. Eso lo vamos a hacer en la Agenda Corta, de manera que va a ocurrir en estos mismos días.



En lo relativo a la inquietud del Senador Prokurica, efectivamente no tuvimos acogida en una indicación con varias hipótesis respecto de intervenciones electorales, y la vamos a renovar. Pero precisamente en el número 20, que estamos discutiendo, se asume parte de la inquietud del Senador Prokurica. 



Con las modificaciones que se le introdujeron por el Ejecutivo y por nosotros en la discusión de ayer en la Comisión, el artículo 26 quedó de manera tal que se entiende que “No podrán efectuar aportes para campaña electoral las personas jurídicas de derecho público o derecho privado,”.



¿Qué significa eso?



Que si un ministro va a usar recursos de los gastos reservados que le asigna la ley estará incumpliendo esta norma.



¿Por qué?



Porque los únicos recursos de una persona jurídica de derecho público que se pueden utilizar son los aquí establecidos, pues, a continuación, se expresa: “con excepción de los que realicen los partidos políticos” -obviamente estos pueden entregarles recursos a los candidatos y a quienes operen dentro del partido, es decir, a integrantes del partido- “y el Fisco”. Pero se entiende que este lo puede hacer solo en la forma que autoriza la ley en proyecto: que se le podrán dar los aportes de esta manera, y tendrá tal fiscalización y control. 



Por lo tanto, afirmo que se trata de un aspecto muy importante.



En lo sucesivo, ninguna autoridad va a poder destinar recursos de su servicio público a alguna candidatura o partido político. Y si lo hace, sean aportes reservados o de cualquier otra naturaleza, incurrirá en sanciones penales.



¿Y qué se entiende por aporte? 



El inciso siguiente, que fue una iniciativa del Ejecutivo, dice que se entiende por aporte: “todo desembolso o contribución avaluable en dinero”.



Si le van a facilitar un automóvil de la intendencia, eso es avaluable en dinero, porque es un servicio. Y, por lo tanto, si un intendente tiene la mala ocurrencia de hacer eso para ayudar a un candidato, incurrirá en faltas en contra de esta norma.



De manera que hemos ido perfeccionando esta situación y precisando cosas que no se van a poder hacer.



En seguida, se recogió, en el tercer inciso, la inquietud que se discutió aquí, en la Sala:



¿Qué pasa cuando los candidatos recorren distintas comunas, sobre todo las rurales, en que no hay lugares donde reunirse, y lo hacen en una junta de vecinos o en la sede social de un club deportivo o de una organización comunitaria?



Tal como estaba la norma podía entenderse como un delito. No obstante, quedó expresamente exceptuado para que se entendiera que aquello está bien y que no hay ningún problema en la medida que se guarden las formas.



Por lo tanto, pienso que esta disposición ayuda a precisar que estamos incorporando en materia de aportes no solo…

La señora MUÑOZ (Vicepresidenta).- Terminó su tiempo, señor Senador.



Tiene un minuto adicional.

El señor LARRAÍN.- Decía que estamos incorporando no solo a las personas jurídicas de derecho privado, a las empresas, sino también a las personas jurídicas de derecho público.



Y eso nos da la tranquilidad de que ningún aporte en dinero o avaluable en dinero hecho por una entidad pública, una empresa del Estado, va a quedar sin sanción. La misma que recibiría una persona jurídica de derecho privado. Porque, efectivamente, tiene razón el Senador Prokurica. Normalmente, aquí se le carga la mano a las contribuciones indebidas del sector privado. ¿Y qué pasa con las otras, las del sector público indebidas, que todos sabemos que existen?



Ahora quedarán iguales.



Y con la indicación que presentamos, que ojalá sea acogida por toda la Sala, esperamos que esto se termine por corregir definitivamente.

La señora MUÑOZ (Vicepresidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Espina.

El señor ESPINA.- Señora Presidenta, seré muy breve, porque los Senadores que me antecedieron en el uso de la palabra explicaron bien el concepto.



Quiero señalar la razón por la que se establece una excepción a aquellos casos en que queda prohibido el aporte de las personas jurídicas.



El Senado tomó la decisión de que las personas jurídicas no puedan aportar a las campañas. Y comparto esa decisión.



Mi pregunta -y esto lo aclaro- es por qué en el inciso tercero del artículo 26 del proyecto se dispone una situación de excepción. Y aquí me remonto a lo que el Honorable señor Letelier, entre otros, señalaron en el debate de la semana pasada. 



Hay una cuestión práctica. Una cosa es legislar en teoría y otra cosa ver cómo ocurren las cosas en la práctica. 



¿Qué dice esa excepción?



Que “No se considerará aporte de personas jurídicas la facilitación gratuita de inmuebles de propiedad de personas jurídicas” -uno- “sin fines de lucro” -dos- “destinados habitual y gratuitamente a encuentros de la comunidad, para la realización de actividades propias de campaña”.


Y agrega otro requisito: “Este uso deberá ser autorizado por escrito por el representante legal de la entidad respectiva, debiendo enviarse copia de ésta al Servicio Electoral por el partido, candidato o sus administradores electorales.”.


¿Qué ocurre?



Son los típicos actos que se realizan en los períodos de campaña en lugares, particularmente en muchas comunas rurales pequeñas o medianas, donde no existe un lugar físico para que la comunidad se pueda juntar que no sea el que pertenece a una organización comunitaria.



A veces son los clubes sociales, otras los clubes deportivos (una cancha, por ejemplo), o una pequeña localidad o lugares donde trabajan organizaciones, como juntas de vecinos, etcétera, a pesar de que lo relativo a aquellas está prohibido en la ley. (Curiosamente, lo descubrimos ayer).



¿Cuál es nuestro objetivo en este punto? Establecer una situación excepcionalísima que permita a las organizaciones sociales facilitar su sede gratuitamente para actividades de campaña. Dichas entidades van a invitar a los candidatos y no les aceptarán plata por ello. 



En la práctica, les dirán: “Queremos que vengan todos, en distintas fechas o juntos, a darnos a conocer su posición respecto de equis tema, que afecta a nuestra organización”. 



La posición en que estábamos era imposible. Como el concepto de “persona jurídica” es muy amplio -¡muy amplio!-, en los hechos se impedía a la comunidad juntarse con un candidato en esos lugares, dado que no había otro sitio apto para tal propósito. 



Por eso se fija una situación excepcionalísima para dicho tipo de persona jurídica: se trata de una organización comunitaria, que no tiene fines de lucro -por tanto, no puede ser una empresa, que obtiene ganancias y utilidades- y que cuenta con un lugar probadamente habitual para realizar encuentros, como ocurre en muchas comunas. De esa manera las reuniones son conocidas por la comunidad. 



Además, se debe informar al Servicio Electoral cuando esos locales se usen en actividad con los candidatos.



Dejo constancia de que la norma propuesta permitirá que los candidatos tomen contacto con la ciudadanía en zonas donde no existe otro sitio más que aquel que pertenece a una organización comunitaria.



Esa es la razón que justifica la excepción que hemos establecido.



Quiero dejarlo en claro para que no se diga que se abrió una brecha por medio de la cual se estaría posibilitando el día de mañana que empresas hagan donaciones a las campañas. ¡No será así! La norma en comento se aplica solo a personas jurídicas sin fines de lucro, en forma excepcionalísima, debiendo acreditarse que el local se destina “habitual y gratuitamente a encuentros de la comunidad”.



De ese modo resolvimos la inquietud planteada por muchos señores Senadores, particularmente por quienes representan a regiones o localidades rurales donde la ciudadanía no tiene lugares para juntarse.


Esa es la razón que llevó a la Comisión de Constitución a proponer, en el numeral 20 del artículo 2º del proyecto, un nuevo artículo 26 para la ley Nº 19.884.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.
El señor NAVARRO.- Señor Presidente, como señalé en el debate de la sesión anterior, me parece inapropiado que se limite la facultad de aportar a las campañas solo a los mayores de 18 años. Sabemos que los jóvenes de 14 son imputables penalmente. Donan a la Teletón y hacen múltiples actividades, pero los dejamos fuera de la posibilidad de hacer aportes a candidatos, aun cuando queremos incorporarlos a la participación política. 



Creo que esa es una inconsistencia relevante.



He manifestado ser partidario de que los mayores de 16 años puedan sufragar en las elecciones municipales, parlamentarias y presidenciales.



Sobre el artículo 26 propuesto, hago presente que se debe garantizar la facilitación de las sedes de las organizaciones sin fines de lucro a todos los candidatos. Si no, va a ocurrir que, pedido el local por los distintos administradores de los partidos, a algunos se lo van a prestar y a otros no, tal como ocurre hoy día con el gimnasio municipal. En efecto, dependiendo del alcalde de turno, dicho recinto es facilitado o no. A veces la autoridad comunal deja instrucciones para que se autorice solo a algunas juntas de vecinos. 



¿Cómo logramos que se cumpla la ley en esta materia, pero evitando que se discrimine a candidatos independientes, de Izquierda o de Derecha, cuando la junta de vecinos esté liderada por gente con una tendencia política contraria?



La norma no plantea que esto sea transversal. La autorización queda a criterio de la entidad. Sin embargo, en este ámbito debiera garantizarse la pluralidad. 



Está bien que no sea considerada como aporte de campaña la facilitación de tales locales, por cuanto, si queremos que haya más contenidos en los períodos electorales, es necesario reunir más a la ciudadanía en espacios públicos y cerrados para poder informar. Pero si alguien decide prestar la sede solo a cierto tipo de candidatos, el objetivo de la norma se viene abajo. 



Del mismo modo, se observa una diferencia entre parlamentarios y alcaldes, pues en este último cargo se debe renunciar treinta días antes de la elección. 



A propósito de la indicación del Senador Larraín sobre un artículo posterior -estamos en el 26-, me pregunto: si uno se sube al auto de un alcalde para asistir a una actividad oficial o al de un Ministro, quien va a inaugurar algo, ¿cómo se regulará la situación? 



¿Se va a considerar intervencionismo electoral acompañar a autoridades a actos oficiales o no oficiales? Tengamos presente que los primeros corresponden a las grandes ceremonias, pero también se desarrollan múltiples eventos más pequeños.



Es necesario dar ese debate. Si bien la norma en análisis busca regular una situación relativa a los aportes, se deberá estudiar también ese otro aspecto.



Por último, señor Presidente, tratándose de contratos onerosos, se habla de “diferencias manifiestas”. 



¿Quién va a decidir eso? ¡El SERVEL! 



Dicho Servicio tendrá que analizar los contratos que realicen los cientos o miles de candidatos a concejales y alcaldes, para ver si hay o no “diferencias manifiestas entre el valor de la contraprestación y el precio de mercado”.



A mi juicio, se está imponiendo una fórmula impracticable -¡absolutamente impracticable!-, porque el SERVEL no cuenta con la capacidad para llevar a cabo esa evaluación. 



Por lo demás, no creo que sea esa la institución que deba determinar aquello. Tendría que ser el Servicio de Impuestos Internos u otro organismo especializado. ¿Por qué el SERVEL debería resolver materias que no le competen? Porque su función no es analizar si un contrato de prestación de servicios se halla o no a precio de mercado.



Otorgamos dicha facultad, pero va a ser impracticable en términos reales.



Si queremos evitar que haya contratos de contraprestaciones a bajo precio y mayor volumen -y, por tanto, que no exista una relación de mercado-, la propuesta tiene que ser distinta. De lo contrario, no se va a ejecutar.



Señor Presidente, la voluntad está expresa. Sin embargo, dada la premura con que se ha actuado -mi propio Gobierno ha impuesto este proyecto de ley a todos-, estamos despachando disposiciones bien iniciadas en su espíritu pero sin efecto práctico.



¡Patagonia sin represas!



¡Nueva Constitución, ahora!



¡No más AFP!



He dicho.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Señoras y señores Senadores, les recuerdo que tenemos seis votaciones por realizar y ni siquiera hemos abierto la primera de ellas.



Además, todo fue aprobado por unanimidad en la Comisión.  


Por lo tanto, sugiero abrir, a lo menos, la votación del numeral 20 del artículo 2º.

El señor LARRAÍN.- Sí.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Acordado.

El señor COLOMA.- ¿Es de quórum?

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Efectivamente. Requiere 21 votos para ser aprobada.

El señor COLOMA.- Lo pregunto por los pareos.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- No corren los pareos en este caso.



En votación.



--(Durante la votación).

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Tuma.

El señor TUMA.- Señor Presidente, creo que el texto que habíamos debatido la semana pasada, el cual fue objeto de revisión por parte de la Comisión de Constitución, mejoró su redacción. 



Dicho órgano técnico logró resolver las dificultades que hacían que la proposición anterior fuera imposible de ejecutar. Con ella se llegaba al absurdo de que, ante el desarrollo de un acto de campaña en un espacio de propiedad municipal (gimnasio, cancha, multicancha, terreno de agua potable rural u otro), se debería sancionar a la autoridad comunal.



Creo que está bien lograda la propuesta que redactó la Comisión, al establecer que las personas jurídicas sin fines de lucro podrán facilitar inmuebles “destinados habitual y gratuitamente a encuentros de la comunidad, para la realización de actividades propias de campaña”, lo cual no será considerado como aporte. 



Por otra parte, quiero llamar la atención sobre un aspecto que quedó instalado desde que el Gobierno militar prohibió absolutamente realizar actos de campaña o políticos en espacios destinados a la comunidad, lo cual quedó marcado en posteriores legislaciones. En la práctica, actividades con algún atisbo de política en recintos de juntas de vecinos u otras organizaciones sin fines de lucro son objeto de observación, de crítica y de objeción.



Sin embargo, los locales destinados al encuentro de la comunidad son para debatir e intercambiar opiniones, con mucho mayor razón cuando la ciudadanía debe elegir a sus autoridades.



Como dijo el Senador Espina, no estamos derogando la norma legal que prohíbe el uso de los locales de las juntas de vecinos para actividades políticas. Pero, en los hechos, sí lo hacemos al proponer un artículo que permite que las sedes habituales de reunión comunitaria se usen para actividades de campaña.



Ante ello, quiero reivindicar el derecho de la comunidad a hablar, discutir y debatir de política en sus propios espacios.



Debemos dar este primer paso para luego modificar la Ley sobre Juntas de Vecinos, con el objeto de lograr que esos recintos estén a disposición de lo que la comunidad y su directiva resuelvan. No tenemos que crear una camisa de fuerza que obligue a esas entidades a conversar solo temas anodinos o que no guarden relación con la vida cotidiana de la gente.



¡La política es parte de la vida diaria de los ciudadanos!



¡Todo lo relacionado con sus aspiraciones se vincula con la política, con las autoridades y con la elección de estas!



La Comisión logró regular de buena manera la situación al posibilitar que dichos locales sean utilizados en las campañas. Pero ello se contrapone a la norma de la Ley sobre Juntas de Vecinos que prohíbe que tales actividades se realicen en esos lugares.



Es un buen paso el que ha dado la Comisión de Constitución. Voto favorablemente el numeral 20 que propone.



Espero que el Ejecutivo, en algún momento, presente un proyecto de ley para que todas las instituciones comunitarias tengan derecho a resolver cualquier materia de su competencia o que ellas decidan, sin límite alguno, en sus propios espacios.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, varios asuntos se derivan de las modificaciones propuestas por la Comisión. Entre ellos, tres guardan especial relevancia y el que nos ocupa es muy significativo.



Para la historia de la ley, muy brevemente quiero dejar constancia de sus alcances, que son básicamente dos.



El primero se refiere a la disposición que, con toda razón, plantea la prohibición de efectuar aportes para campaña electoral a las personas jurídicas tanto de derecho privado -era lo originalmente planteado- como de derecho público.



Recordemos que antes se permitían tales contribuciones. 



Cuando se trata de prohibición, debe legislarse en sentido amplio. No es una opción dejar el texto como venía. La sola idea de prohibir aportes a personas de derecho privado podía entenderse como una excepción respecto de lo público, sobre todo si en una nueva restricción no se incluye.



Pienso que la Comisión estuvo bien al agregar tal concepto a la norma que nos ocupa.



Mejor aún -y está directamente vinculada a lo anterior- es el inciso segundo del artículo 26, nuevo, que dice: “Se considerará aporte todo desembolso o contribución avaluable en dinero y, tratándose de contratos onerosos, las diferencias manifiestas entre el valor de la contraprestación y el precio de mercado.”.



En este último aspecto efectivamente puede darse -va a ser objeto de prueba; no será un asunto fácil de resolver- la mayor distorsión en uno u otro caso.



Sabemos que no hay opción de recibir un cheque en el plano económico -ahora no está permitido- que se halle incluido en la contabilidad de una empresa privada. Y, además, puede darse la otra fórmula: la de determinar la diferencia entre el valor de una contraprestación -otorgada por una corporación de derecho público- y el precio de mercado, la cual, si es irregular, será considerada como un aporte indebido para todos los efectos de esta ley.



Eso genera estabilidad sobre un punto muy importante: velar por el cumplimiento de la ley, sin caer en subterfugios, y no solamente en el ámbito privado, como algunos plantean, sino también en el público (quizás con mucha más fuerza). Por tanto, es posible establecer mundos equivalentes, consideraciones o presunciones en uno y otro sistema.



Eso constituye un aporte objetivo, que está mejor dispuesto, mejor reflejado en la proposición de la Comisión de Constitución que en el texto del proyecto original.



Me parece que hay que apoyar tal planteamiento, pues promueve una transparencia más real dentro del mundo público. En vez de impulsar restricciones solo en el plano privado, las amplía también a ese otro ámbito.



En consecuencia, señor Presidente, voto a favor del numeral 20.



Más adelante veremos otras materias. Algunas normas son parecidas y podrían ser resueltas en forma conjunta, pero otras requieren debate por separado.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Quiero señalar que, luego de esta votación, voy a citar a reunión de Comités.



Hay un problema con la tramitación del presente proyecto de ley y del que viene.



Tiene la palabra el Senador señor Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- No voy a intervenir, señor Presidente.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Bien. 



Señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, quiero fundamentar mi pronunciamiento.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra, Su Señoría.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, la norma propuesta establece que se considerarán aportes “las diferencias manifiestas entre el valor de la contraprestación y el precio de mercado”.



En mi opinión, ahí estamos en presencia de una boleta o factura ideológicamente falsa. ¡Eso es! En concreto, se paga un servicio o se adquiere un bien, y se factura o se hace una boleta por un monto distinto del que correspondería.



En esa transacción efectivamente hay un aporte; pero también, un hecho irregular.



Según la disposición en análisis, si pillan a un candidato con una boleta por diez millones de pesos y el servicio contratado valía uno, se imputan los nueve millones de diferencia como aporte.



¡Pero no! ¡Esa es una boleta ideológicamente falsa!

El señor COLOMA.- ¡Eso está sancionado!

 El señor NAVARRO.- ¡Por cierto! Es parte de las causales de destitución o pérdida del cargo.



Pero la redacción de la norma planteada por la Comisión pareciera establecer como único elemento sancionatorio en este caso el hacer imputable dicha diferencia como aporte. Es la tesis del Servicio de Impuestos Internos en algunos casos: “Se equivocó. Devuelva la boleta y hágala real”.



Quiero advertir tal situación: la boleta o factura ideológicamente falsa implica un precio que no refleja la realidad contractual, y hacerla imputable, en mi opinión, es más bien una salida para un delito.



Si en una contraprestación se observa una abierta diferencia respecto del precio de mercado, estamos frente a dicha figura, y considerar aquella como un aporte no resuelve el tema legal de fondo.



Señor Presidente, me voy a abstener en la votación de este artículo 26, nuevo. Este delito, que está tipificado y ha sido tan conocido y difundido durante el último año, ¡debiera ser eliminado como aporte!



Y eso indica la disposición que se plantea: “Se considerará aporte todo desembolso o contribución avaluable en dinero y, tratándose de contratos onerosos, las diferencias manifiestas entre el valor de la contraprestación y el precio de mercado.”.



Si una contraprestación presenta una diferencia de cinco millones con relación al precio de mercado, es considerada un aporte.



¡Pero no! Ahí estamos frente a una figura delictual, sancionada por toda la legislación.



No parece apropiado que nosotros lo veamos como aporte, en circunstancias de que es un delito. ¡Y ahora se sugiere legalizar!



Señor Presidente, debiéramos revisar esta situación.



Le pido a la Comisión que estudió este artículo que evalúe mi planteamiento, porque, a mi juicio, la propuesta que ha hecho va en el camino equivocado.



Correspondía que dicho aspecto no fuera considerado aporte, y que, además, los elementos fueran derivados al ámbito de las sanciones por aportes ilegales, porque, en los hechos, se trata de un aporte ilegal. Y siendo de esta naturaleza, debiera significar la pérdida del cargo, y no proceder a legalizarlo, que es lo que hace el artículo en análisis.



¡Patagonia sin represas!



¡Nueva Constitución, ahora!



¡No más AFP!

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Espina.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, quiero contestarle al Senador Navarro.



Creo que en esta materia el colega se encuentra profundamente equivocado.



El hecho de que una persona jurídica realice aportes constituye un delito y recibe una sanción penal (hasta 3 años de cárcel) y conlleva la pérdida del escaño para el parlamentario en determinadas circunstancias.



Lo que plantea la norma se refiere a una cosa distinta. Se pregunta qué pasa cuando una persona incorpora como aporte un bien cuyo valor real difiere del valor comercial, o sea, lo tira para abajo. Entonces, el Estado le dice: “No, pues, mi amigo, resulta que usted posee un bien”. Y la ley en proyecto establece de modo textual: “Se considerará aporte todo desembolso o contribución avaluable en dinero y, tratándose de contratos onerosos, las diferencias manifiestas entre el valor de la contraprestación y el precio de mercado.”. Por ejemplo, yo celebro un contrato, qué sé yo...

El señor EYZAGUIRRE (Ministro Secretario General de la Presidencia).- Por un peso.

El señor ESPINA.- Como dice el Ministro, celebro un contrato por un peso para arrendar un teatro que pertenece a un particular. Y me señalan: “¡Cómo va a costar un peso; si el precio es mayor!”.



Entonces, resulta más dura la norma, porque su transgresión no solo significa pena de cárcel y pérdida del cargo, sino, además, la persona puede caer en una tercera causal: sobrepasar su límite máximo de aporte. O sea, ¡hay una tercera sanción!



Dudo que haya una legislación que considere más sanciones que esta para una sola conducta.



De ahí que quiero explicarle al Senador Navarro que se halla en un error. Esto no legitima lo que la ley señala como ilegal: simplemente evita que alguien subestime o ponga un valor inferior a algún bien para tratar de no llegar a su máximo de gasto electoral.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, estimados colegas, en primer lugar, agradezco a la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia por haber acogido la preocupación formulada en la Sala respecto del uso de espacios que no se deben valorizar. Me refiero a aquellos que pertenecen a organizaciones sin fines de lucro (puede pasar con una comunidad indígena, con una comunidad rural, con algún campo deportivo, etcétera). Es muy importante la forma como se ha resuelto la situación.



Sin embargo, quiero -por su intermedio, señor Presidente- hacer una segunda reflexión, y quizás el señor Ministro o alguno de los colegas me puedan ilustrar.



¿Qué ocurre, por ejemplo, si una organización sin fines de lucro decide endosar su apoyo a la campaña del Senador Larraín? Imaginen que el MOVILH resuelva patrocinar su campaña y recorre diferentes comunas de la región juntando a sus adeptos, diciendo: “Estamos con el Senador Larraín”.



¿Eso se contabiliza? ¿Cómo se valoriza?



¿Qué pasa si una agrupación de ganaderos decide patrocinar al Senador Prokurica y lo invitan, para apoyarlo? No hablamos de una actividad de campaña del mencionado colega, si se planteara el desafío de la reelección.

El señor PÉREZ VARELA.- ¡No hay problema, porque los ganaderos son de Derecha...!

El señor LETELIER.- Y lo digo porque en la ley debemos consagrar qué pasa con el espacio de la voluntad de ciudadanos que quieren tomar una posición y manifestarla en forma transparente, pero sin ser esa actividad propia de la candidatura y de las iniciativas de campaña planificadas por el candidato o la candidata.



Podría ocurrir que las organizaciones de transexuales o de quienes abogan por los trasplantes de órganos quisieran apoyar a la Senadora Goic, porque ha jugado un papel muy importante en el ámbito de que se trata, y organizan una actividad para ella, con sus adeptos, en la que plantean: “Consideramos que realmente nos representa”. Pero esa reunión no corresponde a la campaña del candidato.



¿Qué pasa con el voluntariado? Sé que es un tema recurrente. Pero resulta muy relevante precisar el asunto, porque a la luz del texto uno pensaría que esa actividad no es un aporte de campaña (no están pasando dinero para publicidad, para financiar personas, para realizar actividades). Es un endoso al candidato.



A mi juicio, es muy importante que quede explicitado que eso no corresponde a gasto de campaña, porque puede ocurrir que al candidato se le acuse de subestimar sus gastos.



¿Cómo se califica eso? Considero que ha de ser con conocimiento del Tribunal Electoral, del SERVEL, del órgano que se quiera.



Y señalo lo anterior porque la experiencia en otros países es que pueden tercerizarse estas cosas. Y me parecería absurdo que el candidato termine siendo sancionado porque terceros lo apoyan.



Puede suceder que la actitud del Senador Navarro, por considerarlo luchador, comprometido y defensor de los trabajadores forestales, haga que estos quieran apoyarlo y su sindicato lo dictamine así. Y lo invitan a una comida de la cual él no es organizador.



Entonces, me parece que aquí tenemos un vacío -y lo quiero decir-, porque leo la norma una y otra vez y me sigue generando confusión acerca de cómo se va a establecer el procedimiento, siendo yo partidario de una ley como la planteada en este proyecto.



Señor Presidente, la semana pasada se perdió la discusión acerca del voluntariado.



¡Es lo más raro del mundo...!



Porque si van a la zona primos o tíos que quieran apoyar al Senador Moreira (¡Yo sé que es difícil...! ¡Lo digo por la distancia, más que por otra razón...!)…

El señor NAVARRO.- ¡Nos vamos a Los Lagos...!

El señor MOREIRA.- ¡Le cortaron el micrófono, colega...! 

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Dispone de un minuto adicional, señor Senador.

El señor LETELIER.- Decía que si van y lo apoyan y lo quieren acompañar en un puerta a puerta, tiene que valorizar el trabajo de sus familiares, porque no se halla bien clarificado qué pasa con las acciones voluntarias.



Quiero dejar constancia de que a lo menos para mí eso no constituye aporte de campaña y se debería regular tal situación, que es distinta a los aportes de campaña.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el número 20 del artículo 2º, que sustituye el artículo 26 de la ley N° 18.884 (33 votos a favor), dejándose constancia de que se reúne el quórum constitucional requerido.


Votaron las señoras Allende, Goic, Muñoz, Lily Pérez y Von Baer y los señores Allamand, Araya, Chahuán, Coloma, De Urresti, Espina, García, García-Huidobro, Girardi, Guillier, Horvath, Lagos, Hernán Larraín, Letelier, Matta, Montes, Moreira, Navarro, Orpis, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quinteros, Tuma, Ignacio Walker, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- A petición de algunas bancadas, celebraremos la reunión de Comités que antes les mencioné cuando comience la sesión de la tarde, citada para las 15. Probablemente, tendremos que seguir analizando este proyecto, pues quedan alrededor de cinco votaciones. Les recuerdo que se encuentra con “discusión inmediata” y esta vence hoy. Pero es importante que lo puedan conversar las bancadas.



Como la sesión está citada hasta las 14 y faltan pocos minutos para la hora de término, propongo que la levantemos y que continuemos a las 15.



Muy bien.



Por haberse cumplido su objetivo, se levanta la sesión.



--Se levantó a las 13:54.

Manuel Ocaña Vergara,

Jefe de la Redacción
ANEXOS

DOCUMENTOS

1
PROYECTO DE LEY, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE REGULARIZA BENEFICIOS DE ESTUDIANTES, SOSTENEDORES Y TRABAJADORES DE LA EDUCACIÓN QUE INDICA Y OTRAS DISPOSICIONES
(10.457-04)


Oficio Nº12.315

VALPARAÍSO, 14 de enero de 2016


Con motivo del mensaje, informe, certificados y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al proyecto de ley que regulariza beneficios de estudiantes, sostenedores y trabajadores de la educación que indica y otras disposiciones, correspondiente al boletín N°10457-04, del siguiente tenor:

PROYECTO DE LEY:

“Artículo 1°.- La Beca de Reubicación Alumnos Universidad del Mar, establecida en la Partida 09, Capítulo 01, Programa 30, Subtítulo 24, Ítem 03, Asignación 200, Glosa 04, letra j), de la ley de Presupuestos del Sector Público del año 2016, podrá asignarse a los estudiantes que no hayan hecho uso de este beneficio y que, estando matriculados al 31 de diciembre de 2012 en la Universidad del Mar, se hubiesen matriculado posteriormente durante los años 2013, 2014 y,o 2015 en programas regulares de estudios de pregrado en instituciones de educación superior con acreditación vigente al 30 de junio de 2013 conforme a la ley N°20.129. Con todo, este beneficio se pagará solo respecto de los años efectivamente cursados a partir del año 2014.

Este beneficio se asignará a las instituciones de educación superior receptoras de estudiantes provenientes de la Universidad del Mar, mediante resolución del Ministerio de Educación, previo envío de planillas certificadas por el representante legal de la respectiva institución que contengan la nómina de alumnos titulares. Dichas planillas deberán indicar el nombre, número de cédula de identidad, semestre académico, carrera y modalidad de devolución del arancel, si procediere, de cada alumno. Con todo, en caso de que el alumno haya pagado con recursos propios el arancel correspondiente al año 2014 y,o 2015, la institución de educación superior receptora deberá restituir a este el monto equivalente a la Beca de Reubicación correspondiente al año respectivo.

En este caso no procederá el recurso de reposición establecido en el artículo 23 del decreto N°97, de 2013, del Ministerio de Educación, y sus modificaciones, que reglamenta el Programa de Becas de Educación Superior, sin perjuicio de lo establecido en el artículo 59 de la ley N°19.880.

Artículo 2°.- Se entenderán extinguidas, aún en el caso que se haya declarado su incumplimiento por acto administrativo, las obligaciones de los becarios cumplidas fuera de los plazos dispuestos para tales efectos, antes de la entrada en vigencia de la presente ley, y que tengan su origen en una de las siguientes normas:

a) Becas reguladas por el artículo 27 de la ley N°19.595.

b) Decreto con fuerza de ley N°1, de 1999, del Ministerio de Planificación y Cooperación.

c) Decreto con fuerza de ley N°22, de 1981, del Ministerio de Educación.

d) Becas otorgadas por la Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnología (CONICYT), para la realización de estudios o investigación en Chile o en el extranjero, conferidas en virtud de la facultad establecida en el artículo 6° del decreto supremo N°491, de 1971, del Ministerio de Educación Pública.

e) Decreto supremo N°335, de 2010, del Ministerio de Educación, y sus modificaciones.

f) Decreto supremo N°664, de 2008, del Ministerio de Educación, y sus modificaciones.

Lo señalado en el inciso anterior deberá ser declarado mediante acto administrativo y habilitará a dichos becarios para postular a nuevos concursos de CONICYT y ser beneficiarios cuando corresponda.

Para los efectos de lo señalado en el inciso primero, la acreditación del cumplimiento de obligaciones se podrá realizar hasta el 30 de diciembre de 2016.

Los adjudicatarios de becas reguladas por el decreto supremo N°335, de 2010, del Ministerio de Educación, y sus modificaciones, en convocatorias anteriores al 25 de septiembre de 2015, tendrán el plazo establecido en los numerales vii y viii del artículo 14 del mismo decreto para acreditar el cumplimiento de todas las obligaciones derivadas de este beneficio.

Artículo 3°.- Concédese, a partir del 1 de marzo de 2016, una asignación para el personal que se desempeña en las funciones de director, educador de párvulos, técnico de educación parvularia, administrativo y auxiliar en los establecimientos de educación parvularia financiados por la Junta Nacional de Jardines Infantiles vía transferencia de fondos.

Tendrá derecho a la asignación señalada en el inciso anterior el personal que cuente con un nombramiento o contrato de trabajo vigente con dichas entidades empleadoras de una antigüedad de, a lo menos, cuatro meses al momento de su pago. Este requisito se acreditará con copia de la respectiva resolución o contrato de trabajo, según corresponda. Además, la entidad empleadora deberá presentar un certificado en que conste que las cotizaciones previsionales del trabajador con derecho a la asignación se encuentran pagadas.

Esta asignación ascenderá a una cantidad equivalente a un porcentaje de la diferencia entre el parámetro remuneracional a que alude el inciso siguiente y la remuneración bruta mensualizada que le corresponda al trabajador. Si la remuneración antes indicada excede el parámetro remuneracional, este no tendrá derecho a la asignación. El reglamento determinará la forma de calcular la remuneración bruta mensualizada, para lo cual podrá considerar un promedio de remuneraciones. Asimismo, la determinación del monto de la asignación se realizará en proporción a la jornada laboral del trabajador, de la forma en que lo establezca el reglamento.

El parámetro remuneracional y el porcentaje de la asignación se fijarán anualmente mediante decreto supremo del Ministerio de Hacienda, el cual también será suscrito por el Ministro de Educación, y regirán para el período comprendido entre el mes de julio del año de su dictación y el mes de junio del año siguiente, pudiendo ser modificados mediante el mismo procedimiento. El referido parámetro tendrá en consideración la remuneración mensual bruta pagada por la Junta Nacional de Jardines Infantiles al personal de su dependencia que desempeña las funciones señaladas en el inciso primero, en los establecimientos que administra de manera directa. El parámetro podrá ser diferenciado de acuerdo a la función que desempeña el trabajador, la localidad del país en que presta sus servicios u otros elementos que determine el reglamento. Por otra parte, el porcentaje de la asignación podrá ser diferenciado según el tipo de función desempeñada.

Sin perjuicio de lo señalado en el inciso anterior, el decreto que se dicte para el año 2016 podrá establecer hasta dos períodos y porcentajes de asignación a ser aplicados durante dicho año, a partir del mes de marzo de 2016, fijando para ello la fecha de entrada en vigencia para el segundo porcentaje que se determine.

La asignación será de cargo fiscal, se pagará mensualmente, tendrá el carácter de imponible y tributable y no servirá de base de cálculo de ninguna otra remuneración. La asignación será pagada por el respectivo empleador, siendo de su entera responsabilidad su pago oportuno e íntegro. El Estado, por su parte, tendrá la responsabilidad de transferir a la entidad empleadora los recursos para el pago de la asignación.
La percepción de la asignación por parte del trabajador en ningún caso podrá significar que la remuneración pagada por la entidad empleadora disminuya de manera injustificada en comparación a la pagada por esta en el período anterior a dicha percepción, conforme a la determinación que de ello haga el reglamento.

El reglamento, que será dictado por el Ministerio de Educación y suscrito además por el Ministro de Hacienda, establecerá la forma de administrar la asignación; los mecanismos de rendición de cuentas que, a lo menos, deberán contemplar los convenios de transferencia de recursos para el pago de esta asignación por parte de los sostenedores, destinados para incrementar las remuneraciones de los trabajadores beneficiarios de ella; los medios que se utilizarán para verificar el cumplimiento del pago de la asignación por parte de las entidades empleadoras, y las sanciones en caso de incumplimiento por parte de los empleadores en el uso de los recursos transferidos. Además, podrá establecer el monto máximo a que puede ascender la asignación, de acuerdo a la función y la localidad del país en que desarrolla sus labores el trabajador, así como toda otra norma necesaria para el otorgamiento y funcionamiento de la asignación de este artículo.

A la Junta Nacional de Jardines Infantiles le corresponderá la supervisión y control del correcto uso de los recursos destinados al pago de esta asignación, sin perjuicio de las facultades legales que correspondan a otros órganos.

El monto de los recursos que se destinarán al pago de esta asignación se determinará anualmente en la ley de Presupuestos del Sector Público.

Artículo 4°.- Autorízase, hasta el 30 de enero de 2016, a los sostenedores que hayan adscrito formalmente hasta antes del 30 de agosto de 2015, a sus establecimientos educacionales al régimen de gratuidad para el año 2016, de acuerdo a lo establecido en la ley N°20.845, a postular a dichos establecimientos al Régimen de Subvención Escolar Preferencial, establecido en la ley N°20.248, para el año 2016. Asimismo, autorízase a dichos sostenedores a solicitar al Ministerio de Educación la renovación de los Convenios de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa a que se refiere el artículo 7° bis de dicha ley, que hubieren expirado durante el año 2015.

Artículo 5°.- Reemplázase, en el artículo cuarto transitorio de la ley N°20.835, la oración “hasta 6 meses después de la entrada en funcionamiento de la Subsecretaría de Educación Parvularia y la Intendencia de Educación Parvularia de la Superintendencia de Educación”, por “hasta la entrada en vigencia del reglamento a que se refiere el artículo segundo transitorio de la ley N°20.832, que crea la Autorización de Funcionamiento de Establecimientos de Educación Parvularia”.

Artículo transitorio.- El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de esta ley durante el primer año presupuestario de vigencia se financiará con cargo a la partida presupuestaria del Ministerio de Educación y, en lo que faltare, con cargo a la partida presupuestaria del Tesoro Público.”.

Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Marco Antonio Núñez Lozano, Presidente de la Cámara de Diputados.- Miguel Landeros Perkić, Secretario General de la Cámara de Diputados.
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PROYECTO DE LEY, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE CREA UNA ASIGNACIÓN DESTINADA A INCENTIVAR EL DESEMPEÑO CON DEDICACIÓN EXCLUSIVA DE LOS PROFESIONALES DE LOS SERVICIOS DE SALUD QUE INDICA 

(10.381-11)

Oficio Nº 12.314 


VALPARAÍSO, 14 de enero de 2016


Con motivo del mensaje, informes y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al proyecto de ley que crea una asignación destinada a incentivar el desempeño con dedicación exclusiva de los profesionales de los servicios de salud que indica, correspondiente al boletín N°10381-11, del siguiente tenor:

PROYECTO DE LEY:

“Artículo 1°.- Establécese una asignación destinada a incentivar el desempeño con dedicación exclusiva, para los funcionarios de la planta de profesionales y a contrata asimilados a ella de los servicios de salud señalados en el artículo 16 del decreto con fuerza de ley N°1, de 2005, del Ministerio de Salud, y para el personal perteneciente a la planta de directivos de carrera de los referidos servicios que tengan un título profesional, en adelante la asignación. Dichos funcionarios tendrán derecho a esta asignación siempre que se encuentren regidos por el decreto con fuerza de ley N°29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fijó el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N°18.834, sobre Estatuto Administrativo, y por el decreto ley N°249, de 1973, que fija Escala Única de Sueldos para personal que señala, y que, además, cumplan con los requisitos establecidos en el artículo 3° de esta ley.  

Artículo 2°.- El monto de la asignación  ascenderá a $59.390.- brutos mensuales y se reajustará conforme a los reajustes generales de remuneraciones que se otorguen a los trabajadores del sector público. 

La asignación se pagará mensualmente, tendrá el carácter de imponible y tributable, no servirá de base de cálculo de ninguna otra remuneración y será incompatible con las asignaciones de los artículos sexagésimo quinto y septuagésimo tercero de la ley N°19.882, y la establecida en el artículo único del decreto ley N°1.166, de 1975, del Ministerio de Hacienda. 

Esta asignación se concederá de acuerdo a lo dispuesto en los artículos 4° y 5°.  

Artículo 3°.- Los funcionarios a que se refiere el artículo 1° tendrán derecho a percibir la   asignación, siempre que cumplan con los siguientes requisitos copulativos:

a) Tener una jornada ordinaria de trabajo de cuarenta y cuatro horas semanales. 

b) Contar con una antigüedad de al menos cuatro años continuos en la planta de profesionales o   asimilada a ella o en la planta de directivos de carrera en el servicio de salud respectivo, al 31 de diciembre del año anterior en que se comience a pagar la asignación para el año calendario correspondiente, cumpliendo funciones profesionales o directivas profesionales. La antigüedad exigida no podrá ser acumulable entre distintos servicios de salud.

c)Estar calificado en lista N° 1, de Distinción, a la fecha de suscripción del convenio de dedicación exclusiva a que se refiere el artículo 4° y durante la percepción de la asignación.

d) No haber sido objeto de alguna de las medidas disciplinarias establecidas en el artículo 121 del decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fijó el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N°18.834, sobre Estatuto Administrativo, en los dos años anteriores al pago de la asignación. 

e) No haber hecho uso de permiso sin goce de remuneraciones durante al menos treinta días continuos o sesenta días discontinuos en el año inmediatamente anterior a la percepción de la asignación.

f) No encontrarse haciendo uso de la compatibilidad con la calidad a contrata dispuesta en la letra d) del artículo 87 del decreto con fuerza de ley Nº29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fijó el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N°18.834, sobre Estatuto Administrativo, salvo que esta compatibilidad haya sido autorizada por primera vez en el período comprendido entre el 1 de enero de 2013 y el 31 de diciembre de 2014. 

g) Desempeñarse con dedicación exclusiva en el servicio de salud, suscribiendo el convenio a que se refiere el artículo 4°. 

Además de lo dispuesto en los incisos anteriores, el personal perteneciente a la planta de directivos de carrera deberá estar en posesión de un título profesional de una carrera de al menos ocho  semestres de duración otorgado por una universidad o instituto profesional del Estado o reconocido por éste, o de aquellos reconocidos, revalidados o convalidados en Chile de acuerdo con la legislación vigente.

Artículo 4°.- Para acceder a la asignación, el funcionario deberá solicitarla para el año calendario respectivo, acreditando el cumplimiento de los requisitos establecidos en esta ley ante el director del servicio de salud correspondiente. 

Verificado el cumplimiento de dichos requisitos, el director deberá suscribir un convenio con el funcionario mediante el cual este último se obliga a ejercer las funciones con dedicación exclusiva en el respectivo servicio de salud. 

Para los efectos del inciso primero, se entenderá por año calendario el período de doce meses que termina el 31 de diciembre de cada año.

Los funcionarios que hayan suscrito el convenio a que se refiere el inciso segundo estarán sujetos a las siguientes prohibiciones e inhabilidades:

a) No podrán ejercer libremente su profesión y estarán impedidos de obtener ingresos por sociedades de profesionales que se dediquen a prestar servicios o asesorías profesionales, sea que los perciban en calidad de socio o por el hecho de prestar servicios en ella.

b) Tampoco podrán ocupar cargos directivos, ejecutivos y administrativos en entidades que persigan fines de lucro, siempre y cuando digan relación a su profesión.

Quedan exceptuados de estas prohibiciones e inhabilidades cuando se ejerzan derechos que atañen personalmente al funcionario o que se refieran a la administración de su patrimonio y al desarrollo de actividades económicas no vinculadas a su profesión.
Igualmente quedan exceptuados los ingresos generados por docencia según lo dispone la letra a) del artículo 87 del decreto con fuerza de ley Nº29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fijó el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N°18.834, sobre Estatuto Administrativo. 

Un reglamento dictado por el Ministerio de Salud, que también será suscrito por el Ministro de Hacienda, dentro del plazo de noventa días contado desde la fecha de publicación de esta ley, determinará el procedimiento y oportunidad para solicitar la asignación ante el director del servicio de salud respectivo, la forma para acreditar el cumplimiento de los requisitos, las normas necesarias para la elaboración y suscripción de los convenios de dedicación exclusiva y los plazos para ello, los mecanismos de control del cumplimiento de los convenios, las normas transitorias para la aplicación de la asignación y toda otra norma necesaria para el adecuado cumplimiento de la dedicación exclusiva y pago de la asignación establecida en esta ley. 

Artículo 5°.- Los funcionarios que cumplan con los requisitos establecidos en el artículo 3° tendrán derecho a la asignación por el año calendario que señale el respectivo convenio a que se refiere el artículo anterior.

Si el funcionario renuncia voluntariamente a la asignación antes de completar el año calendario,   deberá devolver la totalidad de lo percibido por concepto de esta asignación durante dicho período. El monto será reajustado de conformidad con la variación que experimente el Índice de Precios al Consumidor, determinado por el Instituto Nacional de Estadísticas o la institución que lo reemplace, entre el mes anterior a aquel en que se percibió y el que antecede a su restitución.

Artículo 6°.- La Subsecretaría de Redes Asistenciales establecerá un sistema de control para verificar el cumplimiento de los convenios de dedicación exclusiva por parte de los funcionarios de los servicios de salud que perciban la asignación de esta ley.

En el marco del sistema de control, los directores de los servicios de salud deberán establecer los mecanismos internos que permitan el adecuado cumplimiento de los referidos convenios. Además, deberán proporcionar a la Subsecretaría de Redes Asistenciales una nómina con la individualización de los funcionarios beneficiarios de la asignación, en la periodicidad que establezca el reglamento. 

Asimismo, a solicitud de la Subsecretaría de Redes Asistenciales, el Servicio de Impuestos Internos deberá proporcionar la información necesaria que permita verificar el cumplimiento de los funcionarios afectos al convenio de dedicación exclusiva y para los efectos del artículo 4°. Para ello, la Subsecretaría le remitirá la individualización de los funcionarios beneficiarios de la asignación a lo menos una vez al año.

Si como resultado de la aplicación del sistema de control se verificare el incumplimiento del convenio por parte del funcionario, el director del servicio de salud ordenará la devolución de la totalidad de lo recibido por concepto de la asignación durante el año calendario respectivo. Este monto será reajustado de conformidad con la variación que experimente el Índice de Precios al Consumidor, determinado por el Instituto Nacional de Estadísticas o la institución que lo reemplace, entre el mes anterior a aquel en que se percibió y el que antecede a su restitución. Además, dicho funcionario deberá pagar una multa equivalente a tres veces la asignación percibida y no podrá volver a solicitarla dentro de los cinco años siguientes.
DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo primero.- Durante los cinco primeros meses, contados desde el día primero del mes siguiente al de la publicación de esta ley, la asignación del artículo 1° tendrá un régimen transitorio que se regirá por las siguientes normas:

a) Se pagará a los funcionarios señalados en el artículo 1° que cumplan con los siguientes requisitos copulativos: 

i. Tener una jornada ordinaria de trabajo de cuarenta y cuatro, treinta y tres o veintidós horas semanales.

ii. Estar calificado en lista N° 1, de Distinción, o lista N° 2, Buena, al día primero del mes siguiente a la fecha de publicación de esta ley y durante la percepción de la asignación.

iii. Estar contratado al 26 de julio de 2013 en el respectivo servicio de salud y encontrarse en funciones a la fecha de pago de la asignación.  

b) Para una jornada de trabajo de cuarenta y cuatro horas semanales, el monto total de la asignación será el establecido en el artículo 2° de esta ley. Si la jornada fuere inferior, se calculará en forma proporcional. 

c) No le será aplicable lo dispuesto en los artículos 3°, 4°, 5° y 6° de esta ley.

A contar del sexto mes, contado desde el día primero del mes siguiente a la fecha de la publicación de esta ley, la asignación se regirá por los artículos permanentes y lo dispuesto por el reglamento respectivo. De esta forma, el primer año de aplicación de las normas permanentes de la asignación, ésta se pagará por el período comprendido entre el sexto mes antes señalado y el 31 de diciembre del mismo año.

Artículo segundo.- Tendrán derecho a la asignación establecida en esta ley, en los mismos términos que ella señala, los funcionarios que a la fecha de publicación de esta ley sirvan en calidad de titulares los cargos establecidos en el numeral 1.5 del artículo 1° de los decretos con fuerza de ley N°s9 al 37, de 2008, del Ministerio de Salud, y cumplan con los siguientes requisitos copulativos: 

a) Perciban la asignación del artículo 3° del decreto ley N°479, de 1974.

b) Se encuentren regidos por el decreto con fuerza de ley Nº29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fijó el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N°18.834, sobre Estatuto Administrativo, y por el decreto ley N°249, de 1973.

c) Cumplan con los demás requisitos que establece la ley. 

A los funcionarios de este artículo no les será aplicable lo dispuesto en el inciso final del artículo 3° de esta ley.

Artículo tercero.- Las resoluciones que se dicten para otorgar la asignación establecida en el artículo 1°, respecto de los profesionales de los Establecimientos de Salud de Carácter Experimental, creados por los decretos con fuerza de ley Nos29, 30 y 31, de 2000, del Ministerio de Salud, y regidos por la Escala B) contenida en las Resoluciones Triministeriales Nos20, 21 y 26, de 2004, del Ministerio de Salud, que fijan sus sistemas de remuneraciones, regirán a partir de las vigencias que señala el artículo primero transitorio de esta ley. A los funcionarios antes señalados que suscriban los convenios para percibir la asignación, les serán aplicables lo dispuesto en los incisos cuarto, quinto y sexto del artículo 4°, el inciso segundo del artículo 5° y el artículo 6°, todos de esta ley.

Artículo cuarto.- El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de esta ley durante su primer año presupuestario de vigencia será financiado con cargo a los recursos que contemplan los presupuestos de los respectivos servicios de salud o instituciones indicadas en el artículo tercero transitorio, según corresponda. No obstante, el Ministerio de Hacienda con cargo a la partida presupuestaria del Tesoro Público, podrá suplementar dicho presupuesto en la parte del gasto que no se pudiere financiar con esos recursos. En  los años siguientes, el financiamiento se realizará con cargo a los recursos que la ley de Presupuestos del Sector Público asigne para estos fines.”. 

Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Marco Antonio Núñez Lozano, Presidente de la Cámara de Diputados.- Miguel Landeros Perkić, Secretario General de la Cámara de Diputados.
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PROYECTO DE LEY, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE SIMPLIFICA EL SISTEMA DE TRIBUTACIÓN A LA RENTA Y PERFECCIONA OTRAS DISPOSICIONES LEGALES TRIBUTARIAS

(10.442-05)

Oficio Nº 12.309
VALPARAÍSO, 13 de enero de 2016.
Con motivo del mensaje, informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al proyecto de ley que simplifica el sistema de tributación a la renta y perfecciona otras disposiciones legales tributarias, correspondiente al boletín N° 10442-05, del siguiente tenor:

PROYECTO DE LEY:

“Artículo 1°.-
Introdúcense, a contar del 1 de enero de 2016, las siguientes modificaciones en la ley sobre Impuesto a la Renta, contenida en el artículo 1°, del decreto ley N° 824, de 1974:

1. Intercálase, en el párrafo final de la letra b), del numeral 1° del artículo 20, a continuación de la expresión “de la letra a) de este número” y antes del punto final, la frase “, salvo aquellos que den dichos inmuebles en arrendamiento, subarrendamiento, usufructo u otra forma de cesión o uso temporal, a personas, sociedades o entidades relacionadas en los términos de los artículos 96 al 100 de la ley N° 18.045.”.

2. Modifícase el artículo 34, en el siguiente sentido:

a. Introdúcense, en el número 1.-, las siguientes modificaciones:

i. 
Sustitúyese, en el párrafo tercero, la expresión “dentro de los dos primeros meses de cada año comercial”, por “dando el respectivo aviso al Servicio entre el 1 de enero y el 30 de abril, del año calendario en que se incorporan al referido régimen”.
ii. 
Intercálase en el párrafo cuarto, a continuación de la frase “conformadas en todo momento”, la expresión “, desde que se incorporan a este régimen y mientras se mantengan acogidos a él,”.
b. Introdúcense, en el número 3.-, las siguientes modificaciones:

i. 
Suprímese, en el párrafo primero, la expresión “el total de”.

ii.
 Reemplázanse los párrafos segundo y siguientes, por los siguientes:

“Para la determinación de los ingresos no se considerarán las enajenaciones ocasionales de bienes muebles o inmuebles que formen parte del activo inmovilizado del contribuyente, y los ingresos de cada mes deberán expresarse en unidades de fomento de acuerdo con el valor de ésta en el último día del mes respectivo. 

Para estos efectos, se considerarán relacionados con una persona, empresa, comunidad, cooperativa o sociedad, cualquiera sea su naturaleza jurídica: 

i) 
El controlador y las controladas.
ii) 
Todas las entidades, empresas o sociedades que se encuentren bajo un controlador común.
iii) Las entidades, empresas o sociedades en las que es dueña, usufructuaria o a cualquier otro título posee, directamente o a través de otras personas o entidades, más del 10% de las acciones, derechos, cuotas, utilidades o ingresos, o derechos a voto en la junta de accionistas o de tenedores de cuotas.
iv) 
El gestor de un contrato de asociación u otro negocio de carácter fiduciario en que es partícipe en más del 10%. 

v)
 Las entidades relacionadas con una persona natural de acuerdo a los numerales iii) y iv) anteriores, que no se encuentren bajo las hipótesis de los numerales i) y ii), se considerarán relacionadas entre sí, debiendo en tal caso computar la proporción de los ingresos totales que corresponda a la relación que la persona natural respectiva mantiene con dicha entidad. 

Tratándose de los casos señalados en los numerales i) y ii) anteriores, el contribuyente deberá sumar a sus ingresos el total de los ingresos obtenidos por sus entidades relacionadas, sea que mantenga la relación directamente o a través de otra u otras empresas. 

En el caso de las entidades relacionadas de acuerdo a los numerales iii) y iv) anteriores, que no se encuentren bajo las hipótesis de los numerales i), ii) y v), computarán el porcentaje de ingresos obtenidos por sus entidades relacionadas que le corresponda según su participación en el capital o las utilidades, ingresos o derechos de voto. Cuando el porcentaje de participación en el capital sea distinto al porcentaje que le corresponde en las utilidades, ingresos o derechos a voto, se deberá considerar el porcentaje de participación mayor. 

Se considerará como controlador, a toda persona o entidad, o grupo de ellos con acuerdo explícito de actuación conjunta que, directamente o a través de otras personas o entidades, es dueña, usufructuaria o a cualquier otro título posee más del 50% de las acciones, derechos, cuotas, utilidades o ingresos, o derechos de voto en la junta de accionistas o de tenedores de cuotas de otra entidad, empresa o sociedad. Estas últimas se considerarán como controladas. Para estos efectos, no se aplicará lo dispuesto en los incisos segundo y siguientes del artículo 98 de la ley N° 18.045. 

Las entidades relacionadas conforme a las reglas indicadas en los numerales i) al iv) precedentes, deberán informar anualmente a la empresa o sociedad respectiva, en la forma y plazo que establezca el Servicio mediante resolución, el monto total de los ingresos de su giro percibidos o devengados en el ejercicio respectivo, los que se expresarán en unidades de fomento conforme a lo señalado.”.

c. Introdúcense en el número 4.-, las siguientes modificaciones:
i. Modifícase en el párrafo primero lo siguiente:

- Agrégase, a continuación de la expresión “requisitos establecidos en este artículo”, la oración “, salvo el contemplado en el inciso cuarto del número 1 de este artículo”.  

- Sustitúyese la expresión “dentro del plazo para presentar la declaración anual de impuestos”, por “, dando el respectivo aviso al Servicio entre el 1 de enero y el 30 de abril del año calendario en que se incorporan al referido régimen”.

- Agrégase, a continuación del punto final que pasa a ser seguido, lo siguiente: “Cuando se incumpla el requisito establecido en el párrafo cuarto del número 1.- de este artículo, esto es, que correspondan al tipo de entidades allí indicadas y los comuneros, cooperados, socios o accionistas sean en todo momento personas naturales, se considerará que han abandonado el régimen desde el 1 de enero del año comercial en que se produce el incumplimiento y que se han incorporado a partir de esa fecha al régimen establecido en la letra B) del artículo 14, debiendo dar aviso de tal circunstancia entre el 1 de enero y el 30 de abril del año comercial siguiente.”. 

ii. Sustitúyese el tercer párrafo, por el siguiente: 

“Los contribuyentes de este artículo podrán optar por pagar el impuesto de esta categoría sobre sus rentas efectivas demostradas mediante un balance general según contabilidad completa de acuerdo a las letras A) o B) del artículo 14, o de acuerdo a la letra A), del artículo 14 ter, cuando puedan optar y cumplan los requisitos para acogerse, según corresponda. Una vez ejercida dicha opción no podrán reincorporarse al sistema de presunción de renta. El ejercicio de la opción se efectuará dando aviso al Servicio  entre el 1 de enero y el 30 de abril del año calendario en que deseen cambiar, quedando sujetos a todas las normas comunes de esta ley a contar del día primero de enero del año del aviso.”.

3. Elimínase, en el número 3° del artículo 39, la expresión “con domicilio o residencia en el país.”. 

4. Modifícase el artículo 41 F, de la siguiente forma:
a. Agrégase el siguiente párrafo final en el número 5: 
“Con todo, no se considerarán dentro del endeudamiento total anual aquellos créditos o pasivos contratados con partes no relacionadas y cuyo plazo sea igual o inferior a 90 días, incluidas sus prórrogas o renovaciones.”. 

b. Agrégase en el número 6, el siguiente numeral vi), nuevo:

“vi) Una parte lleve a cabo una o más operaciones con un tercero que, a su vez, lleve a cabo, directa o indirectamente, con un relacionado de aquella parte, una o más operaciones similares o idénticas a las que realiza con la primera, cualquiera sea la calidad en que dicho tercero y las partes intervengan en tales operaciones.”.

c. Modifícase el número 8 de la siguiente manera:

i. Sustitúyese el primero párrafo, por el siguiente: 

“8. Para determinar la base imponible del impuesto que establece este artículo, cuando resulte un exceso de endeudamiento conforme a lo dispuesto en el número 3, se aplicará el porcentaje que se obtenga de dividir el endeudamiento total anual de la empresa menos tres veces el patrimonio, por el referido endeudamiento total anual, todo ello multiplicado por cien, sobre la suma de los intereses y demás partidas a que se refiere el inciso primero, pagadas, abonadas en cuenta o puestas a disposición durante el ejercicio respectivo, que: i) Se hayan afectado con el impuesto adicional con tasa 4%, o ii) Se hayan afectado con una tasa de impuesto adicional inferior a 35% o no se hayan afectado con dicho tributo, en virtud de la aplicación de una rebaja o deducción, de una exención establecida por ley o de la aplicación de un convenio para evitar la doble tributación internacional suscrito por Chile que se encuentre vigente.”.
ii. Sustitúyese, en el segundo párrafo, la palabra “primero”, por “anterior”.
iii. Suprímese, en el segundo párrafo, la oración “que se afectaron con el impuesto adicional con tasa 4%, según lo dispuesto en el número 1, del inciso cuarto del artículo 59, y sobre aquellas partidas que no se afectaron con el citado tributo”.
d. Intercálase en el número 9., a continuación de la palabra “primero”, la expresión “del número 8 anterior”.
e. Incorpórase, en el número 13., los siguientes párrafos finales: 
“Tampoco se aplicará cuando el deudor sea una entidad cuya actividad haya sido calificada de carácter financiero por el Ministerio de Hacienda mediante resolución fundada, y siempre que al término de cada año comercial se determine que a lo menos durante 330 días continuos o discontinuos, el 90% o más del total de los activos de dicha entidad corresponden a créditos otorgados o a bienes entregados en arrendamiento con opción de compra a personas o entidades no relacionadas. Para estos efectos, se considerarán los activos a su valor tributario de acuerdo a las normas de esta ley, y se entenderá que existe relación cuando se cumplan las condiciones de los numerales iii), iv), v) o vi) del número 6 de este artículo. No procederá la calificación referida, cuando la entidad sea considerada como filial, coligada, agencia u otro tipo de establecimiento permanente o como parte de un mismo grupo empresarial de personas o entidades constituidas, establecidas, domiciliadas o residentes en alguno de los territorios o jurisdicciones a que se refiere el artículo 41 D, o que dicha persona o entidad quede comprendida en al menos dos de los supuestos que establece el artículo 41 H. 

Con todo, el endeudamiento con entidades relacionadas e independientes no podrá durante el año comercial ser superior al 120% del total de los créditos otorgados o de los bienes entregados en arrendamiento con opción de compra. En caso de producirse un exceso que no se corrija en el plazo de 90 días contados desde su ocurrencia, se aplicará lo dispuesto en los incisos precedentes. Para estos efectos, la entidad que haya sido calificada de carácter financiero deberá informar al Servicio, en la forma y plazo que establezca mediante resolución, el cumplimiento de los requisitos que establece este párrafo.”.

5. Modifícase el artículo 41 G de la siguiente forma: 

a. Modifícase el número 2) de la letra A.- del modo siguiente:

i. Intercálase en el primer párrafo, entre las expresiones “en conjunto” y “con personas”, la expresión “y en la proporción que corresponda,”.
ii. Elimínase, en el primer párrafo, las expresiones “salvo los directores, ejecutivos principales, el cónyuge o parientes hasta el segundo grado de consanguinidad de las personas señaladas en la letra c), de este último artículo, o al controlador que sea una entidad no establecida, ni domiciliada o residente en Chile, que a su vez no sea controlada por una entidad local,”. 

iii. Intercálase en el segundo párrafo, entre la palabra “administradores”, la segunda vez que aparece, y el punto aparte, la siguiente frase: “, y aquellas entidades que estén bajo el control de una entidad controlada directa o indirectamente por los contribuyentes, entidades o patrimonio constituidos, domiciliados, establecidos o residentes en Chile”. 

iv. Agrégase el siguiente párrafo final: 
“Para los efectos señalados, no se considerarán como personas o entidades relacionadas en los términos del artículo 100 de la ley N° 18.045, aquellas incluidas en la letra c) de dicho artículo, y el controlador que sea una entidad no constituida, establecida, ni domiciliada o residente en Chile, que a su vez no sea controlada por una entidad local.”. 

b. Modifícase en la letra C.-, lo siguiente:

i. Elimínase, en el número 1, la frase “no domiciliada ni residente en el país”. 

ii. Agrégase en el número 8, a continuación de la palabra “chilena”, la segunda vez que aparece, la expresión “o extranjera”.
iii. Agrégase en el párrafo final, a continuación del punto final que pasa a ser seguido, lo siguiente: “Sin perjuicio de lo anterior, no se aplicará lo dispuesto en este artículo cuando el valor de los activos de la entidad controlada susceptibles de producir rentas pasivas, considerados proporcionalmente según su permanencia en el ejercicio, no exceda de un 20% del valor total de sus activos, determinado también proporcionalmente en la forma señalada. Tampoco se aplicará cuando las rentas pasivas de la entidad controlada se hayan gravado con impuestos a la renta cuya tasa efectiva sea igual o superior a un 30% en el país donde se encuentra domiciliada, establecida o constituida dicha entidad, conforme a las normas que ahí se apliquen.”.

c. Modifícase en la letra E.-, lo siguiente:

i. Suprímese, en el párrafo primero, la expresión “, inciso segundo,”.
ii. Agrégase en el párrafo primero, a continuación del punto aparte, que pasa a ser punto seguido, la siguiente frase: “Para tales efectos, se aplicará lo dispuesto en el artículo 41 C cuando exista un convenio para evitar la doble tributación internacional suscrito por Chile que se encuentre vigente, con el país que haya aplicado los impuestos acreditables en Chile.”.
iii. Agrégase el siguiente párrafo tercero: 
“Procederá imputar como crédito en contra del impuesto de primera categoría, el impuesto a la renta que se les haya retenido por los dividendos percibidos o los retiros de utilidades efectuados desde las sociedades en el exterior, correspondientes a rentas pasivas computadas en el país en ejercicios anteriores. En tal caso, se aplicará lo dispuesto en la letra A), del artículo 41 A, recalculando el crédito total disponible del ejercicio en que se computaron en Chile las rentas pasivas del exterior, hasta completar los límites que establece dicha norma o el artículo 41 C, según corresponda. Para tal efecto, se considerarán dentro del total de las rentas netas de fuente extranjera, las rentas pasivas así computadas. El crédito que en definitiva podrá imputarse en contra del impuesto de categoría, corresponderá a la diferencia entre el crédito total disponible así recalculado, con aquel que hubiera correspondido en el ejercicio en que se reconocieron las rentas pasivas del exterior reajustado de acuerdo a la variación experimentada por el Índice de Precios al Consumidor entre el mes anterior al término del ejercicio al que corresponda y el mes anterior al término del ejercicio en que deba imputarse dicho crédito. Será aplicable a tal crédito, lo dispuesto en el número 4, de la letra C, y el número 7, de la letra D, ambos del artículo 41 A, debiendo el contribuyente acreditar fehacientemente que el impuesto retenido en el exterior corresponde a rentas pasivas computadas previamente en Chile, así como el crédito total disponible determinado en esa oportunidad.”.
d. Elimínase, en el primer párrafo de la letra F.-, la expresión “, inciso segundo,”.

e. Sustitúyese, en el párrafo final de la letra G.-, la expresión “que establece este artículo para la reajustabilidad y acreditación de tales tributos”, por la siguiente: “establecidas en el artículo 41 A, letra B), debiendo acreditarse la procedencia del crédito por el pago de tales tributos”.

6. Modifícase el artículo 41 H, de la siguiente forma: 

a. Sustitúyese la letra d), por la siguiente: 

“d) Aquellos que no reúnan las condiciones para ser considerados cumplidores o sustancialmente cumplidores de los estándares internacionalmente aceptados en materia de transparencia e intercambio de información con fines fiscales por la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos.”.
b. Sustitúyese la letra e), por la siguiente:

“e) Aquellos cuyas legislaciones mantengan vigentes uno o más regímenes preferenciales para fines fiscales, que no cumplan con los estándares internacionales en la materia de acuerdo a calificación efectuada por la Organización de Cooperación y Desarrollo Económicos.”.

7. Sustitúyese, en el primer párrafo del número 2 del inciso cuarto del artículo 59, la frase “Para gozar de esta exención será necesario que las respectivas operaciones sean informadas al Servicio de Impuestos Internos en el plazo que éste determine así como las condiciones de la operación, pudiendo este Servicio ejercer las mismas facultades que confiere el artículo 36°, inciso primero.”, por la siguiente: “Las respectivas operaciones y sus características deberán ser informadas al Servicio de Impuestos Internos en la forma y plazo que éste determine mediante resolución.”.

Artículo 2°.- 
Introdúcense, a contar del 1 de enero de 2016, las siguientes modificaciones al texto vigente, a dicha fecha, de la ley sobre Impuesto a las Ventas y Servicios, contenida en el decreto ley N° 825, de 1974:

1. Modifícase el párrafo primero del número 3 del artículo 2°, en el siguiente sentido:

a. Elimínase la expresión “en los casos de venta de edificios por pisos o departamentos, siempre que la enajenación se produzca dentro de los cuatro años siguientes a la adquisición o construcción, en su caso. En todos los demás casos se presumirá habitualidad”. 

b. Intercálase, antes del punto seguido, y a continuación de la palabra “hipotecarias”, la siguiente frase: “así como la enajenación posterior de inmuebles adjudicados o recibidos en pago de deudas y siempre que exista una obligación legal de vender dichos inmuebles dentro de un plazo determinado; y los demás casos de ventas forzadas en pública subasta autorizadas por resolución judicial”.

2. Sustitúyese la letra l) del artículo 8°, por la siguiente: 
“l) Los contratos de arriendo con opción de compra que recaigan sobre bienes corporales inmuebles;”.
3. Sustitúyese, en la letra f) del artículo 9°, la expresión “y en las ventas o promesas de venta”, por las siguientes: “, en las ventas y en los contratos de arriendo con opción de compra”.
4. Modifícase el artículo 12, en el siguiente sentido:

a. Agrégase el siguiente número 6 a la letra A: 
“6.- Los insumos, productos o demás elementos necesarios para la confección de cospeles, billetes, monedas y otras especies valoradas, adquiridos en el país por la Casa de Moneda de Chile S.A. y las demás personas, siempre que la adquisición se lleve a cabo en el marco de operaciones con el Banco Central de Chile, ya sea con motivo de las pruebas que se realicen en sus procesos de contratación, como aquellas necesarias para el cumplimiento del contrato de que se trate, todo lo cual se acreditará mediante documentos o certificados que den cuenta de la participación del adquirente en dichos procesos o contratos. El proveedor respectivo no perderá el derecho al uso del crédito fiscal por el impuesto que se le haya recargado en la adquisición de los bienes y servicios respectivos ni se aplicarán las normas de proporcionalidad para el uso del crédito fiscal que establece esta ley.”.
b. Modifícase el número 10 de la letra B, en la forma siguiente:

i. Intercálase, en el párrafo 2°, entre la palabra “solicite” y el punto aparte la siguiente frase: “, o desde la dictación de la respectiva resolución de calificación ambiental otorgada por el Servicio de Evaluación Ambiental conforme lo dispuesto en la ley N° 19.300, o desde el otorgamiento de la concesión de uso oneroso de terreno otorgado por el Ministerio de Bienes Nacionales conforme a lo establecido en el decreto ley N° 1939 de 1977”.
ii. Sustitúyese, en el párrafo 3°, la expresión “a fin de que éste verifique y certifique el correcto cumplimiento de”, por “debiendo cumplir para tales efectos con”.
iii. Elimínase, en el párrafo 9°, la expresión “de cumplirse los requisitos generales que establece la ley,”.
iv. Intercálase, antes del punto aparte, y a continuación de la expresión “a cabo el pago”, la siguiente frase: “, en la medida que se trate de un contribuyente de este Título”.
c. Incorpórase, en la letra B, el siguiente número 17, nuevo: 
“17.- La Casa de Moneda de Chile S.A. y las demás personas, por la importación de insumos, productos o demás elementos necesarios para la confección de cospeles, billetes, monedas y otras especies valoradas, siempre que la importación se lleve a cabo en el marco de operaciones con el Banco Central de Chile, ya sea con motivo de las pruebas que se realicen en sus procesos de contratación, como aquellas necesarias para el cumplimiento del contrato de que se trate, todo lo cual se acreditará mediante documentos o certificados que den cuenta de la participación del importador en dichos procesos o contratos.”.
d. Intercálase, en el número 11 de la letra E, antes del punto y coma, y a continuación de la expresión “sin perjuicio de lo dispuesto en la letra g) del artículo 8°”, la siguiente frase: “y los contratos de arriendo con opción de compra de bienes corporales inmuebles, siempre que en la adquisición de los bienes objeto del contrato que haya precedido inmediatamente al contrato de arriendo, no se haya recargado impuesto al valor agregado por tratarse de una venta exenta o no afecta”.

e. Sustitúyese, en la letra F, la expresión “La venta de una vivienda efectuada al beneficiario de un subsidio habitacional otorgado por el Ministerio de Vivienda y Urbanismo, cuando ésta haya sido financiada, en todo o parte, por el referido subsidio”, por la siguiente expresión: “La venta de una vivienda efectuada al beneficiario de un subsidio habitacional otorgado por el Ministerio de Vivienda y Urbanismo, los contratos generales de construcción y los contratos de arriendo con opción de compra, cuando tales ventas, contratos o arriendos con opción de compra hayan sido financiados en definitiva, en todo o parte, por el referido subsidio. Para estos efectos, se considerará también como beneficiario de un subsidio habitacional otorgado por el Ministerio de Vivienda y Urbanismo, a la persona natural o jurídica que adquiera o encargue la construcción de un bien corporal inmueble para venderlo o entregarlo en arriendo con opción de compra al beneficiario de un subsidio habitacional otorgado por dicho Ministerio, siempre que lo anterior conste en el contrato respectivo, debiendo aplicarse el impuesto al valor agregado en caso contrario. En este caso, si la venta o el contrato de arriendo con opción de compra posteriores no se celebran con beneficiarios de tales subsidios, deberá aplicarse el impuesto al valor agregado conforme a las reglas que corresponda según el caso, sin que proceda la exención establecida en el número 11, de la letra E, del artículo 12”.

5. Incorpórase, en el inciso primero del artículo 16, la siguiente letra i), nueva: 
“i) En los contratos a que se refiere la letra l) del artículo 8°, el valor de cada cuota incluida en el contrato, debiendo rebajarse la parte que corresponda a la utilidad o interés comprendido en la operación. El Servicio podrá aplicar lo dispuesto en el artículo 64 del Código Tributario cuando el monto de la utilidad o interés que se cobre o pacte en la operación sea notoriamente superior al valor que se obtenga, cobre o pacte en convenciones de similar naturaleza considerando las circunstancias en que se realiza la operación. La diferencia que se determine entre la utilidad o interés de la operación y el fijado por el Servicio quedará afecta al Impuesto al Valor Agregado. La tasación, liquidación o giro, podrá reclamarse en la forma, plazo y de acuerdo al procedimiento a que se refiere dicha disposición.”.
6. Modifícase el artículo 17, en el siguiente sentido: 

a. Modifícase el inciso segundo de la siguiente forma:

i. Elimínase la expresión “o promesa de venta”.
ii. Incorpórase, a continuación del primer punto seguido, la siguiente frase: “En el caso de los contratos de arriendo con opción de compra de bienes corporales inmuebles, podrá deducirse del monto de cada cuota, incluyendo la opción de compra, la proporción correspondiente al valor de adquisición del terreno que se encuentre incluido en la operación, la que resultará de calcular la proporción que representa el valor de adquisición del terreno en el valor total del contrato.”.
b. Modifícase el inciso cuarto de la siguiente manera:

i. Sustitúyese la expresión “Si en el avalúo fiscal no se comprendieren construcciones o en su determinación no se hubieran considerado otras situaciones” por la frase “Para estos efectos”. 

ii. Incorpórase, a continuación del punto aparte, que pasa a ser punto seguido, la expresión “El Servicio fijará mediante resolución el procedimiento para solicitar esta nueva tasación.”.

c. Modifícase el inciso sexto de la siguiente forma:

i. Sustitúyese la expresión “promesa de venta”, por “de arriendo con opción de compra”.
ii. Agrégase, luego de la expresión “Cuando no exista esta constancia”, la expresión “en el contrato de venta”.

d. Sustitúyese, en el inciso séptimo,  la expresión “de promesa de venta”, por “de arriendo con opción de compra”. 

7. Sustitúyese, en el número 2 del artículo 21, la expresión “promesa de venta”, las dos veces que aparece, por “arriendo con opción de compra”.

8. Sustitúyese en el número 1 del artículo 23, la expresión “promesa de venta”, por “un contrato de arriendo con opción de compra”.

9. Sustitúyese, en la letra a) del artículo 53, la expresión “o promesas de venta de inmuebles”, por “o de contratos de arriendo con opción de compra de bienes corporales inmuebles”.

10. Modifícase el inciso segundo del artículo 55 de la siguiente manera:

a. Agrégase, a continuación de la expresión “letra e)”, lo siguiente: “y en la letra l)”.
b. Elimínase la expresión “y de ventas o promesas de ventas de bienes corporales inmuebles gravados por esta ley”.
c. Sustitúyese la frase “No obstante, en el caso de la venta de bienes inmuebles, la factura definitiva por el total o el saldo por pagar, según proceda, deberá emitirse en la fecha de la entrega real o simbólica del bien o de la suscripción de la escritura de venta correspondiente, si ésta es anterior”, por la siguiente: “En el caso de la venta de bienes inmuebles, la factura deberá emitirse en la fecha de suscripción de la escritura de compraventa por el precio total, incluyendo las sumas pagadas previamente que se imputen al mismo a cualquier título”.

11. Agrégase, a contar del primer día del mes siguiente al de la publicación de esta ley y respecto de los impuestos que correspondan al período tributario que se inicia a partir de esa fecha, en el inciso tercero del artículo 64, a continuación de la expresión “precitadas disposiciones”, la siguiente frase: “, a condición que al momento de la postergación no presenten morosidad reiterada en el pago del Impuesto al Valor Agregado o en el impuesto a la renta salvo que la deuda respectiva se haya pagado o se encuentre sujeta a un convenio de pago vigente. Para estos efectos, se considerará que el contribuyente presenta morosidad reiterada cuando adeude a lo menos los impuestos correspondientes a tres períodos tributarios dentro de un período cualquiera de doce meses, en el caso del impuesto al valor agregado, o respecto de dos años tributarios consecutivos en el caso del impuesto a la renta”.
12. Sustitúyese, en el inciso segundo del artículo 73, la expresión “promesa de venta”, por “contrato de arriendo con opción de compra”.

Artículo 3°.- 
Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código Tributario, contenido en el artículo 1°, del decreto ley N° 830, de 1974:

1. Modifícase el inciso primero del artículo 11, de la siguiente manera:

a. Sustitúyese la palabra “La” que se encuentra a continuación del cuarto punto seguido, por la siguiente expresión: “Exceptuando las normas especiales sobre notificaciones contenidas en este Código, la”. 

b. Elimínase la expresión “, sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso final de este artículo”.
c. Elimínase las siguientes oraciones: “Tratándose de los contribuyentes obligados a emitir documentos tributarios en formato distinto del papel, el Servicio utilizará, para los efectos indicados en el presente artículo, las mismas direcciones de correo electrónico que el contribuyente use para la emisión de tales documentos o las que hubiere señalado en sus declaraciones de impuesto. Una copia de la notificación y de la actuación se entregará digitalmente al contribuyente o su representante a la dirección de correo electrónico antes indicada. La falta de dirección de correo electrónico del representante o la no recepción de la notificación por parte de éste último no invalidarán la notificación enviada a la dirección de correo electrónico utilizada o señalada en las declaraciones de impuesto. El Servicio deberá tener y conservar un registro donde conste la no recepción de las notificaciones electrónicas cuando la dirección de correo electrónico utilizada por el contribuyente para emitir documentos o aquella señalada en sus declaraciones de impuestos presente fallas o problemas de recepción.”.

2. Incorpórase en el inciso final del artículo 17, a continuación del punto final, que pasa a ser punto seguido, la siguiente frase: “El incumplimiento de la obligación a que se refiere este inciso será sancionado con la multa prevista en el inciso tercero del número 6 del artículo 97.”.
3. Agrégase en el inciso primero del artículo 26 bis, a continuación del punto aparte, que pasa a ser punto seguido, lo siguiente: “Asimismo, toda persona podrá formular consultas con el objeto de obtener respuestas de carácter general, no vinculantes, en relación con el caso planteado, las cuales no quedarán sujetas a las disposiciones del presente artículo. El Servicio publicará en su sitio de internet las respuestas respectivas.”.

4. Elimínase, en el inciso primero del artículo 60, la expresión “el envío de”.

5. Intercálase en el inciso tercero del artículo 60 bis, entre el vocablo “el” y la expresión “artículo 132”, la frase “inciso undécimo del”; y elimínase la expresión “citación,”.

6. Sustitúyese, en el artículo 60 ter, la expresión “18 ter”, por “14 ter letra A”.

7. Agrégase, en el inciso segundo del artículo 60 quáter, a continuación del vocablo “Impuestos” la palabra “Internos”.
8. Modifícase el artículo 60 quinquies de la siguiente manera:

a. Reemplázase, en el inciso primero, la oración que comienza con la expresión “deberán incorporar”, hasta el punto aparte por la siguiente: “deberán implementar sistemas de trazabilidad en resguardo del interés fiscal”. 

b. Elimínase en el inciso segundo la expresión “y aplicar”. 

c. Elimínase en el inciso tercero la expresión “aplicación e”.
d. Reemplázase, en el inciso cuarto, la oración que va desde la expresión “Un reglamento expedido” hasta el primer punto seguido, por la siguiente oración: “Uno o más reglamentos expedidos por el Ministerio de Hacienda, establecerán las características y especificaciones técnicas, requerimientos, forma de operación y mecanismos de contratación, de los sistemas de trazabilidad, como asimismo, los requisitos que deberán cumplir los elementos distintivos, equipos, máquinas o dispositivos, los que podrán ser fabricados, incorporados, instalados o aplicados, según corresponda, por empresas que cumplan con los requisitos que allí se contemplen, o por el Servicio.”.
e. Incorpórase el siguiente inciso quinto, nuevo, pasando el actual a ser sexto, y así sucesivamente: 

“Los sistemas de trazabilidad implementados por las empresas o por el Servicio podrán ser contratados por el Servicio o por los contribuyentes obligados, según los mecanismos de contratación establecidos en el reglamento respectivo.”.
f. Modifícase el inciso quinto, que ha pasado a ser sexto, del modo siguiente:

- Agrégase, a continuación de la palabra “desembolsos”, la expresión “adicionales o extraordinarios,”.
- Reemplázase la expresión “y aplicación de los sistemas de marcación de bienes o productos”, por la siguiente: “de los sistemas de trazabilidad”.
g. Reemplázase en el inciso noveno, que ha pasado a ser décimo, la expresión “cuenten con alguno de los elementos distintivos” por “cumplan con los requisitos del sistema de trazabilidad”.

9. Agrégase, a partir del primer día del sexto mes siguiente al de la publicación de esta ley, el siguiente inciso final al artículo 69: 
“Cuando la persona, entidad o agrupación presente 36 o más períodos tributarios continuos sin operaciones y no tenga utilidades ni activos pendientes de tributación o no se determinen diferencias netas de impuestos, y no posea deudas tributarias, se presumirá legalmente que ha terminado su giro, lo que deberá ser declarado por el Servicio mediante resolución y sin necesidad de citación previa. Dicha resolución podrá reclamarse de acuerdo a las reglas generales. El Servicio deberá habilitar un expediente electrónico con los antecedentes del caso incluyendo la constancia de no tener el contribuyente deuda tributaria vigente, en la forma y plazos señalados en el artículo 21.”.

10. Sustitúyese, en el inciso final del artículo 75, la expresión “promesa de venta”, por “contrato de arriendo con opción de compra”.

11. Modifícase el artículo 84 bis de la siguiente manera:

a. Agrégase en el inciso primero, a continuación de la expresión “estados financieros”,  la siguiente frase: “conformados por los balances, los estados de flujo y resultados, las memorias, entre otros antecedentes financieros,”.
b. Sustitúyese, en el inciso segundo, la expresión “la constitución, traspaso y cierre de pertenencias, sobre” por “la constitución y traspaso de pertenencias mineras, cierre de faenas mineras,”; e intercálase, entre la expresión “permisos de pesca,” y “de explotación”, la expresión “de acuicultura,”.
c. Reemplázase, en el inciso final, la expresión “esta facultad” por “las facultades señaladas en los incisos anteriores. El incumplimiento de las obligaciones señaladas en los incisos precedentes, será sancionado conforme a lo dispuesto en los artículos 102 y 103, según corresponda”.

12. Incorpórase, en el artículo 88, el siguiente inciso quinto, nuevo, pasando el actual a ser sexto, y así sucesivamente: 
“Para los efectos de lo dispuesto en el inciso anterior, se entenderá por facturas y boletas especiales aquellas distintas de las exigidas en el Título IV  del decreto ley N° 825, de 1974, sobre Impuesto a las Ventas y Servicios.”.

13. Modifícase el número 6 del artículo 97 de la siguiente forma:

a. Sustitúyese, en el párrafo segundo, la expresión “10 unidades tributarias anuales a 100”, por “hasta 60”.
b. Reemplázase, en el párrafo segundo, la frase “equivalente al 10% del capital propio tributario o al 15% del capital efectivo”, por lo siguiente: “equivalente al 15% del capital efectivo determinado al término del año comercial anterior a aquel en que se cometió la infracción. En caso que el contribuyente no esté obligado a determinarlo o no sea posible hacerlo, la multa a aplicar será de 1 a 5 unidades tributarias anuales”.
c. Sustitúyese, en el párrafo tercero, la expresión “equivalente de 1 unidad tributaria anual a 100” por “de hasta 30”.
d. Reemplázase, en el párrafo tercero, la frase “equivalente al 5% del capital propio tributario o al 10% del capital efectivo” por lo siguiente: “equivalente al 10% del capital efectivo determinado al término del año comercial anterior a aquel en que se cometió la infracción. En caso que el contribuyente no esté obligado a determinarlo o no sea posible hacerlo, la multa a aplicar será de 1 unidad tributaria anual”.

14. Modifícase el inciso tercero del artículo 100 bis, en el siguiente sentido:

a. Sustitúyese la primera parte hasta el punto seguido, por la siguiente frase: “Para efectos de lo dispuesto en el presente artículo, el Servicio sólo podrá aplicar la multa a que se refieren los incisos precedentes cuando, en el caso de haberse solicitado la declaración de abuso o simulación en los términos que señala el artículo 160 bis, ella se encuentre resuelta por sentencia firme y ejecutoriada.”. 

b. Agrégase, antes del punto aparte, y a continuación de la palabra “eludidos”, la siguiente frase: “y se suspenderá desde la fecha en que se solicite la aplicación de sanción pecuniaria a los responsables del diseño o planificación de los actos, contratos o negocios susceptibles de constituir abuso o simulación, según lo establecido en el inciso segundo del artículo 160 bis, hasta la notificación de la sentencia firme y ejecutoriada que la resuelva”.

15. Modifícase el artículo 165 de la siguiente forma:

a. Intercálase en el número 2, entre las palabras “número” y “siguiente”, el guarismo “4”.

b. Modifícase en el número 3 lo siguiente:

i. Intercálase en el párrafo final, entre el vocablo “nuevamente” y la expresión “en las mismas conductas” la frase “, dentro del plazo de tres años contado desde la solicitud de sustitución,”.
ii. Suprímese, en el párrafo final, la expresión “o giro”. 

Artículo 4°.- 
Agrégase, a partir del 1 de enero del año 2016, en el inciso primero del artículo 21, del decreto ley N° 910, de 1975, a continuación del punto aparte, que pasa a ser seguido, la siguiente frase: “De igual beneficio gozarán las empresas constructoras por las ventas de viviendas que se encuentren exentas de Impuesto al valor Agregado, por efectuarse a beneficiarios de un subsidio habitacional otorgado por el Ministerio de Vivienda y Urbanismo, conforme lo dispuesto en la primera parte del artículo 12, letra F, del decreto ley N° 825, caso en el cual el beneficio será equivalente a un 0.1235, del valor de la venta y se deducirá de los pagos provisionales obligatorios de la ley sobre Impuesto a la Renta, en la misma forma señalada en este inciso y con igual tope de 225 unidades de fomento.”.

Artículo 5°.- 
Agrégase el siguiente inciso final, nuevo, en el artículo 34 del decreto ley N° 1.263, de 1975, sobre Administración Financiera del Estado:

“Los pagos y devoluciones de cualquier naturaleza que de acuerdo a la ley se deban efectuar por el Servicio de Tesorerías, se cursarán en la forma y por los medios que establezca dicho Servicio.”.

Artículo 6°.-
 Modifícase la ley orgánica del Servicio de Impuestos Internos, cuyo texto se encuentra fijado por el artículo 1° del decreto con fuerza de ley N° 7, del Ministerio de Hacienda, de 1980, de la siguiente manera:

1. Agrégase, en el artículo 7°, la siguiente letra q), nueva, pasando la actual a ser r): 
“q) Llevar a cabo acciones de capacitación destinadas a los contribuyentes, sus representantes y a sus colaboradores o intermediarios tributarios en materia de tributación fiscal interna y establecer acuerdos u otras acciones orientadas a promover el cumplimiento tributario;”.

2. Elimínase, en el inciso tercero del artículo 9°, la expresión “, con excepción de la facultad de aplicar las multas a que se refieren los artículos 30; 97 excepto las de sus números 1, 2 y 11, 101, 103, 104 y 109, todos del Código Tributario”.
Artículo 7°.- 
Introdúzcanse las siguientes modificaciones en el artículo 13 bis del decreto ley N° 828, del Ministerio de Hacienda, de 1974, que establece normas para el cultivo, elaboración, comercialización e impuestos que afectan al tabaco: 

1. Sustitúyese, en el inciso primero, la oración “, deberán incorporar o aplicar a tales bienes o productos, sus envases, paquetes o envoltorios, un sistema de marcación consistente en un sello, marca, estampilla, rótulo, faja u otro elemento distintivo, como medida de control y resguardo del interés fiscal. La información electrónica para la trazabilidad originada en el sistema de marcación referido anteriormente será proporcionada al Servicio mediante los sistemas informáticos que éste disponga con arreglo al presente artículo”, por la siguiente: “, deberán implementar sistemas de trazabilidad en resguardo del interés fiscal que el Servicio podrá determinar en virtud de lo establecido en el artículo 60 quinquies del Código Tributario.”.

2. Elimínase los incisos segundo y siguientes.

Artículo 8°.-
 Introdúcense las siguientes modificaciones a la ley N° 20.780, de 2014:

1. Modifícase el artículo 1°, que modifica la ley sobre Impuesto a la Renta, de la siguiente manera:

a. Sustitúyese la letra b) del numeral 1), por la siguiente: 

“b) Agrégase el siguiente párrafo segundo en el número 2: 

“Por “renta atribuida”, aquella que, para efectos tributarios, corresponda total o parcialmente a los contribuyentes de los impuestos global complementario o adicional, al término del año comercial respectivo, atendido su carácter de propietario, comunero, socio o accionista de una empresa sujeta al impuesto de primera categoría conforme a las disposiciones de las letras A) y C) del  artículo 14, y de la letra A) del artículo 14 ter,  y demás normas legales, en cuanto se trate de rentas percibidas o devengadas por dicha empresa, o aquellas que le hubiesen sido atribuidas de empresas en que ésta participe y así sucesivamente, hasta que el total de las rentas percibidas, devengadas o atribuidas a dichas empresas, se atribuyan a los contribuyentes de los impuestos global complementario o adicional en el mismo año comercial, para afectarse con el impuesto que corresponda.”.
b. Modifícase el artículo 14, sustituido por el numeral 4), de la siguiente manera:

i. Sustitúyese los incisos segundo al sexto por los siguientes:

“Los contribuyentes que sean empresarios individuales, empresas individuales de responsabilidad limitada, comunidades, sociedades por acciones, contribuyentes del artículo 58 número 1 y sociedades de personas, excluidas las sociedades en comandita por acciones, todos ellos obligados a declarar sobre la base de sus rentas efectivas según contabilidad completa, cuyos propietarios, comuneros, socios o accionistas sean exclusivamente personas naturales con domicilio o residencia en el país y/o contribuyentes sin domicilio ni residencia en Chile, podrán optar por aplicar las disposiciones de las letras A) o B) de este artículo. Los demás contribuyentes aplicarán las disposiciones de la letra B).

Si las empresas individuales, empresas individuales de responsabilidad limitada, comunidades y sociedades de personas, excluidas las sociedades en comandita por acciones, cuyos propietarios, comuneros o socios sean exclusivamente personas naturales con domicilio o residencia en el país no ejercieren la opción referida en el inciso anterior, en la oportunidad y forma establecida en este artículo, se sujetarán a las disposiciones de la letra A). Los demás contribuyentes que pudiendo hacerlo no ejercieren la opción para tributar conforme a las reglas de la letra A), aplicarán las disposiciones de la letra B) de este artículo.  

Los contribuyentes que inicien actividades deberán ejercer dicha opción dentro del plazo que establece el artículo 68 del Código Tributario. Respecto de aquellos que se encuentren acogidos a los demás sistemas de tributación que establece esta ley que opten por declarar sus rentas efectivas según contabilidad completa conforme a las letras A) o B) de este artículo, deberán ejercer la opción desde el 1 de enero al 30 de abril del año calendario en que se incorporan al referido régimen, cumpliendo con los requisitos señalados en el inciso sexto. 

Los contribuyentes deberán mantenerse en el régimen de tributación que les corresponda, durante a lo menos cinco años comerciales consecutivos. Transcurrido dicho período, podrán cambiarse al régimen alternativo de este artículo cuando cumplan los requisitos para tal efecto, según corresponda, debiendo mantenerse en el nuevo régimen por el que opten a lo menos durante cinco años comerciales consecutivos. Los contribuyentes deberán ejercer la nueva opción desde el 1 de enero al 30 de abril del año calendario en que ingresen al nuevo régimen. Lo anterior, sin perjuicio de lo dispuesto en la letra c), del número 1.-, de la letra D) de este artículo. 

Para ejercer la opción, los empresarios individuales, las empresas individuales de responsabilidad limitada y los contribuyentes del artículo 58, número 1), deberán presentar ante el Servicio, en la oportunidad señalada, una declaración suscrita por el contribuyente, en la que se contenga la decisión de acogerse a los regímenes de las letras A) o B), según corresponda. Tratándose de comunidades, la declaración en que se ejerce el derecho a opción deberá ser suscrita por todos los comuneros, quienes deben adoptar por unanimidad dicha decisión. En el caso de las sociedades de personas y sociedades por acciones, la opción se ejercerá presentando la declaración suscrita por la sociedad, acompañada de una escritura pública en que conste el acuerdo unánime de todos los socios o accionistas. Cuando las sociedades por acciones ejercieren la opción para acogerse al régimen de la letra A) de este artículo, cumpliendo los requisitos legales para tal efecto, la cesión de las acciones efectuada a una persona jurídica constituida en el país o a otra entidad  que no sea una persona natural con domicilio o residencia en Chile o un contribuyente sin domicilio ni residencia en Chile, deberá ser aprobada previamente en junta de accionistas por la unanimidad de éstos y, en tales casos, los accionistas disidentes tendrán derecho a retiro aplicándose al efecto lo dispuesto en el artículo 69 número 7 de la ley N° 18.046. En caso que se estipule en contrario, tal norma se incumpla, o bien, se enajenen las acciones a un tercero que no sea una persona natural con domicilio o residencia en el país o un contribuyente sin domicilio ni residencia en Chile, la sociedad por acciones no podrá acogerse al régimen de la letra A) del artículo 14, o bien, deberá abandonarlo en la forma señalada en la letra c), del número 1.-, de la letra D) de este artículo. Cuando las entidades o personas a que se refiere este inciso actúen a través de sus representantes, ellos deberán estar facultados expresamente para el ejercicio de la opción señalada.”.

ii. Sustitúyese las letras A) y B) por las siguientes:

“A) Contribuyentes obligados a declarar sus rentas efectivas según contabilidad completa, sujetos al régimen de impuesto de primera categoría con imputación total de crédito en los impuestos finales.

Para aplicar los impuestos global complementario o adicional, según corresponda, los empresarios individuales, las empresas individuales de responsabilidad limitada, los contribuyentes del artículo 58, número 1), las comunidades, sociedades de personas, excluidas las sociedades en comandita por acciones, y las sociedades por acciones, deberán atribuir las rentas o cantidades percibidas o devengadas por dichos contribuyentes o aquellas que les hayan sido atribuidas, aplicando las siguientes reglas:

1.- Los empresarios individuales, contribuyentes del artículo 58, número 1), propietarios de la empresa individual de responsabilidad limitada, comuneros, socios y accionistas de empresas que declaren renta efectiva según contabilidad completa de acuerdo a esta letra, quedarán gravados con los impuestos global complementario o adicional, según corresponda, en el mismo ejercicio sobre las rentas o cantidades de la empresa, comunidad, establecimiento o sociedad que les sean atribuidas conforme a las reglas del presente artículo, y sobre todas las cantidades que a cualquier título retiren, les remesen o les sean distribuidas desde la empresa, comunidad o sociedad respectiva, según lo establecido en el número 5 siguiente, en concordancia con lo dispuesto en los artículos 54, número 1; 58, números 1) y 2); 60 y 62 de la presente ley, salvo que se trate de ingresos no constitutivos de renta o devoluciones de capital y sus reajustes efectuados de acuerdo al número 7 del artículo 17.

Los contribuyentes sujetos a las disposiciones de esta letra atribuirán a sus propietarios, comuneros, socios o accionistas tanto las rentas propias que determinen conforme a las reglas de la Primera Categoría, como aquellas afectas a los impuestos global complementario o adicional, que les sean atribuidas por otros contribuyentes sujetos a las disposiciones del número 1.-, de la letra C) de este artículo; o al artículo 14 ter letra A), según corresponda. Se incluirán dentro de las rentas propias que deben atribuir, en concordancia con lo dispuesto en el número 5 del artículo 33, las rentas o cantidades gravadas con los impuestos global complementario o adicional que retiren o les distribuyan, en su calidad de propietarios, comuneros, socios o accionistas, de manera que tales rentas o cantidades sean atribuidas en el mismo ejercicio a un contribuyente de los impuestos global complementario o adicional, según sea el caso.

2.- Para determinar el monto de la renta o cantidad atribuible, afecta a los impuestos global complementario o adicional de los contribuyentes señalados en el número 1 anterior, así como el crédito que establecen los artículos 56, número 3), y 63 que les corresponde sobre dichas rentas, se considerará la suma de las siguientes cantidades al término del año comercial respectivo:

a) 
El saldo positivo que resulte en la determinación de la renta líquida imponible, conforme a lo dispuesto en los artículos 29 al 33; y las rentas exentas del impuesto de primera categoría u otras cantidades que no forman parte de la renta líquida imponible, pero igualmente se encuentren gravadas con los impuestos global complementario o adicional.

b)
 Las rentas o cantidades atribuidas a la empresa en su carácter de propietario, socio, comunero o accionista de otras empresas, comunidades o sociedades, sea que éstas se encuentren obligadas a determinar su renta efectiva sujetas al número 1.- de la letra C), de este artículo; o se encuentren acogidas a lo dispuesto en el artículo 14 ter letra A. Dichas rentas se atribuirán a todo evento, independientemente de que la empresa o sociedad determine una pérdida tributaria al término del ejercicio respectivo.

c)
 Las rentas o cantidades afectas a los impuestos global complementario o adicional, percibidas a título de retiros o distribuciones de otras empresas, comunidades o sociedades, cuando no resulten absorbidas por pérdidas conforme a lo dispuesto en el número 3.- del artículo 31. En concordancia con lo establecido en el número 5°.-, del artículo 33, estas rentas se atribuirán por la vía de incorporarlas incrementadas en una cantidad equivalente al crédito que establecen los artículos 56, número 3)  y 63, en la determinación de la renta líquida imponible del impuesto de primera categoría.
En estos casos, el crédito que establecen los artículos 56, número 3), y 63, se otorgará aplicando sobre las rentas atribuidas la tasa del impuesto de primera categoría que hubiere afectado a dichas rentas en las empresas sujetas al régimen de esta letra.

3.- Para atribuir las rentas o cantidades señaladas en el número anterior, a los contribuyentes del número 1 precedente, se aplicarán, al término de cada año comercial, las siguientes reglas:

a)
 La atribución de tales rentas deberá efectuarse en la forma que los socios, comuneros o accionistas hayan acordado repartir sus utilidades, siempre y cuando se haya dejado expresa constancia del acuerdo respectivo o de la forma de distribución en el contrato social, los estatutos o, en el caso de las comunidades, en una escritura pública, y en cualquiera de los casos se haya informado de ello al Servicio, en la forma y plazo que éste fije mediante resolución, de acuerdo a lo establecido en el número 6.- siguiente. 

b) 
La atribución de tales rentas se efectuará, en caso de que no resulten aplicables las reglas anteriores, en la misma proporción en que los socios o accionistas hayan suscrito y pagado o enterado efectivamente el capital de la sociedad, negocio o empresa. Cuando se hubiere enterado solo una parte del capital, la atribución total de la renta se efectuará considerando la parte efectivamente enterada. Si no se hubiere enterado capital, la atribución se efectuará en la proporción en que éste se hubiere suscrito. En los casos de empresarios individuales, empresas individuales de responsabilidad limitada y contribuyentes del número 1), del artículo 58, las rentas o cantidades se atribuirán en su totalidad a los empresarios o contribuyentes respectivos. En el caso de los comuneros será en proporción a su cuota o parte en el bien de que se trate. Estas circunstancias también deberán ser informadas al Servicio, en la forma y plazo que éste determine mediante resolución, en los términos del número 6.- de esta letra.

4.- Los contribuyentes del impuesto de primera categoría obligados a declarar su renta efectiva según contabilidad completa, sujetos a las disposiciones de esta letra A), deberán efectuar y mantener, para el control de la tributación que afecta a los contribuyentes señalados en el número 1.- anterior, el registro de las siguientes cantidades:

a) 
Rentas atribuidas propias: Se deberá registrar al término del año comercial respectivo, el saldo positivo de las cantidades señaladas en la letra a) del número 2.- anterior. En la forma y plazo que el Servicio determine mediante resolución, deberá informarse los dueños, socios, comuneros o accionistas a quienes se les haya atribuido dicha renta, y la proporción en que ésta se efectuó.

De este registro se rebajarán al término del ejercicio, en el orden cronológico en que se efectúen, pudiendo incluso producirse un saldo negativo, las cantidades señaladas en el inciso segundo del artículo 21, reajustadas de acuerdo a la variación del índice de precios al consumidor entre el mes que precede a aquel en que se efectuó el retiro de especies o el desembolso respectivo y el mes anterior al término del ejercicio.

Cuando se lleven a cabo retiros, remesas o distribuciones con cargo a las cantidades de que trata esta letra a), se considerarán para todos los efectos de esta ley como ingresos no constitutivos de renta. 

b) 
Diferencias entre la depreciación normal y acelerada que establecen los números 5 y 5 bis, del artículo 31: Cuando se aplique el régimen de depreciación acelerada, sólo se considerará para los efectos de la primera categoría. Por tanto, la diferencia que resulte entre la depreciación normal y acelerada, se considerará para la imputación de retiros, remesas o distribuciones como una suma gravada con los impuestos global complementario o adicional. 

c) 
Rentas exentas e ingresos no constitutivos de renta: Deberán registrarse al término del año comercial, las rentas exentas de los impuestos global complementario o adicional y los ingresos no constitutivos de renta obtenidos por el contribuyente, así como todas aquellas cantidades de la misma naturaleza que perciba a título de retiros o dividendos provenientes de otras empresas. 

De este registro se rebajarán los costos, gastos y desembolsos imputables a los ingresos de la misma naturaleza, según lo dispuesto en la letra e) del número 1 del artículo 33.

d)
 Saldo acumulado de crédito: La empresa mantendrá el control y registro del saldo acumulado de créditos por impuesto de primera categoría que establecen los artículos 56, número 3), y 63, a que tendrán derecho los propietarios, comuneros, socios o accionistas de estas empresas sobre los retiros, remesas o distribuciones afectos a los impuestos global complementario o adicional, cuando corresponda conforme al número 5.- siguiente. Para estos efectos, deberá controlarse de manera separada aquella parte de dichos créditos cuya devolución no sea procedente en caso de determinarse un excedente producto de su imputación en contra del impuesto global complementario que corresponda pagar al respectivo propietario, comunero, socio o accionista. 

El saldo acumulado de créditos incluye entre otros a la suma del impuesto pagado con ocasión del cambio de régimen de tributación a que se refiere la letra b), del número 1, de la letra D) de este artículo, producto de la aplicación de las normas del artículo 38 bis, o en caso de absorción o fusión con empresas o sociedades sujetas a las disposiciones de la letra B) de este artículo, sumados al remanente de éstos que provenga del ejercicio inmediatamente anterior. De dicho saldo deberán rebajarse aquellos créditos que se asignen a los retiros, remesas o distribuciones en la forma establecida en el número 5.- siguiente.
5.- Los retiros, remesas o distribuciones se imputarán a los registros señalados en las letras a), b) y c) del número 4.- anterior, al término del año comercial respectivo, en la proporción que representen los retiros, remesas o distribuciones efectuados por cada propietario, comunero, socio o accionista, sobre el total de ellos, hasta agotar el saldo positivo que se determine de tales registros. Para tal efecto, deberá considerarse como saldo de dichos registros el remanente positivo o negativo de las cantidades que allí se indican provenientes del ejercicio anterior, el que se reajustará de acuerdo a la variación del Índice de Precios al Consumidor entre el mes anterior al término de ese ejercicio y el mes que precede al término del año comercial respectivo, sumando o restando según proceda, las cantidades que deban incluirse o rebajarse de los citados registros al término del ejercicio. La imputación se efectuará reajustando previamente los retiros, remesas o distribuciones de acuerdo con la variación experimentada por el Índice de Precios al Consumidor entre el mes anterior a aquel en que éstos se efectúen y el mes que precede al término del año comercial respectivo, comenzando por las cantidades anotadas en el registro que establece la letra a), luego las anotadas en el registro señalado en la letra b), y finalmente las anotadas en el registro de la letra c), en este último caso, comenzando por las rentas exentas y luego los ingresos no constitutivos de renta. 

Cuando los retiros, remesas o distribuciones efectivos resulten imputados a las cantidades señaladas en los registros establecidos en las letras a) y c) del número 4.-, dichas cantidades no se afectarán con impuesto alguno, considerándose en todo caso aquellos efectuados con cargo a las rentas exentas del impuesto global complementario, para efectos de la progresividad que establece el artículo 54.

En caso que los retiros, remesas o distribuciones efectuados en el ejercicio resulten imputados al registro b), o no resulten imputados a ninguno de los registros señalados, por no existir al término del ejercicio cantidades positivas a las que deban imputarse o por ser éstas insuficientes para cubrirlos, los retiros, remesas o distribuciones imputados al referido registro b) o no imputados, se afectarán con los impuestos global complementario o adicional, según corresponda. El crédito a que se refieren los artículos 56, número 3) y 63, a que tendrán derecho tales retiros, remesas o distribuciones, corresponderá al que se determine aplicando sobre éstos la tasa de crédito calculada al inicio del ejercicio respectivo, con tope del monto de crédito acumulado en el registro a que se refiere la letra d) del número 4.- precedente. Para estos efectos, el remanente de saldo acumulado de crédito del ejercicio anterior, se reajustará por la variación del Índice de Precios al Consumidor entre el mes previo al de término del ejercicio anterior y el mes que precede al término del ejercicio, debiendo incorporarse también los créditos del año que conforme a la ley deban formar parte de dicho registro al término del mismo. 

Cuando deban incluirse los retiros, remesas o distribuciones afectos al impuesto global complementario o adicional en la base imponible de dichos tributos, se agregará en la respectiva base imponible una suma equivalente al monto del crédito a que se refieren los artículos 56, número 3) y 63, determinado conforme a las reglas que se indican en los párrafos siguientes.

La tasa de crédito a que se refiere este número será la que resulte de dividir la tasa del impuesto de primera categoría vigente en el año comercial respectivo en que se efectúa el retiro, remesa o distribución, por cien menos la tasa del citado tributo, todo ello expresado en porcentaje.

El remanente de crédito que se determine al término del año comercial luego de aplicar las reglas de este número y en la letra d) del número 4.- anterior, se considerará como parte del saldo acumulado de crédito para el ejercicio siguiente y así sucesivamente. 

En caso que al término del ejercicio respectivo, se determine que los retiros, remesas o distribuciones afectos a los impuestos global complementario o adicional no tienen derecho al crédito establecido en los artículos 56, número 3), y 63, atendido que no existe un saldo acumulado de créditos que asignar, la empresa o sociedad respectiva podrá optar por pagar voluntariamente a título de impuesto de primera categoría, una suma equivalente a la que resulte de aplicar la tasa del referido tributo a una cantidad tal, que al restarle dicho impuesto, la cantidad resultante sea el monto neto del retiro, remesa o distribución. Este impuesto deberá ser declarado y pagado según lo establecido en los artículos 65, 69 y 72, y podrá ser imputado por el propietario, comunero, socio o accionista respectivo, en contra de los impuestos global complementario o adicional que grave a los retiros, remesas o distribuciones efectuados en el ejercicio, conforme a lo dispuesto en los artículos 56, número 3) y 63.

Efectuado el pago del impuesto señalado, la empresa o sociedad respectiva podrá deducir en la determinación de la renta líquida imponible correspondiente al año comercial en que se haya pagado el impuesto, y hasta el monto positivo que resulte de ésta, una suma equivalente a la cantidad sobre la cual se aplicó y pagó efectivamente la tasa del impuesto de primera categoría de acuerdo al párrafo anterior. Si de la deducción referida se determinare un excedente, ya sea por la existencia de una pérdida para fines tributarios o por otra causa, dicho excedente podrá deducirse en el ejercicio siguiente y en los subsiguientes, hasta su total extinción. Para los efectos de su imputación, dicho excedente se reajustará en el porcentaje de variación que haya experimentado el Índice de Precios al Consumidor entre el mes anterior al del cierre del ejercicio en que se haya determinado y el mes anterior al cierre del ejercicio de su imputación.
6.- Los contribuyentes del impuesto de primera categoría, sujetos a las disposiciones de esta letra A), deberán informar anualmente al Servicio, en la forma y plazo que éste determine mediante resolución:

a) El o los criterios sobre la base de los cuales se acordó o estableció llevar a cabo retiros, remesas o distribuciones de utilidades o cantidades, y que haya servido de base para efectuar la atribución de rentas o cantidades en el año comercial respectivo, con indicación del monto de la renta o cantidad generada por el mismo contribuyente o atribuida desde otras empresas, comunidades o sociedades, que a su vez se atribuya a los dueños, socios, comuneros o accionistas respectivos, de acuerdo a lo establecido en los números 2.- y 3.- anteriores. En caso que no se haya presentado la información a que se refiere esta letra, el Servicio podrá considerar como criterios y porcentajes de atribución, los informados por el contribuyente en el año inmediatamente anterior o la participación en las utilidades o en el capital, de acuerdo a las reglas generales. 
b)
 El monto de los retiros, remesas o distribuciones efectivas que se realicen en el año comercial respectivo, con indicación de los beneficiarios de dichas cantidades, la fecha en que se hayan efectuado, el registro al que resultaron imputados, y si se trata de rentas afectas a impuesto, exentas o no gravadas. 

c)
 El remanente proveniente del ejercicio anterior, aumentos o disminuciones del ejercicio, así como el saldo final que se determine, para los registros señalados en las letras a), b), c) y d) del número 4.- anterior, y las diferencias entre la depreciación acelerada y la normal que mantenga la empresa, determinada bien por bien.
Los contribuyentes también estarán obligados a informar y certificar a sus propietarios, comuneros, socios y accionistas, en la forma y plazo que establezca el Servicio mediante resolución, el monto de las rentas o cantidades que se les atribuyan, retiren, les sean remesadas o les distribuyan, así como el crédito que establecen los artículos 56, número 3), y 63, y si el excedente que se determine luego de su imputación puede ser objeto de devolución o no a contribuyentes del impuesto global complementario, y el incremento señalado en los artículos 54, 58 y 62, conforme a lo dispuesto en este artículo. El Servicio, para facilitar el cumplimiento tributario, podrá poner a disposición de los contribuyentes la información de las rentas y créditos declarados por las empresas en que participa.
B) Contribuyentes obligados a declarar sus rentas efectivas según contabilidad completa, sujetos al régimen de impuesto de primera categoría con deducción parcial de crédito en los impuestos finales.

Para aplicar los impuestos global complementario o adicional, según corresponda, sobre las rentas o cantidades obtenidas por dichos contribuyentes, se aplicarán las siguientes reglas:

1.- Los empresarios individuales, contribuyentes del artículo 58, número 1), propietarios, socios, comuneros y accionistas de empresas que declaren renta efectiva según contabilidad completa de acuerdo a esta letra B), quedarán gravados con los impuestos global complementario o adicional, según corresponda, sobre todas las cantidades que a cualquier título retiren, les remesen, o les sean distribuidas desde la empresa, comunidad o sociedad respectiva, en conformidad a las reglas del presente artículo y lo dispuesto en los artículos 54, número 1; 58, números 1) y 2); 60 y 62 de la presente ley, salvo que se trate de ingresos no constitutivos de renta o de devoluciones de capital y sus reajustes efectuadas de acuerdo al número 7º del artículo 17.

2.- Los contribuyentes sujetos a las disposiciones de esta letra, deberán efectuar y mantener el registro de las siguientes cantidades:

a)
 Rentas afectas a los impuestos global complementario o adicional. Deberán registrar anualmente las rentas o cantidades que correspondan a la diferencia positiva que se determine al término del año comercial respectivo, entre:

i) El valor positivo del capital propio tributario, y 

ii) El saldo positivo de las cantidades que se mantengan en el registro señalado en la letra c) siguiente, sumado al valor del capital aportado efectivamente a la empresa más sus aumentos y menos sus disminuciones posteriores, reajustados éstos últimos de acuerdo a la variación del Índice de Precios al Consumidor entre el mes anterior a aquel en que se efectúa el aporte, aumento o disminución y el mes anterior al del término del año comercial. 

Las cantidades señaladas se considerarán según su valor al término del ejercicio respectivo, y el capital propio tributario se determinará de acuerdo al número 1º del artículo 41.

Para el cálculo de estas rentas, se sumarán al valor del capital propio tributario que se determine, los retiros, remesas o dividendos que se consideren como provisorios durante el ejercicio respectivo, los que se reajustarán para estos efectos, de acuerdo a la variación del Índice de Precios al Consumidor entre el mes anterior a aquel en que se efectúa el retiro, remesa o distribución y el mes anterior al del término del año comercial.  

b)
 Diferencias entre la depreciación normal y la acelerada que establecen los números 5 y 5 bis, del artículo 31: Cuando se aplique el régimen de depreciación acelerada, sólo se considerará para los efectos de la primera categoría. Por tanto, la diferencia que resulte entre la depreciación normal y acelerada, se considerará para la imputación de retiros, remesas o distribuciones como una suma gravada con los impuestos global complementario o adicional.   

c)
 Rentas exentas e ingresos no constitutivos de renta. Deberán registrarse al término del año comercial las rentas exentas de los impuestos global complementario o adicional y los ingresos no constitutivos de renta obtenidos por el contribuyente, así como todas aquellas cantidades de la misma naturaleza que perciba a título de retiros o dividendos provenientes de otras empresas.

De este registro se rebajarán los costos, gastos y desembolsos imputables a los ingresos de la misma naturaleza, según lo dispuesto en la letra e) del número 1 del artículo 33.

d)
 Saldo acumulado de crédito. La empresa mantendrá el control y registro del saldo acumulado de créditos por impuesto de primera categoría que establecen los artículos 56, número 3), y 63, a que tendrán derecho los propietarios, comuneros, socios o accionistas de estas empresas sobre los retiros, remesas o distribuciones afectos a los impuestos global complementario o adicional, cuando corresponda conforme al número 3.- siguiente. Para estos efectos, deberá mantener el registro separado de los créditos que se indican, atendido que una parte de éstos podrá estar sujeta a la obligación de restitución a que se refieren los artículos 56, número 3), y 63.
También deberá controlarse de manera separada aquella parte de dichos créditos cuya devolución no sea procedente en caso de determinarse un excedente producto de su imputación en contra del impuesto global complementario que corresponda pagar al respectivo propietario, comunero, socio o accionista. 

El saldo acumulado de créditos corresponde a la suma de aquellos señalados en los numerales i) y ii) siguientes, sumados al remanente de éstos que provenga del ejercicio inmediatamente anterior. De dicho saldo deberán rebajarse aquellos créditos que se asignen a los retiros, remesas o distribuciones y las partidas del inciso segundo, del artículo 21, en la forma establecida en el número 3.- siguiente.

i) 
El saldo acumulado de crédito que no está sujeto a la obligación de restitución corresponderá a la suma del monto del impuesto de primera categoría que tiene dicha calidad y resulta asignado a los retiros, dividendos o participaciones afectos a los impuestos global complementario o adicional, que perciba de otras empresas o sociedades sujetas a las disposiciones de la letra B) de este artículo, cuando éstas no resulten absorbidas por pérdidas. 

ii)
 El saldo acumulado de crédito sujeto a la obligación de restitución, corresponderá a la suma del monto del impuesto de primera categoría que haya afectado a la empresa o sociedad durante el año comercial respectivo, sobre la renta líquida imponible; y el monto del crédito por impuesto de primera categoría sujeto a restitución que corresponda sobre los retiros, dividendos o participaciones afectos a los impuestos global complementario o adicional, que perciba de otras empresas o sociedades sujetas a las disposiciones de la letra B) de este artículo. De este registro, y como última imputación del año comercial, deberá rebajarse a todo evento el monto de crédito que se determine conforme al número 3.- siguiente sobre las partidas señaladas en el inciso segundo, del artículo 21 que correspondan a ese ejercicio, con excepción del propio impuesto de primera categoría. 

3.- Para la aplicación de los impuestos global complementario o adicional, los retiros, remesas o distribuciones se imputarán en primer término a las rentas o cantidades afectas a dichos tributos que mantenga la empresa anotadas en los registros señalados en las letras a) y b) del número 2.- anterior, y luego, a las rentas exentas y posteriormente a los ingresos no constitutivos de renta, anotadas estas dos últimas en el registro a que se refiere la letra c) del número 2.- precedente. Dicha imputación se efectuará en la oportunidad y en el orden cronológico en que los retiros, remesas o distribuciones se efectúen, considerando las sumas registradas según su saldo al término del ejercicio inmediatamente anterior. Para tal efecto, dichas cantidades se reajustarán de acuerdo a la variación del índice de precios al consumidor entre el mes que precede al término del ejercicio anterior y el mes que precede a la fecha del retiro, remesa o distribución. 

El crédito a que tendrán derecho los retiros, remesas o distribuciones que resulten imputados a rentas o cantidades afectas a los impuestos global complementario o adicional, o que no resulten imputados a ninguno de los registros señalados en el número 2.- anterior, corresponderá al que se determine aplicando sobre éstos la tasa de crédito calculada al inicio del ejercicio, con tope del saldo acumulado de crédito que se mantenga en el registro correspondiente. El crédito así calculado se imputará al saldo acumulado a que se refiere la letra d), del número 2.- precedente. 

Para estos efectos, el remanente de saldo acumulado de crédito se reajustará según la variación del Índice de Precios al Consumidor entre el mes previo al de término del ejercicio anterior y el mes que precede al retiro, remesa o distribución.

Cuando los retiros, remesas o distribuciones resulten imputados a las cantidades señaladas en el registro establecido en la letra c) del número 2.- anterior, no se afectarán con impuesto alguno, considerándose en todo caso aquellos efectuados con cargo a las rentas exentas del impuesto global complementario, para efectos de la progresividad que establece el artículo 54.

Si de la imputación de retiros, remesas o distribuciones resultare una diferencia no imputada al remanente del ejercicio anterior de las cantidades señaladas, éstos se considerarán como provisorios, imputándose a las rentas o cantidades que se determinen al término del ejercicio respectivo. Esta imputación se efectuará en el orden establecido en el párrafo primero de este número. Los retiros, remesas o distribuciones que al término del ejercicio excedan de los registros y rentas señalados en las letras a), b) y c), del número 2.- anterior, determinadas a esa fecha, se considerarán como rentas afectas a los impuestos global complementario o adicional, conforme a lo dispuesto en el número 1 anterior. Para los efectos anteriores, la diferencia de los retiros, remesas o distribuciones provisorios se reajustará de acuerdo a la variación del Índice de Precios al Consumidor entre el mes anterior al retiro, remesa o distribución y el mes que precede al término del año comercial respectivo. En este último caso, el crédito a que se refieren los artículos 56, número 3, y 63, será procedente cuando se determine un saldo acumulado de crédito al término del ejercicio, aplicándose de acuerdo a la tasa de crédito que se haya determinado al inicio del mismo. El crédito que corresponda asignar de acuerdo a estas reglas, se imputará a dicho saldo, con tope de los créditos acumulados en el registro. El remanente de crédito que se mantenga luego de las imputaciones referidas constituirá el saldo acumulado de crédito para el ejercicio siguiente.

La tasa de crédito a que se refiere este número, será la que resulte de dividir la tasa del impuesto de primera categoría vigente al inicio del ejercicio del retiro, remesa o distribución, según corresponda, por cien, menos la tasa del citado tributo, todo ello expresado en porcentaje.

Cuando corresponda imputar el crédito a los saldos acumulados, éste se imputará en primer término a aquellos registrados conforme al numeral i), de la letra d), del número 2.- precedente, no sujeto a restitución, y luego, una vez que se haya agotado éste, se imputará al saldo acumulado establecido en el numeral ii) de dicha letra y número, sujeto a la obligación de restitución, hasta agotarlo.

El remanente de crédito que se determine luego de aplicar las reglas de este número y el número 2.- anterior, reajustado por la variación del Índice de Precios al Consumidor entre el mes anterior al del último retiro, remesa o distribución y el mes que precede al término de ese ejercicio, se considerará como parte del saldo acumulado de crédito para el ejercicio siguiente y así sucesivamente.

En caso que al término del ejercicio respectivo se determine que los retiros, remesas o distribuciones afectos a los impuestos global complementario o adicional no tienen derecho al crédito establecido en los artículos 56, número 3), y 63, atendido que no existe un saldo acumulado de créditos que asignar a éstos, la empresa o sociedad respectiva podrá optar voluntariamente por pagar a título de impuesto de primera categoría, una suma equivalente a la que resulte de aplicar la tasa del referido tributo a una cantidad tal, que al restarle dicho impuesto, la cantidad resultante sea el monto neto del retiro, remesa o distribución. Este impuesto deberá ser declarado y pagado según lo establecido en los artículos 65, 69 y 72, y podrá ser imputado por los propietarios, comuneros, socios o accionistas en contra de los impuestos global complementario o adicional que grave a los retiros, remesas o distribuciones efectuados en el ejercicio conforme a lo dispuesto en el artículo 56, número 3), y 63.

Efectuado el pago del impuesto señalado, la empresa o sociedad respectiva podrá deducir en la determinación de la renta líquida imponible correspondiente al año comercial en que se haya pagado el impuesto, y hasta el monto positivo que resulte de ésta, una suma equivalente a la cantidad sobre la cual se aplicó y pagó efectivamente la tasa del impuesto de primera categoría de acuerdo al párrafo anterior. Si de la deducción referida se determinare un excedente, ya sea por la existencia de una pérdida para fines tributarios o por otra causa, dicho excedente podrá deducirse en el ejercicio siguiente y en los subsiguientes, hasta su total extinción. Para los efectos de su imputación, dicho excedente se reajustará en el porcentaje de variación que haya experimentado el Índice de Precios al Consumidor entre el mes anterior al del cierre del ejercicio en que se haya determinado y el mes anterior al cierre del ejercicio de su imputación.
4.- Los contribuyentes del impuesto de primera categoría, sujetos a las disposiciones de esta letra B), deberán informar anualmente al Servicio, en la forma y plazo que éste determine mediante resolución:

a)
 El monto de los retiros, remesas o distribuciones efectivas que se realicen en el año comercial respectivo, con indicación de los beneficiarios de dichas cantidades, la fecha en que se hayan efectuado y si se trata de rentas o cantidades afectas a los impuestos global complementario o adicional, rentas exentas, o ingresos no constitutivos de renta. También deberán informar la tasa de crédito que hayan determinado para el ejercicio, y el monto del mismo, de acuerdo a los artículos 56, número 3), y 63, con indicación de si corresponde a un crédito sujeto o no a la obligación de restitución, y en ambos casos si el excedente que se determine luego de su imputación puede o no ser objeto de devolución a contribuyentes del impuesto global complementario. 

b)
 El remanente proveniente del ejercicio anterior, aumentos o disminuciones del ejercicio, así como el saldo final que se determine para los registros señalados en las letras a), b), c) y d) del número 2.- precedente.

c) 
El detalle de la determinación del saldo anual de rentas o cantidades afectas a los impuestos global complementario o adicional a que se refiere la letra a), del número 2.- anterior, identificando los valores que han servido para determinar el capital propio tributario y el capital aportado efectivamente a la empresa más sus aumentos y disminuciones posteriores, reajustados de acuerdo a la variación del Índice de Precios al Consumidor entre el mes anterior en que se efectúa el aporte, aumento o disminución y el mes anterior al del término del ejercicio.

d)
 El monto de las diferencias entre la depreciación acelerada y la normal que mantenga la empresa, determinada bien por bien, según corresponda.”.
iii. Modifícase la letra D) de la siguiente manera:

- Sustitúyese la letra a) del número 1.-, por la siguiente:

“a) Cuando los contribuyentes sujetos a las disposiciones de la letra A), opten por aplicar las disposiciones de la letra B), deberán mantener, a contar del primer día en que se encuentren sujetos a las nuevas disposiciones, el registro y control de las cantidades anotadas en los registros que mantenían al término del ejercicio inmediatamente anterior al cambio de régimen. De esta manera, las cantidades señaladas en las letras a) y c), del número 4.-, de la letra A), se anotarán como parte del saldo del registro establecido en la letra c), del número 2.-, de la letra B) anterior, mientras que el saldo de crédito establecido en la letra d), del número 4.- de la referida letra A), se incorporará al saldo acumulado de créditos a que se refiere el numeral i), de la letra d), del número 2.- de la letra B) anterior. Las cantidades anotadas en el registro establecido en la letra b), del número 4.- de la letra A), se considerarán formando parte del saldo del registro de la letra b), del número 2.- de la letra B) anterior.

El saldo inicial de las cantidades afectas a los impuestos global complementario o adicional a que se refiere la letra a), del número 2.-, de la letra B) anterior, corresponderá a la diferencia que resulte de restar al valor positivo del capital propio tributario; el monto positivo de las sumas anotadas en los registros establecidos en las letras a) y c), del número 4.- de la letra A) anterior y el valor del capital aportado efectivamente a la empresa más sus aumentos y menos sus disminuciones posteriores reajustados, según corresponda. Para estos efectos, se considerará el capital propio tributario, el capital y los saldos de los referidos registros, según sus valores al término del último ejercicio comercial en que el contribuyente ha estado sujeto a las disposiciones de la letra A) de este artículo.”.
- Modifícase la letra b) del número 1.-, en el siguiente sentido: 

• Sustitúyese la letra “f)”, que antecede a la expresión “, del número 4.-”, por la letra “d)”.
• Incorpórase a continuación de la letra “A)”, la segunda vez que aparece, la siguiente expresión: “, considerándose como una partida del inciso segundo del artículo 21”.
• Incorpórase el siguiente párrafo segundo, nuevo: 

“Los saldos que se mantengan acumulados en los registros establecidos en las letras b) y c), del número 2.-, de la letra B) anterior, al momento del cambio de régimen, se anotarán como parte de los saldos de los registros establecidos en las letras b) y c), del número 4.-, de la letra A) de este artículo, respectivamente.”.

- Incorpórase al número 1.-, la siguiente letra c), nueva:

“c) Las empresas individuales, empresas individuales de responsabilidad limitada, comunidades, sociedades de personas, contribuyentes del artículo 58 número 1) y sociedades por acciones sujetas a las disposiciones de la letra A), que dejen de cumplir el requisito establecido en el inciso segundo de este artículo, esto es, que correspondan al tipo de entidades allí señaladas, independientemente de los períodos comerciales en que se hayan mantenido en dicho régimen, quedarán sujetas al régimen establecido en la letra B) de este artículo, a contar del día 1 de enero del año comercial en que se produzca el incumplimiento, debiendo sujetarse a las reglas indicadas en la letra a) anterior y dar aviso de tal circunstancia al Servicio entre el 1 de enero y el 30 de abril del año comercial siguiente. Por su parte, cuando tales empresas incumplan el requisito de estar conformadas exclusivamente por personas naturales con domicilio o residencia en el país y/o contribuyentes sin domicilio ni residencia en Chile, en cualquier momento durante el año comercial respectivo, o en el caso de las sociedades por acciones cuando se estipule en contrario o se incumpla lo dispuesto en el inciso sexto de este artículo, también quedarán sujetas al régimen establecido en la letra B) de este artículo, pero lo harán a contar del día 1 de enero del año comercial siguiente en que ello ocurra, debiendo sujetarse a las reglas indicadas en la letra a) anterior y dar aviso de tal circunstancia al Servicio entre el 1 de enero y el 30 de abril del año comercial en que se incorporan al nuevo régimen. Los propietarios, comuneros, socios o accionistas que no sean personas naturales con domicilio o residencia en el país y/o contribuyentes sin domicilio ni residencia en Chile, cualquiera sea su calidad jurídica, se afectarán con el impuesto establecido en el inciso 1 del artículo 21, sobre los retiros o dividendos afectos al impuesto global complementario o adicional que perciban durante ese año comercial y sobre la renta que se les deba atribuir al término de éste. En contra de tal impuesto procederá el crédito establecido en los artículos 56 número 3) y 63, el que incrementará la base imponible respectiva tratándose de las sumas percibidas. Las cantidades líquidas correspondientes a los retiros o dividendos percibidos que se afecten con la tributación señalada, se considerarán como ingresos no constitutivos de renta en su posterior retiro, remesa o distribución, mientras que las rentas que se les atribuyan completarán su tributación de esta forma, sin que deban volver a atribuirse. Cuando tales propietarios, socios o accionistas enajenen los derechos o acciones respectivas, para determinar el mayor valor afecto a impuesto, sólo podrán deducir como costo para fines tributarios las cantidades señaladas en los números 8 o 9, del artículo 41, según corresponda.”.

- Modifícase el número 2.-, de la siguiente manera:

• Sustitúyese en el primer párrafo la palabra “En”, al comienzo del mismo, por la expresión “Sin perjuicio de lo dispuesto en la letra c), del número 1.- anterior, en”.
• Sustitúyese, en el segundo párrafo, las letras “c)”, “d)” y “f)”, por las letras “b)”, “c)” y “d)”.
• Elimínase, en el segundo párrafo, la expresión “Por su parte, la sociedad que se divide deberá conservar el registro de las cantidades a que se refiere la letra e), del citado número 4.”.
• Sustitúyese, en el tercer párrafo, las letras “c)”, “d)” y “f)”, por las letras “b)”, “c)” y “d)”.
• Intercálase en el cuarto párrafo, entre las expresiones “El impuesto pagado” y “podrá imputarse”, la siguiente expresión: “se considerará como una partida de aquellas señaladas en el inciso segundo del artículo 21 y”.
• Sustitúyese, en el párrafo cuarto, la letra “f)” por la letra “d)”.
• Elimínase, en el quinto párrafo, la expresión “y 3.-,”.

- Modifícase el número 3.-, de la siguiente manera:

• Sustitúyese, en el segundo párrafo, la expresión “a) y b)”, por “a), b), c) y d),”.
• Elimínase, en el segundo párrafo, la expresión “ así como el saldo de la suma de rentas o cantidades afectas a los impuestos global complementario o adicional”.
• Sustitúyese, en el tercer párrafo, la expresión “a) y b)” por “a), b), c) y d),”. 

• Elimínase, en el tercer párrafo, la expresión “así como el saldo de las suma de rentas o cantidades afectas a los impuestos global complementario o adicional”.
• Sustitúyese en el cuarto párrafo la letra “a)”, la segunda vez que aparece, por la letra “c)”.
• Sustitúyese, en el cuarto párrafo, las letras “f)”, “b)” y “d)”, por las letras “d)”, “d)” y “b)”, respectivamente.
• Sustitúyase, en el cuarto párrafo, el numeral “ii)” por “i)”; 

• Sustitúyese, en el cuarto párrafo, la expresión “de la suma de rentas o cantidades afectas a los impuestos global complementario o adicional que registre la empresa a esa fecha”, por “del registro de la letra b), del número 2.-, de la letra B)”. 

• Agrégase en el cuarto párrafo, a continuación del punto aparte, que pasa a ser seguido, la siguiente expresión: “Se incorporarán como parte del saldo del registro de la letra a), del número 2.-, de la letra B), las rentas afectas que determine la absorbida a la fecha de la fusión, aplicando las reglas que establece el párrafo segundo, de la letra a), del número 1, anterior.”.
- Sustitúyase, en el segundo párrafo de la letra a) del número 4.-, la expresión “a)” por “c)”.

iv. Sustitúyese, en la letra a), del número 1.- de la letra E), la expresión “califiquen como de baja o nula tributación”, por “que se consideren como un territorio o jurisdicción que tiene un régimen fiscal preferencial”.
c. Modifícase el artículo 14 ter, sustituido por el numeral 6), de la siguiente manera:
i. 
Modifícase la letra A.-, en el siguiente sentido:

- Sustitúyese el primer párrafo, por el siguiente: 

“Los empresarios individuales, empresarios individuales de responsabilidad limitada, comunidades, sociedades de personas, excluidas las sociedades en comandita por acciones, y las sociedades por acciones que cumplan con los requisitos del inciso sexto del artículo 14, que estén conformadas exclusivamente por personas naturales con domicilio o residencia en Chile, por contribuyentes sin domicilio ni residencia en Chile y/o por otras empresas sujetas al régimen de la letra A) del artículo 14, que tributen conforme a las reglas de la Primera Categoría, podrán acogerse al régimen simplificado que establece esta letra, siempre que den cumplimiento a las siguientes normas:”.

- Elimínase, en el párrafo segundo de la letra a) del número 1.-, la oración “Para estos efectos, se considerarán relacionados, cualquiera sea la naturaleza jurídica de las respectivas entidades, los que formen parte del mismo grupo empresarial, los controladores y las empresas relacionadas, conforme a lo dispuesto en los artículos 96 al 100 de la ley N° 18.045 sobre Mercado de Valores, salvo el cónyuge o parientes hasta el segundo grado de consanguinidad de las personas señaladas en la letra c) de este último artículo.”. 

- Agrégase los siguientes párrafos tercero, cuarto, quinto, sexto y séptimo a la letra a) del número 1:

“Para estos efectos, se considerarán relacionados con una empresa o sociedad, cualquiera sea su naturaleza jurídica:

i)
 El controlador y las controladas.
ii) 
Todas las entidades, empresas o sociedades que se encuentren bajo un controlador común.
iii)
 Las entidades, empresas o sociedades en las que es dueña, usufructuaria o a cualquier otro título posee, directamente o a través de otras personas o entidades, más del 10% de las acciones, derechos, cuotas, utilidades o ingresos, o derechos a voto en la junta de accionistas o de tenedores de cuotas.
iv)
El gestor de un contrato de asociación u otro negocio de carácter fiduciario en que es partícipe en más del 10%.
v)
 Las entidades relacionadas con una persona natural de acuerdo a los numerales iii) y iv) anteriores, que no se encuentren bajo las hipótesis de los numerales i) y ii), se considerarán relacionadas entre sí, debiendo en tal caso computar la proporción de los ingresos totales que corresponda a la relación que la persona natural respectiva mantiene con dicha entidad.
Se considerará como controlador, a toda persona o entidad, o grupo de ellos con acuerdo explícito de actuación conjunta que, directamente o a través de otras personas o entidades, es dueña, usufructuaria o a cualquier otro título posee más del 50% de las acciones, derechos, cuotas, utilidades o ingresos, o derechos de voto en la junta de accionistas o de tenedores de cuotas de otra entidad, empresa o sociedad. Estas últimas se considerarán como controladas. Para estos efectos, no se aplicará lo dispuesto en los incisos segundo y siguientes del artículo 98 de la ley N° 18.045.

Tratándose de los casos señalados en los numerales i) y ii) precedentes, el contribuyente deberá sumar a sus ingresos el total de los ingresos obtenidos por sus entidades relacionadas, sea que mantenga la relación directamente o a través de otra u otras empresas.
En el caso de las entidades relacionadas de acuerdo a los numerales iii), iv) y v) precedentes, que no se encuentren bajo las hipótesis de los numerales i) y ii), computarán el porcentaje de ingresos obtenidos por sus entidades relacionadas que le corresponda según su participación en el capital o las utilidades, ingresos o derechos a voto. Cuando el porcentaje de participación en el capital sea distinto al porcentaje que le corresponde en las utilidades, ingresos o derechos a voto, se deberá considerar el porcentaje de participación que sea mayor.

Las entidades relacionadas conforme a las reglas indicadas en los numerales i) al iv) precedentes, deberán informar anualmente a la empresa o sociedad respectiva, en la forma y plazo que establezca el Servicio mediante resolución, el monto total de los ingresos de su giro percibidos o devengados en el ejercicio respectivo, los que se expresarán en unidades de fomento conforme a lo señalado.”.

- Agrégase la siguiente letra e), nueva, al número 1.-:

“e) Cuando las sociedades por acciones ejercieren la opción para acogerse al régimen de la letra A) de este artículo, cumpliendo los requisitos legales para tal efecto, la cesión de las acciones efectuada a una persona jurídica constituida en el país, salvo que se encuentre sujeta al régimen de la letra A) del artículo 14, o a otra entidad que no sea una persona natural con domicilio o residencia en Chile o un contribuyente sin domicilio ni residencia en Chile, deberá ser aprobada previamente en junta de accionistas por la unanimidad de éstos y en tales casos, los accionistas disidentes tendrán derecho a retiro aplicándose al efecto lo dispuesto en el artículo 69 número 7 de la ley N° 18.046. En caso que se estipule en contrario, tal norma se incumpla, o bien, se enajenen las acciones a un tercero que no sea una persona natural con domicilio o residencia en el país o un contribuyente sin domicilio ni residencia en Chile o una persona jurídica sujeta al régimen de la letra A) del artículo 14, la sociedad por acciones no podrá acogerse a este régimen, o bien, deberá abandonarlo en la forma señalada en la letra b), del número 6.-, de la letra A) de este artículo.”.
- Reemplázase las letras a) y b) en el número 2.-, por las siguientes: 

“a) Tratándose de empresas sujetas a las disposiciones de la letra A) del artículo 14, considerarán como un ingreso diferido, las rentas o cantidades que correspondan a la diferencia que se determine entre la suma del valor positivo del capital propio tributario, y las cantidades que se indican a continuación: 

i) El monto de los aportes de capital enterados efectivamente en la empresa o sociedad, más los aumentos y descontadas las disminuciones posteriores que se hayan efectuado del mismo, todos ellos reajustados de acuerdo al porcentaje de variación del Índice de Precios al Consumidor entre el mes anterior a la fecha de aporte, aumento o disminución de capital, y el mes anterior al cambio de régimen. 

ii) Las cantidades anotadas en los registros que establecen las letras a) y c) del número 4 de la letra A) del artículo 14. 

Dicho ingreso diferido se computará incrementado en una cantidad equivalente al crédito por impuesto de primera categoría establecido en los artículos 56, número 3) y 63, que se mantenga en el saldo acumulado de crédito a que se refiere la letra d), del número 4.-, de la letra A), del artículo 14. Tal crédito, podrá seguir siendo imputado al impuesto de primera categoría que deba pagar el contribuyente a partir del año de incorporación al régimen de esta letra A). Para tal efecto, el crédito deberá reajustarse considerando el porcentaje de variación del Índice de Precios al Consumidor entre el mes anterior al cambio de régimen y el mes anterior al término del ejercicio respectivo. En caso de resultar un excedente, este se imputará en la misma forma en el ejercicio siguiente y en los posteriores. El remanente de crédito no podrá imputarse a ningún otro impuesto ni tendrá derecho a devolución. Con todo, el crédito que se impute por este concepto en el ejercicio respectivo, no podrá exceder de una cantidad equivalente a la suma que se determine al aplicar la tasa vigente del impuesto de primera categoría sobre el monto del ingreso diferido incrementado que corresponda reconocer en dicho ejercicio. 

El ingreso diferido deberá imputarse, considerándose dentro de los ingresos percibidos o devengados del ejercicio respectivo, en un período de hasta cinco ejercicios comerciales consecutivos, contado desde aquel en que ingresan al régimen simplificado, incorporando como mínimo un quinto de dicho ingreso en cada ejercicio, hasta su total imputación, independientemente de que abandonen o no el régimen simplificado. Si el contribuyente pone término al giro de sus actividades, aquella parte del ingreso diferido cuyo reconocimiento se encuentre pendiente, deberá incorporarse dentro de los ingresos del ejercicio de término de giro. Para los efectos de su imputación, el ingreso diferido se reajustará de acuerdo al porcentaje de variación experimentado por el Índice de Precios al Consumidor en el período comprendido entre el mes anterior al año que precede al de incorporación al régimen simplificado y el mes anterior al término del ejercicio en que se impute.

b) Tratándose de empresas sujetas a las disposiciones de la letra B), del artículo 14, deberán considerar como un ingreso diferido, las rentas o cantidades que correspondan a la diferencia que se determine entre la suma del valor positivo del capital propio tributario, y las cantidades que se indican a continuación: 

i) El monto de los aportes de capital enterados efectivamente en la empresa o sociedad, más los aumentos y descontadas las disminuciones posteriores que se hayan efectuado del mismo, todos ellos reajustados de acuerdo al porcentaje de variación del Índice de Precios al Consumidor entre el mes anterior a la fecha de aporte, aumento o disminución de capital, y el último mes del año anterior al cambio de régimen.
ii) Las cantidades anotadas en el registro que establece la letra c), del número 2.-, de la letra B) del artículo 14. 

Dicho ingreso diferido se computará incrementado en una cantidad equivalente al crédito por impuesto de primera categoría establecido en los artículos 56, número 3) y 63, que se mantenga en el saldo acumulado de crédito a que se refiere la letra d), del número 2.-, de la letra B), del artículo 14. Tal crédito, podrá seguir siendo imputado al impuesto de primera categoría que deba pagar el contribuyente a partir del año de incorporación al régimen de esta letra A). Para tal efecto, el crédito deberá reajustarse considerando el porcentaje de variación del Índice de Precios al Consumidor entre el mes anterior al cambio de régimen y el mes anterior al término del ejercicio respectivo. En caso de resultar un excedente, este se imputará en la misma forma en el ejercicio siguiente y en los posteriores. El remanente de crédito no podrá imputarse a ningún otro impuesto ni tendrá derecho a devolución. Con todo, el crédito que se impute por este concepto en el ejercicio respectivo, no podrá exceder de una cantidad equivalente a la suma que se determine al aplicar la tasa vigente del impuesto de primera categoría sobre el monto del ingreso diferido incrementado que corresponda reconocer en dicho ejercicio. En todo caso, el crédito a que se refiere el numeral ii), de la letra d), del número 2.- de la letra B), del artículo 14, se imputará sólo hasta alcanzar un 65% de su monto.

El ingreso diferido deberá imputarse, considerándose dentro de los ingresos percibidos o devengados del ejercicio respectivo, en un período de hasta cinco ejercicios comerciales consecutivos, contado desde aquel en que ingresan al régimen simplificado, incorporando como mínimo un quinto de dicho ingreso en cada ejercicio, hasta su total imputación, independientemente de que abandonen o no el régimen simplificado. Si el contribuyente pone término al giro de sus actividades, aquella parte del ingreso diferido cuyo reconocimiento se encuentre pendiente, deberá incorporarse dentro de los ingresos del ejercicio de término de giro. Para los efectos de su imputación, el ingreso diferido se reajustará de acuerdo al porcentaje de variación experimentado por el Índice de Precios al Consumidor en el período comprendido entre el mes anterior al año que precede al de incorporación al régimen simplificado y el mes anterior al término del ejercicio en que se impute. 

El ingreso diferido a que se refieren las letras a) y b), no se considerará para los efectos del artículo 84.”.

- Modifícase el número 3.- de la siguiente forma: 

• 
Sustitúyese en el párrafo primero de la letra a), la frase “de las letras A), B) número 4, o al número 1.- de la letra C), ambas del artículo 14, o por contribuyentes acogidos a lo dispuesto en este artículo” por “del número 1.- de la letra C), del artículo 14”. 

• Intercálase en el numeral i) del segundo párrafo de la letra a), a continuación del guarismo 8., la siguiente oración: “Para determinar el monto de la renta proveniente del rescate o enajenación de las inversiones en capitales mobiliarios a que se refiere el número 2º del artículo 20, o de la enajenación o rescate de derechos sociales, acciones, o cuotas de fondos a que se refiere la letra c), del número 1.- anterior, o en general, en la enajenación de bienes que no pueden depreciarse conforme a esta ley, deberá rebajarse del total del ingreso percibido y en el mismo ejercicio en que esto ocurra, el valor de la inversión efectivamente realizada, la que se reajustará de acuerdo con la variación del Índice de Precios al Consumidor en el período comprendido entre el mes que antecede al de la inversión y el mes anterior al de su enajenación o rescate, según corresponda.”. 

• Intercálase, en el numeral i) del segundo párrafo de la letra a), a continuación de la oración “desde la fecha que el pago sea exigible.”, la expresión: “Los retiros, dividendos o participaciones percibidas se incorporarán en la base imponible afecta a los impuestos señalados, incrementándose previamente en una cantidad equivalente al crédito por impuesto de primera categoría que establecen los artículos 56 número 3) y 63. Dicho crédito se imputará en contra del impuesto de primera categoría que deba pagar la empresa en el mismo ejercicio, a continuación de los otros indicados en la letra c) de este número 3.-. Si en el ejercicio respectivo se determinare un excedente de este crédito, éste no dará derecho a devolución o a imputación a otros impuestos, pero podrá imputarse en el ejercicio siguiente, y subsiguientes, hasta su total extinción. Para los efectos de su imputación, dicho crédito se reajustará en el mismo porcentaje de variación que haya experimentado el índice de precios al consumidor entre el mes anterior al del cierre del ejercicio en que se haya determinado y el mes anterior al cierre del ejercicio de su imputación. En todo caso, el crédito a que se refiere el numeral ii), de la letra d), del número 2.- de la letra B), del artículo 14, se imputará sólo hasta alcanzar un 65% de su monto.”.
• Intercálase, en el numeral ii) del segundo párrafo de la letra a), a continuación de la oración “pagado durante el ejercicio correspondiente.”, la siguiente frase: “Tratándose de las inversiones en capitales mobiliarios a que se refiere el número 2° del artículo 20, o en derechos sociales, acciones, o cuotas de fondos a que se refiere la letra c), del número 1.- anterior, o en general, en bienes que no pueden depreciarse conforme a esta ley, el egreso respectivo, correspondiente al valor de la inversión efectivamente realizada reajustada de acuerdo con la variación del Índice de Precios al Consumidor en el período comprendido entre el mes que antecede al de la inversión y el mes anterior al de su enajenación o rescate, según corresponda, se deducirá en el ejercicio en que se perciba el valor de rescate o enajenación.”.

• Agrégase, en la letra a), el siguiente párrafo final:
“Los créditos incobrables que correspondan a ingresos devengados, castigados durante el año, se descontarán de los ingresos de dicho ejercicio para efectos del cómputo de los límites que establece la letra a), del número 1.- anterior.”.
• Intercálase, en la letra c), a continuación de la oración “salvo aquel señalado en el artículo 33 bis”, la siguiente: “, los créditos señalados en el número 2 precedente y en el numeral i), de la letra a) anterior”. 

• Sustitúyese, en la letra d), la expresión “los artículos 56 número 3) y 63” por “el artículo 56 número 3)”.

- Agrégase en el párrafo primero del número 4.-, a continuación del punto aparte que pasa a ser seguido, lo siguiente:

“Cuando los contribuyentes emitan facturas electrónicas respecto de los ingresos de su giro, el Servicio podrá liberarlos mediante resoluciones generales o particulares de los libros o declaraciones juradas que se encuentra obligados a llevar o presentar, en los casos y cumpliendo los requisitos que establezca mediante resolución.”.
- Modifícase el número 5.- de la siguiente manera: 

• Reemplázase, en el primer párrafo, la expresión “5 años comerciales completos”, por “3 años comerciales consecutivos completos”.
• Incorpórase, en el primer párrafo, a continuación de la oración “a que se refiere el artículo 68 del Código Tributario.”, lo siguiente: “En este último caso, transcurrido el primer año calendario acogido a este régimen, podrán excepcionalmente optar por abandonarlo a contar del 1 de enero del año calendario siguiente, debiendo dar aviso de tal circunstancia al Servicio entre el 1 de enero y el 30 de abril del año en que se incorporan al régimen general que corresponda.”. 

• Sustitúyese, en el segundo párrafo, la expresión “en el número 1”, por la expresión “en el inciso 1°, o en el número 1, ambos de la letra A)”.
- Modifícase en el número 6.-, lo siguiente:
• Sustitúyese en la letra a), la oración “durante el mes de octubre del año anterior a aquél”, por “entre el 1 de enero y el 30 de abril del año comercial”.
• Sustitúyese, en la letra a), la expresión “siguiente al”, por la expresión “comercial”.
• Agrégase, en la letra a), después de la oración “inciso cuarto de dicho artículo” la siguiente: “, siempre que cumplan los requisitos para ejercer dicha opción”.
• Intercálase, en la letra b), a continuación de la expresión “número 1”, la oración “, de la letra A)”.
• Sustitúyese, en la letra b), la frase “dentro del plazo para presentar la declaración anual de impuestos”, por “, siempre que cumplan los requisitos para ejercer dicha opción, dando el respectivo aviso al Servicio entre el 1 de enero y el 30 de abril del año calendario en que se incorporan al régimen”.
• Agrégase en la letra b), a continuación de la expresión “la forma que establecen las normas referidas.”, lo siguiente: “Cuando se incumpla el requisito establecido en el inciso 1 de la letra A.- de este artículo, esto es, que correspondan al tipo de entidades allí indicadas, se considerará que han abandonado el régimen desde el 1 de enero del año comercial en que se produce el incumplimiento y que se han incorporado a partir de esa fecha al régimen establecido en la letra B), del artículo 14, debiendo dar aviso de tal circunstancia entre el 1 de enero y el 30 de abril del año comercial siguiente. Por su parte, cuando tales empresas incumplan el requisito de estar conformadas exclusivamente por personas naturales con domicilio o residencia en el país, personas jurídicas sujetas al régimen de la letra A) del artículo 14 y/o contribuyentes sin domicilio ni residencia en Chile, en cualquier momento durante el año comercial respectivo, o en el caso de las sociedades por acciones cuando se estipule en contrario o se incumpla lo dispuesto en la letra e), del número 1.- anterior de este artículo, también quedarán sujetas al régimen establecido en la letra B) del artículo 14, pero lo harán a contar del día 1 de enero del año comercial siguiente en que ello ocurra, debiendo dar aviso de tal circunstancia al Servicio entre el 1 de enero y el 30 de abril del año comercial en que se incorporan al nuevo régimen. Los propietarios, comuneros, socios o accionistas que no sean personas naturales con domicilio o residencia en el país, personas jurídicas sujetas al régimen de la letra A) del artículo 14 y/o contribuyentes sin domicilio ni residencia en Chile, cualquiera sea su calidad jurídica, se afectarán con el impuesto establecido en el inciso 1° del artículo 21, sobre la renta que se les deba atribuir al término de ese año comercial. En contra de tal impuesto procederá el crédito establecido en los artículos 56 número 3) y 63. Las rentas que se les atribuyan completarán su tributación de esta forma, sin que deban volver a atribuirse.”.
• Sustitúyese en el párrafo segundo de la letra d), la letra “a)”, por “c)”. 

ii.
 Modifícase la letra C.-, en el siguiente sentido:

- Modifícase en el primer párrafo lo siguiente:

• Sustitúyense las palabras “la letra” por, “las letras”.

• Sustitúyese los dos puntos (:) que se encuentran a continuación de las palabras “primera categoría”, por “hasta por un monto equivalente al 50% de la renta líquida imponible que se mantenga invertida en la empresa.”.

• Elimínanse las letras “a)” y “b)”.

- Elimínase, en el párrafo segundo, la frase “Con todo, en los casos señalados en la letra a) y b) precedentes,”; y reemplázase la palabra “la” por “La”. 

- Agrégase el siguiente párrafo final:

“Los contribuyentes sujetos al régimen de la letra B) del artículo 14, deberán considerar como parte de la renta líquida imponible del año siguiente o subsiguientes, según corresponda, para gravarse con el impuesto de primera categoría, una cantidad anual equivalente al 50% del monto total de los retiros, remesas o distribuciones afectos al impuesto global complementario o adicional efectuados desde la empresa durante el ejercicio, hasta completar la suma deducida de la renta líquida imponible por aplicación de esta norma en él o los ejercicios precedentes. Para tales efectos, el monto de la deducción que no se haya reversado por esta vía, se mantendrá pendiente de aquello, para lo cual se reajustará por la variación del Índice de Precios al Consumidor entre el mes anterior al término del ejercicio en que se hubiere efectuado la deducción y el mes anterior al término del año en que se reverse totalmente el efecto. Respecto del impuesto de primera categoría que se determine sobre la parte de dichos retiros, remesas o distribuciones que se incluya en la renta líquida imponible, no procederá el derecho al crédito que establecen los artículos 56 número 3) y 63.”.
d. Modifícase el numeral 8) que introduce modificaciones al artículo 17, en el siguiente sentido:

i.
 Elimínase la letra b), que sustituía el número 5°.
ii.
 Elimínase la letra c), que suprimía el número 6°.
iii.
 Agrégase en la letra d), que sustituye el número 7°, a continuación de la expresión “y sus reajustes”, lo siguiente: “, sólo hasta concurrencia del monto aportado por el propietario, socio o accionista perceptor de esta devolución, incrementado o disminuido por los aportes, aumentos o disminuciones de capital que aquellos hayan efectuado, cantidades que se reajustarán según el porcentaje de variación del Índice de Precios al Consumidor entre el mes que antecede a aquél en que ocurrieron y el mes anterior al de la devolución.

Cualquier retiro, remesa, distribución o devolución de cantidades que excedan de los conceptos señalados precedentemente se gravarán con los impuestos de esta ley, conforme a las reglas generales.”.

iv.
 Introdúcense las siguientes modificaciones en el número 8°, sustituido por la letra e):

- Modifícase la letra a) del primer párrafo de la siguiente forma:

• Elimínanse, en el numeral iii), las expresiones “Si entre la fecha de adquisición y enajenación de los bienes señalados ha transcurrido un plazo inferior a un año,” y “de primera categoría y”.

• Reemplázase, en el numeral iii),la palabra “el” por “El”.

• Elimínase, en el numeral iv), el primer párrafo, pasando el segundo a ser primero. 

• Elimínase, en el actual párrafo segundo que pasa a ser primero del numeral iv), la expresión “en este último caso,”.

• Elimínase, en el numeral v), la expresión “del mismo tipo”.

• Sustitúyese, en el primer párrafo del numeral vi), las expresión “mayores valores”, por la palabra “resultados”; y “se encuentren obligados a declarar su renta efectiva en la primera categoría”, por “determinen el impuesto de primera categoría sobre rentas efectivas”.

• Elimínase el párrafo segundo del numeral vi).

- Modifícase la letra b) en el siguiente sentido:

• Elimínase, en el encabezado, la expresión “con domicilio o residencia en Chile”.

• Reemplázase, en el párrafo cuarto, la expresión “el numeral iv)”, por la expresión “los numerales iii) y iv)”.

• Agrégase, en el párrafo cuarto, a continuación de la expresión “o bien,”, la frase “tratándose de personas naturales con domicilio o residencia en Chile”.

- Elimínase, en la letra d), la siguiente expresión: “, salvo lo establecido en su numeral iv)”. 

- Agrégase en la letra f), a continuación del punto final, que pasa a ser seguido, lo siguiente: “Tampoco constituye renta, la adjudicación de bienes que se efectúe en favor del propietario, comunero, socio o accionista con ocasión de la liquidación o disolución de una empresa o sociedad, en tanto, la suma de los valores tributarios del total de los bienes que se le adjudiquen, no exceda del capital que haya aportado a la empresa, determinado en conformidad al número 7º de este artículo, más las rentas o cantidades que le correspondan en la misma, al término de giro. El valor de costo para fines tributarios de los bienes que se le adjudiquen, corresponderá a aquel que haya registrado la empresa de acuerdo a las normas de la presente ley al término de giro de acuerdo a lo establecido en el artículo 38 bis.”.

- Modifícase en el párrafo segundo, lo siguiente:

• Elimínase la expresión “dispuesta en el numeral iii), de la letra a) anterior,”.

• Intercálase entre la palabra “devengada” la primera vez que aparece, y la coma “,” que le sigue, la expresión “que corresponda”.

• Intercálase, a continuación de la expresión “intereses,”, la siguiente: “o con su cónyuge o sus parientes ascendientes o descendientes hasta el segundo grado de consanguinidad”.

• Intercálase a continuación del punto aparte, que pasa a ser punto seguido, la frase “En estos casos, la renta no podrá considerarse devengada en más de un ejercicio, no pudiendo por tanto aplicarse las reglas del numeral iv), de la referida letra a).”. 

- Elimínase, en el párrafo quinto, la expresión “Se entenderá que tienen presencia bursátil aquellas acciones que cumplan con las normas para ser objeto de inversión de los fondos mutuos.”. 

- Intercálase, en el párrafo noveno, entre la palabra “operación” y el punto aparte, la expresión “, sin perjuicio que, tratándose de las operaciones de la letra b) anterior, se considerará la fecha de la inscripción respectiva”.
- Agrégase el siguiente párrafo final, nuevo:

“Para los efectos de esta ley, las crías o acciones liberadas únicamente incrementarán el número de acciones de propiedad del contribuyente, manteniéndose como valor de adquisición del conjunto de acciones sólo el valor de adquisición de las acciones madres. En caso de enajenación o cesión parcial de estas acciones, se considerará como valor de adquisición de cada acción la cantidad que resulte de dividir el valor de adquisición de las acciones madres por el número total de acciones de que sea dueño el contribuyente a la fecha de la enajenación o cesión.”.
e. Modifícase el artículo 21, sustituido por el numeral 11), en el siguiente sentido:

i.
 Intercálase en el inciso segundo, entre las expresiones “único de este artículo” y “y el impuesto territorial”, la expresión “, el impuesto establecido en el número 2, del artículo 38 bis”.

ii. 
Introdúcense las siguientes modificaciones al inciso tercero: 

- Modifícase el primer párrafo del numeral ii) en el siguiente sentido:

• Sustitúyese la palabra “de” que se encuentra a continuación de la palabra “encubierta”, por la expresión “, que resulte imputada a”.

• Intercálase, entre la palabra “impuestos” y el punto seguido que está a continuación, la expresión “cuando así corresponda de acuerdo a lo señalado en el artículo 14”. 

- Modifícase el párrafo segundo del numeral ii) en el siguiente sentido:

• Elimínase la expresión “como tales”.

• Sustitúyese la expresión “los números 2.- y 3.- de la letra B), del mismo artículo” por la siguiente: “el número 2.- de la letra B), de dicho artículo, en la misma forma que los retiros, remesas o distribuciones.”. 

- Sustitúyese, en el párrafo final del numeral iii), la expresión “los números 2.- y 3.-” por “el número 2.-”. 

- Sustitúyese, en el párrafo segundo del numeral iv), la expresión “los números 2.- y 3.- de la letra B), del mismo artículo”, por la siguiente: “el número 2.- de la letra B), de dicho artículo, en la misma forma que los retiros, remesas o distribuciones.”.

f. Modifícase el numeral 15), que modifica el artículo 31, en el siguiente sentido:

i.
 En su letra d), introdúcense las siguientes modificaciones:

- Sustitúyese el tercer párrafo del número 3° del inciso cuarto, por el siguiente:

“Las pérdidas deberán imputarse a las rentas o cantidades que perciban, a título de retiros o dividendos afectos a los impuestos global complementario o adicional, de otras empresas o sociedades, sumas que para estos efectos deberán previamente incrementarse en la forma señalada en el inciso final del número 1º del artículo 54 y en los artículos 58 número 2) y 62.”. 

- Elimínase, en el párrafo final del número 3° del inciso cuarto, la expresión “o atribuidas”.
- Intercálase, en el párrafo final del número 3° del inciso cuarto, a continuación de la palabra “utilidades”, la segunda vez que aparece, la palabra “incrementadas”.

ii.
 Suprímese la letra e).

g. Sustitúyese en el numeral 16), que modifica el artículo 33, el numeral 5°.- agregado por la letra c), por el siguiente: 

“5°.- No obstante lo dispuesto en la letra a) del número 2°.- de este artículo, y en el número 1°.- del artículo 39, los contribuyentes sujetos a las disposiciones de la letra A) del artículo 14 deberán incorporar como parte de la renta líquida imponible las rentas o cantidades a que se refiere la letra c) del número 2.- de la letra A) del mismo artículo. Para dicha incorporación deberán previamente incrementarlas en la forma señalada en el inciso final del número 1º del artículo 54 y en los artículos 58 número 2) y 62. En contra del impuesto de primera categoría que deban pagar sobre las rentas o cantidades indicadas, procederá la deducción del crédito por impuesto de primera categoría que establece el artículo 56 número 3) y 63. Cuando corresponda aplicar el crédito a que se refiere el numeral ii), de la letra d), del número 2, de la letra B) del artículo 14, deberá descontarse aquella parte sujeta a restitución. En caso de determinarse una pérdida tributaria, se aplicará lo dispuesto en el número 3 del artículo 31.”.

h. Modifícase el artículo 38 bis, reemplazado por el numeral 21), en el siguiente sentido:

i.
Introdúcense las siguientes modificaciones a su número 1.-:
- Modifícase el primer párrafo en el siguiente sentido:

• Sustitúyese la expresión “al crédito establecido en el artículo”, por “al crédito establecido en los artículos”.
• Sustitúyese la expresión “la letra f)”, por “la letra d)”.
• Agrégase la palabra “positivo” a continuación de la expresión “valor”, la primera vez que aparece.
• Elimínase la expresión “según su valor”.

- Sustitúyese el párrafo final por el siguiente: 
“Cuando corresponda aplicar los créditos establecidos en los artículos 56, número 3) y 63, que se mantenga en el registro a que se refiere la letra d), del número 4., de la letra A), del artículo 14, tratándose de las cantidades atribuidas al término de giro, se agregará en la base imponible del impuesto global complementario o adicional respectivo, un monto equivalente a dicho crédito para determinarla.”.
ii.
 Introdúcense las siguientes modificaciones a su número 2.-:

- Sustitúyese el primer párrafo por el siguiente: 
“2.- Los contribuyentes que declaren sobre la base de su renta efectiva según contabilidad completa sujetos a las disposiciones de la letra B) del artículo 14, deberán considerar retiradas, remesadas o distribuidas las rentas o cantidades acumuladas en la empresa indicadas en el inciso siguiente, incrementadas en una cantidad equivalente al 100% del crédito por impuesto de primera categoría y el crédito por impuestos finales incorporados ambos separadamente en el registro a que se refiere la letra d), del número 2, de la letra B), del artículo 14, por parte de sus propietarios, contribuyentes del artículo 58, número 1), comuneros, socios o accionistas, en la proporción en que éstos participan en las utilidades de la empresa o en su defecto, en la proporción que hayan aportado efectivamente el capital, o éste haya sido suscrito cuando no se hubiere aportado siquiera una parte de éste, para afectarse con la tributación que a continuación se indica.”.

- Modifícase el párrafo segundo en el siguiente sentido:

• Agrégase la palabra “positivo” a continuación de la expresión “valor”, la primera vez que aparece.
• Elimínase la expresión “, según su valor”.
• Sustitúyese en el numeral i) la expresión “letra a)”, por “letra c)”.

- Sustitúyese el párrafo tercero por el siguiente: 
“Estos contribuyentes tributarán por esas rentas o cantidades con un impuesto del 35%. Contra este impuesto, podrá deducirse el saldo de crédito establecido en la letra d), del número 2.- de la letra B), del artículo 14, y el crédito contra impuestos finales a que se refieren los artículos 41 A y 41 C, que se mantenga separadamente en dicho registro. No obstante lo anterior, tratándose del saldo acumulado de crédito establecido en el numeral ii), de la letra d) recién señalada, el referido crédito se aplicará sólo hasta un 65% de su monto.”.

- Modifícase el párrafo cuarto en el siguiente sentido:

• Sustitúyese la expresión “letra f)”, por “letra d)”.
• Sustitúyese la expresión “y la letra b)”, por “y en el numeral i), de la letra d)”.

iii.
 Intercálase, en el numeral ii) del número 4.-, entre la expresión “número 2°” y el punto aparte, las expresión “, aplicando la depreciación normal”.

iv.
 Elimínase, en el número 5.-, la expresión “y practicar las retenciones que establece el número 4 del artículo 74 sobre aquellas rentas o cantidades que deban considerarse retiradas, remesadas o distribuidas en la forma allí reglada”. 

v.
 Intercálase, en el número 6.-, entre la expresión “a tal fecha” y el punto aparte, lo siguiente: “, cuestión que la empresa certificará, en la forma y plazo que establezca el Servicio mediante resolución, al adjudicatario respectivo. En dicha adjudicación no corresponde aplicar lo dispuesto en el artículo 64 del Código Tributario, o en el inciso cuarto, del número 8, del artículo 17 de esta ley.”.

i. Elimínase en el número 1° del artículo 39, sustituido por la letra a) del numeral 22), la expresión “, y en el número 4.- de la letra B), ambas”.

j. Modifícase  los números 8° y 9° del artículo 41, sustituidos por la letra b) del numeral 24), en el siguiente sentido:

i.
 Suprímese en el número 8° el párrafo segundo.

ii. 
Introdúcense las siguientes modificaciones al número 9°:

- Suprímese, en el primer párrafo, la expresión “, considerando en el caso del ajuste que establece el párrafo segundo de dicho número, el capital suscrito y pagado por el socio en el total de éste”.

- Modifícase el segundo párrafo en el siguiente sentido:

• Sustitúyese la expresión “párrafo primero del referido número 8” por “número 8 precedente”.

• Elimínase la expresión “El valor de ajuste que establece el párrafo segundo del número 8, y que aplica también para este número, sólo podrá ser deducido del mayor valor que se determine con ocasión de la enajenación y hasta la concurrencia de éste, de la inversión en acciones o derechos en empresas o sociedades sujetas a las disposiciones de la letra A) del artículo 14, descontando previamente de dicho ajuste el valor de los retiros, remesas o distribuciones que el enajenante haya efectuado o percibido desde la sociedad, durante el mismo ejercicio en que se efectúa la enajenación y hasta antes de ésta. La parte de este ajuste que no pueda ser deducido en la forma señalada, se contabilizará con cargo a la cuenta “Revalorización del Capital Propio”.”, pasando el punto seguido a ser punto final.
k. Modifícase los artículos 41 A, 41 B, 41 C y 41 D, sustituidos por el numeral 25), en el siguiente sentido:

i.
 Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 41 A.- letra A.-:

- Modifícase el número 1.- en el siguiente sentido:

• Reemplázase, en el párrafo segundo, la oración “En caso que en el país fuente de los dividendos o de los retiros de utilidades sociales no exista impuesto de retención a la renta, o éste sea inferior al impuesto de primera categoría de Chile, podrá” por “Podrá”.

• Reemplázase, en el párrafo tercero, la expresión “En la misma situación anterior, también” por “También”.

• Agrégase en el párrafo tercero, a continuación del punto final que pasa a ser punto seguido, la siguiente expresión: “También se aplicará dicho crédito, cuando las sociedades subsidiarias referidas estén domiciliadas en un tercer país con el cual se encuentre vigente un convenio para evitar la doble tributación internacional u otro que permita el intercambio de información para fines tributarios, en el cual se hayan aplicado los impuestos acreditables en Chile.”.

- Sustitúyese en el párrafo final del número 2.-, la expresión “con posterioridad a cualquier otro crédito o deducción autorizada por la ley. Si hubiere un remanente de crédito, éste no dará derecho a devolución o imputación a otros impuestos ni podrá recuperarse en los años posteriores”, por “en la forma que se indica en los números siguientes”.
- Modifícase el número 3 de la siguiente manera:

• Suprímese, en el segundo párrafo de la letra b), la expresión “en que se determinen rentas de fuente extranjera afectas a dicho tributo”.

• Incorpórase en la letra b), el siguiente párrafo final: 

“Los contribuyentes deberán en todo caso, mantener un control separado de aquella parte del crédito por impuesto de primera categoría anotado en el saldo acumulado de crédito a que se refiere la letra d), del número 2., de la letra B), del artículo 14, que haya sido pagado con este crédito del exterior, a los que se les aplicará lo dispuesto en el número 7.-, de la letra D.- de este artículo. El crédito que establecen los artículos 56 número 3) y 63, que haya sido pagado con este crédito del exterior, se deducirá de los impuestos global complementario o adicional determinado, según corresponda, con posterioridad a cualquier otro crédito o deducción autorizada por la ley. Si hubiera un remanente de dicho crédito, éste no dará derecho a devolución o imputación a otros impuestos ni podrá recuperarse en los años posteriores.”.

• Sustitúyese el número 4.- por el siguiente:
“4.- Crédito contra los impuestos finales. La cantidad que resulte después de restar al crédito total disponible, el crédito de primera categoría determinado conforme a lo establecido en el número precedente, constituirá el saldo de crédito contra los impuestos finales, que podrá imputarse en contra de los impuestos global complementario o adicional, según corresponda, en la forma que establecen los artículos 56 número 3) y 63, considerando las siguientes normas:

a) En el caso de que las rentas de fuente extranjera que dan derecho al crédito que trata este artículo hayan sido obtenidas por contribuyentes obligados a determinar su renta líquida imponible según contabilidad completa, se aplicarán las siguientes reglas:

i) Tratándose de empresas sujetas a lo dispuesto en la letra B), del artículo 14, el crédito contra los impuestos finales se anotará separadamente en el saldo acumulado de créditos a que se refiere la letra d), del número 2., de la letra B) del artículo 14.
El crédito registrado separadamente en el saldo acumulado de créditos, se ajustará en conformidad con la variación del índice de precios al consumidor entre el último día del mes anterior al cierre del ejercicio en que se haya generado y el último día del mes anterior al cierre de cada ejercicio, o hasta el último día del mes anterior al del retiro, remesa o distribución, según corresponda.

El crédito contra impuestos finales registrado en la forma antedicha se considerará distribuido a los accionistas, socios o empresarios individuales, conjuntamente con las distribuciones o retiros de utilidades afectas a los impuestos global complementario o adicional, o asignado a las partidas señaladas en el inciso segundo del artículo 21, según corresponda. Para este efecto, la distribución del crédito se efectuará aplicando una tasa de crédito de 8% sobre una cantidad tal que, al deducir dicho crédito de esa cantidad, el resultado arroje un monto equivalente al retiro, remesa, distribución o partidas señaladas, previamente incrementados en el monto del crédito que establecen los artículos 56 número 3) y 63. En todo caso, el crédito no podrá ser superior al saldo de crédito contra impuestos finales que se mantenga registrado.

En estos casos, cuando las rentas retiradas, remesadas o distribuidas tengan derecho al crédito por impuesto de primera categoría establecido en los artículos 56 número 3 y 63, o cuando deba rebajarse el crédito correspondiente a las partidas del inciso 2°, del artículo 21, éste se calculará en la forma señalada en dichos artículos y en el número 3, de la letra B), del artículo 14, sobre el monto de los retiros, remesas, distribuciones o partidas señaladas, más el crédito contra los impuestos finales de que trata este numeral.

ii) Tratándose de empresas sujetas a lo dispuesto en la letra A), del artículo 14, el crédito contra impuestos finales se asignará en el mismo ejercicio en que se determine, de manera proporcional junto a la renta que deba atribuirse, para imputarse contra los impuestos global complementario o adicional, en la forma que disponen los artículos 56 número 3) y 63.

iii) Si en el año en que se genera el crédito contra impuestos finales el contribuyente presenta pérdidas, dicho crédito se extinguirá total o proporcionalmente según corresponda. Si las pérdidas absorben retiros o dividendos provenientes de otras empresas constituidas en el país que tengan derecho al crédito contra impuestos finales, éste también se extinguirá total o proporcionalmente según corresponda, sin derecho a devolución.

iv) Si los retiros o dividendos con derecho al crédito contra impuestos finales son percibidos por otros contribuyentes sujetos a las disposiciones de la letra A) del artículo 14 de la LIR, se aplicará los dispuesto en los numerales ii) o iii) anteriores según corresponda. Si tales rentas son percibidas por contribuyentes sujetos a las normas de la letra B), del artículo 14, se aplicará lo dispuesto en el numeral iii) precedente, o bien, conforme a lo indicado en el numeral i) anterior, el crédito contra impuestos finales se anotará separadamente en el saldo acumulado de créditos a que se refiere la letra d), del número 2. de la referida letra B), según corresponda.

b) Cuando las rentas que dan derecho a este crédito sean distribuidas, retiradas o deban considerarse devengadas por contribuyentes de los impuestos global complementario o adicional, el crédito contra impuestos finales se agregará a la base de dichos tributos, debidamente reajustado. Tratándose del impuesto adicional, también se aplicará el reajuste que proceda por la variación del índice de precios al consumidor ocurrida entre el último día del mes anterior al de la retención y el último día del mes anterior al del cierre del ejercicio al que corresponda la declaración anual respectiva, y

c) Cuando las rentas que dan derecho a este crédito sean atribuidas a contribuyentes de los impuestos global complementario o adicional, el crédito contra impuestos finales se considerará formando parte de la renta atribuida, y por tanto, no se agregará suma alguna a la base de dichos tributos.

En los casos señalados en las letras b) y c) anteriores, el crédito contra impuestos finales referido se deducirá de los impuestos global complementario o adicional determinado, según corresponda, con posterioridad a cualquier otro crédito o deducción autorizada por la ley. Si hubiera un remanente de crédito, éste no dará derecho a devolución o imputación a otros impuestos ni podrá recuperarse en los años posteriores.”.
ii.
 Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 41 A, letra B): 

- Agrégase, en el número 1.-, el siguiente párrafo final: 

“Cuando las rentas que deban reconocerse en Chile se hayan afectado con el impuesto adicional de esta ley por corresponder en su origen a rentas de fuente chilena obtenidas por el establecimiento permanente, el citado impuesto adicional podrá deducirse como crédito del impuesto que corresponda aplicar sobre tales rentas, conforme a este artículo.”.

- Modifícase el número 4.- en el siguiente sentido:

• Sustitúyense los primeros dos párrafos por los siguientes: 

“4.- El excedente del crédito definido en los números anteriores, sea que se determine por la existencia de una pérdida para fines tributarios o por otra causa, se imputará en los ejercicios siguientes hasta su total extinción. Para los efectos de su imputación, dicho crédito se reajustará en el mismo porcentaje de variación que haya experimentado el índice de precios al consumidor entre el mes anterior al del cierre del ejercicio en que se haya determinado y el mes anterior al cierre del ejercicio de su imputación.

Los contribuyentes deberán en todo caso, mantener un control separado de aquella parte del crédito por impuesto de primera categoría anotado en el saldo acumulado de crédito a que se refiere la letra d), del número 2., de la letra B), del artículo 14, que haya sido cubierto con el crédito del exterior, a los que se les aplicará lo dispuesto en el número 7.- de la letra D.- de este artículo. El crédito que establecen los artículos 56 número 3) y 63, que haya sido cubierto con este crédito del exterior, se deducirá de los impuestos global complementario o adicional determinados, según corresponda, con posterioridad a cualquier otro crédito o deducción autorizada por la ley. Si hubiera un remanente de crédito, éste no dará derecho a devolución o imputación a otros impuestos ni podrá recuperarse en los años posteriores.”.

• Reemplázase el numeral v) del párrafo tercero por el siguiente: 
“v)
 El excedente del crédito definido en los numerales anteriores, sea que se determine por la existencia de una pérdida para fines tributarios o por otra causa, se imputará en los ejercicios siguientes hasta su total extinción. Para los efectos de su imputación, dicho crédito se reajustará en el mismo porcentaje de variación que haya experimentado el índice de precios al consumidor entre el mes anterior al del cierre del ejercicio en que se haya determinado y el mes anterior al cierre del ejercicio de su imputación.”.

• Agrégase, en el numeral vi) del párrafo tercero, a continuación de la palabra “artículo” y antes del punto aparte, la frase “y las demás reglas señaladas en el párrafo segundo de este número.”.

• Intercálase, en el numeral viii) del párrafo tercero, entre la expresión “artículo 41 C” y el punto final, lo siguiente: “, considerando para tal efecto las normas establecidas en la letra A), del artículo 41 A. En tal caso, el crédito total disponible se imputará contra el impuesto de primera categoría y global complementario o adicional, de acuerdo a las reglas señaladas. Para tales efectos, se aplicará lo dispuesto en el artículo 41 C cuando exista un convenio para evitar la doble tributación internacional suscrito por Chile que se encuentre vigente, con el país que haya aplicado los impuestos acreditables en Chile”.

iii.
 Sustitúyese, en el artículo 41 A, letra C), el número 4.- por el siguiente: 
“4.- El excedente del crédito definido en los números anteriores, sea que se determine por la existencia de una pérdida para fines tributarios o por otra causa, se imputará en los ejercicios siguientes hasta su total extinción. Para los efectos de su imputación, dicho crédito se reajustará en el mismo porcentaje de variación que haya experimentado el Índice de Precios al Consumidor entre el mes anterior al del cierre del ejercicio en que se haya determinado y el mes anterior al cierre del ejercicio de su imputación.
Los contribuyentes deberán en todo caso, mantener un control separado de aquella parte del crédito por impuesto de primera categoría anotado en el saldo acumulado de crédito a que se refiere la letra d), del número 2., de la letra B), del artículo 14, que haya sido cubierto con el crédito del exterior, a los que se les aplicará lo dispuesto en el número 7.- de la letra D.- de este artículo. El crédito que establecen los artículos 56 número 3) y 63, que haya sido cubierto con este crédito del exterior, se deducirá del impuesto global complementario o adicional determinado, según corresponda, con posterioridad a cualquier otro crédito o deducción autorizada por la ley. Si hubiera un remanente de crédito, éste no dará derecho a devolución o imputación a otros impuestos ni podrá recuperarse en los años posteriores.”.

iv.
 Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 41 A, letra D): 

- Sustitúyese, en el primer párrafo del número 1.-, la expresión “, cuando sea procedente” por la siguiente: “en el caso de que sean obtenidas por contribuyentes que no estén obligados a aplicar las normas sobre corrección monetaria”.

- Sustitúyese, en el número 7.-, la oración: “Este impuesto tampoco podrá ser imputado como crédito contra el impuesto global complementario o adicional que se determine sobre rentas de fuente chilena. Para estos efectos, deberá distinguirse la parte del impuesto de primera categoría que haya sido cubierto con el referido crédito.”, por la siguiente: “Tampoco otorgará tal derecho, cualquier otro crédito al que se impute el crédito por impuestos de primera categoría que haya sido pagado con el crédito que establece este artículo y el artículo 41 C.”.

v. 
Agrégase en el número 4.- del artículo 41 B, a partir del punto final, que pasa a ser seguido, lo siguiente: “Para estos efectos se considerará que el impuesto de primera categoría aplicado sobre las rentas de fuente extranjera, es aquel que se determine sobre la renta líquida extranjera más el crédito por impuestos pagados en el exterior que en definitiva resulte aplicable.”.

vi. 
Agrégase en el párrafo segundo del número 2.- del artículo 41 C, a continuación del punto aparte, que pasa a ser punto seguido, la frase “También se aplicará dicho crédito cuando las sociedades subsidiarias referidas estén domiciliadas en un tercer país con el cual se encuentre vigente un convenio para evitar la doble tributación internacional u otro que permita el intercambio de información para fines tributarios, en el cual se hayan aplicado los impuestos acreditables en Chile.”.

vii.
 Suprímese la sustitución del artículo 41 D.

l. Modifícase el número 1° del artículo 54, sustituido por el numeral 34, de la siguiente manera:

i.
 Intercálase, en el cuarto párrafo, a continuación de la expresión “41 G,” la siguiente expresión: “ en ambos casos luego de haberse gravado previamente con el impuesto de primera categoría,”.
ii.
 Agrégase, en el octavo párrafo, a continuación del punto final que pasa a ser seguido, lo siguiente: “Se procederá en los mismos términos cuando en estos casos corresponda aplicar el crédito contra impuestos finales establecido en la letra A) del artículo 41 A y en el artículo 41 C.”.
m. Modifícase el número 3° del artículo 56, modificado por el numeral 37), en el siguiente sentido:

i.
 Incorpórase, en el primer párrafo sustituido en la letra a), a continuación del punto final, que pasa a ser seguido, lo siguiente: “En los demás casos, procederá el crédito por el impuesto de primera categoría que hubiere gravado las demás rentas o cantidades incluidas en la renta bruta global. También procederá el crédito contra impuestos finales en la forma y casos que establece la letra A) del artículo 41 A y el artículo 41 C.”.
ii. 
Sustitúyense, en el párrafo final incorporado por la letra c), la palabra “imputen”, por la expresión “habiendo utilizado”; el numeral “i)”, por “ii)”; y la letra “b)”, por “d)”.
iii.
 Intercálase, en el párrafo final incorporado por la letra c), a continuación de la expresión  “14,”, la siguiente expresión: “sea que éste haya sido imputado contra los impuestos que deba declarar anualmente el contribuyente o que haya solicitado la devolución del excedente que determine,”.
n. Intercálase, en el número 2) del artículo 58, sustituido por la letra b) del numeral 39), a continuación del punto final del segundo párrafo, que pasa a ser seguido, lo siguiente: “Se procederá en los mismos términos cuando en estos casos corresponda aplicar el crédito contra impuestos finales establecido en los artículos 41 A y 41 C.”.
o. Modifícase los nuevos incisos séptimo y octavo del artículo 62, sustituidos por la letra d) del numeral 42), de la siguiente forma: 

i. 
Suprímese, en el nuevo inciso séptimo, las expresiones “rentas o cantidades percibidas de empresas o sociedades constituidas en el extranjero y aquellas que resulten de la aplicación de lo dispuesto en el artículo 41 G, las”.
ii.
 Intercálase, en el nuevo inciso octavo, a continuación de la expresión “según corresponda” y antes del punto final, la siguiente: “, de acuerdo con las reglas establecidas en dicha norma. Se procederá en los mismos términos cuando en estos casos corresponda aplicar el crédito contra impuestos finales establecido en la letra A) del artículo 41 A y en el artículo 41 C.”.

p. Modifícase el artículo 63, modificado por el numeral 43), en el siguiente sentido:

i. 
Agrégase en el nuevo inciso segundo, a continuación del punto final, que pasa a ser seguido, lo siguiente: “En los demás casos, procederá el crédito por el impuesto de primera categoría que hubiere gravado las demás rentas o cantidades incluidas en la base imponible de este impuesto. También procederá el crédito contra impuestos finales en la forma y casos que establece la letra A) del artículo 41 A y en el artículo 41 C.”.

ii.
 Sustitúyese, en el nuevo inciso tercero, el numeral “i)” por “ii)”, y la letra “b)” por “d)”.
iii.
 Incorpórase en el nuevo inciso tercero, a continuación de la expresión “vigente,” la siguiente expresión: “y del cual sean beneficiarios respecto de la imposición de las rentas retiradas, remesadas o distribuidas indicadas;”.
q. Modifícase el número 4° del artículo 74, sustituido por el numeral 47), de la siguiente manera:

i. Sustitúyese el párrafo segundo, por el siguiente:

“Tratándose de empresas, comunidades y sociedades sujetas a las disposiciones de las letras A) y/o B), del artículo 14, la retención que deba efectuarse sobre los retiros, remesas o distribuciones afectas al impuesto adicional, se efectuará incrementando previamente la base en virtud de los artículos 58 y 62, con derecho al crédito establecido en los artículos 41 A, 41 C y 63, determinado conforme a lo dispuesto en el número 5 de la letra A), y en el número 3, de la letra B), ambas del artículo 14. En el caso de las empresas, comunidades y sociedades sujetas a las disposiciones de la referida letra A), la retención se efectuará al término del ejercicio, la que se declarará en conformidad a los artículos 65, número 1 y 69.”.
ii.
 Modifícase el tercer párrafo de la siguiente forma:

- Sustitúyense, el numeral “i)”, por “ii)”; y la letra “b)” por la letra “d)”.
- Incorpórase, a continuación de la expresión “vigente,” la siguiente: “ y del cual sean beneficiarios respecto de la imposición de las rentas retiradas, remesadas o distribuidas indicadas,”.

iii.
 Reemplázase el párrafo sexto, por el siguiente:

“Tratándose de las cantidades que deban atribuirse a contribuyentes del impuesto adicional, sea conforme a lo dispuesto en el artículo 38 bis, en las letras A) o C) del artículo 14, o determinadas de acuerdo al artículo 14 ter letra A), la retención se efectuará sobre la renta atribuida que corresponda con tasa del 35%, con deducción del crédito establecido en el artículo 63, cuando la empresa o sociedad respectiva se hubiere gravado con el impuesto de primera categoría. La retención en estos casos se declarará en conformidad a los artículos 65, número 1 y 69.”.

iv.
 Modifícase el séptimo párrafo de la siguiente forma:

- Reemplázase la frase “igual a la diferencia entre las tasas de los impuestos adicional y de primera categoría vigentes a la fecha de enajenación, cuando deban gravarse además con este último tributo,”, por “del 10%”.
- Intercálase, a continuación de la expresión “en Chile,”, la segunda vez que aparece, la expresión “sin deducción alguna,”.

v.
 Modifícase en el décimo párrafo de la siguiente forma:

- Agrégase, a continuación de la expresión “doble tributación internacional”, la frase “y sean beneficiarios de dicho convenio”; 

- Sustitúyese la frase “y sea, cuando el convenio así lo exija, el beneficiario efectivo de dichas rentas o cantidades, o tenga la calidad de residente calificado”, por “y que cumple con los requisitos para ser beneficiario de las disposiciones del convenio respecto de la imposición de las rentas o cantidades señaladas”.

2. Modifícase el artículo 8° de la siguiente forma:

a. Sustitúyese, en el inciso tercero, la fórmula que establece luego de los dos puntos, por la siguiente:

“Tij =   CSCpci X Pobj 

     Donde: 

     Tij = Tasa del impuesto por tonelada del contaminante “i” emitido en la comuna “j” medido en US$/Ton

     CSCpci = Costo social de contaminación per cápita del contaminante “i”
     Pobj = Población de la comuna “j”.”.
b. Sustitúyese el inciso cuarto, incluida la tabla que contiene, por el siguiente inciso cuarto nuevo:

“Respecto de estos mismos contaminantes, si el establecimiento se encuentra dentro de una comuna que a su vez forme parte de una zona declarada como zona saturada o como zona latente por concentración de material particulado (MP), óxidos de nitrógeno (NOx) o dióxido de azufre (SO2) en el aire conforme a lo establecido en la ley N° 19.300, sobre Bases Generales del Medio Ambiente, se aplicará a la tasa de impuesto por tonelada de contaminante un factor adicional consistente en el coeficiente de calidad del aire, resultando en la siguiente fórmula para su cálculo:

     Tij= CCAj×CSCpci×Pobj

     Dónde:

CCAj= Coeficiente de calidad del aire en la comuna “j”.”
c. Incorpóranse los siguientes incisos quinto y sexto, pasando el actual inciso quinto a ser séptimo, y así sucesivamente:

“El coeficiente de calidad del aire corresponderá a dos valores diferenciados dependiendo si la comuna “j” ha sido declarada zona saturada o zona latente: 

Coeficiente de

Calidad del Aire
Coeficiente

Zona Saturada
1.2

Zona Latente
1.1

Para efectos de la aplicación del coeficiente de calidad del aire, en caso que una zona saturada o zona latente incluya a una parte o fracción de una comuna, ésta será considerada en su totalidad como zona saturada o latente, respectivamente. Si una comuna es parte de distintas zonas, saturadas o latentes, primará el coeficiente aplicable a zona saturada.”.

d. Modifícase el inciso noveno, que pasa a ser undécimo, de la siguiente manera:

i.
 sustitúyese la expresión “determinará mediante decreto supremo”, por “publicará anualmente un listado de”.
ii.
 Incorpórase luego de la expresión “de este artículo” y antes del punto seguido, que pasa a ser punto aparte, las expresiones “y de las comunas que han sido declaradas como saturadas o latentes para efectos de este impuesto”.
iii.
Elimínase la frase “Dicho decreto deberá actualizarse anualmente.”.
e. Modifícase el inciso décimo, que pasa a ser duodécimo, de la siguiente manera:

i.
 Sustitúyense los vocablos “certificará” por “consolidará”; y “efectuadas” por “informadas”.
ii.
 Elimínase la siguiente oración, a continuación del punto seguido, que pasa a ser punto aparte: “La certificación podrá ser impugnada conforme lo dispuesto en el artículo 55 contenido en el artículo segundo de la Ley N° 20.417, suspendiéndose el giro del impuesto mientras el recurso no se encuentre totalmente resuelto.”.
f. Sustitúyese, en el inciso undécimo, que pasa a ser decimotercero, la frase “la metodología para determinar los factores de emisión-concentración por comuna, conforme a lo señalado en el inciso cuarto; asimismo,” por “las obligaciones y procedimientos relativos a la identificación de los contribuyentes afectos y”.

3. Intercálase, a contar de la fecha de vigencia del artículo 12, en la partida 00.36, incorporada por el ya citado artículo, y a continuación del punto seguido que se encuentra después de la palabra “análogos”, la siguiente oración: “También se acogerán a lo dispuesto en la presente partida las mercancías a que se refiere que hayan sido importadas por terceros para ser donadas a los Cuerpos de Bomberos o a la Junta Nacional de Cuerpos de Bomberos de Chile referidos, y siempre que se lleve a cabo la donación en el plazo de tres meses contados desde la importación, de todo lo cual deberá dejarse constancia en el certificado respectivo.”.
4. Modifícase el artículo 17 en el siguiente sentido:

a. Introdúcense las siguientes modificaciones a los artículos 81, 82 y 86 de la ley N° 20.712, sustituidos por el numeral 1):
i.
 Modifícase el artículo 81, que regla el tratamiento tributario para Fondos de Inversión y Fondos Mutuos, de la siguiente manera:

- Modifícase en el número 2), lo siguiente:

• Suprímese la expresión “A) o”.
• Sustitúyese las letras a) y b), por la siguiente letra a), pasando las actuales letras c) y d), a ser b) y c), respectivamente: 

“a) Rentas afectas a impuestos: Deberán registrar al término del año comercial respectivo, la suma de las rentas o cantidades afectas a los impuestos global complementario o adicional que mantenga el fondo. Dichas sumas corresponderán al monto que se determine anualmente, al término del año comercial que se trate, como la diferencia que resulte de restar a la suma de los beneficios netos percibidos según este concepto se define en el artículo 80 de esta ley, que se aplicará tanto a los Fondos Mutuos y Fondos de Inversión solo para fines tributarios, que se mantengan acumulados en el fondo y sea que se hayan capitalizado o no, el monto positivo de las sumas anotadas en el registro establecido en la letra b) siguiente. Las rentas de fuente extranjera incluidas en el registro de la letra d), se rebajarán de los beneficios netos únicamente cuando los fondos cumplan los requisitos establecidos en el numeral iii) de la letra B) del artículo 82 de esta ley.”.
• Agrégase, en la letra c), que pasa a ser b), a continuación del punto final, que pasa a ser seguido, lo siguiente: “De este registro deberán rebajarse los gastos, costos y desembolsos imputables a los ingresos de la misma naturaleza, según lo dispuesto en la letra e), del número 1, del artículo 33 de la ley sobre Impuesto a la Renta.”.
• Sustitúyese, en el segundo párrafo de la letra d) que pasa a ser c), la expresión “letras A) y/o”, por la palabra “letra”. 

• Sustitúyese el tercer párrafo de la letra d) que pasa a ser c), por el siguiente: 
“El fondo deberá incorporar separadamente, como parte del saldo acumulado de crédito, el saldo de crédito contra impuestos finales por los impuestos pagados en el exterior determinados de acuerdo a lo establecido en los artículos 41 A y 41 C de la ley sobre Impuesto a la Renta, los que se asignarán en la forma allí señalada, sólo cuando correspondan a rentas que deban gravarse con impuesto, no así, en los casos establecidos en el numeral iii), de la letra B), del artículo 82. Para estos efectos, se considerará que el impuesto de primera categoría aplicado es aquel que hubiese correspondido a un contribuyente sujeto al régimen de la letra B, del artículo 14, de la ley sobre Impuesto a la Renta.”.
• Sustitúyese las letras e) y f), por la siguiente letra d): 
“d) Registro especial de rentas de fuente extranjera. Para efectos de lo dispuesto en el numeral iii) de la letra B) del artículo 82 de esta ley, los fondos que cumplan los requisitos establecidos en dicha norma, deberán llevar un registro para el control de las rentas o cantidades percibidas producto de las inversiones a que se refiere la citada norma. De este registro deberán rebajarse los gastos, costos y desembolsos imputables a los ingresos de la misma naturaleza, aplicando la misma regla establecida en la letra e), del número 1, del artículo 33 de la ley sobre Impuesto a la Renta.”.
- Sustitúyese, en el número 3), los párrafos primero y segundo, por el siguiente párrafo primero: 

“3) El reparto de toda suma proveniente de las utilidades generadas por el fondo, incluido el que se efectúe mediante la disminución del valor cuota no imputada al capital, se gravará con los impuestos global complementario o adicional, salvo que correspondan a ingresos exentos, no constitutivos de renta, o la devolución del capital y sus reajustes. Dicho reparto se imputará a las cantidades que mantenga el fondo al término del ejercicio inmediatamente anterior, comenzando por aquellas cantidades afectas a los impuestos global complementario o adicional anotadas en el registro de la letra a), del número 2) anterior, y luego las anotadas en el registro señalado en la letra b), del mismo número, comenzando por las rentas exentas y luego los ingresos no constitutivos de renta. No obstante, las utilidades o beneficios distribuidos por los fondos que tengan inversiones en el exterior, conforme a lo dispuesto en el numeral iii) de la letra B) del artículo 82.-, se imputarán en primer lugar, a las rentas o cantidades anotadas en el registro establecido en la letra d) del número 2) anterior.”.

- Modifícase el número 10) de la siguiente manera: 

• Elimínase la letra a), pasando las letras b), c), d) y e), a ser a), b), c) y d), respectivamente.
• Sustitúyese en la letra d), que pasa a ser c), la expresión “el párrafo segundo del número 3)”, por “la letra a) del número 2)”.
• Sustitúyese en la letra e), que pasa a ser d), la expresión “se le atribuyan o”, por la palabra “le”.

ii. 
Modifícase el artículo 82 de la siguiente manera:

- Modifícase en la letra A), lo siguiente:

• Sustitúyense las letras a), b) y c), por la siguiente letra a), pasando la actual letra d) a ser b):

“a) Se afectarán con el impuesto de primera categoría o global complementario, sobre los beneficios o utilidades distribuidos por el fondo, con derecho a deducir el crédito establecido en el artículo 56 número 3), de acuerdo a lo dispuesto en los números 2) y 3) del artículo anterior, salvo que dichos beneficios o utilidades distribuidos por el fondo, resulten imputados a las cantidades anotadas en el registro a que se refiere la letra b) del número 2) del artículo anterior, en cuyo caso no se afectarán con impuesto alguno, considerándose en todo caso aquellos efectuados con cargo a las rentas exentas del impuesto global complementario, para efectos de la progresividad que establece el artículo 54 de la ley sobre Impuesto a la Renta.”.
• Sustitúyese, en la letra d) que pasa a ser b), la expresión “sus rentas efectivas según contabilidad completa”, por “el impuesto de primera categoría sobre sus rentas efectivas”. 

- Modifícase en la letra B), lo siguiente:

• Sustitúyese el numeral i), por el siguiente:

“i) La remesa, distribución, pago, abono en cuenta o puesta disposición de las cantidades afectas al impuesto adicional proveniente de las inversiones de un fondo a estos contribuyentes, incluido el que se efectúe mediante la disminución del valor cuota del fondo no imputada al capital, estará afecta a un impuesto único a la renta del 10%, sin derecho a los créditos establecidos en el artículo 63 de la ley sobre Impuesto a la Renta, los que igualmente deberán rebajarse del registro establecido en la letra c) del número 2) del artículo anterior. No obstante, tratándose de la distribución de dividendos, cuando éstos correspondan a las partidas señaladas en el registro de la letra b) del número 2) del artículo anterior, quedarán liberados de la referida tributación, salvo que se trate de rentas exentas sólo del impuesto global complementario. Tratándose de la devolución total o parcial del capital aportado al fondo y sus reajustes, o su rescate con ocasión de la liquidación del fondo, no se afectarán con la referida tributación y dichas operaciones se sujetarán al orden de imputación establecido en el artículo 17 número 7º de la ley sobre Impuesto a la Renta, en relación con el artículo 14 letra B) de la misma ley. Para estos efectos, los fondos de inversión considerarán como utilidades de balance o financieras el saldo acumulado de aquellas rentas o cantidades señaladas en la letra a), del número 2, del artículo anterior, imputándose para efectos de la tributación que establece este artículo, con anterioridad al capital y sus reajustes.
En los casos del párrafo anterior, será obligación de la administradora determinar si los beneficios distribuidos corresponden a cantidades tributables o no tributables según corresponda, debiendo observar los órdenes de imputación señalados en el número 3) del artículo anterior, y, tratándose de la devolución de capital o rescate en su caso, poner a disposición de los aportantes los certificados que correspondan dentro de los plazos que permitan por parte de éstos el cumplimiento oportuno de sus obligaciones tributarias.”.
• En el tercer párrafo del numeral iii), sustitúyese la expresión “los registros b) y c)”, por “el registro de la letra b)”.

• En el tercer párrafo del numeral iii), agrégase, a continuación de la expresión “referida tributación”, la siguiente: “, salvo que se trate de rentas exentas sólo del impuesto global complementario”.

iii.
 Modifícase el artículo 86 de la siguiente manera:

- Suprímese el párrafo segundo de la letra A).

b. Elimínase el numeral 2). 

c. Agrégase en el numeral 4), a continuación de la expresión “14;”, lo siguiente: “14 ter;”.

d. Agrégase en el numeral 6), a continuación de la expresión “14;”, lo siguiente: “14 ter;”.

e. Agrégase, en el numeral 7), a continuación de la expresión “14;”, lo siguiente: “14 ter;”.

5. Modifícase el artículo tercero transitorio, a partir del 1 de enero de 2016, en el siguiente sentido:

a. Modifícase el numeral I.- del modo siguiente: 

i.
 Modifícase la letra a) del número 1.-, de la siguiente manera:

- Agrégase el siguiente párrafo segundo al numeral i): 
“No obstante lo anterior, determinarán a contar del 1 de enero de 2017, un saldo total de utilidades tributables que considerará la suma de todas las utilidades que se mantengan en el Fondo de Utilidades Tributables. También se determinará un saldo total de crédito e incremento por impuesto de primera categoría a que se refieren los artículos 54, 56 número 3), 62 y 63 de la ley sobre Impuesto a la Renta, según su texto vigente hasta el 31 de diciembre de 2016, que hubiere afectado a tales sumas, y separadamente un saldo de crédito total disponible contra los impuestos finales según disponen los artículos 41 A y 41 C de dicha ley, distinguiendo en todo caso si los créditos señalados dan derecho a devolución o no.”.
- Sustitúyese en el numeral iii) la conjunción “y”, que antecede a la expresión “las que se afectaron”, por “, incluyendo dentro de éstas,”.

- Sustitúyese el numeral vi), por el siguiente: 
“vi) El monto que se determine por la diferencia que resulte de restar al valor positivo del capital propio tributario; el monto positivo de las sumas que se determinen conforme a los numerales i) al iii) anteriores y el valor del capital aportado efectivamente a la empresa más sus aumentos y menos sus disminuciones posteriores, reajustados de acuerdo a la variación del índice de precios al consumidor entre el mes anterior a aquel en que se efectúa el aporte, aumento o disminución y el mes de noviembre de 2016. Para estos efectos se considerará el valor del capital propio tributario determinado de acuerdo al número 1 del artículo 41 de la ley sobre Impuesto a la Renta.”.

ii. 
Modifícase la letra b) del número 1.-, en el siguiente sentido:

- Sustitúyase, en el numeral i), la expresión “y iii)” por “al vi)” y agrégase, a continuación del guarismo “2016”, lo siguiente: “, y las normas que se indican en la presente ley.”.
- Sustitúyese el numeral ii), por los siguientes numerales ii) y iii):

“ii) Para determinar al término de cada año comercial las rentas o cantidades a que se refiere la letra a) del número 2.- de la letra B) del artículo 14 de la ley sobre Impuesto a la Renta, según su texto vigente al 1 de enero de 2017, deberá descontarse del valor positivo del capital propio tributario determinado conforme al número 1 del artículo 41 de la ley sobre Impuesto a la Renta al cierre del ejercicio: 1) el saldo que se mantenga en el registro señalado en la letra c), del número 2.- de la letra B) del artículo 14 de la ley sobre Impuesto a la Renta; 2) el valor del capital aportado efectivamente a la empresa más sus aumentos y menos sus disminuciones posteriores, reajustados de acuerdo a la variación del índice de precios al consumidor entre el mes anterior a aquel en que se efectúa el aporte, aumento o disminución y el mes anterior al término del ejercicio respectivo; 3) el saldo de inversiones que se mantenga en el registro que establece el inciso segundo de la letra b), del número 3, de la letra A), del artículo 14 de la ley sobre Impuesto a la Renta según su texto al 31 de diciembre de 2016, indicado en el numeral ii) de la letra a) precedente; y 4) el saldo que se mantenga en el Fondo de Utilidades No Tributables indicado en el numeral iii) de la letra a) anterior, y que para todos los efectos se considerará formando parte del registro señalado en la letra c), del número 2.- de la letra B) del artículo 14 de la ley sobre Impuesto a la Renta, conforme se indica en el numeral siguiente.
iii) La suma del saldo total de las utilidades tributables acumuladas en el Fondo de Utilidades Tributables a que se refiere el inciso segundo del numeral i) y las cantidades indicadas en el numeral vi), ambas de la letra a) anterior, se entenderán incorporadas a contar del 1 de enero de 2017 al registro establecido en la letra a), del número 2 de la letra B), del artículo 14 de la ley sobre Impuesto a la Renta, considerándose como un remanente proveniente del ejercicio anterior. En todo caso, estos contribuyentes, así como aquellos sujetos a las disposiciones de la letra A), del referido artículo 14, mantendrán igualmente el control separado del saldo total de las utilidades tributables acumuladas en dicho Fondo de Utilidades Tributables, para efectos de determinar la tasa de crédito a que se refieren los numerales i) y ii), de la letra c) siguiente. 

El saldo total de los créditos a que se refieren los artículos 56 número 3) y 63, y el saldo de crédito total disponible contra los impuestos finales establecido en el artículo 41 A y 41 C, todos de la ley sobre Impuesto a la Renta según su texto vigente hasta el 31 de diciembre de 2016, a que se refiere el inciso segundo del numeral i) de la letra a) anterior, se incorporarán separadamente cada uno de ellos, a contar del 1 de enero de 2017, en el saldo acumulado de créditos establecido en la letra d), del número 4., de la letra A), y en la letra d), del número 2. de la letra B), ambas del artículo 14 de la ley sobre Impuesto a la Renta. Además, en todos los casos deberá distinguirse aquella parte de dichos créditos cuyo excedente da derecho a devolución o no.
Dichos saldos de utilidades tributables, créditos e incrementos por impuesto de primera categoría, así como el saldo de crédito total disponible contra los impuestos finales, se determinará, al término de cada año comercial, con las utilidades, créditos e incrementos provenientes del Fondo de Utilidades Tributables que deban mantener y controlar con motivo de una conversión, división o fusión de empresas o sociedades efectuadas a partir del 1 de enero de 2017, y en el caso de empresas sujetas al régimen de la letra B), del artículo 14 de la ley sobre Impuesto a la Renta, además, con las utilidades, créditos e incrementos provenientes del Fondo señalado que correspondan por retiros, dividendos o participaciones que se perciban desde otras empresas o sociedades a partir de la misma fecha.
Las cantidades indicadas en el numeral iii), de la letra a) anterior, se entenderán incorporadas a contar del 1 de enero de 2017, al registro establecido en la letra c), del número 4. de la letra A), o al registro de la letra c), del número 2. de la letra B), ambas del artículo 14 de la ley sobre Impuesto a la Renta, según corresponda, como rentas exentas de los impuestos global complementario o adicional, o ingresos no constitutivos de renta, según corresponda, considerándose como un remanente proveniente del ejercicio anterior. Se incluirán como ingresos no constitutivos de renta, las cantidades que se afectaron con el impuesto de primera categoría en carácter de único.

Las cantidades indicadas en el numeral v) de la letra a) anterior, se entenderán incorporadas a contar del 1 de enero de 2017, al registro de la letra b), del número 4. de la letra A), o al registro de la letra b), del número 2. de la letra B), ambas del artículo 14 de la ley sobre Impuesto a la Renta, según corresponda, considerándose como un remanente proveniente del ejercicio anterior.”.

iii.
 Sustitúyese la letra c) del número 1.-, por la siguiente: 

“c) Los retiros, remesas o distribuciones que se efectúen a contar del 1 de enero de 2017, se imputarán en la forma establecida en las letras A) o B) del artículo 14 de la ley sobre Impuesto a la Renta, considerando además lo siguiente:

i) Tratándose de empresas sujetas a las disposiciones de la letra A) del artículo 14 de la ley sobre Impuesto a la Renta, los retiros, remesas o distribuciones se imputarán al término del año comercial respectivo comenzando por aquellas cantidades que se mantengan en el registro de la letra a), del número 4. de la referida letra A). A continuación, el exceso se imputará a las cantidades que se mantengan en el registro de la letra b) del número 4. de la letra A) del artículo 14; y posteriormente a las cantidades anotadas en el registro de la letra c), de dicho número, comenzando por las rentas exentas y luego los ingresos no constitutivos de renta. Para los efectos referidos anteriormente, el saldo o remanente positivo o negativo de todas las cantidades señaladas, se reajustará de acuerdo a la variación del índice de precios al consumidor entre el mes precedente al término del ejercicio anterior y el mes anterior al del término del ejercicio respectivo.
Cuando los retiros, remesas o distribuciones resulten afectos a los impuestos global complementario o adicional, sea porque resultan imputados a cantidades gravadas que se mantengan en el registro de la letra b) del número 4. de la letra A) del artículo 14 de la ley sobre Impuesto a la Renta, o bien, porque no resultan imputados a ninguno de los registros referidos, tendrán derecho al crédito que establecen los artículos 56 número 3) y 63 de la ley sobre Impuesto a la Renta, que se mantengan en el saldo acumulado de créditos establecido en la letra d), del número 4., de la letra A), del artículo 14. Se asignará en primer término, hasta agotarlo, el saldo de crédito que se genere sobre rentas gravadas a contar del 1 de enero de 2017, en la forma señalada en el número 5, de la letra A), del artículo 14, y luego el saldo de este crédito que se mantenga acumulado conforme a lo indicado en el inciso segundo, del numeral i), de la letra a) anterior y el numeral iii), de la letra b) precedente, el que se asignará con una tasa que se determinará anualmente al inicio del ejercicio respectivo, multiplicando por cien, el resultado de dividir el saldo total del crédito por impuesto de primera categoría acumulado al término del ejercicio inmediatamente anterior, por el saldo total de las utilidades tributables que se mantengan en el Fondo de Utilidades Tributables para este efecto a la misma fecha. Con todo, dicha tasa de crédito no podrá exceder de la que se determine conforme al número 5, de la letra A), del artículo 14. El crédito así determinado se rebajará del saldo acumulado de este crédito que se mantenga anotado separadamente en el registro a que se refiere la letra d), del número 4., de la letra A), del artículo 14 de la ley sobre Impuesto a la Renta, hasta agotarlo, comenzando por el crédito cuyo excedente da derecho a devolución y luego por aquel que no otorga tal derecho. Del saldo de utilidades tributables, se rebajará una cantidad equivalente al monto del retiro o distribución sobre el cual se hubiese otorgado este crédito, y se sumará el monto que deba incorporarse con motivo de reorganizaciones empresariales cuando provengan de otros Fondos de Utilidades Tributables, ello para los efectos de recalcular la tasa de crédito a que se refiere este párrafo aplicable para el ejercicio siguiente, y así sucesivamente.

El crédito contra impuestos finales que hubiera correspondido sobre las utilidades tributables acumuladas en el Fondo de Utilidades Tributables, se asignará conforme a lo dispuesto en los artículos 41 A letra A), 41 C, 56 número 3) y 63 de la ley sobre Impuesto a la Renta, esto es, se considerará distribuido a los comuneros, accionistas, socios o empresarios individuales, conjuntamente con las distribuciones, remesas o retiros afectos a los impuestos global complementario o adicional. Para este efecto, la distribución del crédito se efectuará aplicando una tasa de crédito de 8% sobre una cantidad tal, que al deducir dicho crédito de esa cantidad, el resultado arroje un monto equivalente al retiro o distribución previamente incrementado en el monto del crédito que establecen los artículos 56 número 3) y 63 determinado de la forma señalada en el párrafo anterior. En todo caso, el crédito no podrá ser superior al saldo de crédito contra impuestos finales que se mantenga registrado separadamente en el saldo acumulado de créditos.

Cuando corresponda aplicar el crédito establecido en los artículos 56, número 3) y 63, y el crédito contra impuestos finales, señalados en los dos párrafos anteriores, tratándose de las cantidades retiradas, remesadas o distribuidas, se agregará en la base imponible de los impuestos global complementario o adicional un monto equivalente a dichos créditos para determinarla. En estos casos, cuando las cantidades retiradas, remesadas o distribuidas tengan derecho al crédito por impuesto de primera categoría establecido en los artículos 56 número 3) y 63, éste se calculará en la forma señalada, sobre el monto de los retiros, remesas o distribuciones, más el crédito contra los impuestos finales de que trata este numeral.

De la misma manera señalada anteriormente se procederá cuando conforme al número 4, del artículo 74 de la ley sobre Impuesto a la Renta deba practicarse la retención, declaración y pago del impuesto adicional sobre los retiros, remesas o distribuciones que resulten gravadas con dicho impuesto.
ii) Tratándose de empresas sujetas a las disposiciones de la letra B), del artículo 14 de la ley sobre Impuesto a la Renta, los retiros, remesas o distribuciones se imputarán considerando el remanente proveniente del ejercicio inmediatamente anterior de las cantidades anotadas en los registros señalados en las letras a), b) y c), del número 2. de la letra B), de dicho artículo 14, y de acuerdo a las reglas que allí se establecen, considerándose como parte del remanente proveniente del ejercicio anterior de dichos registros las cantidades señaladas en la letra a) precedente, según corresponda.

Cuando los retiros, remesas o distribuciones resulten imputados a rentas afectas a los impuestos global complementario o adicional, sea porque resultan imputados a cantidades gravadas que se mantengan en los registros de las letras a) o b), del número 2. de la letra B) del artículo 14, o bien, porque no resultan imputados a ninguno de los registros referidos, tendrán derecho al crédito que establecen los artículos 56 número 3) y 63, todos de la ley sobre Impuesto a la Renta que se mantengan en el saldo acumulado de créditos establecido en la letra d), del número 2., de la letra B del artículo 14. Se asignará en primer término, hasta agotarlo, el saldo de crédito que se genere sobre rentas gravadas a contar del 1 de enero de 2017, en la forma señalada en el número 3, de la letra B), del artículo 14, y luego el saldo de este crédito que se mantenga acumulado conforme a lo indicado en el inciso segundo, del numeral i), de la letra a) anterior y el numeral iii), de la letra b) precedente, el que se asignará con una tasa que se determinará anualmente al inicio del ejercicio respectivo, multiplicando por cien, el resultado de dividir el saldo total del crédito por impuesto de primera categoría acumulado al término del ejercicio inmediatamente anterior, por el saldo total de las utilidades tributables que se mantengan en el Fondo de Utilidades Tributables para este efecto a la misma fecha. Con todo, dicha tasa de crédito no podrá exceder de la que se determine conforme al número 3, de la letra B), del artículo 14. El crédito así determinado se rebajará del saldo acumulado de este crédito que se mantenga anotado separadamente en el registro a que se refiere la letra d), del número 2., de la letra B), del artículo 14 de la ley sobre Impuesto a la Renta, hasta agotarlo, comenzando por el crédito cuyo excedente da derecho a devolución y luego por aquel que no otorga tal derecho. Del saldo de utilidades tributables, se rebajará una cantidad equivalente al monto del retiro o distribución sobre el cual se hubiese otorgado este crédito y se sumará el monto de los retiros o dividendos percibidos o demás cantidades que deban incorporarse con motivo de reorganizaciones empresariales, cuando provengan de otros Fondos de Utilidades Tributables, ello para los efectos de recalcular la tasa de crédito a que se refiere este párrafo aplicable para el ejercicio siguiente, y así sucesivamente.

El crédito contra impuestos finales que hubiera correspondido sobre las utilidades tributables acumuladas en el Fondo de Utilidades Tributables, se asignará conforme a lo dispuesto en los artículos 41 A, 41 C, 56 número 3) y 63 de la ley sobre Impuesto a la Renta, esto es, se considerará distribuido a los comuneros, accionistas, socios o empresarios individuales, conjuntamente con las distribuciones, remesas o retiros de utilidades afectas a los impuestos global complementario o adicional. Para este efecto, la distribución del crédito se efectuará aplicando una tasa de 8% sobre una cantidad tal que, al deducir dicho crédito de esa cantidad, el resultado arroje un monto equivalente al retiro o distribución previamente incrementado en el monto del crédito que establecen los artículos 56 número 3) y 63 determinado de la forma señalada en el párrafo anterior. En todo caso, el crédito no podrá ser superior al saldo de crédito contra impuestos finales que se mantenga registrado separadamente en el saldo acumulado de créditos.

Cuando corresponda aplicar el crédito establecido en los artículos 56, número 3) y 63, y el crédito contra impuestos finales, señalados en los dos párrafos anteriores, tratándose de las cantidades retiradas, remesadas o distribuidas, se agregará en la base imponible de los impuestos global complementario o adicional un monto equivalente a dicho crédito para determinar la renta del mismo ejercicio. En estos casos, cuando las cantidades retiradas, remesadas o distribuidas tengan derecho al crédito por impuesto de primera categoría establecido en los artículos 56 número 3) y 63, éste se calculará en la forma señalada, sobre el monto de los retiros, remesas o distribuciones, más el crédito contra los impuestos finales de que trata este numeral. De la misma manera señalada anteriormente se procederá cuando conforme al número 4, del artículo 74 de la ley sobre Impuesto a la Renta deba practicarse la retención, declaración y pago del impuesto adicional sobre los retiros, remesas o distribuciones que resulten gravados con dicho impuesto.”.

iv.
 Incorpórase en el número 2.-, el siguiente párrafo final: 

“Para los efectos señalados, las devoluciones de capital que se efectúen a contar del 1 de enero de 2017, se sujetarán a lo dispuesto en el número 7, del artículo 17 de la ley sobre Impuesto a la Renta vigente a contar de esa fecha, pero las sumas retiradas, remesadas o distribuidas por estos conceptos se imputarán en primer término a las cantidades que se mantengan anotadas como saldo en el registro señalado en el numeral ii), de la letra a) del número 1 anterior, el que se reajustará de acuerdo a la variación del índice de precios al consumidor entre el mes anterior a aquel en que se efectuó el aporte o aumento de capital y el mes anterior a la devolución de capital, o al término del ejercicio respectivo, según corresponda.”.

v. 
Modifícase el número 4.- de la siguiente manera:

- Reemplázase el párrafo segundo, por el siguiente:

“Sobre los retiros que se mantengan en exceso al 31 de diciembre de 2016, los contribuyentes sujetos a las disposiciones de la letra A), del artículo 14 de la ley sobre Impuesto a la Renta, según su texto vigente a contar del 1 de enero de 2017, junto con aplicar las reglas precedentes, cuando corresponda, deberán mantener el registro y control de estas partidas así como de los propietarios o socios, o cesionarios en su caso, que efectuaron tales retiros, imputándose a continuación de los retiros, remesas o distribuciones efectuados durante el ejercicio, a las cantidades señaladas en las letras a), b) y c), del número 4.- de la letra A), del referido artículo 14, en ese mismo orden. Cuando resulten imputados a las cantidades que se mantengan en el registro de la referida letra b), se afectarán con los impuestos global complementario o adicional, con derecho al crédito y con el incremento que establecen los artículos 54, 56 número 3), 62 y 63 de la ley sobre Impuesto a la Renta, según su texto vigente a contar del 1 de enero de 2017, considerando además las reglas establecidas en el presente artículo. En caso que aún persista un exceso, éste se imputará en el ejercicio siguiente, o subsiguientes, y así sucesivamente, hasta agotar el saldo de dichos retiros en exceso.”.
- Reemplázase el párrafo tercero, por el siguiente:

“En el caso de los contribuyentes sujetos a las disposiciones de la letra B), del artículo 14 de la ley sobre Impuesto a la Renta, según su texto vigente a contar del 1 de enero de 2017, junto con aplicar las reglas del párrafo primero de este número, cuando corresponda, deberán mantener el registro y control de estas partidas, así como de los propietarios o socios que efectuaron dichos retiros, o sus cesionarios en su caso, imputándose a continuación de los retiros, remesas o distribuciones efectuados durante el ejercicio, a las rentas afectas a los impuestos global complementario o adicional que se generen o perciban en el ejercicio respectivo, que se mantengan en el registro a que se refiere la letra a), del número 2., de la letra B), del artículo 14 de la ley sobre Impuesto a la Renta, afectándose por tanto con los referidos tributos, con derecho al crédito y con el incremento que establecen los artículos 54, 56 número 3), 62 y 63 de la ley sobre Impuesto a la Renta, según su texto vigente a contar del 1 de enero de 2017, considerando además las reglas establecidas en el presente artículo. En caso que aún persista un exceso, éste se imputará a las cantidades anotadas en el registro a que se refiere la letra b), del número 2.- de la letra B), del artículo 14 de la misma ley, en cuyo caso, también se gravarán en la forma indicada precedentemente con derecho a los créditos señalados, y luego a las de la letra c), del mismo número 2.-, y así sucesivamente, hasta agotar el saldo de dichos retiros en exceso.”.
- Agrégase en el párrafo quinto, a continuación de la palabra “subsiste” y antes del punto seguido, la siguiente expresión: “, siendo responsable por los mismos quién hubiere efectuado los retiros en exceso, o su cesionario, de acuerdo a las reglas precedentes. En caso que la continuadora o la que nace de la división resulte ser una sociedad anónima o una sociedad en comandita por acciones, por la participación que corresponda a los accionistas, dicha sociedad deberá pagar el impuesto del inciso primero del artículo 21 en el o en los ejercicios en que corresponda de acuerdo a las reglas anteriores, por los retiros en exceso que existan al momento de la conversión, división o fusión respectiva.”.

vi. 
Modifícase el número 9.- de la siguiente manera:

- Modifícase el párrafo primero de la letra a), como se señala a continuación:

• Sustitúyese la letra “f)” por la letra “d)”; 

• Incorpórase antes de la expresión “numeral i)”, la expresión “párrafo segundo del”.
• Agrégase, a continuación de la expresión “de la letra a),” la expresión “y el numeral iii), de la letra b), ambas”; y agrégase a continuación de la palabra “señaladas”, la expresión “y de acuerdo al numeral i), de la letra c), del número 1 anterior, según corresponda”.
- Modifícase el párrafo segundo de la letra a), como se señala a continuación:

• Suprímese la frase “la cantidad mayor que se determine entre el saldo acumulado de las utilidades tributables a que se refiere el numeral i), de la letra a), del número 1.- anterior, y”.
• Agrégase la palabra “positivo” a continuación de la expresión “valor”, la primera vez que aparece.
• Suprímese la expresión “, según su valor”. 

• Agrégase en el numeral i), a continuación del guarismo “14”, la expresión “, registro este último que incluye las cantidades a que se refiere el numeral iii), de la letra a), del número 1 anterior”.
• Agrégase en el numeral ii), a continuación de la palabra “giro”, la frase: “, incluidas dentro de ellas las rentas o cantidades que se mantengan de acuerdo al numeral ii), de la letra a), del número 1.- anterior, al término de giro”.
• Suprímese el numeral iii).
- Sustitúyese el párrafo tercero de la letra a), que comienza con “Tratándose de rentas atribuidas”, por el siguiente: 
“Los propietarios, comuneros, socios o accionistas respectivos, tendrán derecho al crédito establecido en los artículos 56 número 3) y 63, asignado sobre dichas sumas, en la forma establecida en la letra d), del número 4, y el número 5, ambos de la letra A), del artículo 14 de la ley sobre Impuesto a la Renta, según su texto vigente al 1 de enero de 2017, y el crédito que se determine conforme a lo indicado en el numeral i), de la letra c), del número 1 anterior. Cuando corresponda aplicar el crédito establecido en los artículos 56, número 3) y 63, y el crédito contra impuestos finales, señalados anteriormente, ambos incorporados separadamente en el registro a que se refiere la letra d), del número 4., de la letra A), del artículo 14, tratándose de las cantidades atribuidas al término de giro, se agregará en la base imponible de los impuestos global complementario o adicional respectivos, un monto equivalente a dicho crédito para determinar la renta del mismo ejercicio, o la sujeta a la reliquidación que permite el artículo 38 bis de la ley sobre Impuesto a la Renta.”.
- Modifícase la letra b) de la siguiente manera:

• Sustitúyese el encabezado del párrafo segundo, por el siguiente: “Tales cantidades corresponden a las diferencias positivas que se determinen entre el valor positivo del capital propio tributario del contribuyente a la fecha de término de giro de acuerdo a lo dispuesto en el número 1 del artículo 41, más los retiros en exceso a que se refiere el numeral iv), de la letra a), del número 1.- anterior, que se mantengan a esa fecha, y las siguientes cantidades:”.

• Reemplázase, en el numeral i) del párrafo segundo, la letra “a)” por “c)”.

• Intercálase en el numeral i) del párrafo segundo, a continuación del número “14”, la siguiente frase: “, registro este último que incluye las cantidades a que se refiere el numeral iii), de la letra a), del número 1 anterior”.
• Intercálase en el numeral ii) del párrafo segundo, a continuación de la palabra “giro”, la siguiente frase: “, incluidas dentro de ellas las rentas o cantidades que se mantengan de acuerdo al numeral ii), de la letra a), del número 1.- anterior, al término de giro.”.
• Elimínase, en el numeral ii) del párrafo segundo, la expresión final “; y”.
• Suprímese el numeral iii) del párrafo segundo.
• Sustitúyese el párrafo tercero, por el siguiente: 
“Estos contribuyentes tributarán por esas rentas o cantidades incrementadas en una cantidad equivalente al crédito establecido en los artículos 56, número 3) y 63, y el crédito contra impuestos finales, señalados anteriormente, ambos incorporados separadamente en el registro a que se refiere la letra d), del número 2., de la letra B), del artículo 14, con un impuesto del 35%. Contra este impuesto, podrá deducirse el saldo de crédito establecido en la letra d), del número 2.- de la letra B), del artículo 14. No obstante lo anterior, tratándose del saldo acumulado de crédito establecido en el numeral ii), de dicha letra, el referido crédito se aplicará sólo hasta un 65% de su monto. También tendrán derecho al crédito a que se refiere el párrafo segundo del numeral i), de la letra a), y el numeral iii) de la letra b), ambas del número 1 anterior, asignado en la forma señalada en el numeral ii), de la letra c), del referido número 1.”.
• Sustitúyese, en el párrafo cuarto, las letras “f)” y “b)”, por las letras “d)” y “d)”, respectivamente.
• Agrégase, en el párrafo cuarto, a continuación de la expresión “letra A), y”, la expresión “el numeral ii), de”.
• Incorpórase en el párrafo cuarto, a continuación de la palabra “referido”, la expresión “, según corresponda”.

vii.
 Modifícase el número 10.- de la siguiente manera:

- Agrégase en el párrafo primero, a continuación del guarismo “2017”, la siguiente expresión: “, dentro de los meses de junio a diciembre de 2016, cumpliendo los requisitos señalados en las normas referidas”.
- Suprímese el párrafo segundo.
- Intercálase en el párrafo tercero, que pasa a ser segundo, a continuación de la expresión “Código Tributario”, las expresiones “y hasta el término del año comercial 2016 cuando esta última sea una fecha posterior”.
- Intercálase en el párrafo tercero, que pasa a ser segundo, a continuación de la palabra “correspondiente”, lo siguiente: “, o bien, en una declaración complementaria que deberán presentar para tal efecto”.
b. Modifícase el numeral III.- del artículo tercero transitorio:

i.
 Modifícase el número 2), en el siguiente sentido: 

- Reemplázase la oración “íntegramente retiradas, remesadas o distribuidas dichas cantidades al término del ejercicio anterior al ingreso al régimen simplificado, para afectarse con los impuestos global complementario o adicional, según corresponda, aplicándose al efecto las normas de la ley sobre Impuesto a la Renta según su texto vigente a esa fecha”, por “dichas cantidades como parte del ingreso diferido a que se refiere el número 2, de la letra A), del artículo 14 ter”.

- Incorpórase los siguientes párrafos segundo, tercero y cuarto: 

“De esta manera, las empresas que se incorporan al régimen establecido en la letra A) del artículo 14 ter a partir del 1 de enero de 2017, considerarán como un ingreso diferido, las rentas o cantidades que correspondan a la diferencia que se determine entre la suma del valor positivo del capital propio tributario determinado a esa fecha más los retiros en exceso que mantengan conforme al numeral iv), de la letra a), del número 1, del numeral I anterior, y las cantidades que se indican a continuación: 

i) El monto de los aportes de capital enterados efectivamente en la empresa o sociedad, más los aumentos y descontadas las disminuciones posteriores que se hayan efectuado del mismo, todos ellos reajustados de acuerdo al porcentaje de variación del Índice de Precios al Consumidor entre el mes anterior a la fecha de aporte, aumento o disminución de capital, y el mes anterior al cambio de régimen. 

ii) Las cantidades anotadas en el Fondo de Utilidades No Tributables a que se refiere el numeral iii), de la letra a), del número 1, del numeral I anterior. 

Dicho ingreso diferido se computará incrementado en una cantidad equivalente al crédito por impuesto de primera categoría establecido en los artículos 56 número 3) y 63, que se mantenga en el saldo del Fondo de Utilidades Tributables a esa fecha, y el crédito que se mantenga en el registro de reinversiones de que trata el numeral ii), de la letra a), del número 1, del numeral I anterior. Tales créditos, considerados como un saldo total, podrán seguir siendo imputados al impuesto de primera categoría que deba pagar el contribuyente a partir del año de incorporación al régimen de la letra A) del artículo 14 ter. Para tal efecto, el crédito deberá reajustarse considerando el porcentaje de variación del Índice de Precios al Consumidor entre el mes anterior al cambio de régimen y el mes anterior al término del ejercicio respectivo. En caso de resultar un excedente, este se imputará en la misma forma en el ejercicio siguiente y en los posteriores. El remanente de crédito no podrá imputarse a ningún otro impuesto ni se tendrá derecho a su devolución. Con todo, el crédito que se impute por este concepto en el ejercicio respectivo, no podrá exceder de una cantidad equivalente a la suma que se determine al aplicar la tasa vigente del impuesto de primera categoría sobre el monto del ingreso diferido incrementado que corresponda reconocer en dicho ejercicio. 

El ingreso diferido deberá imputarse, considerándose dentro de los ingresos percibidos o devengados del ejercicio respectivo, en un período de hasta cinco ejercicios comerciales consecutivos, contado desde aquel en que ingresan al régimen simplificado, incorporando como mínimo un quinto de dicho ingreso en cada ejercicio, hasta su total imputación, independientemente de que abandonen o no el régimen simplificado. Si el contribuyente pone término al giro de sus actividades, aquella parte del ingreso diferido cuyo reconocimiento se encuentre pendiente, deberá incorporarse dentro de los ingresos del ejercicio de término de giro. Para los efectos de su imputación, el ingreso diferido se reajustará de acuerdo al porcentaje de variación experimentado por el Índice de Precios al Consumidor en el período comprendido entre el mes anterior al año que precede al de incorporación al régimen simplificado y el mes anterior al término del ejercicio en que se impute. El señalado ingreso diferido no se considerará para los efectos de lo dispuesto en el artículo 84 de la ley sobre Impuesto a la Renta.”.

ii.
 Incorpórase, los siguientes números 5), 6), 7) y 8) nuevos:

“5) Para todos los efectos legales, se entenderá que los contribuyentes sujetos al régimen de la letra A), del artículo 14 ter de la ley sobre Impuesto a la Renta, han registrado al término del año comercial respectivo un capital propio tributario equivalente al monto de la base imponible que determinen en la misma oportunidad conforme al número 3, de la letra A), del referido artículo, o bien, a su elección, aquel que determinen de acuerdo al número 1, del artículo 41 de la ley sobre Impuesto a la Renta a la misma fecha, el que se acreditará fehacientemente según un balance practicado al efecto.

6) Los contribuyentes que se encuentren obligados a declarar sus rentas efectivas según contabilidad completa, sujetos al régimen de las letras A) o B), del artículo 14 de la ley sobre Impuesto a la Renta, a contar del 1 de enero de 2017, que mantengan un saldo de utilidades no retiradas, ni remesadas o distribuidas pendientes de tributación con los impuestos global complementario o adicional, determinadas conforme a lo dispuesto en la letra A) del artículo 14 de la ley sobre Impuesto a la Renta, según su texto vigente al 31 de diciembre de 2016, y opten con posterioridad a la fecha señalada por acogerse a las disposiciones del artículo 14 ter letra A), deberán considerar dichas cantidades como parte del ingreso diferido a que se refiere el número 2, de la letra A), del artículo 14 ter.

a) Tratándose de empresas sujetas a las disposiciones de la letra A) del artículo 14, considerarán como un ingreso diferido, las rentas o cantidades que correspondan a la diferencia que se determine entre la suma del valor positivo del capital propio tributario determinado a esa fecha más los retiros en exceso que mantengan conforme al numeral iv), de la letra a), del número 1, del numeral I anterior, y las cantidades que se indican a continuación: 

i) El monto de los aportes de capital enterados efectivamente en la empresa o sociedad, más los aumentos y descontadas las disminuciones posteriores que se hayan efectuado del mismo, todos ellos reajustados de acuerdo al porcentaje de variación del Índice de Precios al Consumidor entre el mes anterior a la fecha de aporte, aumento o disminución de capital, y el mes anterior al cambio de régimen. 

ii) Las cantidades anotadas en los registros que establecen las letras a) y c) del número 4 de la letra A) del artículo 14, que incluyen las cantidades señaladas en el numeral iii), de la letra a), del número 1, del numeral I anterior. 

Dicho ingreso diferido se computará incrementado en una cantidad equivalente al crédito por impuesto de primera categoría establecido en los artículos 56 número 3 y 63, que se mantenga en el saldo acumulado de crédito a que se refiere la letra d), del número 4.-, de la letra A), del artículo 14 y el crédito que se mantenga en el registro de reinversiones de que trata el numeral ii), de la letra a), del número 1, del numeral I anterior. Tales créditos, considerados como un saldo total, podrán seguir siendo imputados al impuesto de primera categoría que deba pagar el contribuyente a partir del año de incorporación al régimen del artículo 14 ter letra A). Para tal efecto, el crédito deberá reajustarse considerando el porcentaje de variación del Índice de Precios al Consumidor entre el mes anterior al cambio de régimen y el mes anterior al término del ejercicio respectivo. En caso de resultar un excedente, este se imputará en la misma forma en el ejercicio siguiente y en los posteriores. El remanente de crédito no podrá imputarse a ningún otro impuesto ni tendrá derecho a devolución. Con todo, el crédito que se impute por este concepto en el ejercicio respectivo, no podrá exceder de una cantidad equivalente a la suma que se determine al aplicar la tasa vigente del impuesto de primera categoría sobre el monto del ingreso diferido incrementado que corresponda reconocer en dicho ejercicio. 

El ingreso diferido deberá imputarse, considerándose dentro de los ingresos percibidos o devengados del ejercicio respectivo, en un período de hasta cinco ejercicios comerciales consecutivos, contado desde aquel en que ingresan al régimen simplificado, incorporando como mínimo un quinto de dicho ingreso en cada ejercicio, hasta su total imputación, independientemente de que abandonen o no el régimen simplificado. Si el contribuyente pone término al giro de sus actividades, aquella parte del ingreso diferido cuyo reconocimiento se encuentre pendiente, deberá incorporarse dentro de los ingresos del ejercicio de término de giro. Para los efectos de su imputación, el ingreso diferido se reajustará de acuerdo al porcentaje de variación experimentado por el Índice de Precios al Consumidor en el período comprendido entre el mes anterior al año que precede al de incorporación al régimen simplificado y el mes anterior al término del ejercicio en que se impute. 

b) Tratándose de empresas sujetas a las disposiciones de la letra B), del artículo 14, deberán considerar como un ingreso diferido, las rentas o cantidades que correspondan a la diferencia que se determine entre la suma del valor positivo del capital propio tributario determinado a esa fecha más los retiros en exceso que mantengan conforme al numeral iv), de la letra a), del número 1, del numeral I anterior, y las cantidades que se indican a continuación: 

i) El monto de los aportes de capital enterados efectivamente en la empresa o sociedad, más los aumentos y descontadas las disminuciones posteriores que se hayan efectuado del mismo, todos ellos reajustados de acuerdo al porcentaje de variación del Índice de Precios al Consumidor entre el mes anterior a la fecha de aporte, aumento o disminución de capital, y el último mes del año anterior al cambio de régimen.  

ii) Las cantidades anotadas en el registro que establece la letra c), del número 2.-, de la letra B) del artículo 14, que incluye las cantidades señaladas en el numeral iii), de la letra a), del número 1, del numeral I anterior. 

Dicho ingreso diferido se computará incrementado en una cantidad equivalente al crédito por impuesto de primera categoría establecido en los artículos 56 número 3 y 63, que se mantenga en el saldo acumulado de crédito a que se refiere la letra d), del número 2.-, de la letra B), del artículo 14 y el crédito que se mantenga en el registro de reinversiones de que trata el numeral ii), de la letra a), del número 1, del numeral I anterior. Tales créditos, considerados como un saldo total, podrán seguir siendo imputados al impuesto de primera categoría que deba pagar el contribuyente a partir del año de incorporación al régimen del artículo 14 ter letra A). Para tal efecto, el crédito deberá reajustarse considerando el porcentaje de variación del Índice de Precios al Consumidor entre el mes anterior al cambio de régimen y el mes anterior al término del ejercicio respectivo. En caso de resultar un excedente, este se imputará en la misma forma en el ejercicio siguiente y en los posteriores. El remanente de crédito no podrá imputarse a ningún otro impuesto ni tendrá derecho a devolución. Con todo, el crédito que se impute por este concepto en el ejercicio respectivo, no podrá exceder de una cantidad equivalente a la suma que se determine al aplicar la tasa vigente del impuesto de primera categoría sobre el monto del ingreso diferido incrementado que corresponda reconocer en dicho ejercicio. En todo caso, el crédito a que se refiere el numeral ii), de la letra d), del número 2.- de la letra B), del artículo 14, se imputará sólo hasta alcanzar un 65% de su monto.

El ingreso diferido deberá imputarse, considerándose dentro de los ingresos percibidos o devengados del ejercicio respectivo, en un período de hasta cinco ejercicios comerciales consecutivos, contado desde aquel en que ingresan al régimen simplificado, incorporando como mínimo un quinto de dicho ingreso en cada ejercicio, hasta su total imputación, independientemente de que abandonen o no el régimen simplificado. Si el contribuyente pone término al giro de sus actividades, aquella parte del ingreso diferido cuyo reconocimiento se encuentre pendiente, deberá incorporarse dentro de los ingresos del ejercicio de término de giro. Para los efectos de su imputación, el ingreso diferido se reajustará de acuerdo al porcentaje de variación experimentado por el Índice de Precios al Consumidor en el período comprendido entre el mes anterior al año que precede al de incorporación al régimen simplificado y el mes anterior al término del ejercicio en que se impute. 

En los casos señalados en las letras a) y b) de este número, el ingreso diferido no se considerará para los efectos de lo dispuesto en el artículo 84 de la ley sobre Impuesto a la Renta.
 

7) Normas sobre término de giro aplicables durante el año comercial 2016.

Los contribuyentes acogidos a las disposiciones de la letra A), del artículo 14 ter, aplicarán las siguientes normas al término de giro que se efectúe durante el año comercial 2016, sea que se haya declarado por el contribuyente o cuando el Servicio por aplicación de lo dispuesto en el inciso quinto del artículo 69 del Código Tributario, pueda liquidar o girar los impuestos correspondientes.

Deberán practicar para los efectos de la ley sobre Impuesto a la Renta, un inventario final en el que registrarán los siguientes bienes:

i) Aquellos que formen parte de su activo realizable, valorados según costo de reposición.

ii) Los bienes físicos de su activo inmovilizado, a su valor actualizado al término de giro, ello conforme a los artículos 31, número 5º, y 41, número 2º, aplicando la depreciación normal.

La diferencia de valor que se determine entre la suma de las partidas señaladas en los numerales i) y ii) precedentes y el monto de las pérdidas determinadas conforme a la ley sobre Impuesto a la Renta al término de giro, se considerará retirada, remesada o distribuida a los propietarios, comuneros, socios o accionistas de dichas empresas, para afectarse con el impuestos global complementario o adicional, según corresponda, en la proporción en que participen en las utilidades de la empresa, sin derecho al crédito de los artículos 56, número 3) y 63 de la ley sobre Impuesto a la Renta. 

El empresario, comunero, socio o accionista podrá optar por declarar las rentas o cantidades que le correspondan a la fecha de término de giro, como afectas al impuesto global complementario del año del término de giro, aplicando una tasa de impuesto global complementario equivalente al promedio de las tasas más altas de dicho impuesto que hayan afectado al contribuyente en los 6 ejercicios anteriores al término de giro. Si la empresa hubiera existido sólo durante el ejercicio en el que se le pone término de giro, entonces las rentas o cantidades indicadas tributarán como rentas del ejercicio según las reglas generales. 

El valor de costo para fines tributarios de los bienes que se adjudiquen los dueños, comuneros, socios o accionistas de las empresas de que trata este número, en la disolución o liquidación de las mismas a la fecha de término de giro, corresponderá a aquel que haya registrado la empresa de acuerdo a las normas de la ley sobre Impuesto a la Renta a tal fecha, cuestión que la empresa certificará en la forma y plazo que establezca el Servicio mediante resolución al adjudicatario respectivo. En dicha adjudicación no corresponde la aplicación de lo dispuesto en el artículo 64 del Código Tributario y en el inciso cuarto, del número 8, del artículo 17, de la ley sobre Impuesto a la Renta.

No constituirá renta durante el año comercial 2016, la adjudicación de bienes que se efectúe en favor del propietario, comunero, socio o accionista con ocasión de la liquidación o disolución de una empresa o sociedad, en tanto, la suma de los valores tributarios del total de los bienes que se le adjudiquen, no exceda del capital que haya aportado a la empresa, determinado en conformidad al número 7 del artículo 17 de la ley sobre Impuesto a la Renta, más las rentas o cantidades que le correspondan en la misma, al término de giro. El valor de costo para fines tributarios de los bienes que se le adjudiquen, corresponderá a aquel que haya registrado la empresa de acuerdo a las normas de la presente ley al término de giro de acuerdo a lo establecido en el artículo 38 bis, de la misma ley. 
8) Opciones de tributación sobre el saldo de utilidades tributables acumuladas al término del año comercial anterior a aquel en que se incorporan al régimen simplificado.

Las empresas que se hubieren acogido al régimen simplificado de tributación, establecido en la letra A) del artículo 14 ter de la ley sobre Impuesto a la Renta, a contar del 1 de enero de 2015, o bien, se acojan a dicho régimen a partir del 1 de enero del año 2016, podrán optar por aplicar en reemplazo de lo establecido en la letra a), del número 2.-, de la letra A), del artículo 14 ter de acuerdo a su texto vigente al 31 de diciembre de 2016, una de las siguientes alternativas:

a) Podrán considerar como un ingreso diferido las rentas o cantidades que se mantengan pendientes de tributación y se determinen conforme a lo dispuesto en el número 2, de la letra A), del artículo 14 ter de la ley sobre Impuesto a la Renta, respectivamente, según su texto vigente hasta el 31 de diciembre de 2016.

El ingreso diferido deberá imputarse, considerándose dentro de los ingresos percibidos o devengados del ejercicio respectivo, en un período de hasta cinco ejercicios comerciales consecutivos, contado desde aquel en que ingresan al régimen simplificado, incorporando como mínimo un quinto de dicho ingreso en cada ejercicio, hasta su total imputación, independientemente de que abandonen o no el régimen simplificado. Si el contribuyente pone término al giro de sus actividades, aquella parte del ingreso diferido cuyo reconocimiento se encuentre pendiente, deberá incorporarse dentro de los ingresos del ejercicio de término de giro. Para los efectos de su imputación, el ingreso diferido se reajustará de acuerdo al porcentaje de variación experimentado por el Índice de Precios al Consumidor en el período comprendido entre el mes anterior al año que precede al de incorporación al régimen simplificado y el mes anterior al término del ejercicio en que se impute.
Dicho ingreso diferido se computará incrementado en una cantidad equivalente al crédito por impuesto de primera categoría establecido en los artículos 56 número 3 y 63, a que tienen derecho las utilidades acumuladas en el Fondo de Utilidades Tributables y en el Fondo de Utilidades Reinvertidas. Tal crédito podrá seguir siendo imputado al impuesto de primera categoría que deba pagar el contribuyente a partir del año de incorporación al régimen de la letra A) del artículo 14 ter. Para tal efecto, el crédito deberá reajustarse considerando el porcentaje de variación del Índice de Precios al Consumidor entre el mes anterior al cambio de régimen y el mes anterior al término del ejercicio respectivo. En caso de resultar un excedente, este se imputará en la misma forma en el ejercicio siguiente y en los posteriores. El remanente de crédito no podrá imputarse a ningún otro impuesto ni se tendrá derecho a su devolución. Con todo, el crédito que se impute por este concepto en el ejercicio respectivo, no podrá exceder de una cantidad equivalente a la suma que se determine al aplicar la tasa vigente del impuesto de primera categoría sobre el monto del ingreso diferido incrementado que corresponda reconocer en dicho ejercicio. El ingreso diferido no se considerará para los efectos de lo dispuesto en el artículo 84 de la ley sobre Impuesto a la Renta.

b) Podrán optar por aplicar lo dispuesto en el número 11, del numeral I.-, del artículo tercero de las disposiciones transitorias de la ley N° 20.780, con las siguientes modificaciones:

i) El referido tributo se podrá declarar y/o pagar, según corresponda, hasta el 30 de abril de 2016, sobre el saldo de las utilidades tributables no retiradas o distribuidas al término del año comercial 2014 o 2015 que se mantengan pendientes de tributación en el Fondo de Utilidades Tributables y en el Fondo de Utilidades Reinvertidas, a que se refieren las letras a) y b) inciso segundo, ambas del número 3, de la letra A), del artículo 14 de la ley sobre Impuesto a la Renta, según su texto vigente al 31 de diciembre de 2016, conforme sea el caso, reajustadas de acuerdo al porcentaje de variación experimentado por el Índice de Precios al Consumidor en el período comprendido entre el mes anterior al año que precede al de incorporación al régimen simplificado y el mes anterior a aquel en que se declare y pague el impuesto respectivo.

ii) No se aplicará la limitación que establecía la letra b), del número 1., referido número 11, respecto de las utilidades que pueden sujetarse al pago de este impuesto especial. Por tanto, no se considerará para estos efectos el monto promedio anual total de los retiros, remesas o distribuciones que hayan efectuado los propietarios, comuneros, socios o accionistas de la empresa.

iii) Las empresas, comunidades y sociedades que desde el 1 de enero de 2015 se encuentren conformadas exclusivamente por personas naturales contribuyentes del impuesto global complementario, que hayan iniciado actividades con anterioridad al 1 de enero de 2014, podrán aplicar la tasa que establece el número 3.-, del referido número 11. 

El impuesto, en este caso, se aplicará con una tasa equivalente al promedio ponderado, de acuerdo a la participación que cada socio, comunero o accionista mantenga en la empresa al 31 de diciembre de 2014 o de 2015, según corresponda, de las tasas más altas del impuesto global complementario que les haya afectado en los últimos 3 años tributarios, según sea el caso.

Con todo, sólo podrá aplicarse la tasa de 32% que establece el número 11, del numeral I.-, de este artículo, cuando se hubieren cedido los derechos, cuotas o acciones respectivas, a contar del 1 de diciembre de 2015.

c) La opción de que trata este número deberá ser manifestada de manera expresa por los contribuyentes referidos, en la forma que establezca el Servicio mediante resolución. Si se hubieren incorporado al régimen de la letra A), del artículo 14 ter de la ley sobre Impuesto a la Renta a contar del 1 de enero de 2015, podrán ejercer retroactivamente la opción referida hasta el 30 de abril de 2016. Quiénes se acojan a contar del 1 de enero de 2016, podrán ejercer la opción hasta el 30 de abril de 2016.

En caso que se ejerciere expresamente una de las opciones referidas, ésta resultará obligatoria a partir de dicho ejercicio. Si no se ejerciere ninguna de las opciones, vencido el plazo para hacerlo, se entenderán aplicables las normas del número 2, de la letra A), del artículo 14 ter de la ley sobre Impuesto a la Renta, según su texto vigente hasta el 31 de diciembre de 2016. 

Cuando ejercieren expresamente la opción de que trata la letra a) anterior, o bien, cuando declaren y paguen el impuesto sustitutivo referido en la letra b) precedente, en la forma y oportunidad señalada, los propietarios, comuneros, socios o accionistas de empresas que se hubieren acogido al régimen a contar del 1 de enero de 2015, y que hubieren considerado retiradas, remesadas o distribuidas dichas utilidades conforme a lo dispuesto en la letra a), del número 2.-, de la letra A), del artículo 14 ter, según su texto vigente al 31 de diciembre de 2016, deberán rectificar su respectiva declaración de impuestos anuales a la renta correspondiente al año tributario 2015, excluyendo de ésta, total o parcialmente, según  el caso, tanto las rentas referidas como los créditos e incrementos que procedan sobre las mismas conforme a los artículos 54, 56 número 3), 62 y 63 de la ley sobre Impuesto a la Renta. Efectuada dicha rectificación, deberán reintegrar las cantidades que hubieren percibido en exceso por tal motivo, reajustadas en la forma establecida en el inciso 6°, del artículo 97 de la referida ley. Cuando el propietario, comunero, socio o accionista respectivo no rectifique y reintegre las cantidades señaladas hasta dentro del mes de abril 2016, el Servicio podrá girar dichas cantidades sin más trámite, considerándose para todos los efectos legales como impuestos sujetos a retención. En estos casos, los intereses y multas que correspondan, se aplicarán a contar del mes de mayo de 2016. En caso que no deban reintegrar cantidad alguna, podrán solicitar en la forma y plazo establecida en el número 2, del artículo 126 del Código Tributario, la devolución de los impuestos que hubieren pagado en exceso por el motivo señalado, o de las sumas que le hubiera correspondido obtener conforme a la ley, en caso de no haber incluido dichas rentas y créditos. Aquellos propietarios, comuneros, socios o accionistas que no hubieren considerado las rentas como retiradas, remesadas o distribuidas en sus respectivas declaraciones de impuesto a la renta correspondiente al año tributario 2015, se liberarán de tal obligación con el ejercicio de la opción efectuada por la empresa, en la forma y plazo señalado, o sobre la proporción de las rentas acumuladas respecto de las cuales se declare y pague el impuesto sustitutivo, según corresponda.”.
c. Modifícase el numeral IV.- de la siguiente manera:

i. 
Agrégase, en el numeral 4), el siguiente párrafo final: 
“Con todo, los contribuyentes que al 31 de diciembre de 2015 se hubieren encontrado acogidos al régimen de tributación sobre renta presunta que establecen los artículos 20, número 1, letra b); 34 y 34 bis de la ley sobre Impuesto a la Renta, según su texto vigente a esa fecha, y en la misma oportunidad hubieren cumplido con todos los requisitos que establecían tales normas para mantenerse en el régimen, podrán continuar en él durante el año comercial 2016. Si al término del año comercial 2016, tales contribuyentes no cumplieren con uno o más de los requisitos establecidos en el artículo 34 de la ley sobre Impuesto a la Renta, según su texto vigente a contar del 1 de enero de 2016, deberán declarar sus impuestos correspondientes al año comercial 2016, sobre rentas efectivas sujetas al régimen de contabilidad completa, o bien, sujetos al régimen simplificado de la letra A), del artículo 14 ter, cuando cumplan los requisitos para tal efecto. Para ello, deberán dar aviso al Servicio de Impuestos Internos del régimen por el que opten entre el 1 de enero y el 30 de abril de 2017. Para estos efectos, se entenderá que los contribuyentes cumplen con el requisito establecido en el inciso cuarto, del número 1, del artículo 34 de la ley sobre Impuesto a la Renta, según su texto vigente a contar del 1 de enero de 2016, cuando a lo menos, lo cumplan a contar del 31 de diciembre de 2016.”.

ii.
 Incorpórase, en el número 4.- del numeral 6), a continuación del punto final, que pasa a ser punto seguido, lo siguiente: “En estos casos, la tasación del valor comercial a que se refiere la letra d), del número 1.- anterior, se podrá efectuar hasta el 31 de diciembre de 2017, de acuerdo a su valor al 31 de diciembre de 2016.”.
d. Sustitúyase el párrafo primero del numeral V.-, por el siguiente: 
“Los contribuyentes que al 1 de enero de 2017 mantengan remanentes de créditos contra el impuesto de primera categoría por impuestos pagados en el extranjero, conforme a lo dispuesto en los artículos 41 A y 41 C de la ley sobre Impuesto a la Renta, según su texto vigente al 31 de diciembre de 2016, podrán deducirlo del impuesto de primera categoría que se determine por las utilidades obtenidas a partir del año comercial 2017 y siguientes hasta su total extinción. Para los efectos de su imputación, dicho crédito se reajustará en el mismo porcentaje de variación que haya experimentado el Índice de Precios al Consumidor entre el mes anterior al del cierre del ejercicio en que se haya determinado y el mes anterior al cierre del ejercicio de su imputación. Los contribuyentes deberán, en todo caso, mantener un control separado de aquella parte del impuesto de primera categoría cubierto con el crédito del exterior, a los que se les aplicará lo dispuesto en el número 7.-, de la letra D.- del artículo 41 A.”.

e. Sustitúyase el número 2 del numeral XIII por el siguiente:
“2) Las distribuciones que efectúe el Fondo a partir del 1º de enero de 2017, y en la medida que mantengan cantidades anotadas en los registros señalados en los numerales i), ii) y iii) del número 1 anterior, al 31 de diciembre de 2016, se imputarán a continuación de las cantidades anotadas en los registros a que se refieren las letras a) y b) del número 2 del artículo 81 de la ley N° 20.712, según su texto vigente a contar de esa fecha, o en su caso, de las cantidades señaladas en la letra d), del número y artículo referido, cuando corresponda. Una vez que las distribuciones hayan agotado el saldo de los registros señalados, se imputarán a los saldos de utilidades acumuladas al 31 de diciembre de 2016, de acuerdo al orden de imputación que establece el artículo 7° transitorio de la ley N° 20.712. Para determinar el saldo de las cantidades a que se refiere la letra a) del número 2 del artículo 81 de la ley N° 20.712, deberán rebajarse también de los beneficios netos percibidos acumulados en el Fondo, aquellos que correspondan a las cantidades anotadas en los registros señalados en los numerales i), ii) y iii), del número 1 anterior.”.

f. Modifícase el numeral XVI.- de la siguiente manera:

i.
 Elimínase, en el primer párrafo, la expresión “con domicilio o residencia en Chile”.

ii.
 Reemplázase, en el numeral iii) del primer párrafo, la expresión “hasta el 31 de diciembre de 2015”, por “hasta el 30 de junio de 2016”.

g. Modifícase el numeral XVIII.- de la siguiente manera:

i.
 Incorpórase el siguiente párrafo segundo, nuevo, pasando el actual a ser tercero: 

“La norma de control establecida en el artículo 41 F de la ley sobre Impuesto a la Renta, según su texto vigente a contar del 1 de enero de 2015, no se aplicará cuando el deudor haya sido calificado como entidad financiera por el Ministerio de Hacienda hasta el 31 de diciembre de 2014, conforme a lo dispuesto en el artículo 59 número 1 de la ley sobre Impuesto a la Renta, según su texto vigente a la fecha señalada, y siempre que al término de cada año comercial se determine que al menos durante 330 días continuos o discontinuos, el 90% o más del total de los activos de dicha entidad corresponden a créditos otorgados o a bienes entregados en arrendamiento con opción de compra a personas o entidades no relacionadas. Para estos efectos, se considerarán los activos a su valor tributario de acuerdo a las normas de la ley sobre Impuesto a la Renta, y se entenderá que existe relación cuando se cumplan las condiciones de los numerales iii), iv), v) o vi) del número 6 del referido artículo 41 F. No procederá la calificación referida, cuando la entidad sea considerada como filial, coligada, agencia u otro tipo de establecimiento permanente o como parte de un mismo grupo empresarial de personas o entidades constituidas, establecidas, domiciliadas o residentes en alguno de los territorios o jurisdicciones a que se refiere el artículo 41 D, o que dicha persona o entidad quede comprendida en al menos dos de los supuestos que establece el artículo 41 H. Con todo, el endeudamiento con entidades relacionadas e independientes no podrá durante el año comercial ser superior al 120 por ciento de los créditos otorgados o bienes entregados en arrendamiento con opción de compra. En caso de producirse un exceso que no se corrija en el plazo de 90 días contados desde su ocurrencia, se aplicará lo dispuesto en los incisos precedentes. Para estos efectos, la entidad que haya sido calificada de carácter financiero deberá informar al Servicio, en la forma y plazo que establezca mediante resolución, el cumplimiento de los requisitos que establece este párrafo.”.

ii.
 Reemplázase el actual párrafo segundo, que ha pasado a ser tercero, por el siguiente:

“Por su parte, las disposiciones del artículo 41 G de la ley sobre Impuesto a la Renta se aplicarán respecto de las rentas pasivas que deban computarse en el país, que hayan sido percibidas o devengadas por las respectivas entidades controladas a partir del 1 de enero de 2016. Los contribuyentes deberán aplicar además las siguientes normas para determinar el crédito imputable al respectivo impuesto de primera categoría durante el año comercial 2016:

i) El crédito corresponderá a los impuestos extranjeros pagados o adeudados, cuando corresponda, sobre tales utilidades o cantidades. 

ii) Los impuestos extranjeros pagados, adeudados o retenidos se convertirán a moneda nacional al cierre del ejercicio y de acuerdo al número 4 de la letra D) del artículo 41 G. 

iii) El monto consolidado de las rentas pasivas estará conformado por todas las utilidades y cantidades que correspondan de acuerdo al número 2 de la letra D) del artículo 41 G. Se deducirán todos los gastos directos o proporcionales que se consideren necesarios para producir la renta de acuerdo al artículo 31 de la ley sobre Impuesto a la Renta y en la forma que señala el referido artículo 41 G.

iv) El crédito así determinado se agregará a la renta líquida imponible de la empresa y se deducirá del impuesto de primera categoría respectivo. 

v) El excedente del crédito definido en los numerales anteriores, sea que se determine por la existencia de una pérdida para fines tributarios o por otra causa, se imputará en los ejercicios siguientes hasta su total extinción. Para los efectos de su imputación, dicho crédito se reajustará en el mismo porcentaje de variación que haya experimentado el Índice de Precios al Consumidor entre el último día del mes anterior al del cierre del ejercicio en que se haya determinado y el último día del mes anterior al cierre del ejercicio de su imputación.

vi) Al impuesto de primera categoría pagado con el crédito referido anteriormente se le aplicarán las normas del número 7 de la letra D) del artículo 41 A de la ley sobre Impuesto a la Renta, y se aplicarán las demás reglas señaladas en el párrafo segundo del número 4, de la letra B, del citado artículo 41 A.

vii) Las rentas pasivas consolidadas sujetas al artículo 41 G no formarán parte del límite establecido en el número 6 de la letra D) del referido artículo 41 A.

viii) Sin perjuicio de lo anterior, cuando corresponda deberá aplicarse lo dispuesto en el artículo 41 C, considerando para tal efecto las normas establecidas en la letra A), del artículo 41 A, ambos de la ley sobre Impuesto a la Renta. En tal caso, el crédito total disponible se imputará contra el impuesto de primera categoría y global complementario o adicional, de acuerdo a las reglas señaladas. Para tales efectos, se aplicará lo dispuesto en el citado artículo 41 C cuando exista un convenio para evitar la doble tributación internacional suscrito por Chile que se encuentre vigente, con el país que haya aplicado los impuestos acreditables en Chile.”.

6. Agrégase, al artículo quinto transitorio, los siguientes incisos segundo y tercero:

“Los contribuyentes que se acojan al artículo 14 ter letra A) de la ley sobre Impuesto a la Renta, tendrán derecho al beneficio de postergación de pago desde que inicien sus actividades en el régimen de tributación simplificada, sin perjuicio de la excepción contenida en el artículo 64 de la ley sobre Impuesto a las Ventas y Servicios.

Tratándose de contribuyentes que opten por este beneficio en el ejercicio en que inicien sus actividades, su capital efectivo no podrá ser superior a 60.000 unidades de fomento, según el valor de ésta al primer día del mes de inicio de las actividades.”.

7. Sustitúyese, en el artículo sexto transitorio, la expresión “a las transferencias de inmuebles que se efectúen en virtud de un contrato de arrendamiento con opción de compra celebrado con anterioridad a la fecha de entrada en vigencia señalada,” por la siguiente: “a las cuotas de un contrato de arriendo con opción de compra de bienes corporales inmuebles, ni a las transferencias de inmuebles que se efectúen en virtud de dichos contratos en la medida que hayan sido celebrados con anterioridad a la fecha de entrada en vigencia señalada y”.

8. Agrégase en el artículo séptimo transitorio, a continuación del punto final, que pasa a ser punto seguido, la siguiente expresión: “Estarán también exentas del impuesto al valor agregado, en el caso de bienes corporales inmuebles nuevos que cuenten con el permiso de construcción a la fecha señalada, la venta u otras transferencias de dominio, incluido el contrato de arriendo con opción de compra, que se graven como consecuencia de estas modificaciones siempre que respecto de tales bienes se haya ingresado, al 1 de enero de 2017, la solicitud de recepción definitiva de la obra ante la Dirección de Obras Municipales correspondiente conforme lo establece el artículo 144 de la ley General de Urbanismo y Construcciones.”.

9. Modifícase el inciso primero del artículo octavo transitorio en el siguiente sentido:

a. Sustitúyese la expresión “tendrán derecho a”, por “podrán hacer uso del”.

b. Sustitúyase la expresión “de los plazos de prescripción establecidos en el artículo 200 del Código Tributario”, por la siguiente: “del plazo de tres años”.

c. Incorpórase, a continuación del punto aparte, que pasa a ser seguido, las siguientes expresiones: “Los contribuyentes que en definitiva hagan uso del derecho al crédito fiscal en la forma señalada, deberán deducir del costo del activo correspondiente, en el mismo período tributario en que se utilice el crédito fiscal, una cantidad equivalente a dicho crédito, en la medida que éste haya formado parte, para efectos tributarios, del valor del activo en la empresa respectiva.”.
10. Intercálase, en el artículo duodécimo transitorio, antes del punto final y a continuación de la expresión “2.000 unidades de fomento”, la siguiente oración: “o de 2.200 unidades de fomento, en caso de viviendas financiadas en todo o parte con subsidios otorgados por el Ministerio de Vivienda y Urbanismo”.

Artículo 9°.- 
Agrégase, a contar del 1 de enero de 2017, el siguiente inciso segundo nuevo al artículo 3° del decreto con fuerza de ley N° 3, del Ministerio de Hacienda, de 1969, pasando el actual a ser inciso tercero:

“Las personas o entidades sin domicilio o residencia en el país que posean uno o más establecimientos permanentes en Chile, y éstos, deberán enrolarse separadamente. Los contribuyentes a que se refiere este artículo, que deban enrolarse separadamente, deberán hacerlo asignando el rol vigente a aquel establecimiento permanente en Chile que realiza las principales actividades según el volumen de ingresos o patrimonio. Los demás establecimientos permanentes y el titular de los mismos deberán enrolarse en la forma que señale el Servicio, para cuyo efecto se deberá efectuar una solicitud de roles para todos ellos hasta el 31 de diciembre de 2016. A petición del interesado, el Servicio certificará los nuevos roles autorizados y su relación con aquel rol del establecimiento permanente indicado en primer término.”.
Artículo 10.- Modifícase, a contar del 1 de enero de 2016, el inciso primero del artículo 48 del Código del Trabajo, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado se encuentra contenido en el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2003, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, eliminado las expresiones: “Para estos efectos, no se considerarán como parte del capital propio los ajustes que ordenan efectuar los números 8° y 9° el artículo 41 de la referida ley, por disposición del inciso segundo del referido número 8°.”.
Artículo 11.- Las disposiciones contenidas en esta ley, que no tengan una regla especial de vigencia, regirán a contar de su publicación.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo primero.- 
A partir del 1 de enero de 2016, los contribuyentes sujetos al impuesto de primera categoría sobre la base de un balance general según contabilidad completa, que hayan iniciado actividades con anterioridad al 1 de diciembre de 2015, y que al término de los años comerciales 2015 o 2016, según corresponda, mantengan un saldo de utilidades no retiradas, remesadas o distribuidas pendientes de tributación con los impuestos global complementario o adicional, determinadas conforme a lo dispuesto en la letra A), del artículo 14 de la ley sobre Impuesto a la Renta, según su texto vigente a esa fecha, podrán optar por pagar a título de impuesto de esa ley, un tributo sustitutivo de los impuestos finales, sobre una parte o el total de dichos saldos de utilidades, aplicando al efecto lo dispuesto en el número 11, del numeral I.-, del artículo tercero de las disposiciones transitorias de la ley N° 20.780, con las siguientes modificaciones:

a) El referido tributo se podrá declarar y/o pagar durante el año 2016 y/o hasta el 30 de abril de 2017, sobre aquella parte del saldo de las utilidades tributables no retiradas o distribuidas al término del año comercial 2015 y/o 2016 respectivamente, según corresponda. 

b) No se aplicará la limitación que establecía la letra b), del número 1., del referido número 11, respecto de las utilidades que pueden sujetarse al pago de este impuesto especial. Por tanto, no se considerará para estos efectos el monto promedio anual total de los retiros, remesas o distribuciones que hayan efectuado los propietarios, comuneros, socios o accionistas de la empresa.

c) Con la declaración y pago del impuesto sustitutivo, las cantidades acumuladas que hayan completado su tributación se anotarán en el registro que establece el inciso primero, de la letra b), del número 3, de la letra A) del artículo 14 de la ley sobre Impuesto a la Renta según su texto vigente hasta el 31 de diciembre de 2016, y éstas podrán ser retiradas, remesadas o distribuidas en la oportunidad que se estime conveniente, con preferencia a cualquier otra suma y sin considerar las reglas de imputación que establezca la ley sobre Impuesto a la Renta vigente a la fecha del retiro, remesa o distribución. Los contribuyentes que paguen, remesen al exterior, abonen en cuenta o pongan a disposición estas cantidades, no deberán efectuar la retención de impuesto que establece el número 4, del artículo 74 de la ley sobre Impuesto a la Renta.

d) No se aplicará lo dispuesto en la letra i), del número 1.-, del número 11, del artículo tercero de las disposiciones transitorias de la ley N° 20.780.

e) Las empresas, comunidades y sociedades que desde el 1 de diciembre de 2015, a lo menos, se encuentren conformadas exclusivamente por personas naturales contribuyentes del impuesto global complementario, podrán aplicar la tasa que establece el número 3.-, del referido número 11.

El impuesto, en este caso, se aplicará con una tasa equivalente al promedio ponderado, de acuerdo a la participación que cada socio, comunero o accionista mantenga en la empresa al 31 de diciembre de 2015 o 2016, según corresponda, de las tasas más altas del impuesto global complementario que les haya afectado en los 3 últimos años tributarios respectivamente.

Con todo, sólo podrá aplicarse la tasa de 32% que establece el número 11, del numeral I.-, del artículo tercero de las disposiciones transitorias de la ley N° 20.780, cuando se hubieren cedido los derechos, cuotas o acciones respectivas, a contar del 1 de diciembre de 2015.

Los contribuyentes que hubieren declarado y pagado el impuesto sustitutivo establecido en el número 11, del numeral I, del artículo tercero de las disposiciones transitorias de la ley N° 20.780, durante el año comercial 2015, anotarán las cantidades acumuladas que hayan completado su tributación por esa vía en el registro que establece el inciso primero, de la letra b), del número 3, de la letra A) del artículo 14 de la ley sobre Impuesto a la Renta vigente hasta el 31 de diciembre de 2016, y éstas podrán ser retiradas, remesadas o distribuidas en la oportunidad que se estime conveniente, con preferencia a cualquier otra suma y sin considerar las reglas de imputación que establezca la ley sobre Impuesto a la Renta vigente a la fecha del retiro, remesa o distribución y no les aplicará lo dispuesto en la letra i), del número 1.-, del número 11, del artículo tercero de las disposiciones transitorias de la ley N° 20.780.

Artículo segundo.- 
Los contribuyentes sujetos a la letra A, del artículo 14 ter de la ley sobre Impuesto a la Renta, según su texto vigente hasta el 31 de diciembre del 2016, aplicarán además, respecto de los años comerciales 2015 y 2016, las siguientes normas:

a) Para determinar la base imponible afecta a los impuestos de primera categoría, global complementario y adicional de las empresas sujetas a las disposiciones de la letra A), del artículo 14 ter de la ley sobre Impuesto a la Renta, según su texto vigente durante los años comerciales 2015 y 2016, deberá entenderse que el monto de la renta proveniente del rescate o enajenación de las inversiones en capitales mobiliarios a que se refiere el número 2 del artículo 20, o de la enajenación o rescate de derechos sociales, acciones, o cuotas de fondos a que se refiere la letra c), del número 1.-, de la letra A), del citado artículo 14 ter, o en general, en la enajenación de bienes que no pueden depreciarse conforme a la ley referida, deberá rebajarse del total del ingreso percibido y en el mismo ejercicio en que esto ocurra, el valor la inversión efectivamente realizada, la que se reajustará de acuerdo con la variación del índice de precios al consumidor en el período comprendido entre el mes que antecede al de la inversión y el mes anterior al de su enajenación o rescate, según corresponda. De esta forma, en el ejercicio en que ocurra el rescate o enajenación, se considerará como egreso el valor de la inversión efectuada, la que se reajustará en la forma señalada precedentemente. 

b) Los retiros, dividendos o participaciones percibidas se incorporarán en la base imponible afecta a los impuestos señalados, incrementándose previamente en una cantidad equivalente al crédito por impuesto de primera categoría que establecen los artículos 56 número 3) y 63 de la ley sobre Impuesto a la Renta. Dicho crédito se imputará en contra del impuesto de primera categoría que deba pagar la empresa en el mismo ejercicio, a continuación de aquellos indicados en la letra c) del número 3, de la letra A), del referido artículo 14 ter. Si en el ejercicio respectivo se determinare un excedente de este crédito, éste no dará derecho a devolución o a imputación a otros impuestos, pero podrá imputarse en el ejercicio siguiente, y subsiguientes, hasta su total extinción. Para los efectos de su imputación, dicho crédito se reajustará en el mismo porcentaje de variación que haya experimentado el índice de precios al consumidor entre el mes anterior al del cierre del ejercicio en que se haya determinado y el mes anterior al cierre del ejercicio de su imputación. 

c) Los contribuyentes que se mantengan acogidos al régimen simplificado durante los años comerciales 2015 y/o 2016, considerarán que la base imponible de los impuestos global complementario o adicional será aquella parte de la base imponible del impuesto de primera categoría que corresponda a cada dueño, socio o accionista, en la proporción en que participan en las utilidades de la empresa, o en su defecto, en la proporción que hayan aportado efectivamente el capital, o éste haya sido suscrito cuando no hubiere aportado siquiera una parte de éste. En el caso de los comuneros, la determinación de la base imponible que les corresponda, se efectuará en proporción a sus respectivas cuotas en el bien de que se trate.

d) Para determinar los límites establecidos en el número 1.-, de la letra A, del artículo 14 ter el contribuyente deberá sumar a sus ingresos aquellos obtenidos por sus entidades relacionadas de acuerdo a las siguientes reglas:

Para estos efectos, se considerarán relacionados con una empresa o sociedad, cualquiera sea su naturaleza jurídica:

i) El controlador y las controladas.
ii) Todas las entidades, empresas o sociedades que se encuentren bajo un controlador común.
iii) Las entidades, empresas o sociedades en las que es dueña, usufructuaria o a cualquier otro título posee, directamente o a través de otras personas o entidades, más del 10% de las acciones, derechos, cuotas, utilidades o ingresos, o derechos a voto en la junta de accionistas o de tenedores de cuotas.
iv) El gestor de un contrato de asociación u otro negocio de carácter fiduciario en que es partícipe en más del 10%. 

v) Las entidades relacionadas con una persona natural de acuerdo a los numerales iii) y iv) anteriores, que no se encuentren bajo las hipótesis de los numerales i) y ii), se considerarán relacionadas entre sí, debiendo en tal caso computar la proporción de los ingresos totales que corresponda a la relación que la persona natural respectiva mantiene con dicha entidad. 

Se considerará como controlador, a toda persona o entidad, o grupo de ellos con acuerdo explícito de actuación conjunta que, directamente o a través de otras personas o entidades, es dueña, usufructuaria o a cualquier otro título posee más del 50% de las acciones, derechos, cuotas, utilidades o ingresos, o derechos de voto en la junta de accionistas o de tenedores de cuotas de otra entidad, empresa o sociedad. Estas últimas se considerarán como controladas. Para estos efectos, no se aplicará lo dispuesto en los incisos segundo y siguientes del artículo 98 de la ley N° 18.045. 

Tratándose de los casos señalados en los numerales i) y ii) precedentes, el contribuyente deberá sumar a sus ingresos el total de los ingresos obtenidos por sus entidades relacionadas, sea que mantenga la relación directamente o a través de otra u otras empresas. 

En el caso de las entidades relacionadas de acuerdo a los numerales iii), iv) y v) precedentes, que no se encuentren bajo las hipótesis de los numerales i) y ii), computarán el porcentaje de ingresos obtenidos por sus entidades relacionadas que le corresponda según su participación en el capital o las utilidades, ingresos o derechos a voto. Cuando el porcentaje de participación en el capital sea distinto al porcentaje que le corresponde en las utilidades, ingresos o derechos a voto, se deberá considerar el porcentaje de participación que sea mayor.

Las entidades relacionadas conforme a las reglas indicadas en los numerales i) al iv) precedentes, deberán informar anualmente a la empresa o sociedad respectiva, en la forma y plazo que establezca el Servicio mediante resolución, el monto total de los ingresos de su giro percibidos o devengados en el ejercicio respectivo, los que se expresarán en unidades de fomento conforme a lo señalado.

e) Los créditos incobrables que correspondan a ingresos devengados, castigados durante el año, se descontarán de los ingresos de dicho ejercicio para efectos del cómputo de los límites que establece la letra a), del número 1.-, de la letra A), del artículo 14 ter de la ley sobre Impuesto a la Renta.

Artículo tercero.- 
Para la aplicación de lo dispuesto en el artículo 38 bis de la ley sobre Impuesto a la Renta, según su texto vigente durante el año comercial 2016, el valor de costo para fines tributarios de los bienes que se adjudiquen los dueños, comuneros, socios o accionistas de las empresas que determinen su renta efectiva según contabilidad completa, en la disolución o liquidación de las mismas a la fecha de término de giro, corresponderá a aquel que haya registrado la empresa de acuerdo a las normas de la ley sobre Impuesto a la Renta a tal fecha, cuestión que la empresa certificará, en la forma y plazo que establezca el Servicio mediante resolución, al adjudicatario respectivo. En dicha adjudicación no corresponde la aplicación de lo dispuesto en el artículo 64 del Código Tributario y en el inciso cuarto, del número 8, del artículo 17 de la ley sobre Impuesto a la Renta. 

No constituirá renta durante el año comercial 2016, la adjudicación de bienes que se efectúe en favor del propietario, comunero, socio o accionista con ocasión de la liquidación o disolución de una empresa o sociedad, en tanto, la suma de los valores tributarios del total de los bienes que se le adjudiquen, no exceda del capital que haya aportado a la empresa, determinado en conformidad al número 7 del artículo 17 de la ley sobre Impuesto a la Renta, más las rentas o cantidades que le correspondan en la misma, al término de giro. El valor de costo para fines tributarios de los bienes que se le adjudiquen, corresponderá a aquel que haya registrado la empresa de acuerdo a las normas de la citada ley al término de giro de acuerdo a lo establecido en el artículo 38 bis de dicho texto legal.

Artículo cuarto.- 
A partir del 1 de enero de 2017, no se aplicará la obligación de restitución que establece el artículo 63 de la ley sobre Impuesto a la Renta a los contribuyentes del Impuesto Adicional, residentes en países con los cuales Chile haya suscrito con anterioridad al 1 de enero de 2017 un convenio para evitar la doble tributación, aun cuando no se encuentre vigente, en el que se haya acordado la aplicación del Impuesto Adicional, siempre que el Impuesto de Primera Categoría sea deducible de dicho tributo o se contemple otra cláusula que produzca el mismo efecto. Lo dispuesto en este artículo regirá hasta el 31 de diciembre de 2019.

Artículo quinto.- 
La modificación al párrafo 1, del número 2) del inciso cuarto del artículo 59 de la ley sobre Impuesto a la Renta, regirá respecto de las cantidades pagadas o abonadas en cuenta a que se refiere dicha disposición legal a partir del 1 de enero de 2015. Por otra parte, los contribuyentes que respecto de las mismas cantidades señaladas, pagadas o abonadas en cuenta durante los años comerciales, 2010, 2011, 2012, 2013 y 2014, no hayan informado oportunamente al Servicio de Impuestos Internos sobre las operaciones y sus condiciones, podrán invocar la exención respectiva, siempre que, cumpliendo con los demás requisitos que dicha disposición legal establece, hayan ya presentado dicha información al citado Servicio o la presenten hasta el 30 de junio de 2016, ello en la forma y oportunidad que establezca el Servicio señalado mediante resolución.
Artículo sexto.- 
Sin perjuicio de las modificaciones introducidas en el inciso segundo del artículo 55 del decreto ley N° 825, de 1974, sobre Impuesto a las Ventas y Servicios, en el caso de contribuyentes que, con anterioridad a la publicación de la presente ley, hayan debido soportar el impuesto al valor agregado devengado en la suscripción de promesas de venta de bienes corporales inmuebles, la factura definitiva por la venta de los bienes corporales inmuebles deberá emitirse en la fecha de la entrega real o simbólica del bien o de la suscripción de la escritura de venta correspondiente, considerando únicamente el saldo por pagar.

Artículo séptimo.-
 Dentro del plazo de 180 días contados desde la publicación de esta ley, deberá dictarse el reglamento a que se refiere el artículo 60 quinquies del Código Tributario para implementar el sistema de trazabilidad indicado en el artículo 13 bis del decreto ley Nº 828, de 1974.

Artículo octavo.- Para los efectos de lo dispuesto en el inciso 2° del artículo decimoquinto transitorio de la ley 20.780, se entenderá que los hechos, actos o negocios, o conjunto o serie de ellos, a que se refieren los artículos 4° bis, 4° ter, 4° quáter, 4° quinquies, 100 bis, 119 y 160 bis del Código Tributario, se han realizado o concluido con anterioridad al 30 de septiembre de 2015, cuando sus características o elementos que determinan sus consecuencias jurídicas para la legislación tributaria, hayan sido estipulados con anterioridad a esa fecha, aun cuando sigan produciendo efectos a partir del 30 de septiembre de 2015. De acuerdo a lo anterior, el Servicio de Impuestos Internos no podrá aplicar tales disposiciones respecto de los efectos producidos con anterioridad al 30 de septiembre de 2015. Respecto de los efectos que se produzcan a contar de esta última fecha, provenientes de hechos, actos o negocios, o conjunto o serie de ellos realizados o concluidos con anterioridad a ella, tampoco se aplicarán tales disposiciones, salvo cuando a partir de la citada fecha se hayan modificado las características o elementos que determinan sus consecuencias jurídicas para la legislación tributaria de los referidos hechos, actos o negocios, o conjunto o serie de ellos, en cuyo caso se aplicarán sólo respecto de los efectos posteriores que surjan a consecuencia de tal modificación, en cuanto esta última y sus referidos efectos, conforme a las disposiciones legales citadas, sean considerados como constitutivos de abuso o simulación.

Artículo noveno.- Las modificaciones introducidas por el artículo 2° en el decreto ley N° 825, de 1974, sobre Impuesto a las Ventas y Servicios a contar del 1 de enero de 2016, no se aplicarán a las cuotas de contratos de arriendo con opción de compra de bienes corporales inmuebles, ni a las transferencias de inmuebles que se efectúen en virtud de dichos contratos, en la medida que hayan sido celebrados por escritura pública o instrumento privado protocolizado con anterioridad a la fecha de entrada en vigencia señalada, rigiéndose por las disposiciones de la ley sobre Impuesto a las Ventas y Servicios vigentes con anterioridad a la fecha señalada.”.

*****
Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Marco Antonio Núñez Lozano, Presidente de la Cámara de Diputados.- Miguel Landeros Perkić, Secretario General de la Cámara de Diputados.
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INFORME COMPLEMENTARIO DE LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN, JUSTICIA Y REGLAMENTO RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, SOBRE FORTALECIMIENTO Y TRANSPARENCIA DE LA DEMOCRACIA

(9.790-07)

HONORABLE SENADO:





La Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene a honra emitir un informe complementario referido al proyecto de ley señalado en el epígrafe, iniciado en Mensaje de S.E. la Presidenta de la República, con urgencia calificada de “discusión inmediata”.




A la sesión en que la Comisión trató esta iniciativa, asistieron, además de sus integrantes, el Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Nicolás Eyzaguirre, la Subsecretaria de esa Secretaría de Estado, señora Patricia Silva y los profesores de Derecho Penal, señores Jean Pierre Matus y Héctor Hernández.





Estuvieron también presentes, los asesores del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Valeria Lübbert y señores Exequiel Silva y Hernán Campos; la Directora de Incidencia de la ONG Espacio Público, señora María Jaraquemada; el abogado de la Jefatura Jurídica de la Policía de Investigaciones de Chile, señor Omar Castro; la asesora del Honorable Senador señor De Urresti, señora Rocío Sánchez; el asesor del Honorable Senador señor Araya, señor Robert Angelbeck; el asesor del Honorable Senador señor Harboe, señor Sebastián Lewis; el asesor del Comité PPD, señor Sebastián Abarca, el asesor del Comité RN, señor David Huina y el Coordinador del Comité UDI, señor Giovanni Calderón.





El proyecto objeto de este informe se encuentra en el trámite de discusión en particular en la Sala del Senado, cuenta con un segundo informe de la Comisión Especial Encargada de Conocer Proyectos Relativos a Probidad y Transparencia, y también con un segundo informe de la Comisión de Hacienda. Ambos documentos fueron considerados por esta de Corporación, en sesiones de los días 12 y 13 de enero recién pasado. 

NORMAS DE QUÓRUM
Las disposiciones contenidas en la proposición que formula la Comisión tienen el rango de norma orgánica constitucional, pues se vinculan con el artículo 18, el inciso séptimo del artículo 60, y artículo 77 de la Carta Fundamental.
ANTECEDENTES
1. De Derecho





Tienen relación con este informe, las siguientes disposiciones:





1.1. El artículo 18 de la Constitución Política. Este precepto establece que existirá un sistema electoral público. Además, precisa que una ley orgánica constitucional establecerá un sistema de financiamiento, transparencia, límite y control del gasto electoral.





1.2. El inciso séptimo del artículo 60 de la Constitución Política de la República. Esta disposición prescribe que cesará en su cargo el diputado o senador que haya infringido gravemente las normas sobre transparencia, límite y control del gasto electoral, desde la fecha que lo declare por sentencia firme el Tribunal Calificador de Elecciones, a requerimiento del Consejo Directivo del Servicio Electoral. Agrega que una ley orgánica constitucional señalará los casos en que existe una infracción grave. Asimismo, establece que el diputado o senador que perdiere el cargo no podrá optar a ninguna función o empleo público por el término de tres años, ni podrá ser candidato a cargos de elección popular en los dos actos electorales inmediatamente siguientes a su cesación.

1.3. Ley Nº 19.884, sobre Transparencia, Límite y Control del Gasto Electoral.

1.4. El Código Penal;

1.5. El Código de Procedimiento Penal.

2. De Hecho




El día 13 de enero del año en curso, la Sala del Senado acogió, de conformidad a lo que establece el número 7° del artículo 131 del Reglamento del Senado, una indicación del Honorable Senador señor Zaldívar, para que esta Comisión volviera a estudiar los artículos del proyecto que establecen sanciones penales.





En particular, se trata de determinados números del artículo 2° del proyecto que modifican la ley N° 19.884 sobre Transparencia, Límite y Control del Gasto Electoral.





Al iniciarse el estudio de esta materia, se consideró que la Comisión estaba habilitada para considerar los números 20, 22, 23, 24, y 25, del mencionado artículo, dado que contienen preceptos que establecen o se relacionan con disposiciones relativas a multas o penas privativas de libertad. Su texto es el siguiente:

Artículo 2°
Número 20





Modifica el artículo 26 de la ley N° 19.884.

En él se establece que no podrán efectuar aportes para campaña electoral las personas jurídicas, con excepción de los que efectúen los partidos políticos y el Fisco.
Número 22

 Agrega, en el artículo 27 A de la ley N° 19.884, un inciso final, nuevo, que establece lo siguiente:
“Tratándose de personas jurídicas, serán sancionadas con multa equivalente al triple del monto ilegalmente aportado, aplicándose esta sanción, además, a todos los miembros de su directorio que hayan concurrido favorablemente al acuerdo.”.
Número 23

Incorpora, a continuación del artículo 27 A, el siguiente artículo 27 bis, nuevo, a la ley N° 19.884:

“Artículo 27 bis.- El que usando procedimientos distintos a los contemplados en esta ley y en la ley N° 18.603, otorgue u obtenga aportes para candidaturas o partidos políticos, cuyo monto excediere en un 50% lo permitido por la ley, sea de manera individual o en el conjunto de los aportes permitidos, será castigado con presidio menor en su grado medio y multa equivalente al triple de lo otorgado u obtenido.

Tratándose de aportes otorgados u obtenidos por o de una persona jurídica, se impondrá la pena señalada en el inciso anterior, sin importar el monto del aporte, aplicándose lo dispuesto en el artículo 58 del Código Procesal Penal.

El ofrecimiento o la solicitud de los aportes sancionados por los incisos anteriores serán castigados con multa equivalente al doble de lo ofrecido o solicitado.

El que utilice los aportes o fondos obtenidos del Fisco, que regulan las leyes referidas en el inciso primero, en una finalidad distinta a la cual están destinados en virtud de la ley será castigado con presidio menor en su grado medio. El tercero que, a sabiendas, se haya beneficiado de tales actos, será castigado con presidio menor en su grado mínimo.”.
Número 24

Agrega los siguientes artículos 27 ter y 27 quáter, nuevos, en la referida ley:

“Artículo 27 ter.- El administrador electoral, el administrador general electoral o el administrador general de fondos de un partido político que en sus rendiciones de cuentas al Servicio Electoral a sabiendas proporcione antecedentes falsos o certifique hechos falsos, será sancionado con la pena de presidio menor en su grado máximo.

Artículo 27 quáter.- Las investigaciones de los delitos descritos en los artículos 27 bis y 27 ter sólo podrán ser iniciadas por denuncia o querella del Servicio Electoral, sin perjuicio del derecho de toda persona de denunciar dichas infracciones ante el Servicio Electoral.

Los tribunales con competencia en lo penal deberán remitir al Consejo Directivo del Servicio Electoral las sentencias firmes y ejecutoriadas que condenen a personas por los delitos previstos en la letra d) del artículo 28 bis de esta ley, en un plazo de cinco días hábiles desde que se encuentren en dicho estado.”.
Número 25




Incorpora, a continuación del artículo 28 de la ley N° 19.884, el siguiente artículo 28 bis, nuevo:

“Artículo 28 bis.- Se considerarán infracciones graves a las normas sobre transparencia, límites y control del gasto electoral, las siguientes:

a) Haber sobrepasado en un 25% el límite al gasto electoral permitido por esta ley, siempre que dicho porcentaje sea superior a 40 unidades de fomento.

b) Haber sufrido el rechazo de la cuenta general de ingresos y gastos de campaña electoral presentada por el Administrador Electoral del respectivo candidato, por contener ésta una diferencia superior al 20% entre el gasto electoral declarado y lo determinado por el Servicio Electoral.

c) Recibir aportes con infracción a lo dispuesto por el artículo 26 de la presente ley.

d) Resultar condenado por los delitos previstos en los incisos primero, segundo y cuarto del artículo 27 bis; del artículo 27 ter y en el inciso primero del artículo 137 de la ley N° 18.700.

Corresponderá al Consejo Directivo del Servicio Electoral determinar que se han verificado las infracciones señaladas en las letras a), b) o c) precedentes.

Cuando el Consejo Directivo determine que se han verificado infracciones graves, deberá remitir su resolución y los antecedentes al Tribunal Calificador de Elecciones para los efectos previstos en los artículos 60 y 125 de la Constitución Política de la República. Con este mismo objeto, el Consejo Directivo del Servicio Electoral remitirá al Tribunal Calificador de Elecciones las sentencias firmes y ejecutoriadas que condenen a personas por los delitos referidos en la letra d) del inciso primero, dentro de los tres días hábiles siguientes a aquel en que tome conocimiento de ellas.

El Tribunal Calificador de Elecciones conocerá de estas infracciones graves a través de un procedimiento racional y justo, regulado en la forma que establece la ley N° 18.460, debiendo pronunciar su sentencia previa vista de la causa y dentro del plazo de los 10 días hábiles siguientes.”.

-.-.-
DEBATE EN LA COMISIÓN





Al iniciarse el estudio de este cometido, se tuvo en cuenta que a partir de lo resuelto por la Sala del Senado, la Comisión está habilitada para tratar las normas indicadas precedentemente.





En relación con este asunto, el Honorable Senador señor Larraín planteó que el ámbito de competencia de la Comisión considera los asuntos penales del proyecto, y que en este ámbito hay varios temas que puede tratar la Comisión. En primer lugar, hizo presente que hay tipificaciones imprecisas que abarcan situaciones que son de suyo cuestionables, como sancionar el uso que puede  hacer un candidato de una sede social. Asimismo, indicó que hay problemas con la acreditación de la solicitud de aportes irregulares y la determinación del monto por el cual se efectuaron

Planteó que la configuración de los marcos penales es muy acotada, lo que impide al juez aquilatar el daño producido y determinar una pena proporcional a la magnitud del ilícito cometido.
En relación con los aportes realizados por personas jurídicas, recordó que se impone una sanción muy severa incluso en casos en que el aporte sea muy pequeño.




Finalmente, hizo presente que el proyecto no considera sanciones claras para castigar el intervencionismo electoral efectuado por agentes del Estado.

Seguidamente, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor De Urresti, entregó el uso de la palabra al Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Nicolás Eyzaguirre, quien en nombre del Gobierno agradeció la invitación de la Comisión a tratar esta materia. 





Hizo presente que el Gobierno había preparado una serie de proposiciones cuyo contenido general presentaría la abogada asesora del Ministerio, señora Valeria Lübbert.





La señora Lübbert explicó que se había reunido con los asesores de los parlamentarios y con el profesor de Derecho Penal, señor Jean Pierre Matus, para elaborar una serie de proposiciones que el Ejecutivo deseaba que tratase la Comisión.




En consideración a lo anterior, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor De Urresti, sometió en primer lugar a discusión lo prescrito en el número 20 del artículo 2°.





Como se consignó precedentemente, este número prohíbe a las personas jurídicas, con excepción de los partidos políticos y el Fisco, hacer aportes a las campañas políticas.





En relación a esta disposición, el Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Nicolás Eyzaguirre propuso a la Comisión reemplazar este texto por otro que establece lo siguiente:





“Artículo 26.- No podrán efectuar aportes para campaña electoral las personas jurídicas, con excepción de los aportes que efectúen los partidos políticos y el Fisco.





Se considerará aporte todo desembolso o contribución avaluable en dinero y, tratándose de contratos onerosos, las diferencias manifiestas entre el valor de la contraprestación y el precio de mercado.





No se considerará aporte de personas jurídicas la facilitación gratuita de inmuebles de propiedad de personas jurídicas sin fines de lucro destinados habitual y gratuitamente a encuentros de la comunidad, para la realización de actividades propias de campaña. Este uso deberá ser autorizado por escrito por el representante legal de la entidad respectiva, debiendo enviarse copia de ésta al Servicio Electoral por el partido, candidato o administradores electorales.”.





Al iniciarse el estudio de esta proposición, la abogada señora Lübbert explicó que la norma propuesta agrega dos incisos nuevos al artículo 26.

Mediante el primero (nuevo inciso segundo del artículo 26) se precisa que se considerará aporte electoral todo desembolso o contribución avaluables en dinero, y, tratándose de contratos onerosos, las diferencias manifiestas entre el valor de la contraprestación y el precio de mercado.

Agregó que el nuevo inciso tercero indica que no se considerará aporte de personas jurídicas la facilitación gratuita de inmuebles de propiedad de personas jurídicas sin fines de lucro, tales como juntas de vecinos u organizaciones comunitarias, destinadas habitual y gratuitamente a encuentros de la comunidad, para la realización de actividades propias de campaña. Este uso deberá ser autorizado por escrito por el representante legal de la entidad respectiva, debiendo enviarse copia de ésta al Servicio Electoral por el partido, candidato o sus administradores electorales.





A continuación, el señor Presidente de la Comisión entregó el uso de la palabra al Honorable Senador señor Araya, quien observó que la ley vigente contempla una prohibición de uso de los inmuebles de las juntas de vecinos en los actos de campañas políticas. Explicó que esta prohibición está consignada en el inciso primero del artículo 3º de la ley Nº 19.418, sobre juntas de vecinos y organizaciones comunitarias. 





En relación a este asunto, la Comisión tuvo en vista el Dictamen de  la Controlaría General de la República Nº 65880, de 4 de noviembre de 2010, que se refiere extensamente y de forma muy restrictiva a esta prohibición. El texto de esa resolución es el siguiente:

"Se han dirigido a esta Contraloría General, don Ismael Calderón, doña Camila Benado y don Juan Valdés, concejales de Santiago, Huechuraba y la Granja, respectivamente, además de don René González, presidente de la Junta de Vecinos Malaquías Concha de esta última comuna, doña Teresa Espósito, presidenta de la Junta de Vecinos Raúl Silva Henríquez y doña María Bustos, presidenta de la Junta de Vecinos Nataniel Cox, ambas de Santiago, doña Ana Monsalve Muñoz, del Centro Cultural Las Alondras, y don Gonzalo Duarte, ex Diputado de la República, solicitando la reconsideración del dictamen N° 32.289, de 2009, en lo relativo a la prohibición de realizar actividades políticas en las sedes de las juntas de vecinos.

Por su parte, la Comisión de Gobierno Interior y Regionalización de la Cámara de Diputados, y el Alcalde y Concejo de Santiago, han manifestado su preocupación por el citado oficio, y su interés por conocer los resultados de las reconsideraciones presentadas al efecto.

En relación con la materia, cabe expresar que el aludido pronunciamiento -aplicando el dictamen N° 49.202, de 2008, que se refiere, entre otros aspectos, a la imposibilidad de utilizar las sedes de las juntas construidas en terrenos inscritos a nombre de los municipios, para realizar actividades políticas-, señala que, como la ley ha vedado expresamente la posibilidad de que estas entidades participen en tales acciones, los inmuebles que éstas administran también se encuentran afectos a esa prohibición, resultando improcedente que en los mismos, se realicen reuniones de esa índole.

En este contexto, es necesario considerar que la letra b) del artículo 2° de la ley N° 19.418, sobre juntas de vecinos y demás organizaciones comunitarias, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado se fijó por el decreto N° 58, de 1997, del Ministerio del Interior, define a las aludidas juntas como "Las organizaciones comunitarias de carácter territorial representativas de las personas que residen en una misma unidad vecinal y cuyo objeto es promover el desarrollo de la comunidad, defender los intereses y velar por los derechos de los vecinos y colaborar con las autoridades del Estado y de las municipalidades.", estableciendo su artículo 4°, que gozarán de personalidad jurídica si se constituyen de acuerdo a las disposiciones de ese cuerpo legal.

A su turno, el inciso primero del artículo 3° de la citada ley, preceptúa, en lo que interesa, que las referidas juntas deben respetar la libertad religiosa y política de sus integrantes, quedando prohibida toda acción proselitista por parte de dichas organizaciones en tales materias.

En tanto, su artículo 26, establece que el patrimonio de las referidas entidades estará integrado, entre otros, por los bienes muebles o inmuebles que adquirieren a cualquier título.

A su vez, el artículo 28 de la mencionada ley señala que cada junta tendrá derecho a acceder a un local para su funcionamiento, agregando que la municipalidad está obligada a velar por la existencia de a lo menos una sede comunitaria por unidad vecinal, y que deberá facilitar la utilización de locales o recintos, propios o bajo su administración, para las sesiones de aquellas juntas que no cuenten con sede social adecuada.

A continuación, y en armonía con el criterio contenido en el dictamen N° 49.202, es menester recordar que de conformidad con lo dispuesto en los artículos 5°, letra c), 34, 36 y 65, letra e), del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2006, del Ministerio del Interior, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, los municipios tienen, entre sus atribuciones, la de administrar los inmuebles de su propiedad, pudiendo arrendarlos, otorgar concesiones o permisos respecto de ellos y traspasar su dominio o mera tenencia a cualquier título, cumpliendo las condiciones que al efecto establece la ley y en el supuesto que la actividad que se desarrollará en el correspondiente recinto, sea lícita y cumpla con la regulación que al efecto establezca el ordenamiento jurídico.

Además, el referido pronunciamiento señala que no resulta procedente que los municipios empleen bienes municipales en fines ajenos a su afectación principal, agregando que en atención, a que las elecciones constituyen una manifestación de la voluntad soberana de la ciudadanía reconocida por la Constitución Política, y a que la realización de las actividades previas al correspondiente acto eleccionario se encuentran expresamente reguladas por el ordenamiento jurídico, "no existe impedimento jurídico para que los inmuebles de propiedad municipal destinados especialmente al uso público sean entregados a terceros, por la correspondiente municipalidad -como administradora de los mismos- y a través de los mecanismos que la ley le franquea, para que sean utilizados en actividades que se realicen en el marco de las campañas electorales.". Indica también, que tal atribución se debe ejercer respetando reglas mínimas que garanticen la observancia de los principios de probidad administrativa, de igualdad y no discriminación arbitraria, contemplados en la Carta Fundamental, siendo pertinente añadir en este acto, la sujeción al principio democrático consagrado en el artículo 4° de la Ley Suprema, en virtud del cual se debe permitir el acceso de todos los sectores y partidos políticos del país a los inmuebles municipales, en las condiciones ya anotadas.

Precisado lo anterior, cabe concluir -tal como se ha señalado en los dictámenes N°s. 15.212, de 2006, y 32.289, de 2009-, que las juntas de vecinos no tienen la calidad de servicios públicos, por lo cual, la realización de actividades proselitistas por tales entidades en recintos propios o de un tercero, como por ejemplo de un municipio, constituye una acción que transgrede el artículo 3° de la ley N° 19.418 que no puede ser fiscalizada ni sancionada por esta Contraloría General, por cuanto este Organismo de Control se encuentra impedido de intervenir y supervisar las actuaciones de esas entidades privadas, salvo las relativas a la correcta inversión de fondos públicos que pudieren percibir este tipo de entidades (aplica los dictámenes N°s. 10.039, de 2008 y 8.578, de 2010).

Por su parte, las municipalidades tampoco pueden fiscalizar ni aplicar sanciones ante eventuales infracciones del texto leal indicado por parte de estas organizaciones, pues la ley no les otorga dicha facultad.

En otro orden de ideas, es pertinente manifestar que los inmuebles de propiedad municipal destinados especialmente al uso público, que sean facilitados a las juntas de vecinos, también podrán ser entregados por los municipios a terceros para la realización de actividades proselitistas, en la medida que se cumplan las regulaciones vigentes y que no se afecte o impida el funcionamiento de estas organizaciones, ni su derecho a acceder a tales recintos.

Asimismo, cumple reiterar lo expresado en el referido dictamen N° 49.202, en cuanto a que la entrega de bienes municipales a terceros, debe efectuarse cumpliendo las exigencias legales y bajo el supuesto que la actividad que se desarrollará sea lícita y se adecúe al ordenamiento jurídico vigente, lo cual se aplicará, igualmente, a los inmuebles facilitados por el municipio a las señaladas organizaciones comunitarias, por lo que las municipalidades deberán implementar las acciones necesarias para tales efectos, cuestión que podrá ser fiscalizada por esta Contraloría General.

En consecuencia, no corresponde que esta Entidad Fiscalizadora se pronuncie respecto de las prohibiciones que afectan a los bienes de propiedad de las juntas de vecinos, ni tampoco, acerca de determinadas actuaciones de éstas -efectuadas en recintos propios o de terceros-, por cuanto la competencia de este Organismo de Control se extiende a los municipios, pero no así, como regla general, a las aludidas organizaciones, que son personas jurídicas de carácter privado.

En razón de lo expuesto, se reconsideran los oficios N°s. 49.202, de 2008, y 32.289, de 2009, en todo aquello que sea contrario al presente pronunciamiento.

Ramiro Mendoza Zúñiga

Contralor General de la República".
En relación con este antecedente, el Honorable Senador señor Larraín planteó que este asunto, en principio, puede exceder el ámbito de competencia de esta Comisión. Con todo, observó que en muchas zonas rurales del sur de Chile los únicos espacios que se pueden utilizar para reuniones son, precisamente, las juntas de vecinos.
Sobre el particular, se solicitó la opinión a los profesores de Derecho Penal señores Héctor Hernández y Jean Pierre Matus. Ambos académicos agradecieron la invitación cursada, y plantearon que más allá del cumplimiento efectivo de la norma vigente, la formulación del proyecto despachado en el trámite parlamentario anterior, incorpora un tipo penal que incluye dentro de las conductas que se sancionan, la facilitación de estos espacios. 
Añadieron que una cosa es discutir el mérito de la prohibición contemplada en el inciso primero del artículo 3º de la ley Nº 19.418, que en la ley vigente sólo abarca el ámbito administrativo, y otra muy distinta es construir un tipo penal en base a ello.
Por su parte, el Honorable Senador señor Larraín coincidió con el punto anterior, y planteó que tal vez se debía eliminar  la descripción típica.

Sobre el particular, el Ministro señor Eyzaguirre manifestó que al Ejecutivo le interesa dejar claro que los aportes de personas jurídicas están terminante prohibidos, y que toda infracción de esta norma será sancionada penalmente.

Luego, y con el propósito de llegar a un acuerdo más preciso en esta materia, el Honorable Senador señor Larraín señaló que era necesario modificar el artículo 26 de la ley N° 19.884. En este sentido, propuso aprobar la siguiente redacción para el inciso primero del mencionado artículo.
"Artículo 26.- No podrán efectuar aportes para campaña electoral las personas jurídicas de derecho público o de derecho privado, con excepción de los aportes que efectúen los partidos políticos y el Fisco, en la forma que autorice la ley.".

El señor Presidente de la Comisión declaró cerrado el debate y puso en votación la indicación del Honorable Senador señor Larraín.




La Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Espina y Larraín, aprobó esta indicación.





Seguidamente, el señor Presidente de la Comisión puso en discusión los incisos segundo y tercero, nuevos, que el Ejecutivo propuso agregar al artículo 26.





La Comisión, teniendo presente las observaciones planteadas por el Honorable Senador señor Araya, y lo que dictaminó la Contraloría General de la República, acordó, por la unanimidad de sus miembros presentes, aprobar la idea de agregar dos inciso nuevos al artículo 26, con la sola enmienda de suprimir en el inciso tercero la frase “tales como juntas de vecinos u organizaciones comunitarias,”. Concurrieron a este acuerdo los Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Espina y Larraín.

A continuación, el señor Presidente de la Comisión, sometió a debate el número 22 del artículo 2°.




Como se ha señalado en un acápite anterior, dicha disposición agrega un inciso final al artículo 27 A de la ley N° 19.884, sobre Transparencia, Límite y Control del Gasto Electoral.





En lo que interesa a este informe, el mencionado precepto prescribe que sin perjuicio de las sanciones específicas que establece la ley, las infracciones cometidas por particulares, entidades aportantes, candidatos y partidos políticos serán sancionadas con multas a beneficio fiscal, en el porcentaje que en cada caso indica.

El texto en estudio agrega al artículo 27 A de la ley N° 19.884, el siguiente inciso final, nuevo:

“Tratándose de personas jurídicas, serán sancionadas con multa equivalente al triple del monto ilegalmente aportado, aplicándose esta sanción, además, a todos los miembros de su directorio que hayan concurrido favorablemente al acuerdo.”
Al comenzar su análisis, el señor Presidente de la Comisión entregó el uso de la palabra al Honorable Senador señor Larraín, quien connotó que esta disposición puede entrar en una relación concursal con lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 27 bis, pues podrían entenderse referidos a la misma figura típica.

A continuación, el Honorable Senador señor De Urresti planteó que es muy poco probable que una persona jurídica acuerde formalmente hacer un aporte ilegal a una campaña. Por el contrario, las circunstancias recientes han demostrado que en estos casos tienen lugar situaciones de hecho, en la que las personas que obran a nombre de diversas compañías, proceden directamente a hacer el aporte. Expresó que esa situación es la que se quiere evitar.

Sobre el particular, el profesor señor Matus explicó que el artículo 27 A incorpora una sanción pecuniaria, de carácter administrativo, aplicable a las personas jurídicas que aportan a las campañas. Añadió que no tiene sentido hacer una mención expresa a los directores o representantes de la sociedad que ejecutan esos actos, pues en dichas situaciones procede la responsabilidad penal directa, en virtud de lo que se considerará en el artículo 27 bis. Recordó que el inciso segundo del artículo 58 del Código Procesal Penal establece que por regla general sólo son capaces de cometer delitos las personas naturales, y cuando se trata de hechos en los que participa una entidad moral, responden por ella quienes hayan participado en su nombre ejecutando los actos ilícitos. Por esa razón, propuso eliminar en el mencionado inciso final la frase: "aplicándose esta sanción, además, a todos los miembros de su directorio que hayan concurrido favorablemente al acuerdo", y la coma que le antecedente.

El señor Presidente de la Comisión concordó con este criterio y formuló una indicación en este sentido.
La Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Espina y Larraín, acogió esta indicación.

A continuación, el señor Presidente de la Comisión sometió a discusión el número 23 del artículo 2°.

Esta disposición, Incorpora, a continuación del mencionado artículo 27 A de ley N° 19.884, el siguiente artículo, nuevo:

“Artículo 27 bis.- El que usando procedimientos distintos a los contemplados en esta ley y en la ley N° 18.603, otorgue u obtenga aportes para candidaturas o partidos políticos, cuyo monto excediere en un 50% lo permitido por la ley, sea de manera individual o en el conjunto de los aportes permitidos, será castigado con presidio menor en su grado medio y multa equivalente al triple de lo otorgado u obtenido.

Tratándose de aportes otorgados u obtenidos por o de una persona jurídica, se impondrá la pena señalada en el inciso anterior, sin importar el monto del aporte, aplicándose lo dispuesto en el artículo 58 del Código Procesal Penal.

El ofrecimiento o la solicitud de los aportes sancionados por los incisos anteriores serán castigados con multa equivalente al doble de lo ofrecido o solicitado.

El que utilice los aportes o fondos obtenidos del Fisco, que regulan las leyes referidas en el inciso primero, en una finalidad distinta a la cual están destinados en virtud de la ley será castigado con presidio menor en su grado medio. El tercero que, a sabiendas, se haya beneficiado de tales actos, será castigado con presidio menor en su grado mínimo.”.
En relación con este precepto, el Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Nicolás Eyzaguirre, propuso a la Comisión reemplazar este número por el siguiente:
“23.- Agrégase, a continuación del artículo 27ª, el siguiente artículo 27 bis, nuevo:

Artículo 27 bis.- El que usando procedimientos distintos a los contemplados en esta ley, y en la ley N° 18.603, otorgue u obtenga aportes para candidaturas o partidos políticos cuyo monto excediere en un 50% lo permitido por la ley, sea de manera individual o en el conjunto de los aportes permitidos, será castigado con presidio menor en su grado medio y multa equivalente al triple de lo otorgado u obtenido.

Tratándose de aportes otorgados u obtenidos por o de una persona jurídica, usando procedimientos distintos a los contemplados en esta ley y con infracción al artículo 26, se impondrá la pena señalada en el inciso anterior, sin importar el monto del aporte, aplicándose lo dispuesto en el artículo 58 del Código Procesal Penal.





El ofrecimiento o la solicitud de los aportes sancionados por los incisos anteriores serán castigados con multa equivalente al doble de lo ofrecido o solicitado.





El que utilice los aportes o fondos obtenidos del Fisco, que regulan las leyes referidas en el inciso primero, en una finalidad distinta a la cual están destinados en virtud de la ley, será castigado con presidio menor en su grado medio. El tercero que, a sabiendas, se haya beneficiado de tales actos será castigado con presidio menor en su grado mínimo.”.
Al iniciarse el estudio de esta materia, el Honorable Senador señor Larraín connotó que en esta disposición muestra la rigidez del marco penal propuesto por el proyecto, porque se sanciona con la misma pena a todos los aportes realizados por las colectividades a las candidaturas, independiente del monto de los mismos. Añadió que esto también supone una discriminación frente a las donaciones que hagan las personas naturales, las que son sancionadas solo si utilizan procedimientos distintos a los contemplados en la ley, y el emolumento entregado es superior al 50% del máximo permitido.

Sobre el punto, el profesor señor Matus explicó que esta disposición parte de la idea que los aportes de las personas jurídicas están estrictamente prohibidos, y cualquier infracción a esta norma genera responsabilidad inmediata para su autor, de carácter administrativo sancionatorio para la entidad involucrada, y otra de naturaleza penal para la persona que haya obrado materialmente en representación de o por la empresa.

Manifestó que, en cambio, el tope del 50 por ciento que se impone a las personas jurídicas es discutible, de la misma forma, lo es la idea de solo sancionar las actuaciones que excedan ese límite y que se hagan con infracción al procedimiento establecido en esta ley.

Seguidamente intervino el Honorable Senador señor Espina, quien manifestó que la prohibición absoluta de aportes de las personas jurídicas fue acogida por el Congreso Nacional.

Con todo, puntualizó que en la práctica puede ser muy difícil distinguir si el aporte provenía de una persona natural o jurídica, pues, por ejemplo, es perfectamente posible que un vecino facilite su casa para una reunión con un candidato a concejal, lo que según esta ley constituye un aporte en especie y, en definitiva, resulte que el inmueble estaba a nombre de una sociedad o de una comunidad hereditaria constituida como persona jurídica, caso en el cual se configuraría un delito, aunque los involucrados no hayan tenido conciencia de lo que hacían.

Al respecto, el profesor señor Matus recordó que el artículo 1º del Código Penal parte de la base las personas solo responden por lo que saben que están haciendo. Por esa razón, en el caso planteado por el Honorable Senador señor Espina, consistente en que una candidatura inadvertidamente acepta un aporte en especie proveniente de una persona natural que veladamente actuaba por una persona jurídica, se configura un error del tipo, que hace que la actuación no sea punible.

Añadió que situaciones como la anteriormente reseñada justifican la regla que establece que en estos casos la acción penal solo procederá a instancia previa del Servicio Electoral.

Seguidamente, intervino el profesor señor Hernández, quien observó que la definición de aportes que establece el inciso segundo del artículo 26 es muy amplia, lo que da pie a que la aplicación del tipo que plantea el artículo 27 bis se pueda configurar en un número inusitadamente alto de casos, y muchos de ellos pueden terminar con una sanción penal desproporcionada.

Sobre el particular, la abogada señora Lübbert señaló que el grupo de trabajo tuvo en vista las normas que sancionan el cohecho y la prevaricación, en las que se tipifica la solicitud u oferta de todo tipo de dádivas. Recordó que en este caso el bien jurídico comprometido es la confianza, credibilidad e integridad del sistema electoral y de los mecanismos de financiamiento de la política.

Seguidamente, el Honorable Senador señor Larraín planteó que aceptado el criterio de que todo aporte efectuado por una persona jurídica es punible, es menester introducir alguna graduación que permita establecer sanciones proporcionales a la infracción.

Al respecto, el profesor señor Matus observó que si se parte de la base que los aportes efectuados por personas jurídicas son penalmente perseguibles, cabría la posibilidad de incorporar la inquietud planteada por el Honorable Senador señor Larraín y establecer que ante situaciones aisladas de menor entidad, el Servicio Electoral podría discrecionalmente no ejercer la acción penal.

Por su parte, los Honorables Senadores señores Araya y Espina se mostraron partidarios de mantener la idea de sancionar penalmente a las personas jurídicas que intervienen financieramente en la política, pero estableciendo cierta amplitud para que el juez pueda determinar la entidad de la infracción y la pena que corresponda. Lo anterior, agregaron, podría ponerse en práctica estableciendo en este caso una pena compuesta por dos grados.

A su turno, el profesor señor Hernández connotó que si se parte de la base que todo aporte efectuado por o recibo de una persona jurídica es un hecho ilícito, y en cambio las personas naturales están facultadas para ello hasta cierto monto, no parece tener ningún sentido establecer dos requisitos copulativos en el inciso primero del artículo 27 bis: (1) que se sobrepase un determinado monto en el aporte que se hace para fines electorales, y (2) la condición de que lo haga por medio de procedimientos distintos a los establecidos en la ley.

Explicó que si la idea es desconcentrar los aportes de las personas naturales, debería sancionarse toda entrega de fondos que esté por sobre un tope, independiente de si se hizo conforme al procedimiento establecido en la ley.
A continuación, hizo uso de la palabra el señor Presidente de la Comisión, quien puntualizó que la discusión anterior se podría sistematizar en las siguientes ideas que pueden ser sometidas a consideración de esta instancia:

1) Ampliar el rango de la pena para que el juez pueda aplicar una sanción más proporcional a la entidad  que comete la infracción. Para ello propuso establecer que quien otorgue u obtenga aportes por sobre un determinado porcentaje se le aplique la pena de presidio menor en su grados mínimo a medio.

2) Como contrapartida a lo anterior, bajar de 50 % a 40 % el umbral por sobre el cual se considera que un aporte electoral hecho por una persona natural constituye un ilícito.

3) Excluir la exigencia de actuar fuera del procedimiento establecido en la ley.

4) Partiendo de la base que todo aporte efectuado por una persona jurídica es un ilícito penal, establecer que para casos de infracciones aisladas de menor entidad el Servicio Electoral podrá optar por no ejercer la acción penal.

Estos criterios quedan desarrollados en la siguiente formulación alternativa para los incisos primero y segundo del artículo 27 bis, que al efecto presentó la asesora del Ministerio, señora Lübbert:

"Artículo 27 bis.- El que otorgue u obtenga aportes para candidaturas o partidos políticos, de aquellos regulados por esta ley y por la ley Nº 18.603, cuyo monto excediere en un cuarenta por ciento de lo permitido por ley, sea de manera individual o en el conjunto de los aportes permitidos, será castigados con presidio menor en sus grados mínimo a medio y multa equivalente al triple de lo otorgado u obtenido.

Tratándose de aportes otorgados u obtenido por o de una persona jurídica, con infracción a lo que dispone el artículo 26, se impondrá la pena señalada en el inciso anterior, sin importar el monto del parte, aplicándose lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 58 del Código Procesal Penal. No obstante, excepcionalmente y tratándose de aportes aislados en los que no hay habitualidad y cuyo monto global sea inferior a cincuenta unidades de fomento, el Servicio Electoral podrá no presentar denuncia o querella respecto de tales hechos, sin perjuicio de la sanción administrativa que corresponda.".

La Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Espina y Larraín, aprobó esta redacción.
Seguidamente, el Honorable Senador señor Araya planteó que la entidad de las sanciones aprobadas, sumado al sistema general de determinación de penas que prevé el Código Penal, hace que en la práctica las penas efectivas que puedan discutirse en estos casos sean bajas, lo que por su parte dará pie a que muchos fiscales soliciten la suspensión condicional del procedimiento.

Explicó que esta es una vía por la cual el Ministerio Público usualmente termina las causas por delitos de baja entidad y, en este caso tal circunstancia podría implicar una virtual impunidad de todas las infracciones al sistema de financiamiento de la política, lo que contravendría abiertamente los propósitos del proyecto. 

En razón de lo anterior, consideró necesario incluir una norma especial que imposibilite esta salida alternativa en estos delitos.

Al respecto, el Honorable Senador señor Espina señaló que la suspensión condicional es una institución que ha sido objeto de muchas críticas, no sólo en este tipo de casos, sino en su aplicación general. Ello importa que la reconfiguración de esta salida alternativa deba analizarse en su propio mérito, para la generalidad del sistema penal, y no solo para los ilícitos específicos que ahora se tratan. Explicó que el ámbito adecuado para considerar esta proposición es en la discusión en particular del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que facilita la aplicación efectiva de  las penas establecidas para los delitos de robo, hurto y receptación, y mejora la persecución penal en dichos delitos, Boletín Nº 9.885-07.

Los demás miembros de la Comisión secundaron la apreciación anterior, y dejaron constancia para la historia fidedigna del establecimiento de esta ley, que en el futuro se debe estudiar una vía para limitar el acceso a la suspensión condicional del procedimiento en estos delitos.

A continuación, la Comisión estudió el inciso tercero del artículo 27 bis.

En primer lugar, el señor Presidente de la Comisión entregó el uso de la palabra al profesor señor Matus, quien señaló que en la configuración del ofrecimiento o en la solicitud de aportes ilícitos se presenta un problema de prueba que es complejo. En todo caso, precisó, se trata de una situación similar a la que se presenta en la de la figura de cohecho, en la que por cumplimiento de obligaciones internacionales, nuestra legislación sanciona de forma expresa al funcionario que solicita dádivas o al particular que las ofrece. Observó que la sanción prevista en este caso es menor, ya que solo se aplica una multa.
Por su parte, el profesor señor Hernández manifestó que esta situación es distinta a la explicada por quien le antecedió en el uso de la palabra, porque en primer término en este caso no hay una obligación internacional de penar estas conductas, como si ocurre con el cohecho. En segundo término, explicó que bajo cualquier circunstancia entregar dádivas a un funcionario público para que haga su trabajo, u omita ejecutar un deber de su cargo, o se aparte de las normas funcionarias, es un ilícito; en cambio esta ley incentiva que el financiamiento de la política descanse en una multitud de pequeñas contribuciones hechas por personas naturales. Por lo mismo, agregó, solo se considera ilícitos los aportes individuales desmedidos. En razón de lo anterior, la oferta o solicitud de aportes legales es en principio una conducta lícita, y las distinciones que acá operan pueden pugnar con el principio de tipicidad.

A su turno, el Honorable Senador señor Espina observó que la situación descrita podría ser empleada por todos los contrincantes que perdieron una elección determinada, pues con mucha facilidad se podría configurar una hipótesis penada sobre la base a un hecho ambiguo.

Al respecto, el Honorable Senador señor De Urresti planteó que en principio comparte la observación anterior. Con todo, en este caso no se trata de un ofrecimiento o solicitud cualquiera, sino un acto preparatorio de un delito, que como antes se explicó, afecta a las bases de la credibilidad del sistema político. En razón de lo anterior, planteó la necesidad de dar una señal y acoger la norma propuesta.

Por su parte, el Honorable Senador señor Larraín indicó que los problemas probatorios en este caso serán evidentes, pero es muy relevante que existan tipificaciones similares en el caso de cohecho, que afecta bienes jurídicos de similar magnitud al que ahora está en juego. Por esta razón, fue partidario de aprobar esta hipótesis.

La Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Espina y Larraín, aprobó el inciso tercero del artículo 27 bis.
Seguidamente, la Comisión estudió el inciso final del artículo 27 bis.

En primer lugar, intervino el profesor señor Hernández, quien destacó que esta norma tiene pleno sentido cuando aún no se han cancelado las cuentas de la candidatura, y se reciben dineros por el Servicio Electoral para destinarlos a ese propósito. Pero en cambio si la situación consiste en un candidato que pidió un crédito personal para pagar su postulación, financia con esos fondos los gastos de su campaña, y posteriormente recibe dineros fiscales, que destina al pago de ese crédito, podría inadvertidamente configurar el tipo, pues los fondos públicos que se reciban sólo puede destinarse a pagar gastos de campaña, y no obligaciones financieras.

Al respecto, el Ministro señor Eyzaguirre planteó que esa observación se puede corregir con un cambio en la redacción de este precepto. Explicó que la idea es sancionar al que hace un mal uso de los fondos públicos que recibe del Servicio Electoral. Puntualizó que si el candidato destina esos dineros a pagar un crédito con el que previamente financió gastos lícitos de su campaña, sin lugar a dudas el fin público de la asignación se ha cumplido a cabalidad, y no hay delito.

Sobre el particular, el Honorable Senador señor Araya recordó que el Servicio Electoral califica cada gasto, y por tanto el reembolso de un préstamo podría quedar fuera, ya que los gastos propiamente tales no se financiarían, en ese caso, con el pago fiscal.

Añadió que la norma en análisis puede generar este problema, y el asunto se podría resolver si en vez de establecer un tipo especial se recurriera a la figura contemplada en el número 8 del artículo 470 del Código Penal, que sanciona el fraude para obtener subvenciones públicas.

En relación con lo previamente indicado, el Ministro señor Eyzaguirre expresó que el problema parece estribar en combinar, en una sola disposición, el reembolso a las candidaturas, y el que corresponde a los partidos políticos. Explicó que en primer caso siempre se trata de un pago contra un gasto previamente aprobado, por tanto no podría darse la situación descrita en este precepto. En cambio ello si podría tener lugar en el caso de los aportes a los partidos políticos, que están en posición de presentar cuentas globales adulteradas para obtener pagos indebidos. En razón de lo anterior, propuso limitar el delito a los aportes obtenidos del Fisco, en virtud de lo dispuesto en la ley Nº 18.603, orgánica constitucional de partidos políticos.

A su turno, intervino el profesor señor Hernández, quien recordó que el número 8 del artículo 470 no es aplicable en este caso, porque se trata de una forma particular de estafa, que pertenece a un grupo de delitos que requiere siempre un engaño al sujeto pasivo, elemento que en este precepto no se exige. Explicó que si la candidatura o el partido construyen un engaño para obtener esta devolución, se configura una estafa pura y simple.

Respecto de lo expresado previamente por el señor Ministro, sostuvo que es preferible hacer la especificación propuesta, porque la conducta que acá se penaliza es una situación mucho más plausible en el caso del financiamiento de los partidos políticos, ya que se trata de fondos que llegan antes y que se deben destinar a un único fin; en cambio, en el caso de las candidaturas se paga contra gastos pasados ya efectuados, que se aceptan o rechazan antes de pagarlos, por tanto la posibilidad de destinarlos a un fin distinto es muy improbable.

El Honorable Senador señor Espina coincidió con el planteamiento anterior.

El señor Presidente de la Comisión sostuvo que al parecer ya se había formado un criterio común sobre el punto, por lo que se debe considerar la parte final del inciso, que sanciona al tercero que a sabiendas se aproveche de este pago indebido.

En relación con este punto, el profesor señor Hernández planteó que era innecesario hacer en este inciso una mención al tercero que a sabiendas se haya beneficiado de estos recursos mal habidos. Recordó que esta figura coincide plenamente con el aprovechamiento de las especies provenientes del delito, que el artículo 17 del Código Penal ocupa para definir el encubrimiento. En razón de lo anterior, sostuvo que a menos que haya una razón clara para aprobar la regla que se propone al final de este inciso, es mejor eliminar y dejar la regulación de este asunto a las reglas generales del Código Penal.

Finalmente, el señor Presidente de la Comisión declaró cerrado el debate y sometió a consideración una formulación para inciso final del artículo 27 bis que contenga los siguientes elementos:

1) Que el delito de destinación indebida de fondos obtenidos por el Servicio Electoral solo se circunscribirá a los dineros recibidos por los partidos políticos.

2) Que se elimine la mención a los terceros que se aprovecha maliciosamente de esta figura, dejando su penalización a las reglas generales establecidas por el Código Penal.
La Comisión, concordó con este criterio y aprobó el inciso final del artículo 27 bis, con las enmiendas ya indicadas. Concurrieron a este acuerdo los Honorables Senadores señores Araya, De Urresti y Espina.

Seguidamente, el señor Presidente de la Comisión hizo presente que se debía examinar el número 24 del artículo 2°.
Esta disposición agrega los siguientes artículos 27 ter y 27 quáter, nuevos, a la ley N° 19.884. 
“Artículo 27 ter.- El administrador electoral, el administrador general electoral o el administrador general de fondos de un partido político que en sus rendiciones de cuentas al Servicio Electoral a sabiendas proporcione antecedentes falsos o certifique hechos falsos, será sancionado con la pena de presidio menor en su grado máximo.

Artículo 27 quáter.- Las investigaciones de los delitos descritos en los artículos 27 bis y 27 ter sólo podrán ser iniciadas por denuncia o querella del Servicio Electoral, sin perjuicio del derecho de toda persona de denunciar dichas infracciones ante el Servicio Electoral.

Los tribunales con competencia en lo penal deberán remitir al Consejo Directivo del Servicio Electoral las sentencias firmes y ejecutoriadas que condenen a personas por los delitos previstos en la letra d) del artículo 28 bis de esta ley, en un plazo de cinco días hábiles desde que se encuentren en dicho estado.”.
En relación con este número el Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Nicolás Eyzaguirre, propuso introducirle dos enmiendas:

La primera incide en el inciso primero del artículo 27 ter y consiste en agregar, a continuación de la expresión “partido político que”, el término “a sabiendas”.

La segunda, recae en el inciso segundo del artículo 27 quáter. Ella consiste en reemplazar la letra d) por “letra c”.

Al respecto, el Honorable Senador señor Espina observó que la expresión "a sabiendas" que establece el inciso primero del artículo 27 ter  no agrega nada, pues el Código Penal parte de la base que los ilícitos que describe son punibles cuando se obra con dolo, y solo excepcionalmente es sancionada la comisión culposa.

Sobre el particular, el profesor señor Hernández explicó que la doctrina penal en principio coincide con lo señalado anteriormente, pero la práctica jurisprudencial nacional, a lo menos desde la década del 60 del siglo pasado, entiende que la expresión "a sabiendas" exige que la conducta sancionada sea realizada con dolo directo.

Por su parte, el profesor señor Matus coincidió con lo explicado previamente, y añadió que también debe tenerse en vista que el administrador maneja miles de boletas, facturas y documentos de gastos electorales, por tanto, razonó, no debería sancionarse penalmente un mero error, sino la voluntad positiva de perjudicar al Fisco con una rendición que se sabe que es falsa.

Seguidamente, el señor Presidente de la Comisión declaró cerrado el debate y puso en votación el artículo 27 ter, con la enmienda propuesta por el Ejecutivo.
La Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Araya, De Urresti y Espina, aprobó el artículo 27 ter, en los términos indicados precedentemente.
Con la misma votación, aprobó con enmiendas de forma, el artículo 27 quáter. 
A continuación, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor De Urresti, planteó que la última disposición que debía tratar la Comisión es el número 25 del artículo 2°. 

Este precepto, incorpora, a continuación del artículo 28 de la ley N° 19.884, el siguiente artículo 28 bis, nuevo:

“Artículo 28 bis.- Se considerarán infracciones graves a las normas sobre transparencia, límites y control del gasto electoral, las siguientes:

a) Haber sobrepasado en un 25% el límite al gasto electoral permitido por esta ley, siempre que dicho porcentaje sea superior a 40 unidades de fomento.

b) Haber sufrido el rechazo de la cuenta general de ingresos y gastos de campaña electoral presentada por el Administrador Electoral del respectivo candidato, por contener ésta una diferencia superior al 20% entre el gasto electoral declarado y lo determinado por el Servicio Electoral.

c) Recibir aportes con infracción a lo dispuesto por el artículo 26 de la presente ley.

d) Resultar condenado por los delitos previstos en los incisos primero, segundo y cuarto del artículo 27 bis; del artículo 27 ter y en el inciso primero del artículo 137 de la ley N° 18.700.

Corresponderá al Consejo Directivo del Servicio Electoral determinar que se han verificado las infracciones señaladas en las letras a), b) o c) precedentes.

Cuando el Consejo Directivo determine que se han verificado infracciones graves, deberá remitir su resolución y los antecedentes al Tribunal Calificador de Elecciones para los efectos previstos en los artículos 60 y 125 de la Constitución Política de la República. Con este mismo objeto, el Consejo Directivo del Servicio Electoral remitirá al Tribunal Calificador de Elecciones las sentencias firmes y ejecutoriadas que condenen a personas por los delitos referidos en la letra d) del inciso primero, dentro de los tres días hábiles siguientes a aquel en que tome conocimiento de ellas.

El Tribunal Calificador de Elecciones conocerá de estas infracciones graves a través de un procedimiento racional y justo, regulado en la forma que establece la ley N° 18.460, debiendo pronunciar su sentencia previa vista de la causa y dentro del plazo de los 10 días hábiles siguientes.”.

Al iniciarse el estudio de esta materia, el Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Nicolás Eyzaguirre, sugirió aprobar este número con la enmienda consistente en suprimir la letra c) previamente transcrita. Asimismo, efectuar algunos cambios formales que son consecuencia de dicha proposición.

En primer término, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor De Urresti, planteó que era conveniente examinar en primer lugar la situación descrita en la letra b) del artículo 28 bis. Hizo presente que su configuración puede llevar a la destitución de una persona que ha sido elegida para servir un cargo de elección popular por un error al momento de presentar su cuenta de gastos. Añadió que la norma no especifica cuál es el procedimiento para hacer la rendición de cuentas que se objeta, y si frente a tal circunstancia se otorga una vía para rectificar, enmendar o reclamar de la decisión del Servicio Electoral.
En respuesta a esta inquietud, la abogada asesora del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Valeria Lübbert explicó que el proyecto considera la incorporación de un procedimiento reglado, que comprende una instancia para la formulación de observaciones, un plazo para acompañar la información, y un etapa final en la que se califican los descargos y datos aportados por el requerido, a efecto de aprobar o rechazar la cuenta de gastos que ha presentado.
Manifestó que no hay un recurso propiamente tal, pero sí un procedimiento que parte de la base de una proposición emitida por el Subdirector del Servicio, una resolución que determina el Director de la entidad, y un tercer paso, que supone el acuerdo del Consejo del Servicio Electoral. 

A su turno, los Honorables Senadores señores Araya y Espina indicaron que en este caso no se requiere que se exceda el límite máximo de gasto, que es la hipótesis de la letra a), sino sólo que haya un diferencia entre lo determinado como gasto efectivo por el Servicio y lo declarado por el administrador. Observaron que esta diferencia puede quedar limitada al 20% del gasto, lo que en una elección de concejales en una comuna pequeña puede ser un monto menor de dinero, que perfectamente puede haber pasado desapercibido por tratarse de una diferencia de apreciación en la valorización de un aporte en especie.

Explicaron que la mayor parte de las comunas de Chile están en esta condición, por tanto, argumentaron que la posibilidad de que esta situación se configure es alta, pues en la práctica los candidatos de esas localidades realizan sus campañas con muy pocos recursos, no cuentan con administradores profesionales que se hagan cargo adecuadamente de los asuntos administrativos, y pueden terminar siendo destituidos por una infracción menor.

En relación con la letra a), plantearon que un porcentaje fijo, como el que se postula, puede tener sentido en una elección de un parlamentario o cuando se trata de elegir las autoridades de una comuna grande, pero no en una localidad pequeña, que tiene pocos electores.

Por estas razones, plantearon la conveniencia  de que en la letra a)  se suba el tope de 40 unidades de fomento propuesto, y que en la letra b) se precise que se tratar de una conducta maliciosa.

Seguidamente intervino el Ministro señor Eyzaguirre, quien planteó que la letra a) busca establecer cierta equiparidad entre las campañas. Por eso, el exceso de gasto que supera el 25% de lo permitido se traduce en mucho dinero en la elección de autoridades locales de comunas grandes, de parlamentarios o de Presidente de la República. Con todo, se mostró de acuerdo con elevar el piso objetivo de 40 unidades de fomento que plantea esta disposición.

Respecto de la letra b), explicó que la idea es establecer un estándar de cuentas fidedignas, teniendo en vista que los recursos del Servicio Electoral no serán suficientes para fiscalizar todos los gastos de una campaña. Por eso, agregó, habrá una tendencia natural a subvalorar el costo de la misma. En ese contexto, no comete infracción el administrador que presenta una cuenta superior a ese gasto, siempre que no supere el límite establecido en la letra a).

En respuesta a este planteamiento, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor De Urresti planteó que el propósito de este proyecto es terminar con el maridaje del gran capital y las campañas políticas. Explicó que las letras a) y b) del artículo 28 bis apuntan a la dirección contraria, pues las infracciones que establecen se configurarán de forma mucho más habitual en las pequeñas localidades rurales.

A su turno, el Honorable Senador señor Araya observó que en este caso no se considera ningún recurso para reclamar contra la resolución del Servicio Electoral. Asimismo, recordó que la tramitación que tiene lugar en el Tribunal Calificador de Elecciones no está regulada en la ley sino que en autos acordados que dicta este tribunal.
Seguidamente intervino el profesor señor Matus, quien observó que si lo que se pretende salvaguardar en este caso es la equidad entre las campañas, basta con lo que prevé la letra a) del artículo 28 bis. Explicó que en caso de diferencias menores con el tope máximo procedería esta disposición, y para excesos abultados o fondos aportados ilícitamente por personas jurídicas, se configura el delito del artículo 27 bis, que opera de forma automática en este caso. En este escenario, puntualizó, la norma de la letra b) del artículo 28 bis puede resultar baladí.

A su turno, el Ministro señor Eyzaguirre  propuso zanjar la situación elevando el piso de la letra a) a 100 UF y mantener la disposición de la letra b), con dos precisiones: i) que se trate siempre de una diferencia hacia abajo entre el monto de gasto determinado por el Servicio Electoral y lo declarado por el administrador, y ii) que se exija actuar de mala fe, con malicia. Subrayó que es muy importante incorporar en la ley incentivos para que las declaraciones de los administradores sean fidedignas.

Concluido el debate sobre esta materia, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor de Urresti sometió a votación separada las letras a), b) y c).

En primer término puso en votación el encabezado del inciso primero del artículo 28 bis y su letra a):

“Artículo 28 bis. Se considerarán infracciones graves a las normas sobre transparencia, límites y control del gasto electoral, las siguientes:

a) Haber sobrepasado en un veinticinco por ciento el límite al gasto electoral permitido por esta ley, siempre que dicho porcentaje sea superior a cien unidades de fomento.
La Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, y Espina, aprobó esta redacción.

A continuación, el señor Presidente de la Comisión puso en votación la letra b) del artículo 28 bis, enmendada en los términos sugeridos por el Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Eyzaguirre. Su texto es el siguiente:

“b) Haber sufrido el rechazo de la cuenta general de gastos de campaña electoral presentada por el Administrador Electoral del respectivo candidato, por contener ésta una subestimación superior al 20% del gasto electoral declarado en relación a lo determinado por el Servicio Electoral, siempre que dicha subestimación sea superior a 100 UF.”.

En primer lugar, votó el Honorable Senador señor Espina, quien planteó que el problema de la disposición es que no se requiere para su configuración que se haya acreditado un gasto por sobre el máximo exigido, y no hay un procedimiento claro para la configuración de la infracción. Añadió que es atendible el propósito del Ejecutivo, de promover declaraciones fidedignas de gastos electorales, pero observó que ello se podría perseguir mediante la imposición de una multa y no con una pena tan grave como la destitución. En razón de lo anterior votó por el rechazo de esta disposición.

A continuación intervino el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor De Urresti, quien planteó que el procedimiento para la determinación de la infracción establecida en la letra b) adolece de problemas serios de cumplimiento de los estándares mínimos del debido proceso, y no asegura que ante la posibilidad de una sanción tan drástica como la destitución, estén disponibles todas las garantías del caso. En razón de lo anterior, votó por la negativa.

Finalmente, intervino el Honorable Senador señor Araya, quien planteó que el control de la cuenta electoral no está considerado dentro del procedimiento administrativo sancionatorio que esta ley introduce, y que brinda una regulación aceptable. En cambio, la formulación de la letra parece apuntar a una mera constatación contable que el Servicio hace por sí y ante sí, sin posibilidades reales para que el controlado pueda controvertir los cargos que se le hacen. En razón de lo anterior, votó por la negativa.

Por las razones antes indicadas, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Araya, De Urresti y Espina, rechazó la letra b) del artículo 28 bis.

A continuación, y por la misma unanimidad, se suprimió la letra c) del artículo 28 bis.
Luego, el señor Presidente de la Comisión puso en votación la letra d) del artículo 28 bis. Su texto es el siguiente:
“d) Resultar condenado por los delitos previstos en los incisos primero, segundo y cuarto del artículo 27 bis; del artículo 27 ter y en el inciso primero del artículo 137 de la ley N° 18.700.”

La Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Araya, De Urresti y Espina, aprobó esta letra, consignándola como nueva letra b) del artículo 28 bis.

Seguidamente, la Comisión trato los incisos segundo, tercero y cuarto  del artículo 28 bis. Su texto es el siguiente:

“Corresponderá al Consejo Directivo del Servicio Electoral determinar que se han verificado las infracciones señaladas en las letras a), b) o c) precedentes.

Cuando el Consejo Directivo determine que se han verificado infracciones graves, deberá remitir su resolución y los antecedentes al Tribunal Calificador de Elecciones para los efectos previstos en los artículos 60 y 125 de la Constitución Política de la República. Con este mismo objeto, el Consejo Directivo del Servicio Electoral remitirá al Tribunal Calificador de Elecciones las sentencias firmes y ejecutoriadas que condenen a personas por los delitos referidos en la letra d) del inciso primero, dentro de los tres días hábiles siguientes a aquel en que tome conocimiento de ellas.

El Tribunal Calificador de Elecciones conocerá de estas infracciones graves a través de un procedimiento racional y justo, regulado en la forma que establece la ley N° 18.460, debiendo pronunciar su sentencia previa vista de la causa y dentro del plazo de los 10 días hábiles siguientes.”.

Al respecto, los miembros de la Comisión tuvieron en consideración, en primer lugar, que el rechazo acordado a la letra b) de la formulación del Ejecutivo impone la necesidad de hacer las correcciones formales en el inciso segundo y tercero de esta disposición, y en el inciso segundo del artículo 27 quáter.

En segundo lugar, el Honorable Senador señor Araya reiteró que tanto el procedimiento que sigue el Servicio Electoral para determinar si se ha cometido una infracción grave, como la regulación del funcionamiento del Tribunal Calificador de Elecciones para destituir a un candidato electo, queda entregado a un auto acordado. Subrayó que este estándar es de suyo deficiente, y está lejos de cumplir el requisito básico del proceso legalmente tramitado, que impone el párrafo sexto del número 3) del artículo 19 de la Carta Fundamental.

Añadió que el Tribunal Calificador de Elecciones está consciente de esa situación, y está estudiando un anteproyecto de ley para regular esta materia.
El Presidente de la Comisión, el Honorable Senador señor De Urresti, manifestó que lo señalado por el Honorable Senador señor Araya es muy importante,  y debe quedar establecido claramente para la historia de la ley. En este mismo sentido, sugirió que el Ejecutivo debería presentar esta iniciativa que resuelva este problema.

Concluido el debate de estos incisos, el señor Presidente de la Comisión sometió a votación los incisos, con las enmiendas indicadas precedentemente.

La Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Araya, De Urresti y Espina, aprobó estos preceptos.

- - -

Finalmente, la Comisión consideró una indicación de los Honorables Senadores señores Espina y Larraín, para introducir en el artículo 2°, un número nuevo, que contemple el siguiente artículo 28 ter:

"Artículo 28 ter.- Las autoridades elegidas por votación popular y los funcionarios de la administración central y descentralizada, los funcionarios municipales y los que presten servicio en las empresas del Estado o en las que éste tenga participación en la propiedad, incurrirán en las penas que a continuación se indican, según el caso:

a) Los que, de cualquier forma, obligaren a cualquier otro funcionario de los señalados a aportar a una campaña electoral o partido político, será sancionado con presidio menor en su grado mínimo a medio y multa equivalente al triple de lo recaudado.

b) Los que, abusando de su cargo o función pública, favoreciere la campaña electoral de un candidato o un partido político en desmedro de otro, será penado con presidio menor en su grado mínimo y multa equivalente a dos  meses de su remuneración imponible.".

Al iniciarse el estudio de esta indicación, intervino el Ministro señor Eyzaguirre, quien observó que la regulación sancionatoria de este proyecto se ha discutido por meses en la Comisión especial del Senado creada al efecto, y una norma como la que ahora se plantea nunca ha sido puesta en debate. Señaló que esta idea requiere un mayor análisis lo que desaconseja su aprobación. 

A su turno, el profesor señor Hernández destacó que la definición de empleado público que se utiliza en el inciso primero del artículo 28 ter es distinta a la que está contenida, en términos generales, en el artículo 260 del Código Penal, lo que puede importar un problema interpretativo mayor.

Precisó que la letra a) sólo tendría sentido si la conducta estuviere referida a los aportes sancionados en el esta ley o en la Nº 18.603, pero en ningún caso se podría hacer una aplicación más extensiva, como en principio parece plantear la disposición. Añadió  que la formulación de este literal tiene cierta similitud a la figura de cohecho por favorecimiento, que establece el inciso segundo del artículo 248 bis del Código Penal, pero en esa sede tiene más sentido porque toda infracción del deber funcionario a cambio de una dádiva es sancionable. En cambio, precisó, no todo aporte a una campaña merece una sanción.

En relación con la letra b), planteó que la expresión "favorecer" difícilmente cumple el requerimiento de tipicidad legal.

Seguidamente, el señor Presidente de la Comisión declaró cerrado el debate y puso en votación la indicación.

La Comisión, por mayoría de votos, rechazó esta indicación. Votaron en contra los Honorables Senadores señores Araya y De Urresti. Se pronunció a favor el Honorable Senador señor Espina. 

-.-.-.-




En mérito de los antecedentes y acuerdos precedentemente señalados, la Comisión de Constitución Legislación, Justicia y Reglamento propone a la Sala aprobar las siguientes enmiendas al texto que ha propuesto la Comisión Especial Encargada de Conocer Proyectos Relativos a Probidad y Transparencia, y la Comisión de Hacienda:
ARTÍCULO 2º

Número 20

Reemplazarlo por el siguiente:

“20. Sustitúyese el artículo 26 por el siguiente:

“Artículo 26. No podrán efectuar aportes para campaña electoral las personas jurídicas de derecho público o derecho  privado, con excepción de los que realicen los partidos políticos y el Fisco, en la forma en que lo autoriza la ley. (Unanimidad. 4 x 0. Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Espina y Larraín).

Se considerará aporte todo desembolso o contribución avaluable en dinero y, tratándose de contratos onerosos, las diferencias manifiestas entre el valor de la contraprestación y el precio de mercado. (Unanimidad. 4 x 0. Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Espina y Larraín).

No se considerará aporte de personas jurídicas la facilitación gratuita de inmuebles de propiedad de personas jurídicas sin fines de lucro destinados habitual y gratuitamente a encuentros de la comunidad, para la realización de actividades propias de campaña. Este uso deberá ser autorizado por escrito por el representante legal de la entidad respectiva, debiendo enviarse copia de ésta al Servicio Electoral por el partido, candidato o sus administradores electorales.”. (Unanimidad. 4 x 0. Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Espina y Larraín).

Número 22

Sustituirlo por el siguiente:

“22. Agrégase en el artículo 27 A, el siguiente inciso final, nuevo:

“Tratándose de personas jurídicas, serán sancionadas con multa equivalente al triple del monto ilegalmente aportado.”. (Unanimidad. 4 x 0. Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Espina y Larraín).

Número 23

Sustituirlo por el siguiente:

“23. Agrégase, a continuación del artículo 27 A, el siguiente artículo 27 bis, nuevo:

“Artículo 27 bis. El que otorgue u obtenga aportes para candidaturas o partidos políticos, de aquellos regulados por esta ley y por la ley N° 18.603, cuyo monto excediere en un cuarenta por ciento lo permitido por la ley, sea de manera individual o en el conjunto de los aportes permitidos, será castigado con presidio menor en sus grados mínimo a medio y multa equivalente al triple de lo otorgado u obtenido. (Unanimidad. 4 x 0. Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Espina y Larraín).

Tratándose de aportes otorgados u obtenidos por o de una persona jurídica, con infracción a lo que dispone el artículo 26, se impondrá la pena señalada en el inciso anterior, sin importar el monto del aporte, aplicándose lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 58 del Código Procesal Penal. No obstante, excepcionalmente y siempre que se trate de aportes aislados en los que no hay habitualidad y cuyo monto global sea inferior a cincuenta unidades de fomento, el Servicio Electoral podrá  no presentar denuncia o querella respecto de tales hechos, sin perjuicio de la sanción administrativa que corresponda. (Unanimidad. 4 x 0. Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Espina y Larraín).

El ofrecimiento o la solicitud de los aportes sancionados por los incisos anteriores serán castigados con multa equivalente al doble de lo ofrecido o solicitado. (Unanimidad. 4 x 0. Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Espina y Larraín).

El que utilice los aportes o fondos obtenidos del Fisco, en virtud de lo que prescribe la ley Nº 18.603 orgánica constitucional de los partidos políticos, en una finalidad distinta a la cual están destinados, será castigado con presidio menor en su grado medio.”. (Unanimidad. 3 x 0. Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, y Espina).
Número 24

Sustituirlo por el siguiente:

“24. Incorpóranse los siguientes artículos 27 ter y 27 quáter, nuevos:

“Artículo 27 ter. El administrador electoral, el administrador general electoral o el administrador general de fondos de un partido político que, a sabiendas, en sus rendiciones de cuentas al Servicio Electoral proporcione antecedentes falsos o certifique hechos falsos, será sancionado con la pena de presidio menor en su grado máximo.” (Unanimidad. 3 x 0. Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, y Espina).

Artículo 27 quáter. Las investigaciones de los delitos descritos en los artículos 27 bis y 27 ter solo podrán ser iniciadas por denuncia o querella del Servicio Electoral, sin perjuicio del derecho de toda persona de denunciar dichas infracciones ante el mencionado Servicio. (Unanimidad. 3 x 0. Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, y Espina).

Los juzgados de garantía y los tribunales del juicio oral en lo penal deberán remitir al Consejo Directivo del Servicio Electoral las sentencias firmes y ejecutoriadas que condenen a personas por los delitos previstos en la letra b) del artículo 28 bis de esta ley, en un plazo de cinco días hábiles desde que se encuentren en dicho estado.”. (Unanimidad. 3 x 0. Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, y Espina).

Número 25

Sustituirlo por el siguiente:

“25. Agrégase, a continuación del artículo 28, el siguiente artículo 28 bis, nuevo:

“Artículo 28 bis. Se considerarán infracciones graves a las normas sobre transparencia, límites y control del gasto electoral, las siguientes:

a) Haber sobrepasado en un veinticinco por ciento el límite al gasto electoral permitido por esta ley, siempre que dicho porcentaje sea superior a cien unidades de fomento. (Unanimidad. 3 x 0. Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, y Espina).

b) Resultar condenado por los delitos previstos en los incisos primero, segundo y cuarto del artículo 27 bis; del artículo 27 ter y en el inciso primero del artículo 137 de la ley N° 18.700. (Unanimidad. 3 x 0. Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, y Espina).

Corresponderá al Consejo Directivo del Servicio Electoral determinar que se ha verificado la infracción señalada en la letra a) precedente. (Unanimidad. 3 x 0. Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, y Espina).
Cuando el Consejo Directivo determine que se ha verificado una infracción grave, deberá remitir su resolución y los antecedentes al Tribunal Calificador de Elecciones para los efectos previstos en los artículos 60 y 125 de la Constitución Política de la República. Con este mismo objeto, el Consejo Directivo del Servicio Electoral remitirá al Tribunal Calificador de Elecciones las sentencias firmes y ejecutoriadas que condenen a personas por los delitos referidos en la letra b) del inciso primero, dentro de los tres días hábiles siguientes a aquel en que tome conocimiento de ellas. (Unanimidad. 3 x 0. Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, y Espina).

El Tribunal Calificador de Elecciones conocerá de estas infracciones graves a través de un procedimiento racional y justo, regulado en la forma que establece la ley N° 18.460, debiendo pronunciar su sentencia previa vista de la causa y dentro del plazo de los diez días hábiles siguientes.”. (Unanimidad. 3 x 0. Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, y Espina).

-.-.-.




Acordado en sesión celebrada el día 18 de enero de 2016, con asistencia de los Honorables Senadores señor Alfonso De Urresti Longton (Presidente), y señores Pedro Araya Guerrero, Alberto Espina Otero, y Hernán Larraín Fernández.




Sala de la Comisión, a 19 de enero de 2016
(Fdo.): Rodrigo Pineda Garfias, Secretario de la Comisión.
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INFORME DE LA COMISIÓN ESPECIAL ENCARGADA DE CONOCER PROYECTOS RELATIVOS A PROBIDAD Y TRANSPARENCIA, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY QUE FORTALECE EL CARÁCTER PÚBLICO Y DEMOCRÁTICO DE LOS PARTIDOS POLÍTICOS Y FACILITA SU MODERNIZACIÓN 

(10.154-07)
HONORABLE SENADO:

La Comisión Especial encargada de conocer proyectos relativos a probidad y transparencia tiene el honor de informar acerca del proyecto de ley de la referencia, iniciado en Mensaje de S.E. la Presidenta de la República, señora Michelle Bachelet Jeria, con urgencia calificada de “suma”.

Cabe destacar que la Sala del Senado, en sesión de 5 de enero de 2016, autorizó a la Comisión Especial para discutir esta iniciativa en general y en particular, en el primer informe.

-------

OBJETIVOS DEL PROYECTO

-Establecer que los partidos políticos son asociaciones dotadas de personalidad jurídica de derecho público, que expresan el pluralismo político, concurren a la formación y expresión de la voluntad popular y son mediadores entre las personas y el Estado.

-Consagrar la obligación de los partidos políticos de contribuir al fortalecimiento de la democracia y al respeto, garantía y promoción de los derechos humanos.

-Modificar el procedimiento de constitución de los partidos políticos, su organización interna, las actividades que le son propias e incorporar a su respecto deberes de transparencia y de acceso a la información.

NORMAS DE QUÓRUM

El articulado de carácter permanente y el articulado transitorio del proyecto de ley tienen el rango de ley orgánica constitucional, por lo que requieren de la aprobación de las cuatro séptimas partes de los Senadores en ejercicio, de conformidad al inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.

Los artículos 1° y 2° por cuanto dicen relación con los artículos 18 y 19 N° 15°, inciso quinto de la Carta Fundamental, sistema electoral público y partidos políticos, complementados por los artículos primero a octavo transitorios.
A las sesiones en que la Comisión estudió esta iniciativa de ley asistieron, además de sus miembros, el Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Nicolás Eyzaguirre Guzmán, acompañado por la Subsecretaria señora Patricia Silva Meléndez y el asesor del Ministro señor Exequiel Silva, el Jefe de la División de Relaciones Políticas e Institucionales, señor Gabriel de la Fuente, la asesora señora María José Solano y los asesores señores Gabriel Osorio, Hernán Campos, Hugo Arias, Daniel Portilla y Felipe Ponce. La asesora del Comité Partido Demócrata Cristiano, señora Constanza González, el asesor del Comité Partido por la Democracia, señor Sebastián Abarca, el coordinador del Partido Socialista, señor David Henríquez, el abogado del Instituto Libertad, señor David Huina, el Director de Asesoría Legislativa del Instituto Igualdad, señor Roberto Santa Cruz, el asesor del Instituto Libertad y Desarrollo, señor Jorge Ramírez, el asesor legislativo de la Fundación Jaime Guzmán, señor Héctor Mery, el Presidente y la Directora de Incidencia de Espacio Público, señor Eduardo Engel y la señora María Jaraquemada, las académicas señoras Andrea Repetto y Marcela Ríos, el profesor de la Universidad Diego Portales, señor Claudio Fuentes, el Subdirector y el asesor legislativo de Ciudadano Inteligente, señores Rodrigo Echecopar y Octavio del Favero. La periodista del Diario El Pulso, señora Gladys Piérola, la periodista del Diario El Siglo, señora Montserrat Rollano, el periodista de la Radio Universidad de Chile, señor Héctor Areyuna, el periodista de la Radio Nuevo Mundo, señor Rafael Martínez, el periodista del diario La Tercera, señor Emmanuel Cánepa y el periodista de la Radio Juan Gómez Millas, señor Felipe Durán. Asesores parlamentarios: del Senador señor García Ruminot, el señor Rodrigo Fuentes; del Senador señor Guillier, la señora Natalia Alviña; del Senador señor Harboe, el señor Sebastián Lewis; de la Senadora señora Muñoz, el señor Leonardo Estradé-Brancoli; del Senador señor Coloma, el señor Álvaro Pillado; del Diputado señor Leonardo Soto, el señor Álvaro Jorquera. También estuvo presente el fotógrafo del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Juan Cancino.

El Senador señor Juan Antonio Coloma Correa concurrió a la sesión celebrada el 7 de enero de 2016.
El Diputado señor Fuad Chahín Valenzuela asistió a la sesión celebrada el 17 de enero de 2016.

-------

ANTECEDENTES


Para el debido estudio de esta iniciativa legal se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:

I.- ANTECEDENTE JURÍDICO

-La ley N° 18.603, orgánica constitucional de los Partidos Políticos, publicada el año 1987.

II.- ANTECEDENTES DE HECHO

El Mensaje del Ejecutivo fundamenta la iniciativa de ley en las siguientes ideas principales:

-Los partidos políticos son organizaciones fundamentales para el sistema democrático, son un instrumento de participación de la ciudadanía, de integración de ideas y proyectos sociales, y actores imprescindibles en el debate de las políticas públicas.

-Los partidos políticos cumplen un rol fundamental en la formación de personas y ciudadanos que discuten sobre ideas, principios y participan en la formación del destino del país, más allá de los procesos electorales.

-Chile se ha caracterizado por tener un sistema de partidos políticos institucionalizados y estables, el cual ha favorecido la gobernabilidad, sobre todo si se compara con otros países de la región. Sin embargo es un sistema de partidos muy cerrado, que no se ha podido adaptar a los cambios y el proceso de modernización que ha experimentado la sociedad. 

-Los partidos políticos atraviesan actualmente un momento complejo, se encuentran debilitados programática y organizacionalmente, y requieren mayor transparencia, tanto frente a la ciudadanía como de cara a sus propios afiliados. 
-Los partidos políticos deben adaptarse a una ciudadanía que está más informada y exige de sus líderes e instituciones mayores canales de participación y altos estándares de transparencia y probidad.
DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR

El texto del proyecto de ley despachado por la Cámara de Diputados consta de dos artículos permanentes y siete disposiciones transitorias.


El artículo 1° modifica la Ley de los Partidos Políticos y el artículo 2° adecua las referencias de otras leyes a las nuevas denominaciones introducidas a la ley N° 18.603. Las normas transitorias comprenden adaptaciones a las enmiendas introducidas al régimen de los partidos políticos.

SESIÓN CELEBRADA EL 7 DE ENERO DE 2016

EXPOSICIÓN MINISTERIO SECRETARÍA GENERAL DE LA PRESIDENCIA

 
La Subsecretaria del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Patricia Silva Meléndez, expuso a la Comisión respecto del contenido y los objetivos de la iniciativa legal en estudio.

 
En primer lugar, explicó que el proyecto forma parte de un grupo de iniciativas de la Agenda de Probidad y Transparencia que el Gobierno y el Congreso Nacional se han comprometido a tramitar en los primeros meses de 2016, el que se complementa con el proyecto relativo al Fortalecimiento y Transparencia de la Democracia.

 
En lo que atañe al contenido de la iniciativa, aseveró que ésta apunta a reconocer la personalidad de derecho público de los partidos políticos, ampliando sus actividades más allá de lo meramente electoral, incluyendo el fomento de la participación ciudadana, y la formación y el desarrollo de proyectos culturales y educativos, entre otras. Asimismo, apunta a establecer la obligación de los partidos políticos de contribuir al fortalecimiento de la democracia y al respeto y promoción de los Derechos Humanos, promover la integración de los jóvenes entre 14 y 18 años en las actividades partidarias, mediante la creación de un registro de adherentes, junto a la participación de las mujeres, asegurando un porcentaje mínimo en la integración de sus órganos colegiados.

 
Por otra parte, agregó que la iniciativa apunta a establecer la participación en los partidos de los chilenos que residen en el extranjero; moderniza y simplifica el sistema de constitución de los partidos; establece nuevos ministros de fe para la inscripción de afiliados, incluyendo la firma electrónica, y suprime la necesidad de las publicaciones en el Diario Oficial, entre otras. Al mismo tiempo, añadió que el proyecto establece un debido proceso ante el rechazo fundado a una solicitud de afiliación, y encarga al Servicio Electoral la mantención del registro actualizado de afiliados y de adherentes.

 
Seguidamente, explicó las propuestas contenidas en el proyecto en materia de democracia interna y transparencia al interior de los partidos políticos.

 
Al efecto, comentó que la iniciativa propone que todos los órganos de las respectivas colectividades deberán ser electas en base a principios democráticos, respetando el carácter personal, igualitario, libre y secreto del voto. En ese sentido, afirmó que las elecciones se deben desarrollar con el registro general de afiliados que mantenga el Servicio Electoral, según un reglamento que éste debe aprobar. 

 
Asimismo, agregó que se establecen derechos básicos de los afiliados, consistentes en la participación y postulación a las instancias internas, acceso a la información, exigencia del cumplimiento de los principios y respeto a los estatutos, formación política, entre otros, mientras que se explicitan los deberes de los afiliados, relativos al respeto a los principios y estatutos y la contribución al cumplimiento del programa del partido.
 
En concordancia con dicha regulación, añadió que cualquier cambio de estatutos del partido deberá ser ratificado por el universo de sus militantes en votación directa, mientras que el Servicio Electoral será el encargado de velar por el cumplimiento de los principios y normas que establece la iniciativa, particularmente en materia de los deberes para los partidos en orden a dar acceso a información y potenciar la transparencia, estableciendo sanciones ante su infracción.
 
Seguidamente, detalló que la iniciativa contiene una serie de reformas a la estructura orgánica interna de los partidos políticos, con la finalidad de asegurar el cumplimiento de los principios democráticos.

 
En ese sentido, afirmó que se propone una estructura orgánica básica que todos los partidos deberán respetar, compuesta por un órgano ejecutivo, un órgano intermedio colegiado y un tribunal supremo, los que deberán ser conformados a nivel nacional y regional.
 
En específico, detalló que el órgano ejecutivo es elegido por la totalidad de los afiliados o por el órgano intermedio colegiado, conforme a lo dispuesto en los estatutos, y estará compuesto por, a lo menos, tres miembros. Entre sus funciones, agregó, se encuentra la dirección del partido conforme con su declaración de principios, programa y las definiciones políticas adoptadas por sus organismos internos; la administración de los bienes del partido, rindiendo balance anual de ella ante el Órgano Intermedio Colegiado; la dictación de las instrucciones generales para la realización de los procesos electorales internos; la convocatoria a las sesiones ordinarias y extraordinarias del Órgano Intermedio Colegiado; y la designación al administrador general de fondos del partido.
 
Agregó que sus miembros deberán realizar una declaración anual de intereses y patrimonio, en los términos de la Ley de Probidad en la Función Pública, en tanto que el estatuto del partido determinará al integrante del Órgano Ejecutivo que tendrá su representación judicial y extrajudicial.

 
En la misma línea, señaló que el Órgano Intermedio Colegiado será el órgano plural, con carácter normativo y resolutivo, del partido político. Sus miembros serán elegidos en conformidad con lo dispuesto en los estatutos del partido y sus funciones dicen relación con impartir orientaciones y adoptar acuerdos sobre cualquier aspecto de la marcha del partido, los que serán obligatorios para el Órgano Ejecutivo; aprobar o rechazar el balance anual; aprobar, a propuesta de la Órgano Ejecutivo, las modificaciones a las declaraciones de principios, nombre del partido, programa partidarios, estatutos y reglamento interno, como, asimismo, las alianzas, pactos electorales, fusión con otro u otros partidos y disolución.

 
En cuanto al Tribunal Supremo, detalló que deberá tener al menos cinco miembros, y su conformación deberá ser siempre impar, y sus miembros serán elegidos por un mecanismo representativo, definido en los estatutos, y no podrán ser designados por el Órgano Ejecutivo. 
 
Entre otras funciones, detalló que le corresponderá calificar las elecciones y votaciones internas, conocer las reclamaciones contra actos de autoridades u organismos del partido y conocer y resolver las denuncias que se formulen contra los afiliados al partido, aplicando las medidas disciplinarias que corresponda. Asimismo, añadió que se impone la obligación de un debido proceso en los procedimientos sancionatorios, y se consagra una instancia de impugnación ante el Tribunal Calificador de Elecciones (TRICEL) respecto de las resoluciones del Tribunal Supremo en materia de elecciones de los órganos internos de los partidos.
 
En cuanto al régimen de constitución y disolución de los partidos políticos, expuso que la iniciativa exige un 0,5% del electorado que hubiere sufragado en la última elección en cada región en que se constituya un partido político -8 regiones o 3 contiguas-, con un mínimo de 500 electores. Al mismo tiempo, reseñó que la iniciativa propone un régimen de transición para los partidos en formación al 31 de enero de 2016, en cuyo caso se respeta la normativa actual y se otorga un plazo de 24 meses para cumplir con las normas permanentes que propone el proyecto de ley.

 
En lo tocante a las normas sobre disolución de los partidos políticos, añadió que se fija un umbral equivalente al 5% de los sufragios válidamente emitidos en las regiones en que esté constituido un partido, o elegir al menos 4 parlamentarios en al menos dos regiones distintas, estableciéndose, en su caso, un régimen de transición para las elecciones parlamentarias de 2017, mediante un umbral correspondiente al 3% o la elección de 3 parlamentarios.

 
Dio cuenta de la voluntad del Ejecutivo, consistente en reponer, en el segundo trámite constitucional de la iniciativa, una serie de materias contenidas en el Mensaje que le dio origen, las que fueron rechazadas en la tramitación seguida en la Cámara de Diputados.

 
De ese modo, abogó por definir un nuevo régimen patrimonial de los partidos, con la finalidad de aplicar normas generales a los actos y contratos que celebren, no pudiendo establecerse condiciones notoriamente inferiores o superiores a las de mercado, y especificando que los inmuebles deben destinarse, mayoritariamente, a las actividades propias de los partidos.

 
Asimismo, sostuvo que se debe permitir la inversión sólo en valores de renta fija emitidos por el Banco Central, depósitos a plazo y cuotas de fondos mutuos que no estén dirigidos a inversionistas calificados. En la misma línea, añadió que se propone la posibilidad, fuera de estos casos, de constituir mandato especial de administración, mediante un fideicomiso ciego, establecido en la ley sobre probidad en la función pública, junto a la obligación de llevar contabilidad separada de aportes estatales versus otras fuentes de ingresos, tales como patrimonio propio, cotizaciones de afiliados, aportes de privados, entre otros

 
Finalmente, considerando el rechazo de la norma que propone derogar las denominadas “órdenes de partido” a los parlamentarios, sostuvo que se propone que dichas órdenes pueden existir y deban ser adoptadas por el órgano ejecutivo o intermedio colegiado en materias que afecten los principios, programa o políticas de alianzas del partido.

-------
COMENTARIOS

 
El Senador señor García Ruminot manifestó, en general, su conformidad con las disposiciones que contiene la iniciativa, particularmente en relación a los requisitos de constitución de los partidos políticos, incluyendo aquellas que componen el régimen transitorio aplicable a las colectividades en proceso de formación.

 
Con todo, advirtió que, al establecer que en aquellos casos en que hubiere una cantidad de electores menor a 500 los partidos políticos deberán afiliar al menos a 500 electores, se puede generar una hipótesis de arbitrariedad en perjuicio de aquellas regiones pequeñas, al afectar la debida proporcionalidad que debe satisfacer dicho requisito.

 
El Senador señor Walker, don Ignacio, coincidió con dicho razonamiento, de modo tal de distinguir los requisitos aplicables según el tamaño de cada región o zona geográfica.

 
El Senador señor Pérez Varela, en la misma línea, arguyó que, mediante el requisito propuesto por la iniciativa, se impone un requisito particularmente alto a las regiones con un bajo número de electores, lo que complejizaría el procedimiento de constitución de partidos políticos.

 
El Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Nicolás Eyzaguirre Guzmán, explicó que deben distinguirse los requisitos de constitución de un partido político y aquellos que se exigen para su permanencia, los que atienden al número de votos obtenidos por una colectividad, calculados sobre el total de los electores.

 
En lo que respecta a los requisitos de constitución, arguyó que se deben analizar los requisitos mínimos que deben alcanzar las colectividades, sin perjuicio del derecho de una persona a presentarse, en calidad de candidato independiente, a un proceso eleccionario.

 
En ese contexto, afirmó que, al obtenerse el estatus jurídico de partido político, las colectividades acceden a un régimen especial, distinto al aplicable a otro tipo de agrupaciones, tal como ocurre a propósito de la presentación de candidaturas sin necesidad de recolección de firmas, obtención de financiamiento público y constitución de fundaciones con su misma personalidad jurídica.

 
En consecuencia, enfatizó que los requisitos que propone la iniciativa considera el mínimo de representatividad que es preciso exigir a los partidos políticos para que puedan acceder a dicho régimen o estatus jurídico, particularmente en consideración al rol que deben desempeñar para la construcción de una democracia representativa.

 
En consideración a dicho principio, añadió que, habida cuenta de la composición demográfica del país, en algunas zonas geográficas puede ocurrir que con un muy bajo número de militantes un partido político pueda acceder a las prerrogativas que derivan de tal condición, lo que no resulta razonable. De ello deriva, agregó, la necesidad de establecer los requisitos para asegurar que los partidos políticos cuenten con un mínimo estándar de representatividad.

 
El Senador señor Pérez Varela coincidió con elevar los requisitos para la constitución de los partidos políticos, en cuyo contexto el establecimiento del 0,5% del electorado que hubiere sufragado en la última elección de diputados, en cada una de las regiones donde esté constituyéndose, resulta un índice adecuado, particularmente con la finalidad de evitar la proliferación de colectividades con escasos niveles de representatividad, las que podrían acceder a financiamiento público.

 
Con todo, sostuvo que dicha norma debe atender al total de electores para una elección, sin considerar un tope que dificulte su aplicación para aquellas regiones con menor población.

 
El Senador señor García Ruminot consultó acerca de los efectos que derivan de constituir un partido político en tres regiones contiguas, en cuyo caso podría conformarse con menos de mil quinientos militantes, pudiendo acceder a todas las prerrogativas que la legislación reconoce a dichas colectividades, lo que, aseveró, no parece razonable.

 
El Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Nicolás Eyzaguirre Guzmán, expuso que, en dicha hipótesis, un partido político sólo podría presentar candidaturas a cargos de elección popular en las regiones en las que se encuentra inscrito, pero puede acordar pactos electorales e, incluso, presentar postulantes a elecciones presidenciales.

 
Con todo, reiteró que se deben distinguir los requisitos propuestos para la existencia de un partido político de aquellos requeridos para su permanencia en dicha calidad.

 
El Senador señor Guillier afirmó que las disposiciones contenidas en la iniciativa puede constituir una limitación excesiva respecto de la constitución de los partidos políticos, lo que resulta erróneo, al dificultar la manifestación de los diversos sectores ciudadanos.

 
El Senador señor Harboe señaló que, a propósito de las reformas al sistema electoral chileno, tuvo lugar una discusión relativa a los requisitos de constitución de los partidos políticos, en cuyo contexto se acordó bajar el umbral requerido, a pesar de los inconvenientes que, sostuvo, ello podría generar a raíz de su atomización y proliferación, contradiciendo el propósito que persigue la iniciativa.

 
Sin perjuicio de ello, agregó que las normas contenidas en esta iniciativa deben evitar la generación de proyectos políticos individuales, favoreciendo la constitución de partidos políticos fuertes y representativos y la formación de movimientos políticos nuevos. De ese modo, abogó por establecer una regulación exigente en materia de permanencia de los partidos políticos en dicha calidad, en lugar de consagrar requisitos de constitución excesivamente altos, lo que permite otorgar mayor relevancia al resultado de los procesos electorales y al ejercicio de la soberanía mediante el voto popular.

 
El Senador señor Walker, don Ignacio, sostuvo que, en el marco de un sistema democrático representativo con instituciones fuertes, es necesario promover el fortalecimiento de los partidos políticos y de las instituciones en que se manifiesta la voluntad soberana de la ciudadanía.

 
En ese contexto, añadió que resulta adecuado otorgar facilidades para la constitución de un partido político, reconociendo el derecho fundamental de asociación, mientras que, para efectos de la permanencia de dichas entidades, se debe atender preferentemente al resultado de los procesos electorales, lo que permite otorgar primacía a la voluntad de la ciudadanía y evitar el exceso de colectividades políticas.

 
Habida cuenta de ello, agregó que, considerando el total de partidos políticos constituidos y en formación, y la crisis de confianza y credibilidad que enfrenta el país, resulta esperable la aparición de nuevas fuerzas políticas que intentan representar el sentir de la ciudadanía y la aparición de un sentido crítico frente a las instituciones de mayor tradición.

 
En consecuencia, opinó que el plazo de vigencia que establece la iniciativa permite que las disposiciones actualmente vigentes, en materia de constitución de partidos políticos, se apliquen por un término de hasta tres años, de modo tal que no es posible sostener que el proyecto vulnera o dificulta el derecho a constituir colectividades políticas.

 
El Senador señor Guillier expresó que la legislación debe apuntar a estimular la formación de nuevos partidos políticos, con la finalidad de recoger las distintas problemáticas que afectan a diversos sectores de la ciudadanía, en atención a su ubicación geográfica, entre otros factores.

APROBACIÓN EN GENERAL DEL PROYECTO

Puesto en votación en general el proyecto, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.
-------

DISCUSIÓN Y VOTACIÓN DEL ARTICULADO DEL PROYECTO


Cabe tener presente que el informe consigna la discusión y votación de los numerales y artículos que fueron objeto de propuestas, indicaciones y enmiendas. Las demás normas obtuvieron el respaldo unánime de los integrantes de la Comisión Especial, en los mismos términos que la Cámara de Diputados.

ARTÍCULO 1° DEL PROYECTO DE LEY

NUMERAL 1


Este numeral sustituye el artículo 1° de la Ley Orgánica Constitucional de los Partidos Políticos por el siguiente:

 
“Artículo 1º.- Los partidos políticos son asociaciones autónomas y voluntarias organizadas democráticamente, dotadas de personalidad jurídica de derecho público, integradas por personas que comparten unos mismos principios ideológicos y políticos, cuya finalidad es contribuir al funcionamiento del sistema democrático y ejercer influencia en la conducción del Estado, para alcanzar el bien común y servir al interés público.

 
Los partidos políticos expresan el pluralismo político, concurren a la formación y expresión de la voluntad popular, son instrumento fundamental para la participación política democrática, contribuyen a la integración de la representación nacional y son mediadores entre las personas y el Estado.

 
Los partidos políticos podrán establecer en sus estatutos, en el marco de su autonomía, todo aquello que no contravenga lo prescrito por la Constitución y las leyes.”.


En primer lugar hizo uso de la palabra el Senador señor Pérez Varela, quien resaltó el carácter decisivo del artículo 1°, que determinará un antes y un después en esta materia, porque se va a pasar de organizaciones y asociaciones voluntarias con plena autonomía a organizaciones democráticas y voluntarias de derecho público, en las cuales las leyes van a regir parte importante de la vida de un partido político. 


En estos momentos, precisó, los partidos políticos están cediendo márgenes fundamentales de su autonomía, que es un reflejo de la crisis institucional, cuya gravedad ha sido recogida por los partidos políticos, comprendiendo que a través de la legislación se van a establecer mecanismos de constitución y de disolución, se profundizará la democracia interna, se regulará la actuación de los dirigentes y los derechos que tendrán los entes intermedios y los afiliados.


Reiteró la importancia del cariz relevante del artículo 1°, que aglutina el concepto y propósitos de los partidos políticos y señaló que si se hubiera continuado con la definición de asociaciones voluntarias, las otras enmiendas a la ley estarían transgrediendo la autonomía de los cuerpos intermedios. 


Estimó que el nuevo concepto de partidos políticos constituye un paso importante para poder recuperar y superar la crisis en que está inmersa la política, dado que hay una coincidencia en la importancia de los partidos políticos, la que debe ser reforzada con partidos sólidos, respetables, transparentes, democráticos y que logren confluir en las tareas de bien común.


El Senador señor Walker, don Ignacio comentó que respecto de los partidos políticos, que efectivamente median entre las personas y el Estado, se requiere adoptar la decisión acerca de su carácter de personas jurídicas de derecho privado o de derecho público. Dada la importancia –añadió- que tienen estas instituciones en los cargos de elección popular y en la agenda pública, se asemejan a personas jurídicas de derecho público, pero ello no afectará su autonomía.


El Senador señor García consultó sobre la palabra “personas” que se ocupa en el artículo 1°, en cuanto que los partidos políticos son integrados por personas, en circunstancias que la definición actual habla de ciudadanos y dijo entender que ello se relaciona con el Registro de Adherentes, pero también podría significar que personas condenadas a penas aflictivas sean integradas a un partido político.


El Senador señor Harboe opinó que el artículo 1°, en cuanto a su contenido, es la disposición más importante del proyecto, ya que define a los partidos, su rol y su estructura básica dentro del ordenamiento democrático.


Prosiguió comentando que inmersos en una crisis de confianza respecto de los partidos políticos, hizo una revisión de textos que dan cuenta de las opiniones en contra de los mismos desde el inicio de su aparición en la sociedad occidental. George Washington planteaba que los partidos políticos generaban una afectación de las libertades, porque no permitían que los ciudadanos se expresaran de manera directa.


Hizo presente que el estado actual de los partidos políticos a nivel mundial, ha ido obligando a una evolución de los conceptos, apareciendo las militancias temáticas, donde no se formula un principio necesariamente ideológico o político, sino que más bien se adscribe a ciertas causas más que a determinadas visiones rígidas de la sociedad. Advirtió que el artículo 1° propuesto no se hace cargo de ello y quizás este sería el momento para incorporar elementos como la adscripción a ciertas causas, ciertas visiones de la sociedad.


Por otro lado, expresó, el establecimiento de la personalidad jurídica de derecho público es un cambio fundamental en las reglas del juego de los partidos políticos, ya que tendrán un status distinto de los movimientos políticos o de otras organizaciones intermedias.


Observó que la naturaleza jurídica de derecho público que se les otorga a los partidos políticos es contradictoria con el concepto de autonomía que se contiene en el inciso tercero del artículo 1°, puesto que las personas jurídicas de derecho público sólo pueden hacer aquello que expresamente les esté permitido y las personas de derecho privado son aquellas que pueden realizar todo lo que no esté expresamente prohibido. 


Dijo entender que la lógica de la autonomía está pensada para que el Estado no intervenga de manera directa, pero se detecta una contradicción entre la personalidad jurídica de derecho público y la posibilidad de hacer todo aquello que no contravenga la Constitución y las leyes.


El Senador señor García Ruminot se refirió al artículo 20 de la Ley sobre Partidos Políticos, cuyo texto se está reemplazando y advirtió que en el caso de los adherentes a un partido, esto es, menores de 18 años y mayores de 14 años, se exige que no hayan sido condenados por delitos que merezcan pena aflictiva, por lo que para el caso de afiliados mayores de 18 años debe regir la misma disposición y no podrán participar en las elecciones internas de un partido político.


El Senador señor Guillier quiso saber si los partidos políticos, al constituirse como personas jurídicas de derecho público, podrían ser fiscalizados por un diputado perteneciente a otro partido.


El Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Nicolás Eyzaguirre Guzmán, refiriéndose a las palabras del Senador señor García Ruminot, explicó que sólo pueden ser afiliados a un partido político los mayores de 18 años, que no hayan sido condenados a pena aflictiva, esto es, que sean ciudadanos. En cuanto a los adherentes, pueden serlo las personas mayores de 14 años y menores de 18 años, y aquellos que teniendo más de 18 años hayan sido condenados a pena aflictiva y que el partido político establezca en sus estatutos que no se encuentran inhabilitados para ser adherentes.

El Senador señor Pérez Varela opinó que el artículo 20 propuesto admitía una interpretación diferente a la del Ministro, porque el Servicio Electoral va a determinar la actualización y vigencia de los estatutos, de modo que va a excluir del padrón electoral de un partido político a todos aquellos que hayan sido condenados a una pena aflictiva. Tampoco podrán incorporarse al padrón, las personas condenadas por delitos que no merezcan pena aflictiva y que los estatutos del partido establezcan que no tiene derecho a participar en las decisiones internas.

El asesor del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Gabriel Osorio, manifestó que en nuestro ordenamiento jurídico no es primera vez que a los partidos políticos se les da la calidad de persona jurídica de derecho público, reconociendo al mismo tiempo su autonomía en el ejercicio de las actividades que le son propias y así ocurrió en la reforma constitucional del año 1971.


Agregó que la construcción de persona jurídica de derecho público de los partidos políticos tiene características especiales, porque no se convierten en órganos para-estatales, sino que se les reconoce, en el artículo 1°, su autonomía, de manera tal que no se produzca que algún diputado pudiese oficiar respecto de un partido político contrario. 


En concordancia con lo anterior, señaló, la característica de ser persona jurídica de derecho público se endereza en nuestra historia jurídica, a partir de la reforma constitucional aludida y su finalidad es el establecimiento de un sistema de organización de partidos políticos regulado por la ley, pero al mismo tiempo que reconoce su autonomía para poder ejercitar todo aquello que la ley no prohíbe.


Luego, el asesor señor Gabriel Osorio se refirió al artículo 20 que se propone reemplazar en la Ley sobre Partidos Políticos, explicando que allí se consigna quiénes son afiliados, esto es, los ciudadanos con derecho a sufragio, de tal manera que no pueden ser afiliados las personas condenadas por un delito que merezca pena aflictiva. El tema de los adherentes es un caso especial, atinente a aquellas personas mayores de 14 y menores de 18 años, esto es, las juventudes políticas que pueden participar en conformidad a los derechos que les reconozca el estatuto de cada partido político y respecto de las personas que hayan perdido su derecho a sufragio por tener una condena por pena aflictiva, pero que el estatuto del partido político específicamente los faculta a participar en esa calidad. En este último caso, existe el ejemplo del Partido Socialista, ya que muchas personas durante la dictadura fueron condenadas por delitos de carácter político y que sin embargo en su vida política les era permitido participar en los procesos electorales internos. Por ello, excepcionalmente, recalcó, y por causas establecidas en los estatutos de cada partido, un partido político podría permitir el ejercicio del derecho a sufragio en sus elecciones internas a una persona que haya sido condenada por delito que merezca pena aflictiva, la que en todo caso sólo formaría parte del padrón de adherentes.


El Senador señor Harboe reflexionó sobre el carácter de persona jurídica de derecho público de los partidos políticos, en el sentido de que habría que establecer algunas condiciones básicas internas, porque manifestó su desacuerdo con la posibilidad de que algún partido político incorpore en sus estatutos la participación de condenados a pena aflictiva en los procesos electorales internos, aun cuando dichas personas, en virtud de las normas constitucionales y legales, no pueden participar de los procesos electorales nacionales.


Solicitó un mínimo de sentido común, atendido que se les van a otorgar a los partidos políticos un conjunto de derechos y con recursos de todos los chilenos se los va a financiar, estableciendo normas más exigentes y no el contenido del inciso tercero del artículo 1°, que confunde la autonomía con la lógica de hacer lo que se quiere, similar a la lógica de la empresa privada.


El Senador señor Walker, don Ignacio, destacó que claramente se está fijando un nuevo estatuto jurídico de los partidos políticos y recordó que en la reforma constitucional del año 1971 se estableció en la Carta Fundamental de la época su carácter de personas jurídicas de derecho público y dicho estatuto en ningún caso fue atentatorio contra la autonomía de los partidos políticos.


-Puestos en votación los inciso primero y segundo del artículo 1°que se propone sustituir en la Ley sobre los Partidos Políticos fueron aprobados por la unanimidad de los integrantes de la Comisión Especial, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio, con la siguiente enmienda:


-En el inciso primero, intercalar, a continuación de la palabra “personas”, el calificativo “naturales” y sustituir la expresión “interés público” por “interés nacional”.


-Puesto en votación el inciso tercero fue rechazado por la unanimidad de los integrantes de la Comisión Especial, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio. A su respecto, cabe adelantar que se incorporó como inciso tercero del artículo 1° el inciso que se contiene en la modificación a los incisos cuarto y quinto del artículo 2°.

Discusión sobre el inciso tercero del artículo 1° despachado por la Cámara de Diputados, que fue rechazado


El Senador señor Pérez Varela opinó que el inciso tercero es atingente al contenido de los incisos primero y segundo, porque los partidos políticos son considerados como asociaciones autónomas y voluntarias, organizadas democráticamente y como tal van a establecer sus estatutos y el límite de dichos estatutos serán las normas constitucionales y legales.


El Senador señor Harboe reiteró su preocupación por el tema de la autonomía que entraría en colisión con el carácter de persona jurídica de derecho público, ya que –según el inciso tercero- se estaría permitiendo que los estatutos se rijan por las normas del derecho privado. Preguntó qué diferencia va a existir entre el estatuto de un partido político y el estatuto de una corporación de derecho privado y respondió que ninguna, porque ambos van a poder hacer todo aquello que no contravenga la Constitución y las leyes.


El Senador señor Walker, don Ignacio recordó que en el sistema público rige el principio de legalidad, que es una lógica distinta del sector privado, el cual tal como lo expresó el Senador señor Harboe podrá hacer todo aquello que no contravenga lo prescrito por la Constitución y las leyes. 


El Senador señor Harboe trajo a colación una enmienda que se está proponiendo respecto del artículo 5° de la Ley sobre Partidos Políticos, que explicita el contenido de los estatutos de los partidos políticos.


La Comisión Especial, teniendo en consideración el texto de la modificación al artículo 5° de la Ley sobre Partidos Políticos dio por rechazado el inciso tercero del artículo 1°.

NUMERAL 2

El numeral 2 del artículo 1° del proyecto de ley modifica el artículo 2° de la Ley sobre Partidos Políticos –referido a las actividades propias que pueden realizar los partidos políticos- y la letra a) y letra b), literales i e ii fueron aprobados en los mismos términos que la Cámara de Diputados por la unanimidad de los integrantes de la Comisión Especial.


En lo que respecta al literal iii de la letra b) del numeral 2, que agrega una serie de letras nuevas con definición de actividades de los partidos políticos, la Comisión Especial efectuó la siguiente discusión:

letra d)


La Cámara de Diputados aprobó el siguiente texto:

 
d) Promover la participación política activa de la ciudadanía, especialmente en las consultas y plebiscitos comunales de acuerdo a la ley N°18.695 Orgánica Constitucional de Municipalidades;


El Senador señor Walker, don Ignacio propuso sustituirla por una que permita a los partidos políticos promover la participación política activa de la ciudadanía y propender la inclusión de los diversos sectores de la vida nacional.

 
-La unanimidad de los integrantes de la Comisión Especial, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio concordaron en dicha redacción.

letra e)


La Cámara de Diputados aprobó el siguiente texto:


e) Participar en la formación política de la ciudadanía y de los afiliados en todos los ámbitos de la vida pública y social del país; 


-La misma unanimidad, conforme a la indicación del Senador señor Walker, don Ignacio, aprobó un texto que dice lo siguiente:


“e) Contribuir a la formación política y cívica de la ciudadanía y de sus afiliados.

letra f)

 
La Cámara de Diputados aprobó el siguiente texto:

 
f) Promover la interrelación activa y continua entre la ciudadanía y las instituciones del Estado; 


La unanimidad de los integrantes de la Comisión Especial aprobó esta redacción, sin enmiendas.

letra g)

 
La Cámara de Diputados aprobó el siguiente texto:

 
g) Fomentar y desarrollar proyectos culturales y educativos, que influyan en la educación política y cívica de la ciudadanía;


-El Senador señor Walker, don Ignacio propuso eliminarla y así lo acordó la unanimidad de los integrantes de la Comisión Especial.

letra h)

 
La Cámara de Diputados aprobó el siguiente texto:

 
h) Promover la participación política inclusiva y equitativa de las mujeres, de los jóvenes mayores de 14 y menores de 18 años de edad y de otros grupos interesados, tales como adultos mayores, pueblos indígenas y grupos minoritarios;


El Senador señor Harboe opinó que la ejemplificación siempre es odiosa, porque deja fuera determinados grupos y sugirió establecer una norma de carácter general que promueva la participación política inclusiva y equitativa, englobando principios.


El Senador señor García Ruminot comentó que la letra d) aprobada por la Comisión Especial era suficientemente comprensiva.


La Subsecretaria General de la Presidencia, señora Patricia Silva Meléndez, recordó que en el marco del proyecto de ley sobre fortalecimiento y transparencia de la democracia quedó establecido el destino de recursos específicos para fomentar la participación de mujeres en la política.


La unanimidad de los integrantes de la Comisión Especial acordó la siguiente redacción para la letra g), dado que se eliminó la letra g) original:


“g) Promover la participación política inclusiva y equitativa de las mujeres.”.

letra i)

 
La Cámara de Diputados aprobó el siguiente texto:

 
i) Fomentar la participación política de personas no afiliadas a partidos políticos en sus actividades;


-El Senador señor Walker, don Ignacio propuso su eliminación y la unanimidad de los integrantes de la Comisión Especial concordó con dicha propuesta.

letra j)

 
La Cámara de Diputados aprobó el siguiente texto:

 
j) Realizar simposios, cursos, seminarios e investigaciones similares;


El Senador señor Walker, don Ignacio propuso reemplazarla, como letra h), con el siguiente texto:


“h) Realizar encuentros, conferencias, cursos, seminarios e investigaciones.”.

 
-La unanimidad de los integrantes de la Comisión Especial concordó con dicha propuesta.

letra k)
 
La Cámara de Diputados aprobó el siguiente texto:

 
k) Apoyar y orientar a la sociedad civil, a nivel nacional, regional o local, de forma permanente;


El Senador señor Walker, don Ignacio propuso reemplazarla –como letra i)- por la siguiente:


“i) Interactuar con organismos e instituciones representativos de la sociedad civil, a nivel nacional, regional y local.”.


-La unanimidad de los integrantes de la Comisión Especial concordó con dicha propuesta.

letra l)
 
La Cámara de Diputados aprobó el siguiente texto:

 
l) Crear y mantener publicaciones u otros medios de difusión; 


El Senador señor Walker, don Ignacio propuso reemplazarla –como letra j)- por la siguiente:

 
“j) Realizar publicaciones y difundir sus políticas, planes y programas a través de los medios de difusión.”.
 
-La unanimidad de los integrantes de la Comisión Especial concordó con dicha propuesta.

letra m)
 
La Cámara de Diputados aprobó el siguiente texto:

 
m) Participar en otras entidades nacionales o internacionales para la difusión de sus políticas y programas;

 
El Senador señor Walker, don Ignacio propuso, en conjunto con el Senador señor Harboe, reemplazarla –como letra k)- por la siguiente:


“k) Participar políticamente en entidades nacionales o internacionales.”.

 
-La unanimidad de los integrantes de la Comisión Especial concordó con dicha propuesta.

letra n)
 
La Cámara de Diputados aprobó el siguiente texto:

 
n) Constituir asociaciones de partidos políticos para el cumplimiento de sus fines, las que en ningún caso podrán extenderse a pactos o subpactos electorales;


El Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Nicolás Eyzaguirre, explicó que el contenido de la letra n) se concordó en la Cámara de Diputados luego de un arduo debate.

El Senador señor Harboe recordó que la Comisión Especial acordó eliminar la fusión como subterfugio para evitar caer en la causal de disolución. Asimismo, señaló que la asociación de partidos políticos jurídicamente no existe, por lo que sugirió no inmiscuirse en esa proyección de crear una nueva institución.


El Jefe de la División de Relaciones Políticas e Institucionales del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Gabriel de la Fuente, informó que en la Comisión de Constitución de la Cámara de Diputados se discutió latamente la redacción que finalmente se aprobó, cuyo objetivo es contemplar más allá de los fines electorales de los partidos políticos y, existiendo la regulación de los pactos y sub-pactos, un conjunto de actividades que los partidos políticos puedan llevar a efecto en forma individual y en conjunto con otros partidos, por ejemplo, formación cívica de los ciudadanos y sus militantes, la realización de cursos de formación y la constitución de centros de estudio.


Precisó que si no se establece la posibilidad de asociarse, las distintas actividades ejemplificadas y otras quedarían fuera del ámbito de atribuciones de los partidos políticos.


El Senador señor Harboe, atendido que la idea no es crear una institución referida a la asociación de partidos políticos, sugirió reemplazar la letra n) por la siguiente letra l):


“l) Realizar actividades conjuntas entre dos o más partidos políticos para el cumplimiento de sus fines.”.

 
-La unanimidad de los integrantes de la Comisión Especial concordó con dicha propuesta.

Letra c) del Numeral 2

La letra c) del numeral 2 aprobada por la Cámara de Diputados reemplaza los incisos cuarto y quinto del artículo 2° de la Ley sobre Partidos Políticos por un inciso que establece lo siguiente:

 
“Los partidos políticos deberán contribuir al fortalecimiento de la democracia y al respeto, garantía y promoción de los derechos humanos establecidos en la Constitución, en los tratados internacionales ratificados y vigentes en Chile, y en las leyes.”.


El Senador señor Harboe sugirió reemplazar “derechos humanos establecidos” por “derechos humanos reconocidos”.


El Senador señor Walker, don Ignacio manifestó dudas respecto a la ubicación de este inciso y propuso que se incorpore al artículo 1° de la Ley sobre Partidos Políticos como un inciso tercero.


-La unanimidad de los integrantes de la Comisión Especial, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio aprobó dicha propuesta.

NUMERAL 3 QUE MODIFICA EL ARTÍCULO 3° DE LA LEY SOBRE PARTIDOS POLÍTICOS


La Cámara de Diputados aprobó un texto que dispone la existencia de los partidos políticos cuando se hubieren constituido legalmente en al menos ocho de las regiones en que se divide políticamente el país o en un mínimo de tres de ellas, siempre que esta últimas fueren geográficamente contiguas.


La Comisión Especial realizó enmiendas de redacción a la frase aprobada por la Cámara de Diputados.

 
-Puesto en votación el numeral 3) del artículo 1° del proyecto de ley, fue aprobado, con modificaciones, por 4 votos a favor, de los Senadores señores García Ruminot, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio, y 1 voto en contra, del Senador señor Guillier.
Letra b) del numeral 4, que modifica la letra e) del artículo 5° de la Ley sobre Partidos Políticos


La Cámara de Diputados, conforme a la letra b) del numeral 4 del artículo 1° del proyecto de ley agrega las menciones principales que deben contener los estatutos de los partidos políticos y para ello modifica la letra e) del artículo 5° de la Ley sobre Partidos Políticos.


-La Comisión Especial, por la unanimidad de sus integrantes, acordó efectuar una enmienda de redacción.

NUMERAL 5 LETRA a) QUE MODIFICA EL INCISO PRIMERO DEL ARTÍCULO 6° DE LA LEY SOBRE PARTIDOS POLÍTICOS
Literal i


El literal i de la letra a) que aprobó la Cámara de Diputados que establece como corridos los 210 días de que dispondrán los partidos políticos en formación para proceder a la afiliación de sus miembros.

 
-Puesto en votación el literal i) de la letra a) del número 5) del artículo 1° del proyecto de ley, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.

Literal ii)

 
El Senador señor García Ruminot explicó que comparte la necesidad de favorecer la existencia de partidos políticos representativos, con la finalidad de mejorar la gobernabilidad y la estabilidad de las instituciones democráticas.

 
En ese contexto, manifestó que la exigencia de un 0,5 por ciento del electorado que hubiere sufragado en la última elección permite garantizar dicho objetivo.

 
El Senador señor Guillier, en sentido contrario, afirmó que la crisis de representatividad política que atraviesa el país requiere la existencia de nuevos movimientos políticos, lo que podría resultar afectado mediante el establecimiento de requisitos demasiados exigentes para la constitución de dichas colectividades.

 
El Senador señor Harboe coincidió en la necesidad de garantizar la existencia de instituciones fuertes que permitan fortalecer el sistema democrático, lo que, en el marco de una crisis de representatividad y confianza que enfrenta el país, requiere considerar preferentemente el resultado de las elecciones como un factor relevante para la existencia de los partidos políticos.

 
-Puesto en votación el literal ii) de la letra a) del numeral 5) del artículo 1° del proyecto, fue aprobado por 3 votos a favor, de los Senadores señores García Ruminot, Pérez Varela y Walker, don Ignacio, 1 abstención, del Senador señor Harboe, y 1 voto en contra, del Senador señor Guillier.

Reapertura del debate


En sesión de 17 de enero de 2016, el Ejecutivo formuló una indicación para reemplazar en el literal ii de la letra a) del numeral 5, el guarismo “0,5” por “0,25”.

El Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Nicolás Eyzaguirre Guzmán, aseveró que la iniciativa consagra un régimen de constitución equivalente para los partidos existentes y aquellos que se encuentran en formación, incluyendo los mecanismos de inscripción de sus militantes por medios electrónicos.

En consecuencia, afirmó que la norma propuesta facilita la formación de nuevas colectividades, reduciendo las barreras de entrada y evitando la proliferación de partidos de baja representatividad, habida cuenta de los requisitos copulativos que consagra la iniciativa.

Habida cuenta de ello, enfatizó que los derechos y deberes que la ley establece respecto de los partidos políticos exigen cumplir requisitos de constitución y permanencia, de modo tal que los denominados emprendimientos electorales, con escasa representación, serán inviables.

La Comisión Especial, por la unanimidad de sus integrantes, acordó reabrir el debate respecto del porcentaje del electorado que hubiere sufragado en la última elección de diputados para constituir un partido político.

El Senador señor Walker, don Ignacio, sostuvo que uno de los principios que ha acordado la Comisión dice relación con facilitar la constitución de los partidos políticos, junto con el establecimiento de requisitos exigentes para su permanencia, los que consideran el resultado de los procesos electorales.

El Senador señor Guillier afirmó que la iniciativa debe favorecer la constitución de nuevos partidos políticos representativos de diversos sectores de la ciudadanía, en especial de aquellos de carácter regionalista, lo que requiere facilitar su creación y permanencia.

El Senador señor García Ruminot sostuvo que el requisito permanente equivalente al 0,5% del electorado que hubiere sufragado en la última elección de diputados es razonable, de modo tal que la disminución de dicho índice puede fomentar la creación de colectividades que carezcan de representatividad de la ciudadanía, sobre todo considerando el financiamiento público que recibirán en lo sucesivo.

El Senador señor Pérez Varela coincidió con dicha observación, considerando que, tratándose de un requisito opinable, en su opinión el porcentaje de 0,5% no constituye una barrera de entrada para la formación de nuevos partidos políticos.

El Senador señor Guillier manifestó su conformidad con la propuesta del Ejecutivo, sin perjuicio de aplicar el mismo criterio tratándose de las causales de disolución de los partidos políticos.

El Senador señor Lagos Weber manifestó que la propuesta del Ejecutivo favorece la creación de partidos políticos, lo que resulta adecuado para favorecer la representación de diversos sectores de la ciudadanía.

El Senador señor Walker, don Ignacio, afirmó que el requisito de constitución equivalente al 0,25% resulta razonable, sin perjuicio de las reglas de permanencia de las colectividades, que exigen un porcentaje de votación y representación parlamentaria, valorando, de ese modo, la decisión de la ciudadanía que se expresa en las elecciones parlamentarias.

-Puesta en votación la indicación del Ejecutivo se aprobó por 3 votos a favor, de los Senadores señores Guillier, Lagos y Walker, don Ignacio, y 2 votos en contra de los Senadores señores García Ruminot y Pérez Varela.

NUMERAL 5 LETRA b) QUE MODIFICA EL INCISO SEGUNDO DEL ARTÍCULO 6° DE LA LEY SOBRE PARTIDOS POLÍTICOS

La Cámara de Diputados realizó una modificación en el inciso segundo del artículo 6° de la Ley sobre Partidos Políticos, en el sentido de agregar a un funcionario habilitado del Servicio Electoral para recibir la declaración de afiliación a un partido.


El Senador señor Harboe, comentó que a propósito de los requisitos de formación de los partidos políticos, había observado que no era adecuado que los partidos en formación no tuvieran una alternativa virtual para realizar las afiliaciones, tal como se está disponiendo para el refichaje.


El asesor del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Gabriel Osorio, informó que en el artículo 9° bis aprobado por la Cámara de Diputados se establece la posibilidad de utilizar un sistema electrónico.


El Senador señor Harboe sugirió incorporar el texto del artículo 9° bis como inciso tercero del artículo 6°.

 
-La unanimidad de los integrantes de la Comisión Especial, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio aprobó dicha propuesta.
NUMERAL 6 QUE MODIFICA EL ARTÍCULO 7° DE LA LEY SOBRE PARTIDOS POLÍTICOS

 
La letra a) del numeral 6 adecúa la frase referida a la región donde se alcanzó el número de afiliados, a la que se establece en el artículo 3°, esto es, ocho regiones o en un mínimo de tres de ellas.


La Comisión realizó las adecuaciones de redacción pertinentes.

 
Puesto en votación el literal a) del numeral 6) del artículo 1° del proyecto de ley, fue aprobado por 4 votos a favor, de los Senadores señores García Ruminot, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio, y 1 voto en contra, del Senador señor Guillier.

Literal b)

 
Puesto en votación el literal b) del numeral 6) del artículo 1° del proyecto de ley, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Senadores señores García Ruminot, Guillier Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.
NUMERAL 7 QUE MODIFICA EL ARTÍCULO 8° DE LA LEY SOBRE PARTIDOS POLÍTICOS


La Cámara de Diputados aprobó las siguientes modificaciones al artículo 8° de la Ley sobre Partidos Políticos, que regula el nombre, sigla, símbolo y lema de los partidos:


-Eliminar la letra b), que no aceptaba como símbolos fotografías o reproducciones de la figura humana o las que permitían identificar a personas vivas o fallecidas.


-Eliminar la letra d), que no aceptaba banderas, uniformes, imágenes, palabras o locuciones, de origen nacional o extranjero, reconocidamente representativos de partidos, grupos, movimientos, objetivos, actos o conductas contrarios a la Constitución o a la ley.


-La Comisión Especial, por la unanimidad de sus integrantes aprobó dichas enmiendas.


El Senador señor Harboe propuso enmendar el encabezado del artículo 8°, en concordancia con la letra b) eliminada.


-En sesión posterior, la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión Especial, Senadores García Ruminot, Pérez Varela y Walker, don Ignacio resolvió mantener el encabezado del artículo 8° en los mismos términos en que aparece en la Ley sobre Partidos Políticos.


El Senador señor Harboe, respecto de la eliminación de la letra d) y específicamente sobre la posibilidad de que algún partido político decidiera denominarse aludiendo a conductas discriminatorias o contrarias a principios básicos de respeto y tolerancia, planteó al Ejecutivo la posibilidad de revisar el tema, de modo de regularlo adecuadamente.


El asesor del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Gabriel Osorio, comentó que dicha materia fue revisada por el Ejecutivo concluyéndose que corresponde al Tribunal Constitucional ocuparse de resolver si un movimiento político o un partido político debe disolverse por ser contrario a la Constitución Política.

NUMERALES 10 AL 15 QUE MODIFICAN LOS ARTÍCULOS 10 A 15 DE LA LEY SOBRE PARTIDOS POLÍTICOS


El asesor del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Gabriel Osorio, explicó que las modificaciones a los artículos 10 al 15 se refieren a normas que adecúan el procedimiento de oposición a la formación de un partido político, que anteriormente se regían por las normas supletorias del Código de Procedimiento Civil y ahora se sujetarán al procedimiento administrativo dispuesto en la ley N° 19.880.

 
-La Comisión Especial, por la unanimidad de sus integrantes aprobó dichas enmiendas.

NUMERAL 16 QUE MODIFICA EL ARTÍCULO 17 DE LA LEY SOBRE PARTIDOS POLÍTICOS


La Comisión Especial, dado que el contenido del artículo 9° bis fue ubicado como inciso tercero del artículo 6°, concordó en efectuar las adecuaciones formales pertinentes.

NUMERAL 17 QUE MODIFICA EL ARTÍCULO 18 DE LA LEY SOBRE PARTIDOS POLÍTICOS

 
La Cámara de Diputados, en el literal ii. de la letra a) del numeral 17 amplió el universo de las autoridades y funcionarios que no pueden afiliarse a los partidos políticos, de la siguiente manera: “Con todo, no podrán afiliarse a partido político alguno el personal de las Fuerzas Armadas y las de Orden y Seguridad Pública, del Tribunal Calificador de Elecciones y del Servicio Electoral. Tampoco podrán hacerlo los jueces y secretarios de los tribunales de justicia; los ministros, relatores, secretarios y fiscales de los tribunales superiores de justicia; los fiscales del Ministerio Público, el Defensor Nacional y los defensores regionales, el Contralor General de la República ni los contralores regionales.”.

El Senador señor Harboe propuso que se incorporen al listado precedentemente indicado, los ministros de fe de los tribunales de justicia, que se asimilan a los secretarios de los tribunales; los abogados asistentes de los fiscales y los notarios y conservadores.


-La unanimidad de los integrantes de la Comisión Especial acordó la mencionada incorporación.

Letra c) del numeral 17


La Cámara de Diputados aprobó incorporar como inciso final del artículo 17 el siguiente texto:

 
“Los estatutos de los partidos políticos podrán establecer los requisitos adicionales para la afiliación, los que no podrán ser contrarios a la ley. El rechazo de una solicitud de afiliación deberá realizarse por resolución fundada del órgano competente en un plazo que no supere los veinte días hábiles desde el ingreso de la solicitud. Asimismo, el requirente podrá recurrir de dicha resolución ante el Tribunal Supremo dentro del plazo de cinco días hábiles, el que deberá resolver la controversia en un máximo de diez días hábiles.”.


El Senador señor Harboe manifestó que actualmente el sistema de democracia interna de los partidos permite, con mayor o menor perfección, que las entidades superiores de los partidos sean decididas por entidades inferiores, pero no necesariamente por elección universal, esto es, el tribunal supremo de algunos partidos es elegido por el Consejo General o bien designado por las diferentes instituciones de los partidos. En consecuencia, agregó si se quiere la oxigenación de la política se requiere establecer un sistema de democracia interna tan perfecto que permita que la generación de autoridades del partido sea lo más transparente posible, porque serán ellos los que van a decidir respecto del destino de los partidos y sobre quiénes serán candidatas y candidatos.


Continuó diciendo que la democracia interna tiene como punto de partida, respecto de los derechos de los afiliados o de los ciudadanos que quieren afiliarse a un partido político, el dar garantía de que todos ellos pueden ingresar y por ello sugería que el ciudadano que se inscriba como afiliado lo haga ante la autoridad correspondiente del partido político, que generalmente es el Secretario General y, en caso de negársele infundadamente el ingreso o bien frente a la inacción de la autoridad en determinado plazo pueda recurrir al Tribunal Supremo o a una entidad externa.


El Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Nicolás Eyzaguirre Guzmán, puntualizó que la idea fundamental de la enmienda propuesta por la Cámara de Diputados es que la solicitud de afiliación a un partido sea resuelta con rapidez y si no se produce un pronunciamiento se entiende aceptada. Además, informó que desde el artículo 23 en adelante se regulan los órganos de los partidos políticos distinguiéndose entre los ejecutivos y los jurisdiccionales.


El Senador señor Pérez Varela entendió que las aprensiones del Senador señor Harboe se fundamentan en la normativa actual. En todo caso, expresó, si un determinado grupo de un partido político logra controlarlo y generar malas prácticas la nueva legislación sobre democracia interna y su fiscalización va a entregar suficientes garantías para enfrentar de mejor manera dicho escenario.


Opinó como extremadamente complejo que un órgano externo al partido político imponga un militante; distinto sería el caso, añadió, en el que se le rechace una solicitud, por no existir una coincidencia de la persona determinada con los principios, con los valores o con el programa del partido.


El Senador señor García Ruminot manifestó que la práctica habitual es que un militante solicite su ingreso desde el ámbito de la comuna, luego es conocida dicha solicitud por el consejo distrital y éste envía la ficha a la Secretaría General, procedimiento que –indicó- difícilmente podrá ser cumplido en veinte días tal como lo aprobó la Cámara de Diputados.


El Senador señor Walker, don Ignacio, centró la discusión en evitar una decisión discrecional o arbitraria respecto de la solicitud de afiliación a un partido político y concordó con aumentar el plazo de veinte días aprobado por la Cámara de Diputados. En el tema del Tribunal Supremo, señaló que de acuerdo con su experiencia dicha instancia ha cumplido con las expectativas.


El abogado del Instituto Libertad, señor David Huina, autorizado por la Comisión Especial para hacer uso de la palabra, recordó que los padrones para las elecciones internas de los partidos políticos serán confeccionados por el Servicio Electoral y en el evento de que se desconfiara de la labor del Tribunal Supremo sugirió establecer la obligación para que dentro de un plazo determinado dicho tribunal comunique directamente la resolución al Servicio Electoral, de tal manera que la directiva no tenga la oportunidad de dejar fuera a algún afiliado que debió participar en un proceso electoral interno.


El asesor del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Gabriel Osorio, complementó las ideas expresadas señalando que en el caso que el órgano competente dentro del partido político no se pronuncie en el plazo establecido, automáticamente se entenderá incorporado al partido el afiliado solicitante, esto es, lo que se denomina silencio positivo.

El Senador señor Harboe resumió sus planteamientos de la siguiente manera: 


-Los partidos políticos tendrán el carácter de personas jurídicas de derecho público.


-Los partidos van a recibir financiamiento estatal.


-Se deben mejorar los estándares de democracia interna. A este último respecto, señaló que el ingreso o no ingreso de afiliados puede definir las autoridades de la instancia democrática local de cada partido, quienes a su vez pueden ser aquellos que decidan en el Consejo Nacional y, por tanto, definan quienes son las autoridades electas.


Agregó que el artículo 28 de la Ley sobre Partidos Políticos, aprobado por la Cámara de Diputados, regula separadamente al Tribunal Supremo, pero en forma similar a la norma vigente y el sistema de elección de los miembros del tribunal no garantiza la rectitud de los procesos internos.


El Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Nicolás Eyzaguirre Guzmán, reconoció que en esta materia ha sido complejo lograr un equilibrio e informó que en las disposiciones que serán discutidas más adelante las resoluciones que pudieran producir un menoscabo de la minoría serán apelables ante el Tribunal Supremo y bastará que algunos votos de este tribunal que acojan la apelación, para que sea posible reclamar ante el Tribunal Calificador de Elecciones o ante el Servicio Electoral.


-La Comisión Especial acordó establecer 40 días hábiles para dictar la resolución que rechace una afiliación, comprometiéndose el Ejecutivo para traer una propuesta de redacción en la sesión siguiente.


En sesión de 11 de enero de 2016, el asesor legislativo del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Gabriel Osorio, expuso que, considerando el tenor de las observaciones de los miembros de la Comisión, resulta adecuado resguardar el derecho de los militantes para formular reclamaciones ante el rechazo de su solicitud de inscripción.

 
Al efecto, propuso incorporar un artículo 18 bis, nuevo, a ley N° 18.603, orgánica constitucional de partidos políticos, suprimiendo la letra c) del numeral 17, estableciendo que los estatutos de los partidos políticos podrán establecer los requisitos adicionales para la afiliación o adhesión, los que no podrán ser contrarios a la ley. Asimismo, las solicitudes de afiliación o adhesión deberán constar en duplicado, debiendo el partido entregar una copia al solicitante, donde conste su recepción.

 
Por otra parte, el artículo 18 bis propone que el rechazo de una solicitud de afiliación o adhesión deberá realizarse por resolución fundada del órgano competente establecido en los estatutos, en un plazo que no supere los cuarenta días hábiles desde el ingreso de la solicitud, la que será recurrible ante el Tribunal Supremo dentro de cinco días hábiles, el que deberá pronunciarse dentro de diez días hábiles.

 
Finalmente, dispone que si el partido político no se pronunciare sobre la solicitud dentro del plazo de cuarenta días, ésta se entenderá aceptada, pudiendo el solicitante requerir ante el Servicio Electoral que lo incorpore como afiliado o adherente.

 
El Senador señor Guillier consultó respecto de la instancia encargada de proceder a la afiliación de cada militante.

 
El asesor legislativo del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Gabriel Osorio, explicó que el estatuto de cada partido político debe especificar el órgano encargado de proceder a la afiliación.

 
El Senador señor Guillier abogó por establecer una instancia representativa e independiente al interior de cada colectividad, para garantizar estándares de transparencia en la inscripción de las afiliaciones o adhesiones.

 
El asesor del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Exequiel Silva, sostuvo que la regulación respecto del órgano encargado corresponde al estatuto de cada partido, los que operan con permanencia, más allá del período que corresponde a la directiva de cada colectividad.

 
El Senador señor Walker, don Ignacio, añadió que la propuesta regula adecuadamente la tramitación del proceso de inscripción o afiliación.

 
El Senador señor Pérez Varela coincidió con dicha observación.


-En sesión de 17 de enero de 2016, el Ejecutivo presentó la indicación correspondiente a la eliminación de la letra c) del numeral 17, concordante con la indicación que agregó el artículo 18 bis, la que fue aprobada por la unanimidad de los integrantes de la Comisión Especial.


-Puesto en votación el artículo 18 bis fue aprobado por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.
NUMERAL 18 QUE AGREGA UN ARTÍCULO 18 BIS QUE PASÓ A SER 18 TER

 
Seguidamente, la Comisión Especial se abocó al estudio del artículo 18 bis, que pasó a ser artículo 18 ter, que la iniciativa propone agregar a la ley N° 18.603, orgánica constitucional de partidos políticos.

 
Al efecto, dicha disposición establece el catálogo de derechos y deberes de los afiliados a un partido político.

 
En cuanto a la prerrogativa relativa a la entrega de orientación jurídica en el ejercicio y goce de los derechos de afiliado, el Senador señor Guillier consultó respecto de la forma en que procederá al cumplimiento de dicha obligación.

 
El Senador señor Walker, don Ignacio, afirmó que dicha función deberá recaer en los partidos políticos, los que deberán entregar una orientación general respecto del ejercicio de los derechos de los afiliados, sin especificar que se trata de orientación de tipo jurídico, lo que los obligaría a crear la orgánica requerida.

 
El Senador señor Pérez Varela abogó por eliminar la referencia que la propuesta formula en relación a que los derechos de los afiliados deben ejercerse de conformidad a los estatutos y la leyes, toda vez que se trata de una disposición redundante, considerando que se trata de disposiciones que deben ser cumplidas por los partidos políticos.

 
El asesor del Senador señor García Ruminot, señor David Huina, sostuvo que, dentro de los derechos de los afiliados, es necesario especificar el tipo de orientación que deben recibir cuando sus derechos sean vulnerados al interior del partido político.

 
En cuanto al derecho a recibir información que no sea reservada o secreta, consultó respecto del carácter copulativo o alternativo de los requisitos que propone la iniciativa.

 
La Subsecretaria General de la Presidencia, señora Patricia Silva Meléndez, explicó que la iniciativa pretende evitar la entrega de información que afecte las funciones propias del partido, particularmente en el contexto de una estrategia electoral.

 
La abogada de la Fundación Espacio Público, señora María Jaraquemada, agregó que las normas sobre derecho de acceso a la información pública son aplicables a los órganos del Estado, por lo que no operan respecto de los partidos políticos.

 
El Senador señor Pérez Varela sostuvo que corresponde determinar las hipótesis que pudieren generar una excepción al principio general de transparencia de la información de los partidos políticos.

 
Asimismo, añadió que se debe cautelar al derecho de los militantes para reclamar de la negativa de su entrega ante el respectivo Tribunal Supremo, como paso previo a la comparecencia ante el Servicio Electoral.

 
El Senador señor Harboe afirmó que la norma propuesta introduce una causal de reserva específica respecto de la información que los partidos políticos deben entregar a sus afiliados, lo que debe considerar el tenor de los dispuesto en el inciso segundo del artículo 8° de la Constitución Política de la República, aun cuando se trata de una norma aplicable a los órganos del Estado.

 
De ese modo, aseveró que la norma propuesta establece un conjunto mínimo de prerrogativas en favor de los afiliados, lo que exige considerar las específicas hipótesis de restricción que, respecto del principio general de acceso a la información, consagra dicha disposición constitucional.

 
A continuación, en lo relativo a las obligaciones de los afiliados, el Senador señor Guillier consultó respecto del alcance del deber de respetar y acatar los principios, estatutos, reglamentos internos, acuerdos e instrucciones de los órganos directivos, particularmente con la finalidad de respetar a los sectores minoritarios al interior de las colectividades.

 
El Senador señor Walker, don Ignacio, propuso especificar que dicha obligación comprende el deber de actuar en conformidad a los principios, estatutos, reglamentos internos, acuerdos e instrucciones de los órganos directivos de los partidos políticos, en lugar de acatar y respetar dichas disposiciones.

 
La Subsecretaria General de la Presidencia, señora Patricia Silva Meléndez, manifestó su conformidad con dicha proposición, toda vez que permite descartar la imposición de órdenes hacia los militantes.

 
El Senador señor Walker, don Ignacio, abogó por armonizar la norma propuesta con los artículos 21 y 32 de la ley N° 18.603, que prohíben las órdenes de partidos hacia sus militantes.

 
El Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Nicolás Eyzaguirre Guzmán, explicó que, sin perjuicio de la eventual prohibición de las denominadas órdenes de partido, en aquellos casos en que un militante de un partido que ejerce un cargo de elección popular hubiere votado sistemáticamente vulnerando las concepciones políticas de un partido, éste igualmente tiene el derecho de iniciar un procedimiento interno que pudiere finalizar con su remoción.

 
Puesta en votación la letra f) del número 18 del artículo 1° del proyecto de ley, fue aprobada por 4 votos a favor, de los Senadores señores García Ruminot, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio, y 1 voto en contra, del Senador señor Guillier.

 
Puesto en votación el número 18 del artículo 1° del proyecto de ley, con excepción de la letra f) que propone, fue aprobado, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.

NUMERAL 19 QUE REEMPLAZA EL INCISO FINAL DEL ARTÍCULO 19 DE LA LEY SOBRE PARTIDOS POLÍTICOS


La Cámara de Diputados aprobó un inciso final que posibilita que la afiliación a los partidos políticos se efectúe de acuerdo con la ley N° 19.799, sobre documentos electrónicos, en conformidad a la instrucción emitida por el Servicio Electoral, tal como se dispone en el inciso tercero del artículo 6° de la Ley sobre Partidos Políticos.

 
El Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Nicolás Eyzaguirre Guzmán, expuso que los requisitos de re-fichaje son equivalentes a los de inscripción de partidos nuevos, incluyendo los mecanismos de inscripción mediante sistemas electrónicos.
 
-Puesto en votación el número 19 del artículo 1° del proyecto de ley, fue aprobado, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.

NUMERAL 20 QUE REEMPLAZA EL ARTÍCULO 20 DE LA LEY SOBRE PARTIDOS POLÍTICOS


La Cámara de Diputados aprobó una norma que establece la obligación del Servicio Electoral de mantener actualizado el registro de afiliados de cada partido político.
 
El Senador señor Harboe consultó respecto de las sanciones aplicables ante el incumplimiento de la obligación que propone en materia de actualización del padrón de militantes.

 
El asesor del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Gabriel Osorio, explicó que la norma propuesta debe ser interpretada considerando el artículo 48 de la ley N° 18.603, que establece que las infracciones a las obligaciones serán sancionadas con multa en su grado máximo en el primer caso, en su grado medio a máximo en el segundo, y en sus grados mínimo a medio en el tercero. La multa será de cargo del partido político infractor.

 
El Senador señor García Ruminot consultó respecto del alcance de la facultad que la norma confiere a los estatutos de los partidos políticos la posibilidad de inhabilitar a sus adherentes para ejercer el derecho a sufragio.

 
El asesor legislativo del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Gabriel Osorio, explicó que la iniciativa distingue entre el Registro de Afiliados, compuesto por los militantes mayores de 18 años, y el Registro de Adherentes, conformado por aquellos menores de 18 y mayores de 14 años que no hubieren sido por delitos que merezcan pena aflictiva o mayores de 18 años que hubieren sido inhabilitados por el estatuto de cada partido.

 
-Puesto en votación el número 20 del artículo 1° del proyecto de ley, fue aprobado, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.

NUMERAL 21 QUE SUSTITUYE EL ARTÍCULO 21 DE LA LEY SOBRE PARTIDOS POLÍTICOS


La Cámara de Diputados aprobó un texto que dispone lo siguiente:

 
Artículo 21.- Los partidos políticos no podrán dar órdenes al Presidente de la República, ministros de Estado, subsecretarios, embajadores, alcaldes y funcionarios públicos.

 
Esta limitación, que operará y cesará de pleno derecho, durará mientras las personas señaladas se encuentren en ejercicio de sus funciones y estará referida sólo a aquellas propias del cargo.”.

 
El Senador señor Harboe describió que la propuesta sólo impide que se formulen órdenes al Presidente de la República, ministros de Estado, subsecretarios, embajadores, alcaldes y funcionarios públicos, toda vez que, atendido el tenor de la disposición en estudio, el resto de sus obligaciones con la colectividad siguen vigentes.
 
El Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Nicolás Eyzaguirre Guzmán, abogó por incorporar, en el artículo 32 de la ley N° 18.603, a los concejales y consejeros regionales dentro de aquellas autoridades que no pueden ser sujeto de órdenes de partido, considerando que se trata de cargos de elección popular que ejercen funciones de carácter ejecutivo.

 
-Puesto en votación el numeral 21 del artículo 1° del proyecto de ley, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.

-Con la misma votación, la Comisión Especial modificó el artículo 32 de la Ley sobre Partidos Políticos.

NUMERAL 22 QUE REEMPLAZA EL ARTÍCULO 23 DE LA LEY SOBRE PARTIDOS POLÍTICOS

 
En primer lugar, la Comisión Especial se abocó al estudio de las normas propuestas en materia de cuotas de género para las candidaturas o la elección de los integrantes de los órganos internos de los partidos políticos.

 
El asesor del Senador señor García Ruminot, señor David Huina, consultó respecto de la forma de aplicación del criterio de igualdad en la representación de hombres y mujeres en las instancias partidarias.

 
En efecto, sostuvo que debe definirse el criterio respecto de los órganos del partido que quedan sujetos al deber de representación paritaria y, además, especificar si el porcentaje de cuotas opera respecto de las candidaturas o de la conformación de las respectivas directivas, considerando los efectos que ello puede producir para la democracia interna de las colectividades.

 
El Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Nicolás Eyzaguirre Guzmán, explicó que la postura inicial del Ejecutivo decía relación con establecer un porcentaje únicamente para las candidaturas. No obstante, afirmó que, considerando la relevancia de establecer condiciones de paridad al interior de los órganos de dirección política, resulta adecuada la fórmula propuesta en el texto aprobado por la Cámara de Diputados, que atiende a su conformación y no a las candidaturas.

 
En la misma línea, expuso que en el sistema de candidaturas individuales igualmente puede aplicarse un mecanismo de cuotas, sin perjuicio que su implementación resulta garantizada más fácilmente por listas de candidatos.

 
El Senador señor Harboe, junto con reconocer la relevancia de la paridad de representación entre hombres y mujeres al interior de los partidos políticos, sostuvo que la propuesta rigidiza ex-ante los resultados de sus procesos eleccionarios. En consecuencia, abogó por garantizar que las postulaciones se verifiquen en un marco de igualdad, sin perjuicio del resultado que pudiere producirse en éstas, considerando que, al no alcanzarse el porcentaje requerido en una determinada elección, podría alegarse la nulidad del proceso eleccionario.

 
El Senador señor García Ruminot afirmó que las candidaturas a cargos de elección interna de los partidos políticos se caracterizan, en algunos casos, por postulaciones individuales de carácter voluntario, de modo tal que resulta particularmente complejo garantizar el resultado de los procesos electorales.

 
En consecuencia, coincidió en la necesidad de establecer un criterio de paridad en la postulación y no en la elección de los órganos colegiados.

 
El Senador señor Guillier consultó respecto de la aplicación de un criterio de paridad tratándose de personas transexuales.

 
Asimismo, manifestó su voluntad de promover mecanismos de representación de mujeres e identidad de género en los órganos internos de los partidos políticos.

 
El Senador señor Walker, don Ignacio, coincidió en la necesidad de propender al establecimiento de normas que favorezcan una mayor participación en materia de diversidad de género.

 
La Subsecretaria General de la Presidencia, señora Patricia Silva Meléndez, explicó que uno de los principales obstáculos que deben sortear las mujeres para acceder a cargos de representación popular dice relación con un su baja presencia en los órganos internos de los partidos, los que, en la práctica, deciden la conformación de las listas electorales.

 
En ese contexto, añadió que se requiere asegurar la participación igualitaria de las mujeres en la actividad política, con cuya finalidad la implementación de acciones afirmativas, como la propuesta por la norma en estudio, cumple un rol relevante.

 
El Senador señor Pérez Varela afirmó que, compartiendo la necesidad de promover una creciente participación de las mujeres en política, se han promovido normas que favorecer criterios de igualdad en elecciones parlamentarias. 

 
En ese contexto, añadió que la conformación de los órganos intermedios resulta particularmente compleja atendido el sistema de candidaturas individuales que se verifica en algunas colectividades, en tanto que un régimen de candidaturas por listas permitiría implementar el mecanismo de paridad que propone la norma.

 
Asimismo, abogó por analizar los mecanismos para limitar los períodos en que un integrante de un órgano directivo pueda ejercer sus funciones, con la finalidad de evaluar la concordancia de dicha propuesta con aquellas que apuntan a limitar la reelección de las autoridades de elección popular.

 
Habida cuenta de ello, solicitó votación separada de la regulación propuesta en materia de reelección de los integrantes de sus órganos superiores, la que prescribe que no podrán ser electos por más de dos períodos consecutivos en su mismo cargo.
 
-Puesto en votación el numeral 22 del artículo 1° del proyecto de ley, únicamente en lo relativo a la reelección de los integrantes de los órganos superiores de los partidos políticos (inciso cuarto), fue aprobado por 3 votos a favor, de los Senadores señores Guillier, Harboe y Walker, don Ignacio, y 2 votos en contra, de los Senadores señores García Ruminot y Pérez Varela.

 
-Puesto en votación el numeral 22 del artículo 1° del proyecto de ley, salvo en lo relativo a la reelección de los integrantes de los órganos superiores de los partidos políticos fue aprobado, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio. Las modificaciones corresponden a las que se efectuaron al inciso quinto, sustituyendo la palabra “integración” por “elección” y la expresión “de sus miembros” por “de las candidaturas”.

-En sesión de 17 de enero de 2016, el Senador señor Guillier advirtió un error en su votación respecto de las enmiendas al inciso quinto, en el sentido de que era un voto en contra de dichas enmiendas.

INDICACIONES FORMULADAS RESPECTO DEL ARTÍCULO QUINTO DEL ARTÍCULO 23


a) El Senador señor Guillier y las Senadoras señoras Goic y Muñoz proponen sustituir el inciso quinto del artículo 23 por el siguiente:


“En la elección e integración de los órganos colegiados previstos en esta ley, se observarán mecanismos especialmente previstos en los estatutos que aseguren que ninguno de los sexos supere el 60 por ciento de sus candidaturas o miembros. En caso de ser tres miembros, se entenderá cumplida la regla cuando al menos uno de ellos sea de sexo diferente.”.

 
b) El Senador señor Guillier y las Senadoras señoras Goic y Muñoz proponen sustituir el inciso quinto del artículo 23 por el siguiente:


“En la integración de los órganos colegiados previstos en esta ley, se observarán mecanismos especialmente previstos en los estatutos que aseguren que ninguno de los sexos supere el 60 por ciento de sus miembros. En caso de ser tres miembros, se entenderá cumplida la regla cuando al menos uno de ellos sea de sexo diferente.”.


c) La Senadora señora Allende propone sustituir el inciso quinto del artículo 23 por el siguiente:

 
“En la conformación de los órganos colegiados previstos en esta ley, se observarán mecanismos especialmente previstos en los estatutos que aseguren que ninguno de los sexos supere el 60 por ciento de sus miembros. En caso de ser tres miembros, se entenderá cumplida la regla cuando al menos uno de ellos sea de sexo diferente.”.


-La Comisión Especial no reabrió debate para ocuparse de las indicaciones anteriormente descritas, atendidas las conversaciones que se estaban sosteniendo con el Ejecutivo y entre las Senadoras y los Senadores, materia que oportunamente se tratará en la Sala del Senado.


No obstante lo anterior, en la Comisión Especial se abrió un debate sobre esta materia.


El Senador señor Walker, don Ignacio se preguntó cómo se podría tener un resultado de criterio de género 60-40 y agregó que por eso la Comisión Especial acordó en la elección –y no en la integración de los órganos colegiados- 60% de las candidaturas.


El Senador señor Pérez Varela opinó que el tema debiera radicarse en la Sala.


El Senador señor Guillier recordó que el defendió en sesión anterior la diferencia de género e hizo presente su inquietud por la referencia que se suele hacer a los reglamentos electorales, porque los partidos políticos van a definir cuál va a ser el mecanismo electoral interno y, por lo tanto, debe elaborarse necesariamente un sistema que permita garantizar una ley de cuotas. 


Agregó que la ley de cuotas en las democracias del mundo es aceptada, sobre todo porque permite fortalecer a grupos que se quieren potenciar y que sufren grados de discriminación significativa. En el caso de la mujer –recalcó- a nadie le cabe duda que en Chile existe una manifiesta marginación, principalmente cuando se trata de ocupar altos cargos en la Administración Pública, en los partidos políticos, en las empresas y otras entidades.


Respecto a mecanismos electorales, puntualizó que la ley le está entregando a los partidos definir su sistema electoral, debiendo exigirse que dicho sistema tiene que ser democrático, porque lo que se quiere evitar es que finalmente se ocupe el 40 % mínimo que beneficia a los grupos que han estado más marginados –en este caso mujeres- mediante procedimientos espurios.


Prosiguió diciendo que es política de este Gobierno utilizar el concepto de género como más amplio que hombre y mujer y recordó haber consultado a los representantes del Ejecutivo sobre cuál definición de género se está utilizando y si está contemplado en la política de Gobierno introducir la diversidad de género como una política que se exprese en todas las instituciones del Estado y en toda la legislación incluyendo los comicios electorales y la composición de cuerpos directivos u órganos colegiados de los partidos políticos.


Reiteró su voto en contra de las enmiendas que se efectuaron al artículo 23 de la Ley sobre Partidos Políticos.


El Senador señor Lagos Weber manifestó que de todas las indicaciones formuladas en esta materia ninguna habla de género, sino que se hace referencia al sexo con las opciones hombre y mujer, en circunstancias que no es un tema indiferente, porque existe un proyecto de ley sobre identidad de género que amplía las variables a otras minorías que tienen una opción diferente y que no quedarían comprendidas en una cuota de candidaturas. Al respecto, mencionó el caso de una concejala de Valparaíso, la señora Zuliana Araya, quien para los efectos de la ley que se está discutiendo sería hombre por atender al sexo y no a su género.


El Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Nicolás Eyzaguirre Guzmán, coincidió con la idea de entregar a la Sala la decisión final sobre el tema en cuestión.


Añadió que el Ejecutivo requiere efectuar una revisión del ordenamiento legal, dado que no es seguro que se esté en condiciones no ambiguas de definir género, aunque el ánimo es propender a que las cuotas sean de género y no de sexo.


Por otro lado, cuando se habla de cargos electos y no de postulantes, explicó que la jurisprudencia internacional entrega determinadas reglas y no es indiferente que el último de un género que quedó sin cargo en virtud de la ley de cuotas, versus el que sí quedó, pero que no le correspondía de acuerdo -por ejemplo- a la cifra repartidora, tiene que haber una cierta máxima diferencia, ya que no se trata de un criterio mecánico.

NUMERAL 23 QUE AGREGA UN ARTÍCULO 23 BIS, NUEVO A LA LEY SOBRE PARTIDOS POLÍTICOS


La Cámara de Diputados aprobó un texto que dispone la elección democrática de todos los miembros de los órganos que tendrán los partidos políticos y regula las reglas de elección, el contenido del reglamento de elecciones internas y la participación del Servicio Electoral.

 
El Senador señor Walker, don Ignacio, manifestó que la norma propuesta resalta el carácter democrático de las elecciones internas al interior de los partidos políticos, reconociendo a cada colectividad el derecho a determinar su sistema electoral y mecanismos de elección de autoridades.

 
El Senador señor Pérez Varela sostuvo que, en cualquier caso, el sistema electoral que adopte cada partido debe garantizar el cumplimiento de las normas sobre paridad de género.

 
El Senador señor Guillier coincidió con dicha observación.

 
El Senador señor Walker, don Ignacio, recordó que el artículo 23 que se propone agregar a la ley N°18.603 se consagra que en la integración de los órganos colegiados previstos se observarán mecanismos especialmente previstos en los estatutos que aseguren que ninguno de los sexos supere el 60% de sus miembros, lo que resuelve dicha inquietud.

 
El Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Nicolás Eyzaguirre Guzmán, coincidió en que, efectivamente, la mejor forma de resolver las problemáticas que derivan de la implementación de un sistema de cuotas corresponde a la presentación de candidaturas mediante un sistema de listas. Con todo, agregó que de ello deriva un sistema de elección directa en los organismos colegiados, sin perjuicio del derecho de cada colectividad para determinar sus propios procedimientos de elección.

 
El Senador señor Harboe sostuvo que la iniciativa propone asimilar los principios que informan los procesos de eleccionarios generales a aquellos que se verifican al interior de los partidos políticos. Siguiendo dicho razonamiento, abogó por establecer la competencia del Servicio Electoral en su caso.

 
El Senador señor Pérez Varela coincidió con dicha observación.

 
El Senador señor García Ruminot, en ese contexto, abogó por vincular las funciones que desarrolla el Servicio Electoral con el funcionamiento de los Tribunales Supremos de los partidos políticos y los Tribunales Electorales Regionales, con la finalidad de certificar la corrección de los procesos eleccionarios.

 
El Senador señor Walker, don Ignacio, explicó que la regulación propuesta por la iniciativa introduce diversas modificaciones que permiten mejorar los estándares de transparencia, las que se complementan con aquellas contenidas en el proyecto de ley sobre Fortalecimiento y Transparencia de la Democracia, correspondiente al Boletín N° 9.790, al disponer que la Subdirección de Partidos Políticos del Servicio Electoral deberá fiscalizar y controlar el cumplimiento de la normativa sobre transparencia, elecciones internas, aportes y gastos de partidos políticos.
 
En la misma línea, el Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Nicolás Eyzaguirre Guzmán, aseveró que el conjunto de iniciativas presentadas por el Ejecutivo apuntan a garantizar la transparencia en el funcionamiento de los partidos políticos. Con todo, afirmó que ello no implica la extensión de las facultades del Servicio Electoral para conocer en detalle todos los procedimientos eleccionarios que se verifican en los partidos políticos, toda vez que éstos deben desarrollarse conforme a controles cruzados entre todos los actores que participan en él, incluyendo, desde luego, a sus propios militantes o adherentes.

 
Habida cuenta de ello, el Senador señor Walker, don Ignacio, propuso incorporar, dentro de las facultades del Servicio Electoral, la dictación de las instrucciones que correspondan para cumplir dicha finalidad.

 
-Puesto en votación el numeral 23 del artículo 1° del proyecto de ley, fue aprobado, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.

En sesión de 17 de enero de 2016, el Senador señor Lagos Weber afirmó que, sin perjuicio de las facultades que puede ejercer el Servicio Electoral respecto de las elecciones internas de los partidos políticos, es necesario fortalecer dichas atribuciones reconociendo, de modo expreso, la posibilidad de destinar a uno o más de sus funcionarios a presenciar las elecciones internas de los partidos políticos, quienes podrán desempeñarse como de ministros de fe.

En la misma línea, el Senador señor Walker, don Ignacio, coincidiendo don dicha observación, añadió que dicha propuesta debe considerar el inciso final del artículo 23 propuesto por la iniciativa, que confiere facultades al Servicio Electoral respecto de las elecciones internas de los partidos políticos, junto con las normas contenidas en el proyecto sobre fortalecimiento y transparencia de la democracia en lo tocante a la creación de la Subdirección de Partidos Políticos, al alero del Servicio Electoral.

El Senador señor Pérez Varela coincidió con dichas observaciones, lo que requiere un aumento significativo de la estructura orgánica y los recursos destinados al Servicio Electoral.
El Senador señor García Ruminot coincidió en la necesidad de otorgar facultades al Servicio Electoral respecto de las elecciones internas de los partidos políticos, particularmente respecto de destinar a uno o más de sus funcionarios a presenciar las elecciones internas de los partidos políticos, quienes podrán desempeñarse como de ministros de fe.

Con todo, manifestó que ello requiere una mejora sustantiva del presupuesto asignado y la estructura orgánica del Servicio Electoral.

En la misma línea, el presidente de la Fundación Espacio Público, coincidió en la relevancia de asegurar la presencia del Servicio Electoral en los procesos de elecciones internas de los partidos políticos.

El Senador señor Lagos Weber, coincidiendo con dichas observaciones, sostuvo que la implementación de las nuevas facultades de fiscalización supone un proceso gradual que, en lo sucesivo, requerirá una mayor asignación de recursos al Servicio Electoral.

Habida cuenta de las observaciones de los miembros de la Comisión, el Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Nicolás Eyzaguirre Guzmán, presentó una indicación para establecer que el Servicio Electoral podrá destinar a uno o más de sus funcionarios a presenciar las elecciones internas de los partidos políticos, quienes podrán desempeñarse como de ministros de fe
En efecto, enfatizó que las facultades de fiscalización de dicho organismo constituyen uno de los pilares del proyecto de ley en estudio, incluyendo las facultades intrusivas que puede ejercer el Servicio Electoral respecto de los partidos políticos.

Puesta en votación la propuesta del Ejecutivo, fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Lagos Weber, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.

INDICACIÓN FORMULADA AL INCISO FINAL DEL ARTÍCULO 23 BIS


La Senadora señora Goic, la Senadora señora Muñoz y el Senador señor Guillier proponen intercalar, en el inciso final del artículo 23 bis, a continuación de la palabra “artículo”, la frase: “y de lo establecido en el inciso quinto del artículo precedente”.


-Al igual que respecto de las indicaciones efectuadas al numeral 22 sobre la paridad de género, la Comisión Especial no emitió pronunciamiento, atendidas las conversaciones que se están efectuando con el Ejecutivo. 
NUMERAL 24 QUE REEMPLAZA EL ARTÍCULO 24 DE LA LEY SOBRE PARTIDOS POLÍTICOS


La Cámara de Diputados aprobó un texto que en su inciso primero establece lo siguiente:

 
“Artículo 24.- El Órgano Ejecutivo será elegido por la totalidad de los afiliados o bien por el Órgano Intermedio Colegiado, conforme a lo que establezcan los estatutos del partido político, y estará compuesto por al menos tres miembros. Las denominaciones y atribuciones de cada uno de sus miembros, determinadas conforme a sus estatutos, deberá ser informada al Servicio Electoral.”.

El Senador señor Walker, don Ignacio, afirmó que el Órgano Ejecutivo de un partido político debe operar en base a un sistema representativo, aplicando el principio de un voto por cada militante, asegurando de ese modo un sistema democrático sin perjuicio del sistema electoral que adopte cada colectividad en su caso.

El Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Nicolás Eyzaguirre Guzmán, explicó que, en cualquier caso, el sistema electoral que adopte cada partido deberá considerar el carácter democrático en la elección de los miembros de sus órganos superiores.

El Senador señor Pérez Varela afirmó que el sistema de elección democrática al interior de los partidos puede ser afectado mediante la atribución que se confiere a los partidos políticos consistente en definir, en sus estatutos, la forma en que serán elegidos los integrantes de sus órganos superiores.

El Senador señor Guillier coincidió con dicha observación, en el entendido que la mejor forma de cautelar el principio democrático al interior de los partidos dice relación con la elección directa de sus autoridades.

La Subsecretaria General de la Presidencia, señora Patricia Silva Meléndez, explicó que la iniciativa garantiza, en cualquier caso, el carácter personal, igualitario, libre, secreto e informado del sufragio de los afiliados. En ese contexto, aseveró que, de dicho principio general, se derivan los distintos sistemas electorales que pueda adoptar cada colectividad, los que, en cualquier caso, deben respetar dichos lineamientos.
El Senador señor García Ruminot abogó por establecer un sistema único de elección de órganos superiores para todos los partidos, de modo tal de cautelar, por esa vía, el cumplimiento del principio consistente en un voto por cada militante.

El Senador señor Lagos Weber afirmó que, en general, los sistemas de elección de cada partido debe propender a evitar cualquier afectación del principio de un voto por cada militante, sin perjuicio de reconocer su autonomía para definir el régimen electoral aplicable en su caso.

El Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Nicolás Eyzaguirre Guzmán, reiteró que el sistema electoral de cada partido puede variar entre distintas opciones, entre regímenes de elección directa o indirecta, los que, en cualquier caso, deben respetar el principio democrático.

El Senador señor Walker, don Ignacio, sostuvo que los distintos sistemas de elección directa o indirecta deben respetar el principio democrático, cautelando, al mismo tiempo, la autonomía de los cuerpos intermedios para definir sus sistemas de representación interna. De ello deriva la necesidad de proteger la forma de generación de la directiva de la forma en que cada partido establezca, en los términos que propone la iniciativa.

El Senador señor Pérez Varela solicitó votación separada de la frase que establece que el Órgano Ejecutivo de los partidos políticos será elegido por el Órgano Intermedio Colegiado, conforme a lo que establezcan los estatutos del partido político.

-Puesta en votación la frase indicada, fue rechazada por 3 votos en contra, de los Senadores García Ruminot, Guillier y Pérez Varela, y 2 votos a favor de la mantención de la frase, de los Senadores señores Lagos Weber y Walker, don Ignacio.

-Puesto en votación el resto del numeral 24 del artículo 1° del proyecto, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión Especial, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Lagos Weber, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.

NUMERAL 26 QUE REEMPLAZA EL ARTÍCULO 26 DE LA LEY SOBRE PARTIDOS POLÍTICOS


La Cámara de Diputados aprobó un artículo que establece al Órgano Intermedio Colegiado como el órgano plural, con carácter normativo y resolutivo del partido político. Seguidamente, se enumeran las atribuciones que le corresponden.

El Senador señor García Ruminot abogó por establecer los mecanismos para evitar que los estatutos del partido puedan vulnerar el sistema de cuotas y el carácter plural de los partidos políticos que propone la iniciativa.

El Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Nicolás Eyzaguirre Guzmán, explicó que, en cualquier caso, los estatutos deben adecuarse a las normas legales que rigen el funcionamiento de los partidos políticos, particularmente en cuanto al aseguramiento del sistema de cuotas y el carácter plural de las colectividades.

El Senador señor Pérez Varela afirmó que la forma de elección de cada partido debe garantizar el cumplimiento de las cuotas y el carácter plural de los partidos políticos, sin perjuicio de que se aplique un método de elección directa o indirecta de sus autoridades.

Respecto del inciso final propuesto, el Senador señor Walker propuso su eliminación, toda vez que impediría el ejercicio de algunas atribuciones respecto de los miembros no electos del órgano intermedio colegiado.

Asimismo, abogó por establecer, en el inciso penúltimo contenido en la norma en estudio, que sólo podrá convocarse a eventos partidarios con carácter resolutivo sobre aquellas materias que sean atribuciones propias del Órgano Intermedio Colegiado, en lugar del Consejo General.

Dichas propuestas fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Lagos Weber, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.

Puesto en votación el numeral 26 del artículo 1° del proyecto de ley, fue aprobado, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión Especial, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Lagos Weber, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.

NUMERAL 27 QUE REEMPLAZA EL ARTÍCULO 27 DE LA LEY SOBRE PARTIDOS POLÍTICOS


La Cámara de Diputados aprobó el siguiente texto:

 
“Artículo 27.- Los partidos políticos deberán elegir, a lo menos, un Órgano Ejecutivo y Consejos Regionales en cada una de las regiones en que estén constituidos en conformidad con esta ley. Cada Órgano Ejecutivo Regional estará integrado, a lo menos, por un presidente, un secretario y un tesorero. Sus miembros serán elegidos por los afiliados de la región respectiva.”.

El Senador señor Pérez Varela sostuvo que la forma de elección de los Órganos Intermedios Colegiados Regionales deberá efectuarse en conformidad a los estatutos de cada partido político.

Dicha propuesta fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Lagos Weber, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.

El Senador señor Walker, don Ignacio sugirió reemplazar el término “Consejos Regionales” por “un Órgano Intermedio Colegiado Regional”, lo que fue aprobado por la misma unanimidad señalada.

-Puesto en votación el numeral 27 del artículo 1° del proyecto de ley, fue aprobado, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión Especial, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Lagos Weber, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.

NUMERAL 28 QUE REEMPLAZA EL ARTÍCULO 28 DE LA LEY SOBRE PARTIDOS POLÍTICOS


La Cámara de Diputados sustituyó el artículo 28, referido al Tribunal Supremo de los partidos políticos.

El abogado de la Fundación Jaime Guzmán, señor Héctor Mery, abogó por especificar la incompatibilidad entre la integración del tribunal supremo y el órgano ejecutivo de los partidos.
El Senador señor Walker, don Ignacio, coincidió con dicha observación.

La asesora del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Valeria Lübbert, habida cuenta de las observaciones de los integrantes de la Comisión, propuso establecer que los miembros del Órgano Ejecutivo del partido no podrán ser miembros del Tribunal Supremo.
El asesor del Senador señor García Ruminot, señor David Huina, sostuvo que la facultad de los tribunales supremos de los partidos políticos, consistente en suspender a sus militantes, actualmente se aplica de modo residual a la espera de una sentencia penal. En consecuencia, abogó por especificar dicha facultad de modo expreso, en tanto se verifica el proceso sancionatorio interno.

El Senador señor Walker coincidió con dicha observación, con la finalidad de permitir la suspensión de un militante mientras se tramita un proceso penal en su contra.

Asimismo, abogó por especificar que el Tribunal Supremo adoptará sus acuerdos por la mayoría de sus miembros en ejercicio.

Puesto en votación el numeral 28 del artículo 1° del proyecto de ley, fue aprobado, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Lagos Weber, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.

NUMERAL 30 QUE INTERCALA LOS ARTÍCULOS 28 TER Y 28 QUÁTER NUEVOS EN LA LEY SOBRE PARTIDOS POLÍTICOS

El Senador señor Walker, don Ignacio, afirmó que la propuesta regula adecuadamente los requisitos que deben cumplir los estatutos de los partidos políticos, particularmente respecto del aseguramiento del derecho a defensa de los afectados por un procedimiento sancionatorio interno.

Asimismo, manifestó su conformidad con el catálogo meramente ejemplar que el artículo 28 quáter propone en materia de infracciones a la disciplina interna de los partidos políticos.

El asesor del Senador señor García Ruminot, señor David Huina, abogó por eliminar la expresión “publica y notoriamente”, contenida en la letra b) del artículo 28 quáter, con la finalidad de permitir un mayor margen de acción al Tribunal Supremo.

Dicha propuesta fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión.

-Puesto en votación el numeral 30 del artículo 1° del proyecto de ley, fue aprobado, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Lagos Weber, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.

NUMERAL 32 QUE REEMPLAZA EL INCISO PRIMERO DEL ARTÍCULO 30 DE LA LEY SOBRE PARTIDOS POLÍTICOS

 
El Senador señor Walker sostuvo que la norma propuesta considera adecuadamente el carácter de los partidos políticos como personas jurídicas de derecho público.

 
-Puesto en votación el numeral 32 del artículo 1° del proyecto de ley, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Lagos Weber, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.

NUMERAL 33 QUE MODIFICA EL ARTÍCULO 31 DE LA LEY SOBRE PARTIDOS POLÍTICOS


La Cámara de Diputados aprobó enmiendas al artículo 33 que coordina las modificaciones a las denominaciones de los órganos de los partidos.

INDICACIÓN FORMULADA PARA AGREGAR UN INCISO SEGUNDO NUEVO AL ARTÍCULO 31


La Senadora señora Goic, la Senadora señora Muñoz y el Senador señor Guillier proponen intercalar un inciso segundo en el artículo 31, con el siguiente texto:


“De la misma forma, los estatutos de los partidos deberán contener normas para que en la designación o el apoyo de candidaturas a senadores, diputados, consejeros regionales, alcaldes y concejales, ni los candidatos hombres ni las candidatas mujeres superen el sesenta por ciento del total respectivo. En caso de ser tres candidatos, se entenderá cumplida la regla cuando al menos uno de ellos sea de sexo diferente.”.


-La Comisión Especial no se pronunció respecto de esta indicación, dado que se relaciona con el tema de las cuotas de género.

-Puesto en votación el numeral 33 del artículo 1° del proyecto de ley, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Lagos Weber, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.

NUMERAL 35 QUE AGREGA UN ARTÍCULO 35 BIS A LA LEY SOBRE PARTIDOS POLÍTICOS


La Cámara de Diputados aprobó el siguiente texto:

 
“Artículo 35 bis.- Los actos y contratos que celebren los partidos políticos se regirán por las reglas generales, sin perjuicio de las normas especiales que esta ley establece. Los partidos políticos no podrán celebrar actos o contratos a título oneroso en condiciones o a un valor significativamente distinto del de mercado. Con todo, los partidos políticos no podrán constituir ni participar en personas jurídicas, salvo las expresamente autorizadas por la ley, ni prestar servicios a título oneroso.”.


En sesión de 17 de enero de 2016, el Ejecutivo formuló una indicación para sustituir el numeral 35, incorporando los artículos 35 bis, 35 ter y 35 quáter nuevos.

El Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Nicolás Eyzaguirre Guzmán, explicó que el artículo 35 bis propuesto apunta a establecer que los actos y contratos que celebren los partidos políticos se regirán por las reglas generales, sin perjuicio de las normas especiales que la presente ley establece. Asimismo, detalla que los partidos políticos no podrán celebrar contratos a título oneroso en condiciones distintas a las de mercado o cuya contraprestación sea de un valor superior o inferior al de mercado, en tanto que no podrán constituir ni participar en personas jurídicas salvo las expresamente autorizadas por esta ley y por la ley N° 19.884, ni prestar servicios a título oneroso.

En cuanto al artículo 35 ter, explicó que la propuesta apunta a permitir que los partidos puedan ser propietarios de bienes inmuebles, de cuyo total de bienes inmuebles a nombre del partido al menos dos tercios deberán destinarse a las actividades señaladas en el artículo 2° de la ley N° 18.603, en tanto que el resto podrá destinarse a otros fines, tales como la obtención de rentas por arrendamiento. Asimismo, detalla que los partidos políticos deberán informar anualmente al Servicio Electoral respecto de la totalidad de los bienes inmuebles inscritos a nombre del partido.

Finalmente, expuso que el artículo 35 quáter propone que, tratándose de los fondos provenientes de los aportes públicos que reciban los partidos políticos, éstos deberán destinarse a los fines que señala la ley y rendirse y justificarse de forma separada. Asimismo, establece que los partidos políticos sólo podrán invertir su patrimonio financiero proveniente de aportes del fisco en valores de renta fija emitidos por el Banco Central, en depósitos a plazo y cuotas de fondos mutuos que no estén dirigidos a inversionistas calificados.

Por otra parte, agregó que fuera de los casos previstos -esto es, siempre que no se trata de aportes públicos- y siempre que su patrimonio financiero disponible sea superior a las veinticinco mil unidades de fomento, los partidos podrán invertirlo mediante del mandato especial de administración de valores a que se refiere el Título III de la ley N° 20.880, sobre Probidad en la Función Pública y Prevención de los Conflictos de Intereses –correspondiente a un fideicomiso ciego- de conformidad a las normas allí contenidas, el que deberá constituirse en un plazo de 90 días desde que el patrimonio financiero disponible del partido alcance  el valor de veinticinco mil unidades de fomento. Si dicho patrimonio no supera este valor, detalló que el partido político sólo podrá invertir su patrimonio financiero en conformidad a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 35 quáter.

Seguidamente, en cuanto al artículo 35 quáter, explicó que se propone regular aquellos casos en que el patrimonio de un partido sobrepase determinado monto, en cuya hipótesis deberá constituir un fideicomiso ciego con la finalidad de evitar conflictos de intereses, en tanto que, si no sobrepasa dicho monto, podrá destinarlo a la finalidad que estime conveniente.

-Puesta en votación la indicación del Ejecutivo, fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Lagos Weber, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.

NUMERAL 36 QUE INTERCALA LOS ARTÍCULOS 36 BIS Y 36 TER A LA LEY SOBRE PARTIDOS POLÍTICOS EN MATERIA DE ACCESO A LA INFORMACIÓN Y TRNASPARENCIA


La Cámara de Diputados aprobó un artículo 36 bis que establece para el Servicio Electoral la obligación de mantener a disposición permanente del público, a través de su sitio electrónico, en forma completa, actualizada cada seis meses, y de un modo que permita su fácil identificación y un acceso expedito, una serie de antecedentes que se enumeran, que deberán ser proporcionados por cada partido político a dicho Servicio.
INDICACIÓN FORMULADA AL ARTÍCULO 36 BIS PARA AGREGAR UNA LETRA NUEVA


La Senadora señora Goic, la Senadora señora Muñoz y el Senador señor Guillier proponen agregar la siguiente letra k), nueva, al artículo 36 bis, con un nuevo antecedente que deberán proporcionar los partidos políticos al SERVEL:


“k) Información estadística sobre participación política dentro del partido desagregada por sexo, indicando, a lo menos, la cantidad de militantes, distribución etaria, los cargos que ocupan dentro del partido, cargos de elección popular, autoridades de gobierno, entre otros.”.


-Puesta en votación esta indicación, fue aprobada por la unanimidad de los integrantes de la Comisión Especial, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Lagos, Pérez Varela y Walker, don Ignacio. El texto de letra se incorporará como letra s) en el artículo 36 bis propuesto en la indicación del Ejecutivo, que se explica a continuación.
El Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Nicolás Eyzaguirre Guzmán, presentó una propuesta para sustituir el numeral 36 del artículo 1° del proyecto de ley, incorporando un título relativo al acceso a información y el deber de transparencia de los partidos políticos.
En ese contexto, detalló que se proponen normas equivalentes a aquellas contenidas en la ley N°20.285, sobre Acceso a la Información Pública, homologando el régimen aplicable a los órganos de la administración del Estado.

El Senador señor Lagos Weber manifestó su conformidad con el tipo de información cubierta por el deber de transparencia aplicable a los partidos políticos. Con todo, consultó respecto a las razones para excluir la información relativa al número de militantes de un partido.

El Senador señor Walker, don Ignacio, abogó por proporcionar los antecedentes actualizados, al menos, trimestralmente.

Ambas propuestas, relativas al artículo 36 bis propuesto, fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros de la Comisión.

Finalmente, dejó constancia que, respecto de las reglas de competencia de los tribunales de justicia, se incluye la facultad de la Excma. Corte Suprema que hubiere conocido un recurso de queja respecto de una resolución dictada por una Corte de Apelaciones, generando, en su caso, el correspondiente procedimiento sancionatorio.

-Puesta en votación la propuesta del Ejecutivo, fue aprobada, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Lagos Weber, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.

NUMERAL 37 QUE SUSTITUYE EL ARTÍCULO 37 DE LA LEY SOBRE PARTIDOS POLÍTICOS


La Cámara de Diputados aprobó un texto que señala lo siguiente:

 
“Artículo 37.- Todo partido político podrá fusionarse con otro u otros en conformidad con las normas que se establecen en este Título, debiendo cumplir conjuntamente con el mínimo legal de afiliados para constituirse como partido.”.

 
El Senador señor Harboe coincidió en la necesidad de establecer requisitos relativos a los resultados electorales de un partido político, respecto de sus requisitos de permanencia y disolución. Con todo, sostuvo que existe la necesidad de contemplar, explícitamente, que -a propósito de los requisitos que conjuntamente deben cumplir las colectividades- la fusión de un partido político no puede ser utilizado como un mecanismo para la evitar su disolución.

 
El Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Nicolás Eyzaguirre Guzmán, manifestó que la fusión de partidos políticos puede ser utilizada como un mecanismo para evitar su disolución, lo que, efectivamente, genera la necesidad de impedir dicha práctica.

 
El asesor legislativo del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Gabriel Osorio, presentó una propuesta para incorporar dicha prohibición, de modo expreso, en el artículo 37 de la ley N° 18.603, orgánica constitucional de los partidos políticos, de modo tal de impedir que los partidos políticos que se encuentren en alguna de las causales de disolución puedan fusionarse con otro. Los Senadores señores Walker, don Ignacio y Harboe sugirieron a la Comisión dicho texto.


-Puesto en votación el número 37 del artículo 1° del proyecto de ley, fue aprobado por 4 votos a favor, de los Senadores señores García Ruminot, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio, y 1 abstención, del Senador señor Guillier.
NUMERAL 40 QUE MODIFICA EL ARTÍCULO 42 DE LA LEY SOBRE PARTIDOS POLÍTICOS


La Cámara de Diputados aprobó las siguientes enmiendas al artículo 40:

 
a) En el inciso primero:

 
i. Reemplázase la expresión “Consejo General” por “Órgano Intermedio Colegiado”.

 
ii. Reemplázase el numeral 2° por el siguiente:

 
 “2°.- Por no alcanzar el 5 por ciento de los sufragios válidamente emitidos en la última elección de diputados, en cada una de a lo menos ocho regiones o en cada una de a lo menos tres contiguas, en su caso.”.

 
iii.- Reemplázase el numeral 6° por el siguiente:

 
“6° En los casos previstos en los artículos 47, 50, inciso segundo, y 51 bis.”.

 
iv. Sustitúyese en el numeral 7° la expresión “y 82, número 7°,” por la siguiente: “y 93, número 10°,”.

 
b) Sustitúyese el inciso tercero por el siguiente:

 
“No obstante, si un partido político no alcanzare el umbral previsto en el numeral 2° de este artículo en una o más regiones, conservará su calidad de tal y podrá desarrollar las actividades señaladas en el inciso primero del artículo 2° en las mismas regiones donde se encontraba legalmente constituido con anterioridad, siempre que elija un mínimo de cuatro parlamentarios en, a lo menos, dos regiones distintas, sean diputados o senadores.”.

Literal ii)

 
El Senador señor Pérez Varela consultó respecto de la forma en que operará el requisito consistente en obtener el 5% de los sufragios válidamente emitidos en la última elección de diputados, en cada una de a lo menos ocho regiones o en cada una de a lo menos tres contiguas, en su caso.
 
El Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Nicolás Eyzaguirre Guzmán, explicó que los partidos políticos deberán obtener el 5% en todas las regiones del país, en cuyo caso se procederá a su disolución en aquellas en que no alcance dicho requisito.

 
El Senador señor Guillier manifestó su disconformidad con la propuesta, toda vez que impediría el desarrollo de colectividades políticas de carácter regionalista.

 
-Puesto en votación el literal ii) de la letra a) del número 40 del artículo 1° del proyecto de ley, fue aprobado por 4 votos a favor, de los Senadores señores García Ruminot, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio, y 1 voto en contra, del Senador señor Guillier.
Literal iv)

Letra b)

 
El Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Nicolás Eyzaguirre, explicó que la propuesta contiene un requisito alternativo para la mantención de un partido, toda vez que, si no alcanzare el porcentaje respecto del total de votos válidamente emitidos, conservará su calidad de tal y podrá desarrollar sus actividades en las mismas regiones donde se encontraba legalmente constituido con anterioridad, siempre que elija un mínimo de cuatro parlamentarios en, a lo menos, dos regiones distintas, sean diputados o senadores.

 
-Puesta en votación la letra b) del número 40 del artículo 1° del proyecto de ley, fue aprobado por 4 votos a favor, de los señores García Ruminot, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio, y 1 voto en contra, del Senador señor Guillier.

NUMERAL 42 QUE MODIFICA EL ARTÍCULO 46 DE LA LEY SOBRE PARTIDOS POLÍTICOS

El Ejecutivo formuló una indicación para establecer en el encabezado del artículo 46 de la ley que las sanciones aplicadas se aplicarán ante las infracciones que establece la ley.

Puesta en votación la propuesta del Ejecutivo, fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Lagos Weber, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

ARTÍCULO PRIMERO TRANSITORIO


La Cámara de Diputados aprobó el siguiente texto:

 
“Artículo primero.- Los partidos políticos constituidos legalmente a la fecha de entrada en vigencia de esta ley deberán adecuar sus estatutos a ésta y cumplir las obligaciones que ella introduce, dentro de los ciento ochenta días contados desde su publicación en el Diario Oficial.

 
El Órgano Ejecutivo de cada partido político deberá remitir al Servicio Electoral el reglamento de elecciones internas a que se refiere el artículo 23 bis de la ley N°18.603, dentro de los noventa días corridos siguientes a la publicación de esta ley en el Diario Oficial.”.


-La Comisión Especial aprobó este artículo primero transitorio por la unanimidad de sus integrantes, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.

ARTÍCULO SEGUNDO TRANSITORIO


La Cámara de Diputados aprobó un texto que fue sustituido por una indicación formulada por el Ejecutivo, cuyo contenido es el siguiente:

 
“Artículo segundo.- Los partidos políticos que sean poseedores materiales de bienes inmuebles que no se encuentren inscritos a su nombre en el Conservador de Bienes Raíces respectivo, podrán solicitar al Ministerio de Bienes Nacionales, dentro de los 90 días corridos siguientes a la fecha de publicación de esta ley, que se les reconozca la calidad de poseedores regulares de dichos bienes a fin de quedar habilitados para adquirir su dominio por prescripción, de acuerdo a las reglas y al procedimiento que se indican en el presente artículo y en el siguiente:

1.
Los partidos políticos deberán acreditar ante el Ministerio del Bienes Nacionales, mediante una declaración jurada ante notario, suscrita el representante legal del partido político, el cumplimiento de los siguientes requisitos:


a.
Estar en posesión material del inmueble, por sí o por otra persona en su nombre, en forma continua y exclusiva, sin violencia ni clandestinidad, durante cinco años, a lo menos. 

b.
Que no existe juicio pendiente en su contra en que se discuta el dominio o posesión del inmueble, iniciado con anterioridad a la fecha de presentación de la solicitud.

La declaración jurada deberá indicar, además, el origen de su posesión y los antecedentes legales y de hecho de los poseedores anteriores, si los conocieren, como asimismo, el conocimiento que tuvieren de la existencia de inscripciones que se refieran al inmueble y de las otras personas que pudieran tener derechos sobre él.

2.
Además, la posesión material podrá  acreditarse en la forma establecida en el artículo 925 del Código Civil. No será obstáculo para el ejercicio de este derecho por parte de los partidos políticos la existencia de inscripciones de dominio anteriores sobre el mismo inmueble, sin perjuicio de los derechos de los titulares de dichas inscripciones contemplados en el número 11 del artículo quinto transitorio de esta ley.


El pago del impuesto territorial podrá ser considerado como plena prueba de la posesión material cuando por su regularidad, continuidad y duración reúna los caracteres establecidos en el inciso segundo del artículo 426 del Código de Procedimiento Civil. El pago del mismo tributo durante los cinco años anteriores a la presentación de la solicitud hará plena prueba de dicha posesión respecto del peticionario. 

3. Los partidos políticos podrán agregar a su posesión la de sus antecesores, sea ésta legal o material, siempre que exista, a lo menos, un título aparente que haga presumible la continuidad de las posesiones. Se tendrá, entre otros, como título aparente la promesa de compraventa de plazo vencido; la adquisición de mejoras o de derechos y acciones sobre el inmueble, sea por instrumento público o privado; o la declaración jurada ante notario de la persona natural o jurídica a cuyo nombre esté inscrito el inmueble en el Conservador de Bienes Raíces. El hecho de invocar como antecedente un contrato de promesa de compraventa o cualquier otro instrumento público o privado en que conste la voluntad de transferir la propiedad no significará que el partido político reconozca dominio ajeno.  

El derecho que consagra este artículo podrá ejercerse respecto de cualquier inmueble ubicado en el territorio de la República, sin importar su avalúo fiscal, salvo respecto de propiedades fiscales, inscritas a nombre del Fisco, gobiernos regionales, municipalidades o servicios públicos descentralizados, o comprendidas en las herencias deferidas a favor de ellos.”.
El Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Nicolás Eyzaguirre, presentó la propuesta para sustituir el artículo segundo transitorio contenido en el proyecto de ley, estableciendo el derecho de los partidos políticos para solicitar el reconocimiento de su calidad de poseedor regular de los inmuebles que utilizare, con la finalidad de habilitar a la adquisición de su dominio por prescripción, lo que deberá realizarse dentro de los 90 días siguientes contados desde la fecha de publicación de la ley.

Al efecto, detalló que generalmente los bienes inmuebles de un partido político no se encuentran inscritos a nombre de las colectividades, de modo tal que la propuesta establece el proceso de regularización aplicable en su caso, similar al establecido para la pequeña propiedad raíz.

-Puesta en votación la indicación del Ejecutivo, fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Lagos Weber, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.

ARTÍCULO TERCERO TRANSITORIO


La Cámara de Diputados aprobó el siguiente texto:

 
“Artículo tercero.- El Servicio Electoral deberá dictar todas las instrucciones a que se refiere esta ley, dentro de los sesenta días corridos siguientes a la fecha de su publicación en el Diario Oficial.”.

-La Comisión Especial aprobó este artículo tercero transitorio por la unanimidad de sus integrantes, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.

INDICACIÓN DEL EJECUTIVO PARA INTERCALAR, A CONTINUACIÓN DEL ARTÍCULO SEGUNDO TRANSITORIO LOS ARTÍCULOS TERCERO Y CUARTO TRANSITORIOS NUEVOS, PASANDO EL ARTÍCULO TERCERO A SER ARTÍCULO QUINTO TRANSITORIO


Los textos propuestos son los siguientes:

 
“Artículo tercero.- La solicitud a que se refiere el artículo anterior se tramitará de acuerdo a las reglas siguientes:

1.
Presentada la solicitud por el partido político ante el Ministerio de Bienes Nacionales, éste la admitirá a tramitación y oficiará al Conservador de Bienes Raíces respectivo para que informe, dentro de los 10 días hábiles siguientes a la fecha de recepción del oficio respectivo, sobre el nombre, rol único tributario y domicilio de quien aparezca, según sus antecedentes, como propietario del inmueble. 

2.
Si el Conservador de Bienes Raíces informare que quien figura como propietario es una persona natural, el Ministerio de Bienes Nacionales oficiará al Servicio de Registro Civil e Identificación para que, dentro de los 10 días hábiles siguientes a la fecha de recepción del oficio respectivo, informe del último domicilio que registra en dicho organismo la persona que, aparece como supuesto propietario, o de su fallecimiento. Si el Servicio de Registro Civil e Identificación no informare al Ministerio de Bienes Nacionales el último domicilio en el plazo señalado,  se tendrá por domicilio el que aparezca en la inscripción de dominio. Con los antecedentes señalados, el Ministerio de Bienes Nacionales procederá a notificar la solicitud, mediante carta certificada, al supuesto propietario del inmueble, adjuntando copia íntegra de ella.

3.
Cumplidos los trámites señalados en el número anterior, y previo informe jurídico, el Ministerio de Bienes Nacionales deberá pronunciarse denegando o aceptando la solicitud presentada.  

4.
La resolución que acoja la solicitud presentada deberá indicar la individualización del partido político, la ubicación y deslindes del inmueble,  y la respectiva inscripción si fuere conocida, y deberá publicarse íntegramente en el sitio web del Ministerio de Bienes Nacionales por 15  días corridos y en un diario de circulación nacional o en la región en que se encuentre situado el inmueble, con cargo al partido político solicitante, por una vez, dentro de  15 días hábiles, contados desde la fecha de la resolución señalada. En dichas publicaciones deberá prevenirse que, si dentro del plazo de 30 días hábiles contados desde la publicación de la resolución en un diario de publicación nacional o regional, no se dedujere oposición por terceros, se ordenará la inscripción a nombre del solicitante.

5.
Si no se dedujere oposición dentro del plazo señalado en el número anterior, y previa certificación de este hecho y de haberse efectuado las publicaciones a que se refiere el numeral anterior, el Ministerio de Bienes Nacionales deberá dictar la resolución ordenando la inscripción del inmueble en el Registro de Propiedad del Conservador de Bienes Raíces respectivo. Esta resolución contendrá la individualización del partido, la ubicación y deslindes del inmueble. La resolución estará exenta de toma de razón y no será necesario reducirla a escritura pública.

6.
En contra de la resolución que rechazare una solicitud procederá recurso de reposición, de conformidad a las reglas generales.  

7.
El Conservador de Bienes Raíces deberá practicar la inscripción del inmueble a requerimiento del partido político, de acuerdo con las indicaciones que contenga la resolución dictada por el Ministerio de Bienes Nacionales y agregará, al final del Registro de Propiedad, una copia autorizada de dicha resolución, y practicará, además, la inscripción de la prohibición a que se refiere número 10 de  este artículo.

8.
La resolución del Ministerio de Bienes Nacionales que acoja la solicitud se considerará como justo título. Una vez practicada su inscripción en el Registro del Conservador de Bienes Raíces, el partido político adquirirá la calidad de poseedor regular del inmueble para todos los efectos legales, aunque existieren en favor de otras personas inscripciones que no hubieran sido materialmente canceladas. Transcurrido un año completo de posesión inscrita no interrumpida, contado desde la fecha de la inscripción, el partido político se hará dueño del inmueble por prescripción, la que no se suspenderá en caso alguno. 

9.
Expirado el plazo de un año a que se refiere el número anterior, prescribirán las acciones emanadas de los derechos reales de dominio, usufructo, uso o habitación, servidumbres activas y el de hipotecas relativos al inmueble inscrito de acuerdo con el presente artículo. Las anteriores inscripciones de dominio sobre el inmueble, así como la de los otros derechos reales mencionados, las de los gravámenes y prohibiciones que lo afectaban, una vez transcurrido el citado plazo de un año, se entenderán canceladas por el solo ministerio de la ley, sin que por ello recobren su vigencia las inscripciones que antecedían a las que se cancelan. Con todo, si las hipotecas y gravámenes hubiesen sido constituídas por el mismo partido político o por alguno de los antecesores cuya posesión legal o material se hubiera agregado a la suya, dichas hipotecas y gravámenes continuarán vigentes sobre el inmueble. Subsistirán  igualmente, los embargos y prohibiciones decretados en contra del partido político o de alguno de sus antecesores; pero ello no será obstáculo para practicar las inscripciones que correspondan. 

10.
Los partidos políticos que hayan inscrito inmuebles en conformidad a este artículo no podrán gravarlos ni enajenarlos durante el plazo de un año, contado desde la fecha de la inscripción. El Conservador de Bienes Raíces deberá inscribir de oficio esta prohibición, la que quedará cancelada por el solo ministerio de la ley, una vez transcurrido el referido plazo, debiendo alzarse de oficio. 

11.
Los terceros que pretendan impugnar la solicitud realizada por el partido político o la inscripción efectuada a su nombre, podrán hacerlo de conformidad, en lo pertinente, al procedimiento contemplado en el Párrafo 1° del Título IV del decreto ley  N°2.695, de 1979, del Ministerio de Tierras y Colonización. Si el Tribunal acogiere la acción de dominio señalada, ordenará la cancelación de la inscripción practicada con arreglo a este artículo, conservando su plena vigencia las inscripciones que existían sobre el inmueble con anterioridad a ella. 

En todo lo no previsto por este artículo y por el artículo anterior, se aplicarán de forma supletoria  las disposiciones especiales del decreto ley N° 2.695 de 1979, del Ministerio de Tierras y Colonización.  

Los Conservadores de Bienes Raíces deberán practicar las inscripciones a que se refiere el presente artículo dentro del plazo de 30 días, contados desde la fecha en que fueron requeridas, debiendo informar de dichas inscripciones al Servicio Electoral. 

Artículo cuarto.- El representante legal de un partido político  que hubiere intervenido en la obtención  del reconocimiento de la calidad de poseedor regular de acuerdo con el procedimiento establecido en el artículo anterior, mediante fraude o engaño,  será castigado con presidio menor en su grado máximo a presidio mayor en su grado mínimo. La misma pena se aplicará a los terceros que a sabiendas colaboraren con el partido en la obtención de dicho reconocimiento. El tribunal con competencia en lo penal deberá remitir al Servicio Electoral la sentencia condenatoria firme y  ejecutoriada contra el representante legal del partido que haya incurrido en el delito descrito, en un plazo de 5 días hábiles, desde que se encuentre en dicho estado,  para los efectos señalados en el inciso siguiente de este artículo.  

El partido político que obtuviere el reconocimiento de la calidad de poseedor regular de acuerdo con el procedimiento establecido en el artículo anterior mediante fraude o engaño, será disuelto. Su disolución se formalizará mediante la cancelación de su inscripción en el Registro de Partidos Políticos, la que será efectuada por el Director del Servicio Electoral, previa resolución del Consejo Directivo de dicho Servicio que así lo disponga.”.
-Puesta en votación la indicación del Ejecutivo, fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Lagos Weber, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.

ARTÍCULO CUARTO TRANSITORIO APROBADO POR LA CÁMARA DE DIPUTADOS


Su texto dice: 

 
Artículo cuarto.- Los partidos políticos poseedores materiales de inmuebles, rurales o urbanos, a la fecha de entrada en vigencia de esta ley, que carezcan de título inscrito, podrán solicitar al Ministerio de Bienes Nacionales que se les reconozca la calidad de poseedores regulares de dichos bienes, a fin de quedar habilitados para adquirir su dominio por prescripción de conformidad con el decreto ley N°2695, de 1979, sin que les sea aplicable el límite de avalúo fiscal dispuesto en el artículo 1° de dicho cuerpo legal.


El Ejecutivo propuso su eliminación, dada la regulación contenida en los artículos tercero y cuarto transitorios nuevos.


-La Comisión Especial, por la unanimidad de sus integrantes, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Lagos, Pérez Varela y Walker, don Ignacio acordó la eliminación de este artículo transitorio.
ARTÍCULO QUINTO TRANSITORIO APROBADO POR LA CÁMARA DE DIPUTADOS


La Cámara de Diputados aprobó el siguiente texto:

 
“Artículo quinto.- Los partidos políticos que se encuentren en formación el 31 de enero de 2016 continuarán formándose conforme a las normas vigentes a esa fecha.

 
Con todo, cumplidos doce meses desde la publicación de la presente ley en el Diario Oficial, estos partidos deberán contar con el 0,25 por ciento del electorado que hubiere sufragado en la última elección de diputados en cada una de ocho regiones o tres regiones contiguas, con un mínimo de 500 electores en cada una de ellas.

 
Una vez cumplidos los primeros veinticuatro meses desde la publicación de la presente ley en el Diario Oficial, los partidos de que trata este artículo deberán contar con, a lo menos, el 0,5 por ciento del electorado que hubiere sufragado en la última elección de diputados en cada una de ocho regiones o tres regiones contiguas, con un mínimo de 500 electores en cada una de ellas.

 
El incumplimiento de lo prescrito en este artículo dará lugar a la disolución del partido.”.


-El Ejecutivo formuló indicación para suprimir el inciso tercero del artículo quinto transitorio.

El Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Nicolás Eyzaguirre Guzmán, explicó que se presentó esta indicación teniendo en consideración el tenor de las modificaciones que la Comisión acordó introducir, en el numeral 5 del artículo 1° del proyecto de ley, al artículo 6° de la ley 18.603.


Puesto en votación el artículo quinto transitorio, con excepción de su inciso tercero, fue aprobado por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.
 
Puesta en votación la indicación del Ejecutivo para eliminar el inciso tercero del artículo quinto transitorio, fue aprobada por 4 votos a favor, de los Senadores señores García Ruminot, Lagos Weber, Pérez Varela y Walker, don Ignacio, y 1 abstención del Senador señor Guillier.

ARTÍCULO SEXTO TRANSITORIO APROBADO POR LA CÁMARA DE DIPUTADOS


La Cámara de Diputados aprobó el siguiente texto:

 
“Artículo sexto.- Los partidos políticos constituidos al momento de la publicación de la presente ley en el Diario Oficial deberán, dentro de los doce meses siguientes a dicha publicación, contar con un padrón de afiliados equivalente al menos al 0,25 por ciento del electorado que hubiere sufragado en la última elección de diputados en cada región en que estén constituidos, con un mínimo de 500 electores en cada una de ellas. El partido perderá su inscripción en las regiones en que no alcance el referido mínimo. Si el partido no alcanza el mínimo exigido en cada una de al menos ocho regiones o tres regiones contiguas, deberá ser declarado disuelto.

 
Cumplidos veinticuatro meses desde la publicación de la presente ley en el Diario Oficial, los partidos de que trata este artículo deberán contar con un padrón de afiliados equivalente al menos al 0,5 por ciento del electorado que hubiere sufragado en la última elección de diputados de cada región en que estén constituidos, con un mínimos de 500 electores en cada una de ellas. El partido perderá su inscripción en las regiones en que no alcance el referido mínimo. Si el partido no alcanza el mínimo exigido en cada una de al menos ocho regiones o tres regiones contiguas, deberá ser declarado disuelto.”.


-El Ejecutivo formuló indicación para eliminar el inciso segundo del artículo sexto transitorio.

El Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Nicolás Eyzaguirre Guzmán, explicó que se formuló esta propuesta para suprimir el inciso segundo del artículo sexto transitorio, habida cuenta de las modificaciones que la Comisión acordó introducir, en el numeral 5 del artículo 1° del proyecto de ley, al artículo 6° de la ley 18.603.


-Puesta en votación la indicación del Ejecutivo, fue aprobada por 4 votos a favor, de los Senadores señores García Ruminot, Lagos, Pérez Varela y Walker, don Ignacio, y 1 abstención del Senador señor Guillier.

INDICACIÓN FORMULADA PARA AGREGAR UN ARTÍCULO SÉPTIMO TRANSITORIO, NUEVO


La Senadora señora Goic, la Senadora señora Muñoz y el Senador señor Guillier, proponen incorporar el siguiente artículo transitorio nuevo:


“Artículo séptimo.- Lo dispuesto en el artículo 31, inciso segundo, no se aplicará a los partidos políticos que participen en la elección municipal de 2016.”.


-Respecto de esta indicación, la Comisión Especial, atendidas las conversaciones con el Ejecutivo sobre cuotas de género, estimó adecuado no pronunciarse.

ARTÍCULO SÉPTIMO


El artículo séptimo transitorio aprobado por la Cámara de Diputados estatuye que la disolución de un partido político por no alcanzar el 5 por ciento de los sufragios válidamente emitidos en la última elección de diputados, en a lo menos ocho regiones o en cada una de al menos tres regiones geográficamente contiguas no se aplicará a los partidos políticos que participen en la elección parlamentaria  de 2017.


Agrega que dichos partidos políticos sí se disolverán en caso de no alcanzar el 3 por ciento de los sufragios válidamente emitidos en dicha elección de diputados, en cada una de a lo menos ocho regiones o en cada una de a lo menos tres regiones contiguas, según corresponda. No obstante, si un partido político incurriere en esta hipótesis de disolución, pero eligiere un mínimo de tres parlamentarios en, al menos, dos regiones distintas, sean diputados o senadores, conservará su calidad de tal y podrá desarrollar las actividades señaladas en el inciso primero del artículo 2° en las mismas regiones donde se encontraba legalmente constituido con anterioridad, sin perjuicio de las demás causales de disolución de partidos políticos establecidas en la ley.”.

-------

 
El Senador señor Pérez Varela sostuvo que el período de transición respecto de los requisitos de constitución de un partido político permite facilitar dicho procedimiento. Con todo, afirmó que no resulta adecuado aplicar dicho razonamiento respecto del porcentaje de votos obtenidos en una elección parlamentaria
 
El Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Nicolás Eyzaguirre Guzmán, explicó que, como es sabido, la iniciativa introduce diversas modificaciones respecto de los requisitos que deben cumplir los partidos políticos. 

 
Al efecto, detalló que puede ocurrir que los partidos nuevos o en proceso de formación se encuentren con un requisito particularmente exigente en una elección que debe verificarse en un plazo breve, de modo que la norma en estudio permite favorecer la permanencia de dichas colectividades.

 
El Senador señor Harboe manifestó que los requisitos relativos a la permanencia de los partidos políticos deben atender preferentemente al resultado de los procesos eleccionarios.

Especificó que en este caso, quien toma la decisión de si ese partido es o no representativo, no es la autoridad pública, no es alguien que representa a los ciudadanos, sino que es lisa y llanamente el pueblo, razón por la cual manifestó no estar de acuerdo con que se disminuyan las exigencias de representatividad, porque en la práctica se podría estar permitiendo que ciertos movimientos o partidos subsistan aun no teniendo la representatividad que se va a exigir en régimen, es decir, habría una distorsión de la voluntad popular como elemento determinante de la pervivencia de un partido político.


El Senador señor Walker, don Ignacio, declaró compartir el principio defendido por el Senador señor Harboe, esto es, muchas facilidades para constituir un partido político y exigencias mayores para permanecer como tal agrupación, sobre la base de la expresión de la voluntad popular. 


Agregó que la gradualidad planteada en el artículo le parecía razonable, en atención a que las elecciones parlamentarias serán el año 2017 y los partidos estarán en proceso de formación. 


El Ejecutivo formuló una indicación para sustituir la expresión “tres parlamentarios” por “dos parlamentarios”.


-Puesto en votación el artículo séptimo con la propuesta del Ejecutivo, fue aprobado por 3 votos a favor de los Senadores señores Guillier, Harboe y Walker, don Ignacio y 2 votos en contra de los Senadores señores García Ruminot y Pérez Varela.


El Senador señor García Ruminot fundamentó su voto en contra en el texto mismo aprobado por la Cámara de Diputados, que dispone la disolución de los partidos cuando no alcancen el 3 por ciento de los sufragios válidamente emitidos en la elección de diputados de 2017 y que para conservar su calidad de tal un partido, a pesar de incurrir en la hipótesis de disolución, debe elegir un mínimo de tres parlamentarios en al menos dos regiones distintas, sean diputados o senadores.


El Senador señor Harboe puntualizó que no era partidario de flexibilizar la norma, porque al hacerlo se está permitiendo que algunos partidos políticos, aunque la voluntad ciudadana no los vote, puedan continuar subsistiendo. No obstante lo anterior y, al tratarse de una norma transitoria, expresó su voto favorable por el solo hecho de que se trata de una disposición que será aplicable el año 2017, esto es, las nuevas colectividades no cuentan con un tiempo adecuado para enfrentar la exigencia.


Reiteró ser partidario de la eliminación de barreras de entrada para que cualquier ciudadano pueda formar un partido político, pero con la mayor rigurosidad respecto de los porcentajes, requisitos y exigencias para subsistir como partido político, respetando la voluntad popular.

INDICACIÓN PARA AGREGAR UN ARTÍCULO OCTAVO TRANSITORIO NUEVO

 
Los Senadores señores Quintana, Guillier, Navarro y Tuma formularon una indicación para agregar un artículo octavo transitorio, nuevo.


El Senador señor Guillier formuló otra indicación para incorporar un artículo octavo transitorio, nuevo.


El texto de las dos  indicaciones es coincidente y expresa lo siguiente:


“Artículo octavo.- Sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos anteriores, los partidos políticos que se encuentren en formación al 31 de enero del año 2016 y que tengan en su declaración de principios como principal objetivo el reconocimiento, promoción y desarrollo de los derechos colectivos de los pueblos indígenas, podrán seguir subsistiendo, independientemente del número de regiones en las cuales se encuentren constituidos, cuando además de los requisitos de votación o número de parlamentarios, presenten en los procesos electorales sucesivos a lo menos un 60 % de candidatos que tengan la calidad de indígenas de acuerdo al artículo 2° de la ley N° 19.253.”.


El Senador señor Guillier explicó que la indicación por él presentada corresponde a una sugerencia realizada por un grupo de diputados y dice relación con un principio de representatividad de los pueblos originarios para darles expresión política, que se extiende desde reconocer a sus propias costumbres e instituciones y la incorporación de algunos beneficios de una ley que efectúe discriminación positiva en diversas materias y una de ellas es la ley electoral. 


Continuó diciendo que uno de los problemas que tienen los pueblos originarios es la escasa representación que tienen en tanto se trata de grupos originarios, de manera que es relevante la indicación para, a lo menos, introducir esta materia a la discusión.


El Diputado señor Chahín Valenzuela manifestó que siempre se ha planteado que la naturaleza de la situación que se vive, particularmente en la Región de La Araucanía, es política y que por lo tanto las herramientas para poder enfrentarla deben ser políticas. Una de las fórmulas para que se canalicen adecuadamente dentro del Estado de Derecho las aspiraciones de la causa mapuche es por medio de la participación en la institucionalidad política y en la Novena Región existen dirigentes mapuches que han optado por este camino y se encuentran en proceso de constitución de un partido político, pero conforme a la legislación actual ese partido aunque logre establecerse está condenado a dejar de existir en doce meses.


Añadió que los dirigentes mapuches no cuestionan las barreras de entrada ni el contar con un porcentaje de votación para poder subsistir, pero por las características de la definición de estos partidos lo que les resulta imposible de cumplir son las ocho regiones discontinuas o las tres regiones geográficamente contiguas. En consecuencia, los dirigentes plantean que para subsistir deban tener en cada proceso electoral al menos el 60% de los candidatos indígenas.


El Diputado señor Chahín Valenzuela comentó que algunas personas han señalado que se requeriría la consulta indígena conforme al Convenio 169, pero dicha consulta procede cuando existe afectación directa de los pueblos indígenas y en el caso de la indicación se trata de una acción afirmativa que, además, es optativa.


Hizo presente que habitualmente se utiliza el Convenio 169 y la necesidad de consulta para evitar avanzar en los temas que son de interés de los pueblos indígenas, pero dicha norma internacional no sólo establece la consulta, sino que un conjunto de otros derechos, entre ellos el derecho a la participación, por lo que la no aprobación de la propuesta vulneraría los artículos 2, 3, 4, 6 y 8 del Convenio 169, y especialmente el artículo 35 del mismo que señala que la aplicación de este instrumento no puede en ningún caso menoscabar los derechos que se le reconocen en otros instrumentos nacionales e internacionales. Al respecto, indicó que la Convención Internacional de los Derechos de los Pueblos Indígenas y la Convención sobre Derechos Humanos reconocen a los pueblos indígenas el derecho a participar de acuerdo a sus usos y costumbres.


El Senador señor Lagos consultó a los representantes del Ejecutivo si es necesario o no la consulta respecto de esta indicación.


El Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Nicolás Eyzaguirre Guzmán, explicó que los informes jurídicos que maneja el Ejecutivo entienden como necesaria la consulta indígena, pero –indicó- es un tema que será revisado con detención.


El Senador señor Pérez Varela opinó en forma favorable respecto de la intención de la indicación, pero estimó prudente que la Sala se pronuncie, en atención a que el Ejecutivo va a efectuar una revisión del tema de la pertinencia o no de la consulta indígena.


El Senador señor Lagos fue de la idea de reflexionar sobre el contenido de la indicación, puesto que es necesario analizar las pretensiones de todos los pueblos originarios en torno a esta materia y las indicaciones se refieren a los partidos políticos que se encuentren en formación al 31 de enero del año 2016.


El Senador señor Walker, don Ignacio reflexionó sobre la complejidad de la propuesta y señaló como materias que deben ser analizadas las siguientes:


-La consulta, en cuanto a si es requisito o no.


-La exigencia de que los partidos se encuentren en formación al 31 de enero de 2016.


-Al parecer habría mayores exigencias, porque no se aclara el significado de la frase “además de los requisitos de votación o número de parlamentarios”.


-60 % de candidatos que tengan la calidad de indígenas en, al parecer, una región.


-La Comisión Especial coincidió en el valor e importancia de las indicaciones formuladas, advirtiendo las complejidades de las mismas que hacen necesario un mayor análisis, existiendo un tiempo prudente hasta que la Sala conozca del informe.

-------

MODIFICACIONES


En conformidad con los acuerdos adoptados, la Comisión Especial encargada de conocer proyectos relativos a probidad y transparencia propone a la Sala introducir las siguientes modificaciones al texto despachado por la Cámara de Diputados:
ARTÍCULO 1°

NUMERAL 1


-Ha intercalado, en el inciso primero del artículo 1° propuesto, a continuación de la expresión “por personas”, la palabra “naturales” y sustituido la locución “interés público” por “interés nacional”.

(Unanimidad 5X0. Senadores señores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio).


-Ha sustituido el inciso tercero del artículo 1° propuesto, por el siguiente:


“Los partidos políticos deberán contribuir al fortalecimiento de la democracia y al respeto, garantía y promoción de los derechos humanos reconocidos en la Constitución, en los tratados internacionales ratificados y vigentes en Chile, y en las leyes.”.

(Unanimidad 5X0. Senadores señores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio).

NUMERAL 2

-Ha reemplazado el enunciado por el siguiente:

“2. En el artículo 2°:”

(Adecuación formal)

Letra b)

literal iii


-Ha sustituido el encabezado por el siguiente:


“iii. Intercálanse, a continuación de la letra c), las siguientes letras d) a l), pasando la actual letra d) a ser m):”.


-Ha reemplazado la letra d) propuesta por la siguiente:


“d) Promover la participación política activa de la ciudadanía y propender la inclusión de los diversos sectores de la vida nacional;”.

(Unanimidad 5X0. Senadores señores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio).

 
-Ha sustituido la letra e) propuesta por la siguiente:


“e) Contribuir a la formación política y cívica de la ciudadanía y de sus afiliados;”.

(Unanimidad 5X0. Senadores señores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio).


-Ha eliminado la letra g).

(Unanimidad 5X0. Senadores señores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio).


-Ha reemplazado la letra h), que pasó a ser letra g), por la siguiente:


“g) Promover la participación política inclusiva y equitativa de las mujeres;”.

(Unanimidad 5X0. Senadores señores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio).


-Ha eliminado la letra i).

(Unanimidad 5X0. Senadores señores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio).

 
-Ha sustituido la letra j), que pasó a ser letra h), por la siguiente:


“h) Realizar encuentros, conferencias, cursos, seminarios e investigaciones;”.

(Unanimidad 5X0. Senadores señores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio).


-Ha reemplazado la letra k), que pasó a ser i), por la siguiente:


“i) Interactuar con organismos e instituciones representativos de la sociedad civil, a nivel nacional, regional y local;”.

(Unanimidad 5X0. Senadores señores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio).


-Ha sustituido la letra l), que pasó a ser j), por la siguiente:


“j) Realizar publicaciones y difundir sus políticas, planes y programas a través de los medios de difusión;”.

(Unanimidad 5X0. Senadores señores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio).

 
-Ha reemplazado la letra m), que pasó a ser k), por la siguiente:


“k) Participar políticamente en entidades nacionales o internacionales;”.

(Unanimidad 5X0. Senadores señores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio).


-Ha sustituido la letra n), que pasó a ser l), por la siguiente:


“l) Realizar actividades conjuntas entre dos o más partidos políticos para el cumplimiento de sus fines;”.

(Unanimidad 5X0. Senadores señores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio).

Letra c)


La ha reemplazado por la siguiente:


“c) Suprímense los incisos cuarto y quinto.

(Unanimidad 5X0. Senadores señores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio).

NUMERAL 3

-Ha sustituido la frase que se propone por la siguiente “ocho de las regiones en que se divide política y administrativamente el país o en un mínimo de tres regiones geográficamente contiguas”.

(Mayoría 4 votos a favor. Senadores García Ruminot, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio, y 1 en contra del Senador Guillier).

NUMERAL 4

-Ha reemplazado el enunciado por el siguiente:

“4. En el artículo 5°:”

(Adecuación formal)

Letra b)


-Ha reemplazado la frase “la expresión “, y” por un punto seguido, y agrégase lo siguiente: “Los Estatutos del partido deberán” por la siguiente: “, la letra “y”, por la siguiente oración: “el cual deberá”.

(Unanimidad 5X0. Senadores señores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio).

NUMERAL 5

-Ha reemplazado el enunciado por el siguiente:

“5. En el artículo 6°:”

(Adecuación formal)

Letra a)

literal ii


-Ha sustituido el guarismo “0,5” que se propone por “0,25”.

(Mayoría 3 a favor, Senadores Guillier, Lagos y Walker, don Ignacio, y 2 en contra, Senadores García Ruminot y Pérez Varela. Indicación del Ejecutivo).

Letra b)


-Ha incorporado una coma (,) previa a la palabra “ante” en la locución que reemplaza frases.

(Adecuación formal)

ooooooo


-Ha intercalado la siguiente letra c), nueva:


“c) Agrégase el siguiente inciso tercero, nuevo:

 
“Una instrucción general del Servicio Electoral establecerá el modo en que el procedimiento de constitución y afiliación del partido político en formación podrá realizarse de acuerdo con las disposiciones de la ley N°19.799, sobre documentos electrónicos, firma electrónica y servicios de certificación de dicha firma.”.

(Unanimidad 5X0. Senadores señores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio).

Letra c)


-Ha pasado a ser letra d), intercalándose en el enunciado, a continuación del vocablo “tercero”, la locución “, que ha pasado a ser cuarto,”.

(Adecuación formal)

Letra d)


-Ha pasado a ser letra e), intercalándose en el enunciado, a continuación del vocablo “cuarto”, la expresión “, que ha pasado a ser quinto,”.

(Adecuación formal)

NUMERAL 6

-Ha reemplazado el enunciado por el siguiente:

“6. En el artículo 7°:”

(Adecuación formal)

Letra a)


-Ha sustituido la frase que se propone por la siguiente “ocho de las regiones en que se divide política y administrativamente el país o en un mínimo de tres regiones geográficamente contiguas”.

(Mayoría 4 votos a favor. Senadores García Ruminot, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio, y 1 en contra del Senador Guillier).

NUMERAL 7

 
-Ha reemplazado el enunciado por el siguiente:

“7. En el artículo 8°:”

(Adecuación formal)

Letra a)


-La ha sustituido por la siguiente:


“a) Reemplázase el punto y coma (;) de la letra a) por un punto aparte (.) y elimínase la letra b).”.

(Adecuación formal)

Letra b)


-Ha intercalado, a continuación de la expresión “letra c)”, la frase “, que ha pasado a ser b)”.

(Adecuación formal)

NUMERAL 8


-Ha intercalado, en la expresión que se reemplaza, a continuación de “costa del partido”, las palabras “en formación”.

(Adecuación formal)

NUMERAL 9

-Lo ha suprimido, al trasladar el texto propuesto como inciso tercero del artículo 6°.

(Unanimidad 5X0. Senadores señores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio).

NUMERAL 10

 
-Ha pasado a ser numeral 9, reemplazando el enunciado por el siguiente:

“9. En el artículo 10:”

(Adecuación formal)

NUMERAL 11

 
-Ha pasado a ser numeral 10, reemplazando el enunciado por el siguiente:

“10. En el artículo 11:”

(Adecuación formal)

NUMERAL 12


-Ha pasado a ser numeral 11, sin enmiendas.

NUMERAL 13

 
-Ha pasado a ser numeral 12, reemplazando el enunciado por el siguiente:

“12. En el artículo 13:”

(Adecuación formal)

NUMERAL 14


-Ha pasado a ser numeral 13, sin enmiendas.
NUMERAL 15

 
Ha pasado a ser numeral 14, con las siguientes enmiendas:

 
-Ha reemplazado el enunciado por el siguiente:

 
“14. En el inciso segundo del artículo 15:”

(Adecuación formal)

 
-Ha sustituido la letra a) por la siguiente:


“a) Reemplázase la expresión “la Directiva Central” por “el Órgano Ejecutivo” y sustitúyese la palabra “facultada” por “facultado”.
 (Adecuación formal)

NUMERAL 16

Ha pasado a ser numeral 15, con las siguientes enmiendas

-Ha reemplazado el enunciado por el siguiente:

“15. En el artículo 17:”

(Adecuación formal)


-Ha suprimido en la letra a) la frase “la expresión “6° y 7°” por “6°, 7° y 9° bis, y reemplázase”.

(Unanimidad 5X0. Senadores señores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio).

NUMERAL 17

Ha pasado a ser numeral 16, con las siguientes enmiendas:
-Ha reemplazado el enunciado por el siguiente:

“16. En el artículo 18:”

(Adecuación formal)

Letra a)

literal ii.


-Ha sustituido, en las oraciones que se reemplazan, las expresiones “y las de Orden” por “y el de Orden” y “del Tribunal Calificador” por “el del Tribunal Calificador”.


-Ha reemplazado la locución “y secretarios de los tribunales” por “, secretarios y ministros de fe de los tribunales”.


-Ha sustituido la expresión “Ministerio Público” por “Ministerio Público y los abogados asistentes de fiscales”.


-Ha intercalado, a continuación de la locución “contralores regionales”, la expresión “, los notarios y los conservadores”.

(Unanimidad 5X0. Senadores señores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio).

Letra c)


-La ha suprimido y su texto, con modificaciones, ha pasado a ser el artículo 18 bis que se incorpora al numeral 17.

(Unanimidad 5X0. Senadores señores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio. Indicación del Ejecutivo).

NUMERAL 18


-Ha pasado a ser numeral 17 con las siguientes enmiendas:


-Ha sustituido el enunciado por el siguiente:


“17. Agréganse, a continuación del artículo 18, los siguientes artículos 18 bis y 18 ter nuevos:”.


-Ha intercalado el siguiente artículo 18 bis:


“Artículo 18 bis.- Los estatutos de los partidos políticos podrán establecer los requisitos adicionales para la afiliación y, en su caso, la adhesión, los que no podrán ser contrarios a la ley. Las solicitudes de afiliación o adhesión deberán constar en duplicado, debiendo el partido entregar una copia de ésta al solicitante donde dé cuenta de su recepción.


El rechazo de una solicitud de afiliación o adhesión deberá realizarse por resolución fundada del órgano competente, establecido en los estatutos, en un plazo que no supere los cuarenta días hábiles desde el ingreso de la solicitud. El solicitante podrá recurrir de dicha resolución ante el Tribunal Supremo, dentro del plazo de cinco días hábiles desde su notificación, instancia que deberá pronunciarse dentro de diez días hábiles desde la interposición del recurso.


Si el partido político no se pronuncia sobre la solicitud dentro del plazo de cuarenta días hábiles desde que ésta se efectuó, se entenderá aceptada, pudiendo el solicitante requerir al Servicio Electoral que lo incorpore como afiliado o adherente al respectivo registro del partido.”.

(Unanimidad 4X0. Senadores García Ruminot, Guillier, Pérez Varela y Walker, don Ignacio. Indicación del Ejecutivo).

Artículo 18 bis


-Ha sustituido la expresión “Artículo 18 bis” por “Artículo 18 ter”

NÚMERO 1

letra a)


-Ha suprimido la frase “, según lo dispongan sus estatutos”.

letra b)


-La ha sustituido por la siguiente:


“b) Postularse en los procesos internos de selección de candidatos a cargos de elección popular.”.

letra c)


-La ha sustituido por la siguiente:


“c) Postularse en los procesos internos de elección de dirigentes dispuestos en la ley, así como para ser nombrado en cualquier comisión al interior del partido político.”.

letra d)


-La ha reemplazado por la siguiente:


“d) Participar con derecho a voto en las elecciones internas que celebre el partido.”.

(Unanimidad 5x0. Senadores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio, respecto de las modificaciones precedentes).

letra f)


-La ha sustituido por la siguiente:


“f) Solicitar y recibir información que no sea reservada o secreta, en virtud de lo dispuesto en el artículo 8° de la Constitución Política de la República o cuya publicidad, comunicación o conocimiento no afecte el debido cumplimiento de las funciones del partido. Los afiliados podrán impugnar ante el Tribunal Supremo, cuya resolución será reclamable ante el Servicio Electoral frente a la negativa del partido de entregar dicha información.”.

(Mayoría 4 a favor, Senadores García Ruminot, Harboe, Pérez Varela y Walker don Ignacio y 1 en contra, Senador Guillier).

letra g)


-Ha eliminado la frase “, de conformidad con la ley y los estatutos”.

letra j)


-Ha reemplazado la locución “jurídica en el” por “respecto del”.

letra m)


-La ha suprimido.

(Unanimidad 5X0. Senadores señores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio, respecto de las enmiendas a las letras g), j) y m)).

NÚMERO 2

-Ha sustituido, en el encabezado, la palabra “encontrarse” por “contemplarse”.

(Adecuación formal)

letra a)


-La ha sustituido por la siguiente:


“a) Actuar en conformidad con los principios, estatutos, reglamentos internos, acuerdos e instrucciones de los órganos directivos del partido, sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 21 y 32.”.

letra c)


-Ha suprimido la frase “, conforme a los estatutos”.

(Unanimidad 5X0. Senadores señores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio, respecto de las enmiendas a las letras a) y c) del número 2).
NUMERAL 19

-Ha pasado a ser numeral 18, sustituyendo en el inciso final propuesto la locución “artículo 9° bis” por “inciso tercero del artículo 6°”.

(Unanimidad 5X0. Senadores señores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio).
NUMERAL 20

-Ha pasado a ser numeral 19, reemplazando en el inciso primero del artículo 20 propuesto, la expresión “a inhabilitados” por “a aquellas personas inhabilitadas” y la locución “afiliación o adherencia” por “afiliación o adhesión”.

(Unanimidad 5X0. Senadores señores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio).
NUMERAL 21

-Ha pasado a ser numeral 20, sin enmiendas.

NUMERAL 22

-Ha pasado a ser numeral 21, sustituyendo en el inciso quinto la palabra “integración” por “elección”, la expresión “especialmente previstos” por “especialmente contemplados”, y la locución “de sus miembros” por “de las candidaturas”.

(Mayoría 4 votos a favor, Senadores señores García Ruminot, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio y 1 voto en contra, Senador Guillier).
NUMERAL 23

-Ha pasado a ser numeral 22, intercalando en el inciso final, a continuación de la locución “este artículo”, el siguiente texto: “y dictará las instrucciones que correspondan a ese efecto. Asimismo, el Servicio Electoral podrá destinar a uno o más de sus funcionarios a presenciar las elecciones internas de los partidos políticos, quienes podrán desempeñarse como ministros de fe.".
(Unanimidad 5X0. Senadores señores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio. Indicación del Ejecutivo).
NUMERAL 24

-Ha pasado a ser numeral 23, con las siguientes enmiendas:

 
-Ha suprimido en el inciso primero del artículo 24 propuesto, la frase “o bien por el Órgano Intermedio Colegiado, conforme a lo que establezcan los estatutos del partido político,”.

(Mayoría 3 votos a favor de la supresión de la frase, Senadores García Ruminot, Guillier y Pérez Varela, y 2 en contra de dicha supresión, Senadores Lagos y Walker, don Ignacio).

-Ha reemplazado, en el inciso final del artículo 24 propuesto, la frase “ley sobre Probidad en la Función Pública” por “Ley sobre Probidad en la Función Pública y Prevención de los Conflictos de Intereses”.
(Adecuación formal)

NUMERAL 25

-Ha pasado a ser numeral 24, sin enmiendas.

NUMERAL 26

-Ha pasado a ser numeral 25 con las siguientes enmiendas:


-Ha sustituido, en el encabezado del inciso segundo del artículo 26 propuesto, la palabra “corresponderá” por “corresponderán”.


-Ha reemplazado, en la letra d) del inciso segundo, la expresión “reglamento interno” por “reglamentos internos”.


-Ha sustituido, en el inciso tercero, la locución “Consejo General” por “Órgano Intermedio Colegiado”.


-Ha eliminado el inciso final del artículo 26 propuesto.

(Unanimidad 5X0. Senadores García Ruminot, Guillier, Lagos, Pérez Varela y Walker, don Ignacio).

NUMERAL 27

-Ha pasado a ser numeral 26, sustituyendo en el artículo 27 propuesto, la expresión “Consejos Regionales” por “un Órgano Intermedio Colegiado Regional” y la locución “con esta ley” por “a sus estatutos”.

(Unanimidad 5X0. Senadores García Ruminot, Guillier, Lagos, Pérez Varela y Walker, don Ignacio).

NUMERAL 28

-Ha pasado a ser numeral 27, con las siguientes enmiendas al artículo 28 propuesto:


-Ha agregado, en el inciso primero, la siguiente oración final: “Los miembros del Órgano Ejecutivo del partido no podrán ser integrantes del Tribunal Supremo.”.

(Unanimidad 5X0. Senadores García Ruminot, Guillier, Lagos, Pérez Varela y Walker, don Ignacio).


-Ha sustituido, en el inciso segundo, la expresión “y su” por “, su” y ha intercalado, a continuación de la palabra “impar”, la siguiente frase: “y deberá adoptar sus decisiones por la mayoría de los miembros en ejercicio”.

(Unanimidad 5X0. Senadores García Ruminot, Guillier, Lagos, Pérez Varela y Walker, don Ignacio).


-Ha sustituido, en la letra j) del inciso tercero, la expresión “18 bis” por “18 ter”.

(Adecuación formal)

NUMERAL 29


Ha pasado a ser numeral 28, reemplazando en el inciso primero del artículo 28 bis propuesto la palabra “constituido” por “conformado”.

(Adecuación formal)

NUMERAL 30

Ha pasado a ser numeral 29, suprimiendo en la letra b) del artículo 28 quáter propuesto la locución “pública y notoriamente”.

(Unanimidad 5X0. Senadores García Ruminot, Guillier, Lagos, Pérez Varela y Walker, don Ignacio).

NUMERALES 31, 32 Y 33


Han pasado a ser numerales 30, 31 y 32, sin enmiendas.

ooooooo


-Ha incorporado el siguiente numeral nuevo:


“33. Intercálase en el artículo 32, a continuación de la expresión “a sus”, la locución “concejales, consejeros regionales,”.

(Unanimidad 5X0. Senadores señores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio).
NUMERAL 35

Lo ha sustituido por el siguiente:

 
“35. Agréganse los siguientes artículos 35 bis, 35 ter y 35 quáter, nuevos:

“Artículo 35 bis.- Los actos y contratos que celebren los partidos políticos se regirán por las reglas generales, sin perjuicio de las normas especiales que la presente ley establece. 

Los partidos políticos no podrán celebrar contratos a título oneroso en condiciones distintas a las de mercado o cuya contraprestación sea de un valor superior o inferior al de mercado. 

Los partidos políticos no podrán constituir ni participar en personas jurídicas salvo las expresamente autorizadas por esta ley y por la ley N° 19.884. Tampoco podrán prestar servicios a título oneroso.”.


Artículo 35 ter.- Los partidos podrán ser propietarios de bienes inmuebles. Del total de bienes inmuebles a nombre del partido, al menos dos tercios  deberán destinarse a las actividades señaladas en el artículo 2° de esta ley. 

Los partidos políticos deberán informar anualmente al Servicio Electoral la totalidad de los bienes inmuebles inscritos a nombre del partido.

Artículo 35 quáter.- Tratándose de los fondos provenientes de los aportes públicos que reciban los partidos políticos, éstos deberán destinarse a los fines que señala la ley y rendirse y justificarse de forma separada. 

Los partidos políticos sólo podrán invertir su patrimonio financiero proveniente de aportes del fisco en valores de renta fija emitidos por el Banco Central, en depósitos a plazo y cuotas de fondos mutuos que no estén dirigidos a inversionistas calificados.

Fuera de los casos previstos en los  incisos anteriores, y siempre que su patrimonio financiero disponible sea superior a las veinticinco mil unidades de fomento, los partidos podrán invertirlo a través del mandato especial de administración de valores a que se refiere el Título III de la ley N° 20.880, sobre Probidad en la Función Pública y Prevención de los Conflictos de Intereses, de conformidad a las normas allí contenidas, el que deberá constituirse en un plazo de 90 días desde que el patrimonio financiero disponible del partido alcance el valor de veinticinco mil unidades de fomento. Si dicho patrimonio no supera este valor, el partido político sólo podrá invertir su patrimonio financiero en conformidad a lo dispuesto en el inciso segundo de este artículo.”.”.
(Unanimidad 5X0. Senadores García Ruminot, Guillier, Lagos, Pérez Varela y Walker, don Ignacio. Indicación del Ejecutivo).

NUMERAL 36

Lo ha reemplazado por el siguiente:

 
“36. Intercálase el siguiente Título VI, nuevo, integrado por los artículos 36 bis y 36 ter, adecuándose la numeración de los demás Títulos:
“TÍTULO VI Del Acceso a Información y Transparencia.

Artículo 36 bis.- Los partidos políticos deberán mantener a disposición permanente del público, a través de sus sitios web, en forma completa, actualizada y de un modo que permita su fácil identificación y un acceso expedito, los siguientes antecedentes actualizados, al menos, trimestralmente:
 
a) Marco normativo aplicable, incluyendo las normas legales y reglamentarias que los rigen, su declaración de principios, estatutos y  reglamentos internos.

 
b) Nombre completo, la sigla, el símbolo y el lema del partido político.

 
c) Pactos electorales que integren.

 
d) Regiones en que se encuentra constituido.

 
e) Domicilio de las sedes del partido.

 
f) Estructura orgánica.

 
g) Facultades, funciones y atribuciones de cada uno de sus unidades u órganos internos.

 
h) Nombres y apellidos de las personas que integran el Órgano Ejecutivo y el Órgano Contralor.

 
i) Las declaraciones de intereses y patrimonio de los candidatos del partido político para las elecciones a que se refiere la ley N° 18.700, orgánica constitucional de Votaciones Populares y Escrutinios, y de los miembros del Órgano Ejecutivo, en los términos de la Ley sobre Probidad en la Función Pública y Prevención de los Conflictos de Intereses.

 
j) Los acuerdos de los Órganos Intermedios Colegiados Regionales y del Órgano Intermedio Colegiado.

 
k) Balance anual aprobado por el Servicio Electoral.

 
l) El monto total de las cotizaciones ordinarias y extraordinarias de sus afiliados, recibidas durante el año calendario respectivo.

 
m) El total de los aportes, donaciones, asignaciones testamentarias y, en general, todo tipo de transferencias públicas o privadas, que se reciban a partir de su inscripción, en conformidad a lo dispuesto en las leyes.

 
n) Las transferencias de fondos que efectúen, con cargo a los fondos públicos que perciban, incluyendo todo aporte económico entregado a personas naturales o jurídicas, en conformidad a lo dispuesto en las leyes.

 
o) Todas las entidades en que tengan participación, representación e intervención, cualquiera sea su naturaleza y el fundamento normativo que la justifique.

 
p) Sanciones aplicadas al partido político.

 
q) Nómina de contrataciones sobre 20 unidades tributarias mensuales, cualquiera sea su objeto, con indicación de los contratistas e identificación de los socios y accionistas principales de las sociedades o empresas prestadoras, en su caso.

 
r) Requisitos y procedimientos para nuevas afiliaciones y número de afiliados.


s) Información estadística sobre participación política dentro del partido, desagregada por sexo, indicando, a lo menos, la cantidad de militantes, distribución etaria, los cargos que ocupan dentro del partido, cargos de elección popular, autoridades de gobierno, entre otros.

 
t) El registro de gastos efectuados en las campañas electorales a que se refiere el artículo 33, letra e), de la ley N° 19.884, sobre Transparencia, Límite y Control del Gasto Electoral.

 
u) El registro de aportes a campañas electorales a que se refiere el artículo 40 de la ley N° 19.884, sobre Transparencia, Límite y Control del Gasto Electoral.

 
v) Un vínculo al sitio web del Servicio Electoral en el que consten las cuentas de los ingresos y gastos electorales presentadas ante el Director del Servicio Electoral, de conformidad con el artículo 48 de la ley N° 19.884, sobre Transparencia, Límite y Control del Gasto Electoral, y
 
w) Toda otra información que el Órgano Ejecutivo de cada partido político determine y cuya publicidad no sea contraria a la Constitución y las leyes. El Órgano Ejecutivo podrá revocar dicha decisión en cualquier momento. Las resoluciones respectivas deberán comunicarse oportunamente, por escrito, al Consejo para la Transparencia, según sus instrucciones.
 
Un miembro del Órgano Ejecutivo del partido político será el encargado de velar por la observancia de las normas de este Título de acuerdo a las instrucciones del Consejo para la Trasparencia. La determinación del miembro responsable del Órgano Ejecutivo deberá ser comunicada al Consejo para la Transparencia en los términos establecidos por las instrucciones de dicho Consejo. Lo anterior, sin perjuicio de las responsabilidades que la ley N° 19.884, sobre Transparencia, Límite y Control del Gasto Electoral, asigna a los Administradores Generales Electorales en materia de difusión de información en los sitios web de cada partido político.

Artículo 36 ter.- Cualquier persona podrá presentar un reclamo ante el Consejo para la Transparencia, en contra del partido político que no cumpla lo prescrito en el artículo anterior, conforme al procedimiento previsto en los artículos 24 y siguientes de la Ley de Transparencia de la Función Pública y Acceso a la Información de la Administración del Estado, aprobada por el artículo primero de la ley N° 20.285. 



En la resolución que emita el Consejo para la Transparencia  o la respectiva Corte de Apelaciones, en su caso, declarando la infracción por parte del partido político, se comunicará al Servicio Electoral la necesidad de iniciar un procedimiento sancionatorio para establecer una multa a beneficio fiscal sobre el patrimonio del respectivo partido político, la que, de acuerdo a la gravedad de la infracción podrá ascender de 500 a 2.000 unidades tributarias mensuales. En caso de reincidencia, el monto de las multas será elevado al doble.”.”.
(Unanimidad 5X0. Senadores García Ruminot, Guillier, Lagos, Pérez Varela y Walker, don Ignacio. Indicación del Ejecutivo).

NUMERAL 37

-Ha sustituido la locución “como partido” por el siguiente texto: “como tales. Los partidos políticos que se encuentren en alguna de las causales de disolución establecidas en la ley no podrán fusionarse con otro.”.

(Mayoría 4 votos a favor. Senadores García Ruminot, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio, y 1 abstención del Senador Guillier).

NUMERAL 40
Letra a)

literal ii.


-Ha intercalado, en el numeral que se propone reemplazar, a continuación de la palabra “tres”, la locución “regiones geográficamente”.

(Mayoría 4 votos a favor. Senadores García Ruminot, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio, y 1 en contra del Senador Guillier).

NUMERAL 42

-Lo ha reemplazado por el siguiente:


“42. En el artículo 46:


a) Sustitúyese en el encabezado la expresión “con arreglo a” por la siguiente: “por infracciones a las normas de”.


b) Reemplázase, en el inciso final, la expresión “y 28” por la siguiente: “, 28 y 28 bis”.”.
(Unanimidad 5X0. Senadores García Ruminot, Guillier, Lagos, Pérez Varela y Walker, don Ignacio. Indicación del Ejecutivo).

NUMERAL 43

Letra a)


-Ha intercalado, a continuación de las palabras “inciso quinto”, la expresión “del artículo 2°” y ha sustituido la expresión “en el inciso final” por “en el inciso tercero del artículo 1°”.

(Adecuación formal relacionada con la enmienda al artículo 1°)

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo segundo


-Lo ha sustituido por el siguiente:

 
“Artículo segundo.- Los partidos políticos que sean poseedores materiales de bienes inmuebles que no se encuentren inscritos a su nombre en el Conservador de Bienes Raíces respectivo, podrán solicitar al Ministerio de Bienes Nacionales, dentro de los 90 días corridos siguientes a la fecha de publicación de esta ley, que se les reconozca la calidad de poseedores regulares de dichos bienes a fin de quedar habilitados para adquirir su dominio por prescripción, de acuerdo a las reglas y al procedimiento que se indican en el presente artículo y en el siguiente:

1. Los partidos políticos deberán acreditar ante el Ministerio de Bienes Nacionales, mediante una declaración jurada ante notario, suscrita por el representante legal del partido político, el cumplimiento de los siguientes requisitos:


a. Estar en posesión material del inmueble, por sí o por otra persona en su nombre, en forma continua y exclusiva, sin violencia ni clandestinidad, durante cinco años, a lo menos. 

b. Que no existe juicio pendiente en su contra en que se discuta el dominio o posesión del inmueble, iniciado con anterioridad a la fecha de presentación de la solicitud.

La declaración jurada deberá indicar, además, el origen de su posesión y los antecedentes legales y de hecho de los poseedores anteriores, si los conocieren, como asimismo, el conocimiento que tuvieren de la existencia de inscripciones que se refieran al inmueble y de las otras personas que pudieran tener derechos sobre él.

2. Además, la posesión material podrá  acreditarse en la forma establecida en el artículo 925 del Código Civil. No será obstáculo para el ejercicio de este derecho por parte de los partidos políticos la existencia de inscripciones de dominio anteriores sobre el mismo inmueble, sin perjuicio de los derechos de los titulares de dichas inscripciones contemplados en el número 11 del artículo tercero transitorio de esta ley.

El pago del impuesto territorial podrá ser considerado como plena prueba de la posesión material cuando por su regularidad, continuidad y duración reúna los caracteres establecidos en el inciso segundo del artículo 426 del Código de Procedimiento Civil. El pago del mismo tributo durante los cinco años anteriores a la presentación de la solicitud hará plena prueba de dicha posesión respecto del peticionario. 

3. Los partidos políticos podrán agregar a su posesión la de sus antecesores, sea ésta legal o material, siempre que exista, a lo menos, un título aparente que haga presumible la continuidad de las posesiones. Se tendrá, entre otros, como título aparente la promesa de compraventa de plazo vencido; la adquisición de mejoras o de derechos y acciones sobre el inmueble, sea por instrumento público o privado; o la declaración jurada ante notario de la persona natural o jurídica a cuyo nombre esté inscrito el inmueble en el Conservador de Bienes Raíces. El hecho de invocar como antecedente un contrato de promesa de compraventa o cualquier otro instrumento público o privado en que conste la voluntad de transferir la propiedad no significará que el partido político reconozca dominio ajeno. 


El derecho que consagra este artículo podrá ejercerse respecto de cualquier inmueble ubicado en el territorio de la República, sin importar su avalúo fiscal, salvo respecto de propiedades fiscales, inscritas a nombre del Fisco, gobiernos regionales, municipalidades o servicios públicos descentralizados, o comprendidas en las herencias deferidas a favor de ellos.”.
(Unanimidad 5X0. Senadores García Ruminot, Guillier, Lagos, Pérez Varela y Walker, don Ignacio. Indicación del Ejecutivo).

ooooooo


-Ha intercalado los siguientes artículos tercero y cuarto transitorios, nuevos:

 
“Artículo tercero.- La solicitud a que se refiere el artículo segundo transitorio se tramitará de acuerdo a las reglas siguientes:

1. Presentada la solicitud por el partido político ante el Ministerio de Bienes Nacionales, éste la admitirá a tramitación y oficiará al Conservador de Bienes Raíces respectivo para que informe, dentro de los 10 días hábiles siguientes a la fecha de recepción del oficio respectivo, sobre el nombre, rol único tributario y domicilio de quien aparezca, según sus antecedentes, como propietario del inmueble. 

2. Si el Conservador de Bienes Raíces informare que quien figura como propietario es una persona natural, el Ministerio de Bienes Nacionales oficiará al Servicio de Registro Civil e Identificación para que, dentro de los 10 días hábiles siguientes a la fecha de recepción del oficio respectivo, informe del último domicilio que registra en dicho organismo la persona que, aparece como supuesto propietario, o de su fallecimiento. Si el Servicio de Registro Civil e Identificación no informare al Ministerio de Bienes Nacionales el último domicilio en el plazo señalado,  se tendrá por domicilio el que aparezca en la inscripción de dominio. Con los antecedentes señalados, el Ministerio de Bienes Nacionales procederá a notificar la solicitud, mediante carta certificada, al supuesto propietario del inmueble, adjuntando copia íntegra de ella.

3. Cumplidos los trámites señalados en el número anterior, y previo informe jurídico, el Ministerio de Bienes Nacionales deberá pronunciarse denegando o aceptando la solicitud presentada.  

4. La resolución que acoja la solicitud presentada deberá indicar la individualización del partido político, la ubicación y deslindes del inmueble,  y la respectiva inscripción si fuere conocida, y deberá publicarse íntegramente en el sitio web del Ministerio de Bienes Nacionales por 15  días corridos y en un diario de circulación nacional o en la región en que se encuentre situado el inmueble, con cargo al partido político solicitante, por una vez, dentro de  15 días hábiles, contados desde la fecha de la resolución señalada. En dichas publicaciones deberá prevenirse que, si dentro del plazo de 30 días hábiles contados desde la publicación de la resolución en un diario de publicación nacional o regional, no se dedujere oposición por terceros, se ordenará la inscripción a nombre del solicitante.

5. Si no se dedujere oposición dentro del plazo señalado en el número anterior, y previa certificación de este hecho y de haberse efectuado las publicaciones a que se refiere el numeral anterior, el Ministerio de Bienes Nacionales deberá dictar la resolución ordenando la inscripción del inmueble en el Registro de Propiedad del Conservador de Bienes Raíces respectivo. Esta resolución contendrá la individualización del partido, la ubicación y deslindes del inmueble. La resolución estará exenta de toma de razón y no será necesario reducirla a escritura pública.

6. En contra de la resolución que rechazare una solicitud procederá recurso de reposición, de conformidad a las reglas generales.  

7. El Conservador de Bienes Raíces deberá practicar la inscripción del inmueble a requerimiento del partido político, de acuerdo con las indicaciones que contenga la resolución dictada por el Ministerio de Bienes Nacionales y agregará, al final del Registro de Propiedad, una copia autorizada de dicha resolución, y practicará, además, la inscripción de la prohibición a que se refiere número 10 de  este artículo.

8. La resolución del Ministerio de Bienes Nacionales que acoja la solicitud se considerará como justo título. Una vez practicada su inscripción en el Registro del Conservador de Bienes Raíces, el partido político adquirirá la calidad de poseedor regular del inmueble para todos los efectos legales, aunque existieren en favor de otras personas inscripciones que no hubieran sido materialmente canceladas. Transcurrido un año completo de posesión inscrita no interrumpida, contado desde la fecha de la inscripción, el partido político se hará dueño del inmueble por prescripción, la que no se suspenderá en caso alguno. 

9. Expirado el plazo de un año a que se refiere el número anterior, prescribirán las acciones emanadas de los derechos reales de dominio, usufructo, uso o habitación, servidumbres activas y el de hipotecas relativos al inmueble inscrito de acuerdo con el presente artículo. Las anteriores inscripciones de dominio sobre el inmueble, así como la de los otros derechos reales mencionados, las de los gravámenes y prohibiciones que lo afectaban, una vez transcurrido el citado plazo de un año, se entenderán canceladas por el solo ministerio de la ley, sin que por ello recobren su vigencia las inscripciones que antecedían a las que se cancelan. Con todo, si las hipotecas y gravámenes hubiesen sido constituidos por el mismo partido político o por alguno de los antecesores cuya posesión legal o material se hubiera agregado a la suya, dichas hipotecas y gravámenes continuarán vigentes sobre el inmueble. Subsistirán igualmente, los embargos y prohibiciones decretados en contra del partido político o de alguno de sus antecesores; pero ello no será obstáculo para practicar las inscripciones que correspondan. 

10. Los partidos políticos que hayan inscrito inmuebles en conformidad a este artículo no podrán gravarlos ni enajenarlos durante el plazo de un año, contado desde la fecha de la inscripción. El Conservador de Bienes Raíces deberá inscribir de oficio esta prohibición, la que quedará cancelada por el solo ministerio de la ley, una vez transcurrido el referido plazo, debiendo alzarse de oficio. 

11. Los terceros que pretendan impugnar la solicitud realizada por el partido político o la inscripción efectuada a su nombre, podrán hacerlo de conformidad, en lo pertinente, al procedimiento contemplado en el Párrafo 1° del Título IV del decreto ley  N°2.695, de 1979, del Ministerio de Tierras y Colonización. Si el Tribunal acogiere la acción de dominio señalada, ordenará la cancelación de la inscripción practicada con arreglo a este artículo, conservando su plena vigencia las inscripciones que existían sobre el inmueble con anterioridad a ella. 

En todo lo no previsto por este artículo y por el artículo anterior, se aplicarán de forma supletoria las disposiciones especiales del decreto ley N° 2.695, de 1979, del Ministerio de Tierras y Colonización.  

Los Conservadores de Bienes Raíces deberán practicar las inscripciones a que se refiere el presente artículo dentro del plazo de 30 días, contados desde la fecha en que fueron requeridas, debiendo informar de dichas inscripciones al Servicio Electoral. 

Artículo cuarto.- El representante legal de un partido político que hubiere intervenido en la obtención  del reconocimiento de la calidad de poseedor regular de acuerdo con el procedimiento establecido en el artículo anterior, mediante fraude o engaño,  será castigado con presidio menor en su grado máximo a presidio mayor en su grado mínimo. La misma pena se aplicará a los terceros que a sabiendas colaboraren con el partido en la obtención de dicho reconocimiento. El tribunal con competencia en lo penal deberá remitir al Servicio Electoral la sentencia condenatoria firme y  ejecutoriada contra el representante legal del partido que haya incurrido en el delito descrito, en un plazo de 5 días hábiles, desde que se encuentre en dicho estado,  para los efectos señalados en el inciso siguiente de este artículo. 

El partido político que obtuviere el reconocimiento de la calidad de poseedor regular de acuerdo con el procedimiento establecido en el artículo anterior mediante fraude o engaño, será disuelto. Su disolución se formalizará mediante la cancelación de su inscripción en el Registro de Partidos Políticos, la que será efectuada por el Director del Servicio Electoral, previa resolución del Consejo Directivo de dicho Servicio que así lo disponga.”.
(Unanimidad 5X0. Senadores García Ruminot, Guillier, Lagos, Pérez Varela y Walker, don Ignacio. Indicación del Ejecutivo).

Artículo tercero


-Ha pasado a ser artículo quinto, sin enmiendas.

Artículo cuarto

-Lo ha suprimido.

(Unanimidad 5X0. Senadores García Ruminot, Guillier, Lagos, Pérez Varela y Walker, don Ignacio. Indicación del Ejecutivo).

Artículo quinto

-Ha pasado a ser artículo sexto, eliminando el inciso tercero.

(Mayoría 4 votos a favor, Senadores García Ruminot, Lagos, Pérez Varela y Walker, don Ignacio y 1 abstención, Senador Guillier. Indicación Ejecutivo).

Artículo sexto

-Ha pasado a ser artículo séptimo, suprimiendo el inciso segundo.

(Mayoría 4 votos a favor, Senadores García Ruminot, Lagos, Pérez Varela y Walker, don Ignacio y 1 abstención, Senador Guillier. Indicación Ejecutivo).

Artículo séptimo


-Ha pasado a ser artículo octavo, con las siguientes enmiendas:


-Ha reemplazado la expresión “número 41” por “número 40”.

(Adecuación formal)

 
-Ha intercalado, a continuación de la locución “a lo menos tres regiones”, la palabra “geográficamente”.

(Adecuación formal)


-Ha sustituido la frase “mínimo de tres” por “mínimo de dos”.

(Mayoría 3 a favor, Senadores Guillier, Harboe y Walker, don Ignacio, y 2 en contra, Senadores García Ruminot y Pérez Varela).

TEXTO DEL PROYECTO


En conformidad con los acuerdos adoptados, la Comisión Especial encargada de conocer proyectos relativos a probidad y transparencia propone aprobar el proyecto de ley en informe en los siguientes términos:

PROYECTO DE LEY:

 
“Artículo 1°.- Introdúcense en la ley N°18.603, orgánica constitucional de los Partidos Políticos, las siguientes modificaciones:

 
1. Sustitúyese el artículo 1° por el siguiente:

 
“Artículo 1º.- Los partidos políticos son asociaciones autónomas y voluntarias organizadas democráticamente, dotadas de personalidad jurídica de derecho público, integradas por personas naturales que comparten unos mismos principios ideológicos y políticos, cuya finalidad es contribuir al funcionamiento del sistema democrático y ejercer influencia en la conducción del Estado, para alcanzar el bien común y servir al interés nacional.

 
Los partidos políticos expresan el pluralismo político, concurren a la formación y expresión de la voluntad popular, son instrumento fundamental para la participación política democrática, contribuyen a la integración de la representación nacional y son mediadores entre las personas y el Estado.

 
Los partidos políticos deberán contribuir al fortalecimiento de la democracia y al respeto, garantía y promoción de los derechos humanos reconocidos en la Constitución, en los tratados internacionales ratificados y vigentes en Chile, y en las leyes.”.

 
2. En el el artículo 2°:
 
a) Reemplázase, en el inciso primero, la frase “sólo las conducentes a obtener para sus candidatos el acceso constitucional a los cargos públicos de elección popular, para lo cual y con el objeto de poner en práctica los principios y postulados de sus programas,”, por la siguiente: “aquellas destinadas a poner en práctica sus principios, postulados y programas, para lo cual”.

 
b) Modifícase el inciso segundo en el siguiente sentido:

 
i. Reemplázase, en la letra a), la palabra “Presentar” por “Difundir”, e intercálase, entre los vocablos “los” y “habitantes”, la expresión “ciudadanos y”.

 
ii. Reemplázase, en la letra b), la expresión “los Senadores y Diputados” por “las autoridades electas”.

 
iii. Intercálanse, a continuación de la letra c), las siguientes letras d) a l), pasando la actual d) a ser m):

 
“d) Promover la participación política activa de la ciudadanía y propender la inclusión de los diversos sectores de la vida nacional;

 
e) Contribuir a la formación política y cívica de la ciudadanía y de sus afiliados;

 
f) Promover la interrelación activa y continua entre la ciudadanía y las instituciones del Estado; 

 
g) Promover la participación política inclusiva y equitativa de las mujeres;

 
h) Realizar encuentros, conferencias, cursos, seminarios e investigaciones; 

 
 i) Interactuar con organismos e instituciones representativos de la sociedad civil, a nivel nacional, regional y local;

 
j) Realizar publicaciones y difundir sus políticas, planes y programas a través de los medios de difusión;

 
k) Participar políticamente en entidades nacionales o internacionales;

 
l) Realizar actividades conjuntas entre dos o más partidos políticos para el cumplimiento de sus fines;

 
c) Suprímense los incisos cuarto y quinto.

 
3. Reemplázase, en el artículo 3°, la expresión “una de las regiones en que se divide políticamente el país” por la frase “ocho de las regiones en que se divide política y administrativamente el país o en un mínimo de tres regiones geográficamente contiguas”.

 
4. En el artículo 5°:

 
a) Agrégase, en la letra d) del inciso primero, la siguiente frase “, la que deberá expresar su compromiso con el fortalecimiento de la democracia y el respeto, garantía y promoción de los derechos humanos asegurados en la Constitución, en los tratados internacionales ratificados y vigentes en Chile, y en las leyes;”.

 
b) Reemplázase en la letra e), la letra “y”, por la siguiente oración: “el cual deberá establecer, entre otros, los principios del partido, su estructura interna, la composición y funciones de cada uno de sus órganos, la forma de elección de sus autoridades conforme a los principios que señala esta ley, los derechos y deberes de sus afiliados y las demás normas que la ley exija, y”.

 
c) Reemplázase, en la actual letra f), las expresiones “la Directiva Central” por la frase “el Órgano Ejecutivo”, las dos veces en que aparece.

 
d) Agrégase un inciso tercero, nuevo, pasando el actual inciso tercero a ser cuarto, y así sucesivamente:

 
“Los notarios no podrán negarse injustificadamente a extender la escritura pública a que hace referencia este artículo y no podrán cobrar por este servicio.”.

 
e) Modifícase el actual inciso tercero, que ha pasado a ser cuarto, en el siguiente sentido:

 
i. Reemplázase la expresión “en el inciso anterior” por “en el inciso segundo”.

 
ii. Sustitúyese la expresión “la Directiva Central” por la frase “el Órgano Ejecutivo”.

 
iii. Reemplázase la expresión “Diario Oficial” por la frase “sitio electrónico del Servicio Electoral”.

 
iv. Elimínanse las frases “un resumen de” y “La publicación se realizará a costa de la Directiva Central provisional.”.

 
5. En el artículo 6°:
 
a) En el inciso primero:

 
i. Intercálase entre el término “días” y el punto seguido la palabra “corridos”.

 
ii. Reemplázase la frase “al 0,25 por ciento del electorado que hubiere sufragado en la última elección de Diputados en cada una de las Regiones donde esté constituyéndose, según el escrutinio general practicado por el Tribunal Calificador de Elecciones.” por las siguientes: “al 0,25 por ciento del electorado que hubiere sufragado en la última elección de diputados en cada una de las regiones donde esté constituyéndose, siempre y cuando dicho porcentaje del electorado en cada región fuere superior a 500 electores. Si del cálculo descrito resultare una cantidad de electores menor a 500, los partidos políticos deberán afiliar, en dichas regiones, al menos a 500 electores. El cálculo del porcentaje señalado se hará según el escrutinio general practicado por el Tribunal Calificador de Elecciones.”.

 
b) Reemplázanse, en el inciso segundo, las frases “de la región respectiva, o ante el oficial del Registro Civil, si en la comuna donde la persona tenga su domicilio no hubiere notario. Los notarios no podrán negarse a recibir la declaración a que hace referencia este artículo y no podrán cobrar por este servicio.” por la expresión “, ante el oficial del Registro Civil, o ante el funcionario habilitado del Servicio Electoral, quienes no podrán negarse a recibir la declaración a que hace referencia este artículo y no podrán cobrar por este servicio.”.


c) Agrégase el siguiente inciso tercero, nuevo:

 
“Una instrucción general del Servicio Electoral establecerá el modo en que el procedimiento de constitución y afiliación del partido político en formación podrá realizarse de acuerdo con las disposiciones de la ley N°19.799, sobre documentos electrónicos, firma electrónica y servicios de certificación de dicha firma.”.

 
d) Reemplázase el inciso tercero, que pasado a ser cuarto, por el siguiente: 

 
“Las declaraciones deberán ser individuales y contendrán su nombre completo, apellidos, domicilio, fecha de nacimiento y cédula nacional de identidad. Cada nuevo afiliado deberá declarar bajo juramento su condición de ciudadano habilitado para votar en la región respectiva y no estar afiliado a otro partido político inscrito o en formación, ni estar o haber estado participando en la formación de un partido político en los últimos doscientos cuarenta días corridos.”.

 
e) Reemplázase, en el inciso cuarto, que ha pasado a ser quinto, la expresión “La Directiva Central” por “El Órgano Ejecutivo”.

 
6. En el artículo 7°:

 
a) Reemplázase, en el inciso primero, la expresión “una de las regiones en que se divide políticamente el país” por “ocho de las regiones en que se divide política y administrativamente el país o en un mínimo de tres regiones geográficamente contiguas”.

 
b) Intercálase, en el inciso segundo, entre los vocablos “días” y “fatales” la palabra “hábiles”.

 
7. En el artículo 8°:
 
a) Reemplázase el punto y coma (;) de la letra a) por un punto aparte (.) y elimínase la letra b).

 
b) Reemplázase la expresión “, y” de la letra c), que ha pasado a ser b), por un punto aparte.

 
c) Elimínase la letra d).

 
8. Reemplázase, en el inciso primero del artículo 9°, la expresión “Diario Oficial, a costa del partido en formación”, por la frase “sitio electrónico del Servicio”.


9. En el artículo 10:

 
a) Reemplázase el inciso primero por el siguiente:

 
“Artículo 10.- Cualquier partido inscrito o en formación podrá deducir oposición a la formación de otro, sin que por esta causa se suspenda el proceso de constitución. La oposición deberá cumplir con lo prescrito en el artículo 30 de la ley N°19.880, ser escrita, llevar la firma del presidente del partido que la formule y ser presentada al Director del Servicio Electoral dentro del plazo de treinta días hábiles contado desde la fecha de la publicación indicada en el inciso cuarto del artículo 5°. El partido oponente será considerado como interesado en la gestión, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 21 de la ley N°19.880, según corresponda.”.

 
b) Reemplázase, en el inciso segundo, la frase “sin perjuicio de lo indicado en los artículos 258, inciso segundo, y 259 del Código de Procedimiento Civil. La contestación se atendrá al artículo 309 del mismo Código” por “desde el momento en que dicha notificación se hubiere practicado”.

 
c) Reemplázase, en el inciso tercero, la frase “de acuerdo a lo previsto en el artículo 318 del Código de Procedimiento Civil, lo decretará por un plazo no superior a quince días hábiles” por “lo decretará de acuerdo con lo previsto en los artículos 35 y 36 de la ley N°19.880”.

 
d) Reemplázase, en el inciso cuarto, la frase “el Diario Oficial. El fallo se subordinará a lo dispuesto en el artículo 170 del Código de Procedimiento Civil” por “su sitio electrónico. La resolución del Servicio se subordinará a lo dispuesto en el artículo 41 de la ley N°19.880”.

 
10. En el artículo 11:

 
a) Sustitúyese la expresión “de lo dispuesto en el artículo 3°, inciso primero, o de los requisitos relativos” por la expresión “del requisito relativo”.

 
b) Reemplázase la expresión “un mes” por “treinta días hábiles”.

 
11. Reemplázase, en el inciso primero del artículo 12, la expresión “Diario Oficial” por “sitio electrónico del Servicio”.

 
12. En el artículo 13:

 
a) Suprímese, en el inciso primero, la expresión “3°,”.

 
b) Reemplázase, en el inciso segundo, la palabra “apelar” por el término “reclamar”.

 
c) Sustitúyese, en el inciso tercero, el vocablo “apelación” por la palabra “reclamación”.

 
13. Sustitúyese, en los incisos primero y tercero del artículo 14, la palabra “apelación” por “reclamación”.

 
14. En el inciso segundo del artículo 15:

 
a) Reemplázase la expresión “la Directiva Central” por “el Órgano Ejecutivo” y sustitúyese la palabra “facultada” por “facultado”.

 
b) Suprímense los vocablos “por regiones”.

 
c) Sustitúyese la expresión “de los mínimos exigidos” por “del mínimo exigido”.

 
15. En el artículo 17:

 
a) Reemplázase, en el inciso primero, la expresión “Diario Oficial, a costa del partido”, por la frase “sitio electrónico del Servicio Electoral”.

 
b) Reemplázase, en el inciso tercero, la expresión “Diario Oficial” por la frase “sitio electrónico del Servicio Electoral”.

 
16. En el artículo 18:

 
a) En el inciso primero:

 
i. Agrégase, después de la expresión “derecho a sufragio”, la frase “o extranjero avecindado en Chile por más de cinco años”.

 
ii. Reemplázase la oración “Con todo, no podrán afiliarse a partido político alguno el personal de las Fuerzas Armadas y el de las de Orden y Seguridad Pública, los funcionarios y empleados de los diferentes escalafones del Poder Judicial, del Ministerio Público, del Tribunal Calificador de Elecciones y del Servicio Electoral.” por las siguientes: “Con todo, no podrán afiliarse a partido político alguno el personal de las Fuerzas Armadas y el de Orden y Seguridad Pública, el del Tribunal Calificador de Elecciones y del Servicio Electoral. Tampoco podrán hacerlo los jueces, secretarios y ministros de fe de los tribunales de justicia; los ministros, relatores, secretarios y fiscales de los tribunales superiores de justicia; los fiscales del Ministerio Público y los abogados asistentes de fiscales, el Defensor Nacional y los defensores regionales, el Contralor General de la República ni los contralores regionales, los notarios y los conservadores.”.

 
b) Intercálase el siguiente inciso sexto, nuevo, pasando el actual inciso sexto a ser séptimo:

 
“Lo dispuesto en este Título no obsta a que los partidos deban asegurar mecanismos de participación e integración en sus procesos y estructuras internas de jóvenes menores de 18 y mayores de 14 años de edad, en la forma que determinen sus estatutos.”.

 
 17. Agréganse, a continuación del artículo 18, los siguientes artículos 18 bis y 18 ter nuevos:


“Artículo 18 bis.- Los estatutos de los partidos políticos podrán establecer los requisitos adicionales para la afiliación y, en su caso, la adhesión, los que no podrán ser contrarios a la ley. Las solicitudes de afiliación o adhesión deberán constar en duplicado, debiendo el partido entregar una copia de ésta al solicitante donde dé cuenta de su recepción.


El rechazo de una solicitud de afiliación o adhesión deberá realizarse por resolución fundada del órgano competente, establecido en los estatutos, en un plazo que no supere los cuarenta días hábiles desde el ingreso de la solicitud. El solicitante podrá recurrir de dicha resolución ante el Tribunal Supremo, dentro del plazo de cinco días hábiles desde su notificación, instancia que deberá pronunciarse dentro de diez días hábiles desde la interposición del recurso.


Si el partido político no se pronuncia sobre la solicitud dentro del plazo de cuarenta días hábiles desde que ésta se efectuó, se entenderá aceptada, pudiendo el solicitante requerir al Servicio Electoral que lo incorpore como afiliado o adherente al respectivo registro del partido.

 
Artículo 18 ter.- Derechos y deberes de los afiliados.

 
1. Los estatutos de los partidos contendrán una especificación detallada de los derechos de sus afiliados, dentro de los cuales necesariamente se incluirán los siguientes:

 
a) Participar en las distintas instancias del partido. 

 
b) Postularse en los procesos internos de selección de candidatos a cargos de elección popular.

 
c) Postularse en los procesos internos de elección de dirigentes dispuestos en la ley, así como para ser nombrado en cualquier comisión al interior del partido político.

 
d) Participar con derecho a voto en las elecciones internas que celebre el partido.

 
e) Proponer cambios a los principios, programas y estatutos del partido, conforme con las reglas estatutarias vigentes.

 
f) Solicitar y recibir información que no sea reservada o secreta, en virtud de lo dispuesto en el artículo 8° de la Constitución Política de la República o cuya publicidad, comunicación o conocimiento no afecte el debido cumplimiento de las funciones del partido. Los afiliados podrán impugnar ante el Tribunal Supremo, cuya resolución será reclamable ante el Servicio Electoral frente a la negativa del partido de entregar dicha información.

 
g) Solicitar la rendición de balances y  cuentas que sus dirigentes se encuentren obligados a presentar durante su gestión. 
 
h) Exigir el cumplimiento de la declaración de principios del partido, estatutos y demás instrumentos de carácter obligatorio.

 
i) Recibir capacitación, formación política e información para el ejercicio de sus derechos políticos.

 
j) Tener acceso a la jurisdicción interna del partido político y, en su caso, a recibir orientación respecto del ejercicio y goce de sus derechos como afiliado cuando sean vulnerados al interior del partido político.

 
k) Impugnar ante el Tribunal Supremo las resoluciones y decisiones de los órganos internos que afecten sus derechos políticos.

 
l) Impugnar ante el Tribunal Calificador de Elecciones las resoluciones del Tribunal Supremo del partido sobre calificación de las elecciones internas de los órganos establecidos en las letras a), b) y c) del inciso primero del artículo 23, de conformidad con los requisitos que establece el inciso cuarto del artículo 23 bis.

 
2. Los afiliados a un partido político tendrán las obligaciones que fije el respectivo estatuto partidario, debiendo contemplarse entre ellas, al menos, las siguientes:

 
a) Actuar en conformidad con los principios, estatutos, reglamentos internos, acuerdos e instrucciones de los órganos directivos del partido, sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 21 y 32.

 
b) Contribuir a la realización del programa del partido, de acuerdo a la línea política definida conforme a los respectivos estatutos.

 
c) Contribuir al financiamiento del partido abonando las cuotas u otras aportaciones que se determinen para cada afiliado. 
 
Los estatutos del partido político deberán garantizar a cada afiliado tanto el derecho a la plena participación en la vida interna del partido, como el derecho a la postulación a cargos de representación popular en condiciones equitativas. Los estatutos deberán establecer los mecanismos para asegurar que sus afiliados sean debida y oportunamente informados para el ejercicio de sus derechos y deberes establecidos en esta ley y en los estatutos.”.

 
18. Reemplázase el inciso final del artículo 19 por el siguiente:

 
“Una vez inscrito el partido en el Registro de Partidos Políticos, la afiliación se realizará de acuerdo a los estatutos del partido, para lo cual podrá acogerse a la instrucción a que se refiere el inciso tercero del artículo 6°.”.

 
19. Reemplázase el artículo 20 por el siguiente:

 
“Artículo 20.- El Servicio Electoral deberá mantener actualizado el registro de afiliados de cada partido político. Además, si los estatutos del partido reconocieren como adherentes a menores de 18 y mayores de 14 años de edad que no hayan sido condenados por delitos que merezcan pena aflictiva, o a aquellas personas inhabilitadas para ejercer su derecho a sufragio por razones calificadas en sus estatutos, el Servicio Electoral deberá mantener actualizado el registro de estos. Dichos registros estarán ordenados por circunscripciones, distritos y comunas. Los registros se considerarán actualizados una vez que sean eliminadas de ellos las personas que se encuentran afiliadas a más de un partido político, las que hubieren renunciado a su afiliación o adhesión, aquellas cuya inscripción no se hubiere completado de forma legal y las que, conforme a la información contenida en el Registro Electoral, estén fallecidas o inhabilitadas para ejercer el derecho a sufragio, sin perjuicio de lo dispuesto en este inciso respecto del registro de adherentes.

 
Los partidos deberán comunicar al Servicio Electoral, dentro de los tres primeros días hábiles de cada mes, las nuevas afiliaciones, desafiliaciones, adhesiones y renuncias a ellas, que por cualquier causa se produjeren dentro del mes anterior al informado.”.

 
20. Sustitúyese el artículo 21 por el siguiente:

 
“Artículo 21.- Los partidos políticos no podrán dar órdenes al Presidente de la República, ministros de Estado, subsecretarios, embajadores, alcaldes y funcionarios públicos.

 
Esta limitación, que operará y cesará de pleno derecho, durará mientras las personas señaladas se encuentren en ejercicio de sus funciones y estará referida sólo a aquellas propias del cargo.”.

 
21. Reemplázase el artículo 23 por el siguiente:

 
“Artículo 23.- Los partidos podrán tener los órganos que sus estatutos determinen, sin perjuicio de lo cual deberán al menos contar con los siguientes:

 
a) Un Órgano Ejecutivo.

 
b) Un Órgano Intermedio Colegiado.

 
c) Un Tribunal Supremo y tribunales regionales.
 
d) Un Órgano Ejecutivo e Intermedio Colegiado por cada región donde esté constituido.

 
Sin perjuicio de las nomenclaturas que utiliza esta ley para referirse a cada uno de los órganos colegiados, cada partido político podrá en sus estatutos denominarlos de otra forma, debiendo informar al Servicio Electoral de estas nuevas denominaciones.

 
Asimismo, los partidos podrán establecer frentes, comisiones u otras instancias temáticas o territoriales que estimen pertinentes, a fin de incentivar la participación de sus afiliados. Del mismo modo, podrán celebrar congresos generales o nacionales conforme sus estatutos.

 
Deberán efectuarse elecciones de la totalidad de los miembros de los órganos antes señalados, renovándose con una periodicidad no superior a cuatro años. Sus integrantes no podrán ser electos por más de dos períodos consecutivos en su mismo cargo.

 
En la elección de los órganos colegiados previstos en esta ley, se observarán mecanismos especialmente contemplados en los estatutos, que aseguren que ninguno de los sexos supere el 60 por ciento de las candidaturas. En caso de ser tres miembros, se entenderá cumplida la regla cuando al menos uno de ellos sea de sexo diferente.

 
Los partidos políticos podrán organizarse para permitir la afiliación, adhesión y participación de los chilenos que se encuentren fuera del territorio nacional, de acuerdo con las disposiciones de esta ley, sus estatutos y las instrucciones que para estos efectos dicte el Servicio Electoral.”.

 
22. Intercálase, a continuación del artículo 23, el siguiente artículo 23 bis:

 
“Artículo 23 bis.- Todos los miembros de los órganos señalados en el artículo anterior deberán ser electos democráticamente. Los estatutos de cada partido político determinarán el sistema electoral y los procedimientos para la elección de sus autoridades. El sistema de elección establecido en los Estatutos de cada partido deberá observar el carácter personal, igualitario, libre, secreto e informado del sufragio de sus afiliados y, cuando así lo determinen sus estatutos, de sus adherentes.

 
Las reglas de elección enunciadas en el inciso anterior serán aplicables a los miembros del Tribunal Supremo.

 
El Órgano Ejecutivo de cada partido deberá remitir al Servicio Electoral el reglamento de elecciones internas. Asimismo, remitirá sus actualizaciones, si las hubiere, al menos sesenta días antes de la siguiente elección interna. Dicho reglamento deberá ser aprobado por el Servicio Electoral y regulará, al menos, los siguientes aspectos:
 
a) Procedimiento de declaración, inscripción, aceptación, rechazo e impugnación ante los tribunales internos  de candidaturas a las elecciones internas.

 
b) Reglas sobre las cédulas electorales para cada acto electoral, que aseguren que éstas sean impresas en forma legible, con serie y numeración correlativas, las que deberán constar en un talón desprendible de dicha cédula.

 
c) Normas sobre propaganda y publicidad electoral.

 
d) Plazos y forma de constitución, instalación y cierre de las mesas receptoras de sufragios.

 
e) Mecanismos que aseguren la información oportuna de los locales de votación a los afiliados, al menos diez días corridos antes de cada elección.

 
f) Útiles electorales, entre los que se encontrará el padrón de cada mesa receptora de sufragios, con una nómina alfabética de electores habilitados para votar en ella, los datos para su identificación, el espacio necesario para estampar la firma o huella dactiloscópicas; las cédulas electorales para la emisión de los sufragios; formularios de actas de escrutinio por cada elección, las que deberán ser suscritas por los vocales de mesa y apoderados de cada candidatura o lista, y un formulario de minuta del resultado del escrutinio para cada elección.

 
g) Normas sobre el escrutinio por mesas y devolución de cédulas y útiles electorales.

 
h) Reglas del escrutinio y calificación practicados por el Tribunal Supremo.

 
i) Sanciones frente a la inobservancia del reglamento de elecciones internas.

 
j) Normas sobre designación, independencia e inviolabilidad de vocales de mesas, apoderados y cualquiera otra autoridad electoral del partido en el ejercicio de sus funciones.

 
El Servicio Electoral deberá pronunciarse, verificando las exigencias a que alude el inciso anterior, respecto del reglamento y sus actualizaciones, aprobándolos o formulando observaciones, dentro de los quince días corridos siguientes a su recepción. Si el Servicio formulare observaciones, el partido deberá hacer los ajustes necesarios dentro de los quince días corridos siguientes a la notificación de la resolución del Servicio. Si éste no se pronuncia dentro del plazo de quince días señalado, se entenderá aprobado el respectivo reglamento.

 
Para cada elección interna, los apoderados de cada candidatura o lista podrán asistir, al menos, a todas las mesas receptoras de sufragios, al escrutinio practicado por las mesas y por el Tribunal Supremo, y podrán consignar cualquier observación en las actas de escrutinio correspondiente.

 
El escrutinio de las elecciones internas será público y los estatutos deberán prever mecanismos de reclamación ante los Tribunales internos. Serán reclamables ante el Tribunal Calificador de Elecciones, dentro de cinco días hábiles de notificadas, las resoluciones del Tribunal Supremo referidas a reclamaciones de nulidad o rectificación de escrutinios de las elecciones de los órganos señalados en las letras a), b) y c) del inciso primero del artículo 23, siempre que tales resoluciones cuenten con un voto de minoría equivalente, al menos, al 25 por ciento de los miembros del Tribunal Supremo y que, de ser acogida dicha reclamación,  hubiere dado lugar a la elección de un candidato o de una opción distinta de aquella que se ha constatado. La reclamación deberá individualizar la resolución que motiva la reclamación, indicar las peticiones concretas que formula y acompañar todos los antecedentes en que se funda. Si del cálculo del 25 por ciento señalado no diese un número entero, deberá aproximarse al entero inmediatamente superior.

 
En todas las elecciones internas se considerarán como habilitadas para sufragar a aquellas personas que se encuentren inscritas en el registro de afiliados que señala el artículo 20, con a lo menos tres meses de anticipación a la respectiva elección, lo que no obsta a que los partidos continúen su proceso de afiliación de nuevos afiliados durante ese lapso. Dichas elecciones deberán realizarse utilizando como padrón actualizado el registro general de afiliados que el Servicio Electoral deberá proporcionar a los partidos políticos y candidatos a la respectiva elección con, a lo menos, dos meses de anticipación al día de la elección.

 
Los estatutos podrán habilitar a quienes figuren en el registro de adherentes para sufragar en las elecciones internas del partido, para lo cual utilizarán el padrón que al efecto les proporcione el Servicio Electoral, considerando los mismos plazos que establece el inciso anterior.

 
Cualquier afiliado podrá solicitar, a su costa, a la directiva de su partido o al Servicio Electoral, copia de los registros mencionados en el artículo 20, del partido político al que pertenece, con el nombre completo de los afiliados y su domicilio, dentro del plazo señalado en el inciso anterior. El Servicio determinará la forma de verificar la vigencia de los datos personales de los afiliados y otorgará facilidades para su entrega a estos. Los afiliados no podrán divulgar los datos personales del Registro ni utilizarlos con finalidades distintas del ejercicio de sus derechos como militantes. La infracción de esta prohibición será sancionada con multa de diez a cincuenta unidades tributarias mensuales, de conformidad con el artículo 392 del Código Procesal Penal, sin perjuicio de la responsabilidad que proceda en virtud de lo dispuesto en el Título V de la ley N°19.628, sobre protección de la vida privada.

 
Sin perjuicio de lo anterior, cualquier afiliado al partido podrá solicitar, a su costa, un certificado de su inscripción en el mencionado registro.

 
El Servicio Electoral velará por el cumplimiento de lo dispuesto en este artículo y dictará las instrucciones que correspondan a ese efecto. Asimismo, el Servicio Electoral podrá destinar a uno o más de sus funcionarios a presenciar las elecciones internas de los partidos políticos, quienes podrán desempeñarse como ministros de fe.”.
 
23. Reemplázase el artículo 24 por el siguiente: 

 
“Artículo 24.- El Órgano Ejecutivo será elegido por la totalidad de los afiliados y estará compuesto por al menos tres miembros. Las denominaciones y atribuciones de cada uno de sus miembros, determinadas conforme a sus estatutos, deberá ser informada al Servicio Electoral.

 
El Órgano Ejecutivo tendrá las funciones que señale el estatuto, entre las cuales se deberán consignar, al menos, las siguientes:

 
a) Dirigir el partido conforme con su declaración de principios, programa y las definiciones políticas adoptadas por sus organismos internos.
 
b) Administrar los bienes del partido, rindiendo balance anual de ellos ante el Órgano Intermedio Colegiado, sin perjuicio de lo establecido en los estatutos del partido.

 
c) Proponer al Tribunal Supremo la dictación de las instrucciones generales necesarias para la realización adecuada de los procesos electorales internos, conforme a la ley y a los estatutos.

 
d) Proponer al Órgano Intermedio Colegiado las modificaciones a las declaraciones de principios, nombre del partido, programas partidarios, estatutos y reglamento interno, como asimismo, las alianzas, pactos electorales, fusión con otro u otros partidos, y su disolución.

 
e) Convocar las sesiones ordinarias y extraordinarias del Órgano Intermedio Colegiado.

 
f) Proponer al Consejo General, para análisis y propuestas, los temas de políticas públicas considerados relevantes para el partido y el país.

 
g) Designar al Administrador General de Fondos del partido, cuando corresponda.

 
h) Poner en conocimiento del Tribunal Supremo las faltas a los estatutos y a la disciplina partidaria de que tenga conocimiento.

 
i) Todas las demás facultades que el respectivo estatuto le confiera, que no contravengan la ley.

 
j) Las demás funciones que establezca la ley.
 
Los miembros del Órgano Ejecutivo deberán efectuar una declaración anual de intereses y patrimonio en los términos de la Ley sobre Probidad en la Función Pública y Prevención de los Conflictos de Intereses, la que deberá ser remitida al Servicio Electoral para su custodia y control.”.

 
24. Reemplázase el artículo 25 por el siguiente:

 
“Artículo 25.- El estatuto del partido determinará al integrante del Órgano Ejecutivo que tendrá su representación judicial y extrajudicial.”.

 
25. Reemplázase el artículo 26 por el siguiente: 

 
“Artículo 26.- El Órgano Intermedio Colegiado será el órgano plural, con carácter normativo y resolutivo del partido político. Sus miembros serán elegidos en conformidad con lo dispuesto en los estatutos del partido.

 
Al Órgano Intermedio Colegiado le corresponderán las siguientes atribuciones:
 
a) Impartir orientaciones y adoptar acuerdos sobre cualquier aspecto de la marcha del partido, que serán obligatorios para el Órgano Ejecutivo.

 
b) Impartir orientaciones sobre las políticas públicas relevantes para el partido y el país.

 
c) Aprobar o rechazar el correspondiente balance anual.

 
d) Aprobar, a propuesta del Órgano Ejecutivo, las modificaciones a las declaraciones de principios, nombre del partido, programas partidarios, estatutos y reglamentos internos, como asimismo, los pactos electorales, fusión con otro u otros partidos y su disolución. Las modificaciones de la declaración de principios, la reforma de estatutos, la disolución del partido y la fusión deberán hacerse en conformidad con lo dispuesto en el artículo 29, inciso primero.

 
e) Recibir anualmente la cuenta política de la Directiva Central y pronunciarse sobre ella.

 
f) Designar los candidatos a Presidente de la República, diputados, senadores, consejeros regionales, alcaldes y concejales del partido, sin perjuicio de aquellos que se determinen de conformidad con la ley N°20.640.

 
g) Aprobar el programa del partido.

 
h) Las demás funciones que establezca la ley o que el respectivo estatuto les confiera, y que no sean contrarias a aquella.
 
Sin perjuicio de las funciones del Órgano Intermedio Colegiado, este podrá organizar y celebrar eventos partidarios con carácter consultivo o resolutivo, como también de carácter programático o ideológico, de acuerdo a sus estatutos. Sólo podrá convocarse a eventos partidarios con carácter resolutivo sobre aquellas materias que sean atribuciones propias del Órgano Intermedio Colegiado.

  
26. Reemplázase el artículo 27 por el siguiente: 

 
“Artículo 27.- Los partidos políticos deberán elegir, a lo menos, un Órgano Ejecutivo y un Órgano Intermedio Colegiado Regional en cada una de las regiones en que estén constituidos en conformidad a sus estatutos. Cada Órgano Ejecutivo Regional estará integrado, a lo menos, por un presidente, un secretario y un tesorero. Sus miembros serán elegidos por los afiliados de la región respectiva.”.


27. Reemplázase el artículo 28 por el siguiente:

 
“Artículo 28.- Los partidos políticos tendrán un Tribunal Supremo. Sus integrantes deberán tener una intachable conducta anterior y no haber sido sancionados disciplinariamente por el partido. Los miembros del Órgano Ejecutivo del partido no podrán ser integrantes del Tribunal Supremo.

 
Dicho Órgano deberá tener al menos cinco miembros, su conformación deberá ser siempre impar y deberá adoptar sus decisiones por la mayoría de los miembros en ejercicio. Sus miembros serán elegidos por un mecanismo representativo, de conformidad con lo dispuesto en los estatutos y no podrán ser designados por el Órgano Ejecutivo.

 
Al Tribunal Supremo corresponderán, además de las otras atribuciones que le asigna la ley o que le otorguen los estatutos del partido, las siguientes:

 
a) Interpretar los estatutos, reglamentos y demás normas internas.

 
b) Conocer de las cuestiones de competencia que se susciten entre autoridades u organismos del partido.

 
c) Conocer y resolver de las reclamaciones que se entablen contra actos de autoridades u organismos del partido que vulneren la declaración de principios o los estatutos, y adoptar las medidas necesarias para corregirlos y enmendar sus resultados.

 
d) Conocer y resolver las denuncias que se formulen contra afiliados al partido, sean o no autoridades de él, por actos de indisciplina o violatorios de la declaración de principios o de los estatutos, o por conductas indebidas que constituyan faltas a la ética o comprometan los intereses o el prestigio del partido.

 
e) Aplicar las medidas disciplinarias que los estatutos señalen, contemplando las disposiciones que hagan efectivo un debido proceso.

 
f) Controlar el correcto desarrollo de las elecciones y votaciones partidistas, y dictar las instrucciones generales o particulares que para tal efecto correspondan.

 
g) Calificar las elecciones y votaciones internas.

 
h) Resolver, como tribunal de segunda instancia, las apelaciones a los fallos y decisiones de los Tribunales Regionales.

 
i) Conocer de las reclamaciones por no inclusión en el Registro de Afiliados.

 
j) Velar y garantizar el ejercicio de los derechos de los afiliados, incluido los señalados en el artículo 18 ter.

 
En el ejercicio de sus atribuciones y según sea la gravedad de la infracción, este Tribunal podrá aplicar las siguientes sanciones disciplinarias a sus afiliados o las que señalen los respectivos estatutos:

 
1) Amonestación.

 
2) Censura por escrito.

 
3) Suspensión o destitución del cargo que estuviere ejerciendo dentro de la organización interna del partido.

 
4) Suspensión en el ejercicio de los derechos de afiliado por el plazo que determine.

 
5) Expulsión.

 
Las sanciones establecidas en los números 3 y 4 del inciso anterior sólo podrán ser aplicadas por el Tribunal Supremo con el voto favorable de los tres quintos de sus integrantes en ejercicio. Para el caso del número 5, el quórum será dos tercios.”.

 
28. Agrégase el siguiente artículo 28 bis:

 
“Artículo 28 bis.- En cada una de las regiones donde esté constituido el partido, existirá un Tribunal Regional, el que estará conformado y tendrá las facultades que indiquen los respectivos estatutos.

 
El Tribunal Regional conocerá en primera instancia y en relación al ámbito regional, de las materias contempladas en la normativa interna, y a lo menos las establecidas en las letras c), d), e), f) y g) del artículo precedente.

 
Las sentencias de los tribunales regionales serán apelables para ante el Tribunal Supremo, en la forma y plazos que establezcan las normas internas del respectivo partido. Si la sentencia definitiva dispone la expulsión de un afiliado, y de ella no se reclamare, se elevará en consulta al Tribunal Supremo.”.

 
29. Intercálanse, a continuación del artículo 28 bis, los siguientes artículos 28 ter y 28 quáter:

 
“Artículo 28 ter.- Todo proceso sancionatorio interno deberá contemplar garantías que aseguren el ejercicio del derecho a defensa de los afectados, tales como el derecho a formular descargos, presentar pruebas que acrediten sus pretensiones y reclamar de las decisiones dentro de plazos razonables. 

 
Los estatutos deberán contemplar circunstancias en las que los miembros del Tribunal Supremo deberán abstenerse de emitir pronunciamiento, a fin de prevenir conflictos de intereses.

 
La disciplina interna de los partidos políticos no puede afectar el ejercicio de derechos, el cumplimiento de deberes prescritos en la Constitución y en la ley, ni el libre debate de las ideas en el interior del partido.

 
Artículo 28 quáter.- Sin perjuicio de lo establecido en los estatutos de cada partido, se considerarán como infracciones a la disciplina interna las siguientes:

 
a) Todo acto u omisión voluntaria imputable a un miembro del partido, que ofenda o amenace los derechos humanos establecidos en la Constitución, en los tratados internacionales ratificados y vigentes en Chile y en la ley, o atente contra ellos.

 
b) Infringir los acuerdos adoptados por los organismos oficiales del partido.

 
c) Incurrir en actos que importen ofensas, descrédito o maltrato contra miembros del partido.

 
d) Faltar a los deberes del afiliado establecidos en la ley o en el estatuto.


e) Incumplir pactos políticos, electorales o parlamentarios celebrados por el partido.”.

 
30. Modifícase el artículo 29 en el siguiente sentido:

 
a) Sustitúyese su inciso primero por el siguiente:

 
“Artículo 29.- Las proposiciones del Órgano Intermedio Colegiado, relativas a las modificaciones de la declaración de principios, la reforma de estatutos, la disolución del partido y la fusión con otro deberán ser ratificadas por los afiliados en votación directa.”.

 
b) Sustitúyese, en su inciso segundo, la expresión “por el presidente y por el secretario del partido.” por la frase “por los miembros del Órgano Ejecutivo del partido que señalen sus estatutos.”.

 
31. Reemplázase el inciso primero del artículo 30 por el siguiente:

 
“Artículo 30.- Los acuerdos del Órgano Intermedio Colegiado serán públicos. Los acuerdos adoptados por dicho órgano referentes a modificar la declaración de principios del partido, el nombre, los programas partidarios, los estatutos y reglamento interno de elecciones, los pactos electorales que celebre con otros partidos políticos, la fusión con otro u otros partidos y la disolución se adoptarán siempre ante un funcionario del Servicio Electoral, quien actuará como ministro de fe.”.

 
32. Modifícase el artículo 31 en el siguiente sentido:

 
a) Reemplázase, en el inciso primero, la expresión “el Consejo General, a proposición de los Consejos Regionales. La organización de estas elecciones será de responsabilidad del respectivo Consejo Regional.” por la frase “el Órgano Intermedio Colegiado, a proposición de los Órganos Intermedios Colegiados Regionales.”.

 
b) Reemplázase, en el inciso segundo, la expresión “Consejo General” por “Órgano Intermedio Colegiado”.

 
33. Intercálase en el artículo 32, a continuación de la expresión “a sus”, la locución “concejales, consejeros regionales,”.

 
34. Modifícase el artículo 35 en el siguiente sentido:

 
a) Reemplázase, en el inciso segundo, la expresión “Diario Oficial, a costa del partido”, por la frase “sitio electrónico del Servicio Electoral”.

 
b) Reemplázase, en el inciso tercero, la palabra “apelarse” por “reclamarse”.

 
35. Agréganse los siguientes artículos 35 bis, 35 ter y 35 quáter, nuevos:


“Artículo 35 bis.- Los actos y contratos que celebren los partidos políticos se regirán por las reglas generales, sin perjuicio de las normas especiales que la presente ley establece. 


Los partidos políticos no podrán celebrar contratos a título oneroso en condiciones distintas a las de mercado o cuya contraprestación sea de un valor superior o inferior al de mercado. 


Los partidos políticos no podrán constituir ni participar en personas jurídicas salvo las expresamente autorizadas por esta ley y por la ley N° 19.884. Tampoco podrán prestar servicios a título oneroso.

Artículo 35 ter.- Los partidos podrán ser propietarios de bienes inmuebles. Del total de bienes inmuebles a nombre del partido, al menos dos tercios  deberán destinarse a las actividades señaladas en el artículo 2° de esta ley. 


Los partidos políticos deberán informar anualmente al Servicio Electoral la totalidad de los bienes inmuebles inscritos a nombre del partido.


Artículo 35 quáter.- Tratándose de los fondos provenientes de los aportes públicos que reciban los partidos políticos, éstos deberán destinarse a los fines que señala la ley y rendirse y justificarse de forma separada. 


Los partidos políticos sólo podrán invertir su patrimonio financiero proveniente de aportes del fisco en valores de renta fija emitidos por el Banco Central, en depósitos a plazo y cuotas de fondos mutuos que no estén dirigidos a inversionistas calificados.


Fuera de los casos previstos en los  incisos anteriores, y siempre que su patrimonio financiero disponible sea superior a las veinticinco mil unidades de fomento, los partidos podrán invertirlo a través del mandato especial de administración de valores a que se refiere el Título III de la ley N° 20.880, sobre Probidad en la Función Pública y Prevención de los Conflictos de Intereses, de conformidad a las normas allí contenidas, el que deberá constituirse en un plazo de 90 días desde que el patrimonio financiero disponible del partido alcance el valor de veinticinco mil unidades de fomento. Si dicho patrimonio no supera este valor, el partido político sólo podrá invertir su patrimonio financiero en conformidad a lo dispuesto en el inciso segundo de este artículo.”.
 
36. Intercálase el siguiente Título VI, nuevo, integrado por los artículos 36 bis y 36 ter, adecuándose la numeración de los demás Títulos:

“TÍTULO VI Del Acceso a Información y Transparencia.


Artículo 36 bis.- Los partidos políticos deberán mantener a disposición permanente del público, a través de sus sitios web, en forma completa, actualizada y de un modo que permita su fácil identificación y un acceso expedito, los siguientes antecedentes actualizados, al menos, trimestralmente:
 
a) Marco normativo aplicable, incluyendo las normas legales y reglamentarias que los rigen, su declaración de principios, estatutos y  reglamentos internos.

 
b) Nombre completo, la sigla, el símbolo y el lema del partido político.

 
c) Pactos electorales que integren.

 
d) Regiones en que se encuentra constituido.

 
e) Domicilio de las sedes del partido.

 
f) Estructura orgánica.

 
g) Facultades, funciones y atribuciones de cada uno de sus unidades u órganos internos.

 
h) Nombres y apellidos de las personas que integran el Órgano Ejecutivo y el Órgano Contralor.

 
i) Las declaraciones de intereses y patrimonio de los candidatos del partido político para las elecciones a que se refiere la ley N° 18.700, orgánica constitucional de Votaciones Populares y Escrutinios, y de los miembros del Órgano Ejecutivo, en los términos de la Ley sobre Probidad en la Función Pública y Prevención de los Conflictos de Intereses.

 
j) Los acuerdos de los Órganos Intermedios Colegiados Regionales y del Órgano Intermedio Colegiado.

 
k) Balance anual aprobado por el Servicio Electoral.

 
l) El monto total de las cotizaciones ordinarias y extraordinarias de sus afiliados, recibidas durante el año calendario respectivo.

 
m) El total de los aportes, donaciones, asignaciones testamentarias y, en general, todo tipo de transferencias públicas o privadas, que se reciban a partir de su inscripción, en conformidad a lo dispuesto en las leyes.

 
n) Las transferencias de fondos que efectúen, con cargo a los fondos públicos que perciban, incluyendo todo aporte económico entregado a personas naturales o jurídicas, en conformidad a lo dispuesto en las leyes.

 
o) Todas las entidades en que tengan participación, representación e intervención, cualquiera sea su naturaleza y el fundamento normativo que la justifique.

 
p) Sanciones aplicadas al partido político.
 
q) Nómina de contrataciones sobre 20 unidades tributarias mensuales, cualquiera sea su objeto, con indicación de los contratistas e identificación de los socios y accionistas principales de las sociedades o empresas prestadoras, en su caso.

 
r) Requisitos y procedimientos para nuevas afiliaciones y número de afiliados.


s) Información estadística sobre participación política dentro del partido, desagregada por sexo, indicando, a lo menos, la cantidad de militantes, distribución etaria, los cargos que ocupan dentro del partido, cargos de elección popular, autoridades de gobierno, entre otros.

 
t) El registro de gastos efectuados en las campañas electorales a que se refiere el artículo 33, letra e), de la ley N° 19.884, sobre Transparencia, Límite y Control del Gasto Electoral.

 
u) El registro de aportes a campañas electorales a que se refiere el artículo 40 de la ley N° 19.884, sobre Transparencia, Límite y Control del Gasto Electoral.

 
v) Un vínculo al sitio web del Servicio Electoral en el que consten las cuentas de los ingresos y gastos electorales presentadas ante el Director del Servicio Electoral, de conformidad con el artículo 48 de la ley N° 19.884, sobre Transparencia, Límite y Control del Gasto Electoral, y

 
w) Toda otra información que el Órgano Ejecutivo de cada partido político determine y cuya publicidad no sea contraria a la Constitución y las leyes. El Órgano Ejecutivo podrá revocar dicha decisión en cualquier momento. Las resoluciones respectivas deberán comunicarse oportunamente, por escrito, al Consejo para la Transparencia, según sus instrucciones.

 
Un miembro del Órgano Ejecutivo del partido político será el encargado de velar por la observancia de las normas de este Título de acuerdo a las instrucciones del Consejo para la Trasparencia. La determinación del miembro responsable del Órgano Ejecutivo deberá ser comunicada al Consejo para la Transparencia en los términos establecidos por las instrucciones de dicho Consejo. Lo anterior, sin perjuicio de las responsabilidades que la ley N° 19.884, sobre Transparencia, Límite y Control del Gasto Electoral, asigna a los Administradores Generales Electorales en materia de difusión de información en los sitios web de cada partido político.


Artículo 36 ter.- Cualquier persona podrá presentar un reclamo ante el Consejo para la Transparencia, en contra del partido político que no cumpla lo prescrito en el artículo anterior, conforme al procedimiento previsto en los artículos 24 y siguientes de la Ley de Transparencia de la Función Pública y Acceso a la Información de la Administración del Estado, aprobada por el artículo primero de la ley N° 20.285. 


En la resolución que emita el Consejo para la Transparencia  o la respectiva Corte de Apelaciones, en su caso, declarando la infracción por parte del partido político, se comunicará al Servicio Electoral la necesidad de iniciar un procedimiento sancionatorio para establecer una multa a beneficio fiscal sobre el patrimonio del respectivo partido político, la que, de acuerdo a la gravedad de la infracción podrá ascender de 500 a 2.000 unidades tributarias mensuales. En caso de reincidencia, el monto de las multas será elevado al doble.”.
 
37. Sustitúyese el artículo 37 por el siguiente:

 
“Artículo 37.- Todo partido político podrá fusionarse con otro u otros en conformidad con las normas que se establecen en este Título, debiendo cumplir conjuntamente con el mínimo legal de afiliados para constituirse como tales. Los partidos políticos que se encuentren en alguna de las causales de disolución establecidas en la ley no podrán fusionarse con otro.”.

 
38. Modifícase el artículo 38 en el siguiente sentido:

 
a) Sustitúyese, en su inciso primero, la expresión “Consejo General” por “Órgano Intermedio Colegiado”.

 
b) Sustitúyense, en su inciso segundo, las expresiones “la Directiva Central” y “Consejo General”, por las expresiones “el Órgano Ejecutivo” y “Órgano Intermedio Colegiado”, respectivamente.

 
c) Sustitúyese, en el inciso tercero, la expresión “por los Consejos Generales” por la frase “por los Órganos Intermedios Colegiados”.

 
39. Modifícase el artículo 39 en el siguiente sentido:

 
a) Reemplázase, en su inciso primero, la expresión “los presidentes de los partidos” por la frase “los miembros de los Órganos Ejecutivos”.

 
b) Reemplázase, en su inciso segundo, la expresión “los presidentes de los partidos políticos” por la frase “los miembros de los Órganos Ejecutivos”.

 
c) Reemplázase, en el inciso tercero, la expresión “Diario Oficial” por la frase “sitio electrónico del Servicio Electoral”.

 
40. Modifícase el artículo 42 en el siguiente sentido:

 
a) En el inciso primero:

 
i. Reemplázase la expresión “Consejo General” por “Órgano Intermedio Colegiado”.

 
ii. Reemplázase el numeral 2° por el siguiente:

 
“2°.- Por no alcanzar el 5 por ciento de los sufragios válidamente emitidos en la última elección de diputados, en cada una de a lo menos ocho regiones o en cada una de a lo menos tres regiones geográficamente contiguas, en su caso.”.

 
iii.- Reemplázase el numeral 6° por el siguiente:

 
“6° En los casos previstos en los artículos 47, 50, inciso segundo, y 51 bis.”.

 
iv. Sustitúyese en el numeral 7° la expresión “y 82, número 7°,” por la siguiente: “y 93, número 10°,”.

 
b) Sustitúyese el inciso tercero por el siguiente:
 
“No obstante, si un partido político no alcanzare el umbral previsto en el numeral 2° de este artículo en una o más regiones, conservará su calidad de tal y podrá desarrollar las actividades señaladas en el inciso primero del artículo 2° en las mismas regiones donde se encontraba legalmente constituido con anterioridad, siempre que elija un mínimo de cuatro parlamentarios en, a lo menos, dos regiones distintas, sean diputados o senadores.”.

 
41. Modifícase el artículo 43 de la siguiente forma:

 
a) Intercálase en su inciso segundo, a continuación de la expresión “noventa días”, la palabra “corridos”.

 
b) Intercálanse en su inciso tercero, a continuación de la expresión “ciento ochenta días”, la palabra “corridos”, y entre “al Presidente del partido” y “la disminución de los afiliados” la expresión “, o su equivalente,”.

 
c) Sustitúyese, en su inciso final, la palabra “apelarse” por “reclamarse”.

 
42. En el artículo 46:


a) Sustitúyese en el encabezado la expresión “con arreglo a” por la siguiente: “por infracciones a las normas de”.


b) Reemplázase, en el inciso final, la expresión “y 28” por la siguiente: “, 28 y 28 bis”.

 
43. Modifícase el artículo 47 en el siguiente sentido:

 
a) Reemplázase, en el inciso primero, la expresión “la segunda parte del inciso cuarto y en el inciso quinto del artículo 2°” por “en el inciso tercero del artículo 1°”.

 
b) Elimínase el inciso segundo.

 
44. Reemplázase, en el inciso segundo del artículo 48, la expresión “los presidentes y secretarios de los Consejos Regionales” por “las autoridades representantes de los Órganos Intermedios Colegiados Regionales”.

 
45. Suprímese el inciso primero del artículo 49.

 
46. Reemplázase, en el inciso segundo del artículo 50, la expresión “de la Directiva Central” por la expresión “del Órgano Ejecutivo”.

 
47. Reemplázase, en el inciso tercero del artículo 51, la oración “a los tesoreros de los Consejos Regionales” por “a quienes se desempeñen como tesoreros en los Órganos Intermedios Colegiados Regionales”.

 
48. Agrégase el siguiente artículo 51 bis:

 
“Artículo 51 bis.- La infracción grave y reiterada de lo dispuesto en el Título V de esta ley será sancionada con la disolución del partido político.”.

 
49. Sustitúyese, en el artículo 54, el vocablo “elección” por la frase “comisión de la infracción”.

 
50. Modifícase el artículo 57 en el siguiente sentido:

 
a) En el inciso primero intercálase, a continuación de la expresión “noventa días”, la palabra “corridos”.

 
b) Sustitúyese, en su inciso segundo, la expresión “Consejo General de la representación parlamentaria del partido.” por la frase “Órgano Intermedio Colegiado.”.

 
51. Reemplázase, en el artículo 59, la palabra “apelaciones” por “reclamaciones” y la palabra “apelación” por “reclamación”.

 
52. Agrégase el siguiente artículo 64:

 
“Artículo 64.- A falta de regla especial, los plazos que esta ley dispone para realizar actuaciones ante el Servicio Electoral o para que éste evacue actos administrativos en ejercicio de sus funciones legales serán de días hábiles, en conformidad con la ley Nº19.880.

 
Los plazos para realizar actuaciones ante el Tribunal Calificador de Elecciones o los Tribunales Electorales Regionales se regirán por las normas de las leyes Nº18.460 y Nº18.593, respectivamente.”.

 
Artículo 2°.- Las referencias que las demás leyes hagan a la Directiva Central, al Consejo General y al Consejo Regional se entenderán hechas al Órgano Ejecutivo, al Órgano Intermedio Colegiado y al Órgano Intermedio Colegiado Regional, respectivamente.

Disposiciones Transitorias

 
Artículo primero.- Los partidos políticos constituidos legalmente a la fecha de entrada en vigencia de esta ley deberán adecuar sus estatutos a ésta y cumplir las obligaciones que ella introduce, dentro de los ciento ochenta días contados desde su publicación en el Diario Oficial.

 
El Órgano Ejecutivo de cada partido político deberá remitir al Servicio Electoral el reglamento de elecciones internas a que se refiere el artículo 23 bis de la ley N°18.603, dentro de los noventa días corridos siguientes a la publicación de esta ley en el Diario Oficial.

 
Artículo segundo.- Los partidos políticos que sean poseedores materiales de bienes inmuebles que no se encuentren inscritos a su nombre en el Conservador de Bienes Raíces respectivo, podrán solicitar al Ministerio de Bienes Nacionales, dentro de los 90 días corridos siguientes a la fecha de publicación de esta ley, que se les reconozca la calidad de poseedores regulares de dichos bienes a fin de quedar habilitados para adquirir su dominio por prescripción, de acuerdo a las reglas y al procedimiento que se indican en el presente artículo y en el siguiente:


1. Los partidos políticos deberán acreditar ante el Ministerio de Bienes Nacionales, mediante una declaración jurada ante notario, suscrita por el representante legal del partido político, el cumplimiento de los siguientes requisitos:



a. Estar en posesión material del inmueble, por sí o por otra persona en su nombre, en forma continua y exclusiva, sin violencia ni clandestinidad, durante cinco años, a lo menos. 


b. Que no existe juicio pendiente en su contra en que se discuta el dominio o posesión del inmueble, iniciado con anterioridad a la fecha de presentación de la solicitud.


La declaración jurada deberá indicar, además, el origen de su posesión y los antecedentes legales y de hecho de los poseedores anteriores, si los conocieren, como asimismo, el conocimiento que tuvieren de la existencia de inscripciones que se refieran al inmueble y de las otras personas que pudieran tener derechos sobre él.


2. Además, la posesión material podrá  acreditarse en la forma establecida en el artículo 925 del Código Civil. No será obstáculo para el ejercicio de este derecho por parte de los partidos políticos la existencia de inscripciones de dominio anteriores sobre el mismo inmueble, sin perjuicio de los derechos de los titulares de dichas inscripciones contemplados en el número 11 del artículo tercero transitorio de esta ley.


El pago del impuesto territorial podrá ser considerado como plena prueba de la posesión material cuando por su regularidad, continuidad y duración reúna los caracteres establecidos en el inciso segundo del artículo 426 del Código de Procedimiento Civil. El pago del mismo tributo durante los cinco años anteriores a la presentación de la solicitud hará plena prueba de dicha posesión respecto del peticionario. 


3. Los partidos políticos podrán agregar a su posesión la de sus antecesores, sea ésta legal o material, siempre que exista, a lo menos, un título aparente que haga presumible la continuidad de las posesiones. Se tendrá, entre otros, como título aparente la promesa de compraventa de plazo vencido; la adquisición de mejoras o de derechos y acciones sobre el inmueble, sea por instrumento público o privado; o la declaración jurada ante notario de la persona natural o jurídica a cuyo nombre esté inscrito el inmueble en el Conservador de Bienes Raíces. El hecho de invocar como antecedente un contrato de promesa de compraventa o cualquier otro instrumento público o privado en que conste la voluntad de transferir la propiedad no significará que el partido político reconozca dominio ajeno. 


El derecho que consagra este artículo podrá ejercerse respecto de cualquier inmueble ubicado en el territorio de la República, sin importar su avalúo fiscal, salvo respecto de propiedades fiscales, inscritas a nombre del Fisco, gobiernos regionales, municipalidades o servicios públicos descentralizados, o comprendidas en las herencias deferidas a favor de ellos.

 
Artículo tercero.- La solicitud a que se refiere el artículo segundo transitorio se tramitará de acuerdo a las reglas siguientes:


1. Presentada la solicitud por el partido político ante el Ministerio de Bienes Nacionales, éste la admitirá a tramitación y oficiará al Conservador de Bienes Raíces respectivo para que informe, dentro de los 10 días hábiles siguientes a la fecha de recepción del oficio respectivo, sobre el nombre, rol único tributario y domicilio de quien aparezca, según sus antecedentes, como propietario del inmueble. 

2. Si el Conservador de Bienes Raíces informare que quien figura como propietario es una persona natural, el Ministerio de Bienes Nacionales oficiará al Servicio de Registro Civil e Identificación para que, dentro de los 10 días hábiles siguientes a la fecha de recepción del oficio respectivo, informe del último domicilio que registra en dicho organismo la persona que, aparece como supuesto propietario, o de su fallecimiento. Si el Servicio de Registro Civil e Identificación no informare al Ministerio de Bienes Nacionales el último domicilio en el plazo señalado,  se tendrá por domicilio el que aparezca en la inscripción de dominio. Con los antecedentes señalados, el Ministerio de Bienes Nacionales procederá a notificar la solicitud, mediante carta certificada, al supuesto propietario del inmueble, adjuntando copia íntegra de ella.


3. Cumplidos los trámites señalados en el número anterior, y previo informe jurídico, el Ministerio de Bienes Nacionales deberá pronunciarse denegando o aceptando la solicitud presentada.  


4. La resolución que acoja la solicitud presentada deberá indicar la individualización del partido político, la ubicación y deslindes del inmueble,  y la respectiva inscripción si fuere conocida, y deberá publicarse íntegramente en el sitio web del Ministerio de Bienes Nacionales por 15  días corridos y en un diario de circulación nacional o en la región en que se encuentre situado el inmueble, con cargo al partido político solicitante, por una vez, dentro de  15 días hábiles, contados desde la fecha de la resolución señalada. En dichas publicaciones deberá prevenirse que, si dentro del plazo de 30 días hábiles contados desde la publicación de la resolución en un diario de publicación nacional o regional, no se dedujere oposición por terceros, se ordenará la inscripción a nombre del solicitante.


5. Si no se dedujere oposición dentro del plazo señalado en el número anterior, y previa certificación de este hecho y de haberse efectuado las publicaciones a que se refiere el numeral anterior, el Ministerio de Bienes Nacionales deberá dictar la resolución ordenando la inscripción del inmueble en el Registro de Propiedad del Conservador de Bienes Raíces respectivo. Esta resolución contendrá la individualización del partido, la ubicación y deslindes del inmueble. La resolución estará exenta de toma de razón y no será necesario reducirla a escritura pública.


6. En contra de la resolución que rechazare una solicitud procederá recurso de reposición, de conformidad a las reglas generales.  


7. El Conservador de Bienes Raíces deberá practicar la inscripción del inmueble a requerimiento del partido político, de acuerdo con las indicaciones que contenga la resolución dictada por el Ministerio de Bienes Nacionales y agregará, al final del Registro de Propiedad, una copia autorizada de dicha resolución, y practicará, además, la inscripción de la prohibición a que se refiere número 10 de  este artículo.


8. La resolución del Ministerio de Bienes Nacionales que acoja la solicitud se considerará como justo título. Una vez practicada su inscripción en el Registro del Conservador de Bienes Raíces, el partido político adquirirá la calidad de poseedor regular del inmueble para todos los efectos legales, aunque existieren en favor de otras personas inscripciones que no hubieran sido materialmente canceladas. Transcurrido un año completo de posesión inscrita no interrumpida, contado desde la fecha de la inscripción, el partido político se hará dueño del inmueble por prescripción, la que no se suspenderá en caso alguno. 


9. Expirado el plazo de un año a que se refiere el número anterior, prescribirán las acciones emanadas de los derechos reales de dominio, usufructo, uso o habitación, servidumbres activas y el de hipotecas relativos al inmueble inscrito de acuerdo con el presente artículo. Las anteriores inscripciones de dominio sobre el inmueble, así como la de los otros derechos reales mencionados, las de los gravámenes y prohibiciones que lo afectaban, una vez transcurrido el citado plazo de un año, se entenderán canceladas por el solo ministerio de la ley, sin que por ello recobren su vigencia las inscripciones que antecedían a las que se cancelan. Con todo, si las hipotecas y gravámenes hubiesen sido constituidos por el mismo partido político o por alguno de los antecesores cuya posesión legal o material se hubiera agregado a la suya, dichas hipotecas y gravámenes continuarán vigentes sobre el inmueble. Subsistirán igualmente, los embargos y prohibiciones decretados en contra del partido político o de alguno de sus antecesores; pero ello no será obstáculo para practicar las inscripciones que correspondan. 


10. Los partidos políticos que hayan inscrito inmuebles en conformidad a este artículo no podrán gravarlos ni enajenarlos durante el plazo de un año, contado desde la fecha de la inscripción. El Conservador de Bienes Raíces deberá inscribir de oficio esta prohibición, la que quedará cancelada por el solo ministerio de la ley, una vez transcurrido el referido plazo, debiendo alzarse de oficio. 

11. Los terceros que pretendan impugnar la solicitud realizada por el partido político o la inscripción efectuada a su nombre, podrán hacerlo de conformidad, en lo pertinente, al procedimiento contemplado en el Párrafo 1° del Título IV del decreto ley  N°2.695, de 1979, del Ministerio de Tierras y Colonización. Si el Tribunal acogiere la acción de dominio señalada, ordenará la cancelación de la inscripción practicada con arreglo a este artículo, conservando su plena vigencia las inscripciones que existían sobre el inmueble con anterioridad a ella. 


En todo lo no previsto por este artículo y por el artículo anterior, se aplicarán de forma supletoria las disposiciones especiales del decreto ley N° 2.695, de 1979, del Ministerio de Tierras y Colonización.  


Los Conservadores de Bienes Raíces deberán practicar las inscripciones a que se refiere el presente artículo dentro del plazo de 30 días, contados desde la fecha en que fueron requeridas, debiendo informar de dichas inscripciones al Servicio Electoral. 


Artículo cuarto.- El representante legal de un partido político que hubiere intervenido en la obtención  del reconocimiento de la calidad de poseedor regular de acuerdo con el procedimiento establecido en el artículo anterior, mediante fraude o engaño,  será castigado con presidio menor en su grado máximo a presidio mayor en su grado mínimo. La misma pena se aplicará a los terceros que a sabiendas colaboraren con el partido en la obtención de dicho reconocimiento. El tribunal con competencia en lo penal deberá remitir al Servicio Electoral la sentencia condenatoria firme y  ejecutoriada contra el representante legal del partido que haya incurrido en el delito descrito, en un plazo de 5 días hábiles, desde que se encuentre en dicho estado,  para los efectos señalados en el inciso siguiente de este artículo. 


El partido político que obtuviere el reconocimiento de la calidad de poseedor regular de acuerdo con el procedimiento establecido en el artículo anterior mediante fraude o engaño, será disuelto. Su disolución se formalizará mediante la cancelación de su inscripción en el Registro de Partidos Políticos, la que será efectuada por el Director del Servicio Electoral, previa resolución del Consejo Directivo de dicho Servicio que así lo disponga.”.


Artículo quinto.- El Servicio Electoral deberá dictar todas las instrucciones a que se refiere esta ley, dentro de los sesenta días corridos siguientes a la fecha de su publicación en el Diario Oficial.

 
Artículo sexto.- Los partidos políticos que se encuentren en formación el 31 de enero de 2016 continuarán formándose conforme a las normas vigentes a esa fecha.

 
Con todo, cumplidos doce meses desde la publicación de la presente ley en el Diario Oficial, estos partidos deberán contar con el 0,25 por ciento del electorado que hubiere sufragado en la última elección de diputados en cada una de ocho regiones o tres regiones contiguas, con un mínimo de 500 electores en cada una de ellas.

  
El incumplimiento de lo prescrito en este artículo dará lugar a la disolución del partido.

 
Artículo séptimo.- Los partidos políticos constituidos al momento de la publicación de la presente ley en el Diario Oficial deberán, dentro de los doce meses siguientes a dicha publicación, contar con un padrón de afiliados equivalente al menos al 0,25 por ciento del electorado que hubiere sufragado en la última elección de diputados en cada región en que estén constituidos, con un mínimo de 500 electores en cada una de ellas. El partido perderá su inscripción en las regiones en que no alcance el referido mínimo. Si el partido no alcanza el mínimo exigido en cada una de al menos ocho regiones o tres regiones contiguas, deberá ser declarado disuelto.

 
Artículo octavo.- Lo dispuesto en el número 40 del artículo 1° no se aplicará a los partidos políticos que participen en la elección parlamentaria de 2017, los que se disolverán en caso de no alcanzar el 3 por ciento de los sufragios válidamente emitidos en dicha elección de diputados, en cada una de a lo menos ocho regiones o en cada una de a lo menos tres regiones geográficamente contiguas, según corresponda. No obstante, si un partido político incurriere en esta hipótesis de disolución, pero eligiere un mínimo de dos parlamentarios en, al menos, dos regiones distintas, sean diputados o senadores, conservará su calidad de tal y podrá desarrollar las actividades señaladas en el inciso primero del artículo 2° en las mismas regiones donde se encontraba legalmente constituido con anterioridad, sin perjuicio de las demás causales de disolución de partidos políticos establecidas en la ley.”.
-------

Acordado en sesión celebrada el 7 de enero de 2016, con asistencia de los Senadores señores José García Ruminot, Alejandro Guillier Álvarez, Felipe Harboe Bascuñán, Víctor Pérez Varela e Ignacio Walker Prieto (Presidente); en sesión celebrada el 11 de enero de 2016, con asistencia de los Senadores señores José García Ruminot, Alejandro Guillier Álvarez, Felipe Harboe Bascuñán, Víctor Pérez Varela e Ignacio Walker Prieto (Presidente) y en sesión celebrada el 17 de enero de 2016, con asistencia de los Senadores señores José García Ruminot, Alejandro Guillier Álvarez, Ricardo Lagos Weber (Felipe Harboe Bascuñán), Víctor Pérez Varela e Ignacio Walker Prieto (Presidente).

Sala de la Comisión, a 19 de enero de 2016.
(Fdo.): Pilar Silva García de Cortázar, Secretaria de la Comisión.
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